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Epígrafe 
 

 

 

 

"El derecho es realidad. Eso no se puede perder nunca de vista. Mucho menos lo pueden hacer 

los operadores jurídicos. Su labor como tales, ha de estar siempre caracterizada por el empeño 

de penetrar profundamente en el sentido práctico del derecho. Ello sin perder de vista sus fines 

fundamentales como son la justicia y la seguridad.  

Los esquemas teóricos de férrea lógica, no deben llevar a los excesos conceptualistas que se 

apartan de la realidad. Dicha tendencia no es idónea para dar solución a los conflictos 

cotidianos que se presentan en la sociedad.  

Si a ésta no se le escudriña, observando con detalle su comportamiento en general, y sus 

diversas reacciones, como organismo viviente que es, se corre el riesgo de convertir el derecho 

en una especie de corsé inflexible sin aptitud para resolver los problemas concretos de la vida 

diaria”. 

Edgar Cervantes 

 

 

 

 

 

 

 

 

“Cambia el mundo, cambian las leyes, todas las ciencias evolucionan y 

 únicamente la Razón Jurídica permanece inmóvil y 

 ensimismada, distanciándose cada vez más de la realidad”. 

Alejandro Nieto 
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Resumen 

En la presente investigación se estudian los elementos del ordenamiento jurídico 

vigente que, en materia municipal y ambiental, llevan a determinar que existe una 

obligación de las corporaciones municipales de crear convenios interinstitucionales de 

protección de recursos naturales, cuando se compruebe que existen cargas 

ambientales compartidas entre las mismas. Dicha obligación, sustentada en el hecho de 

que los beneficios que algunas municipalidades obtienen, producto de las limitaciones 

de carácter ambiental que soportan otros municipios, no pueden quedarse sin una 

compensación razonable y oportuna. 

Para el estudio propuesto, se utilizó como referencia los cantones de San Rafael 

de Heredia y Heredia centro. Tomándose como premisa que la Municipalidad de San 

Rafael afronta la problemática de encontrar impedimentos a su desarrollo local, a raíz 

de la cantidad de cargas y limitaciones ambientales que soporta; caso contrario a lo que 

sucede con los cantones que se favorecen directamente de los beneficios ambientales 

generados de esas restricciones, los cuales continúan desarrollándose y creciendo, 

como sucede en el caso del cantón de Heredia.  

Puntualmente, la hipótesis indica que actualmente es una obligación del 

municipio de Heredia poner en marcha la implementación de un sistema de 

coordinación interinstitucional de cargas ambientales compartidas, que permita 

solventar las deficiencias de desarrollo local, ocasionadas por los numerosos 

impedimentos ambientales que generan diferencias de oportunidades de desarrollo, con 

respecto a la Municipalidad de San Rafael de Heredia.  

Como objetivo general se busca proponer una o varias posibilidades de solución 

jurídica, sea la creación de un consorcio, la creación de un tributo o la emisión de una 

nueva norma, que se acoplen a la normativa vigente en el país y que permitan solventar 

los problemas municipales que afronta el cantón de San Rafael de Heredia, por 

limitaciones al uso de suelo; mediante la demostración de la existencia de una 

obligación legal, de otro municipio más desarrollado, Heredia centro, de implementar 

cargas ambientales compartidas, como forma solidaria de proporcionar apoyo 

intergubernamental, y en razón de los compromisos adquiridos en materia legal, 
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nacional e internacional, que faculten un mejor desarrollo local y ambiental. 

Con base en la metodología propuesta por Helio Gallardo, se realizó una 

investigación documental con elementos de trabajo de campo. Los datos recolectados 

en los dos municipios en estudio fueron utilizados para determinar la realidad del 

problema planteado, realizar un análisis comparativo de los resultados obtenidos en 

cuanto a las cargas ambientales y plantear las posibilidades de implementar 

mecanismos de solidaridad ambiental intermunicipal. En cuanto a la investigación 

documental, se implementó la búsqueda y revisión documental en bibliotecas, internet y 

librerías, así como la confección respectiva de fichas bibliográficas, y de citas textuales, 

para posteriormente analizar, concretar y condensar la información obtenida. 

A manera de resumen, entre las conclusiones más importantes se tiene que la 

hipótesis fue confirmada de forma parcial, ya que, si bien existe una obligación de los 

municipios de concertar -generada por cargas ambientales compartidas- esta no es 

unilateral para un municipio respecto del otro, sino que, por el tipo de carga que se 

comprobó, la obligación es recíproca y exige a ambos municipios por igual, la 

implementación de estrategias que se desarrollen coordinadamente. También existe la 

posibilidad de buscar soluciones generales a la problemática, más equitativas y con 

mayores alcances, como se refleja de las propuestas que implicarían reformas o 

promulgación de leyes.  

De la investigación se obtuvo que hay varias posibilidades jurídicas que podrían 

ser implementadas en el contexto específico de Costa Rica, con las adaptaciones 

necesarias para que se acoplen a la realidad nacional. Específicamente, se 

desarrollaron opciones de consorcio -utilización del sistema de metro por metro, figuras 

asociativas o convenios de pago por servicios ambientales-, la posibilidad de 

establecimiento de un tributo o la creación de instituciones interregionales.  

Pese a que las soluciones propuestas pueden ser adaptadas e implementadas al 

contexto nacional, en la presente investigación no podemos desarrollar dichos modelos 

a profundidad, pues cada uno de ellos, para ser puesto en práctica, requiere de 

estudios técnicos específicos que los complementen, como estudios de factibilidad, de 

vulnerabilidad, arquitectónicos, entre otros.   
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Introducción 

Justificación 

 

En las páginas subsecuentes, se busca determinar, primero, si existen los 

elementos normativos, doctrinarios y conceptuales suficientes para considerar como 

obligación municipal, el compartir limitaciones ambientales a nivel intergubernamental. 

Teniendo dicha premisa como afirmativa, el trabajo se concentra en conocer la 

problemática generada por cargas ambientales compartidas, especialmente el caso de 

las limitaciones por uso de suelo, en razón de que los beneficios que algunas 

municipalidades obtienen producto de las limitaciones de carácter ambiental que 

soportan otros municipios, no pueden quedarse sin una compensación razonable y 

oportuna.  

Siendo que el derecho busca propiciar situaciones equitativas y de certeza 

jurídica, el que algunos municipios gocen de beneficios no compensados y sin 

reciprocidad alguna, ocasiona un estado de desigualdad entre las entidades y las 

poblaciones que cada una de ellas regula. Además, se desconoce la necesidad de 

contar con recursos suficientes para potenciar un desarrollo urbano sostenible, en los 

cantones que soportan esas cargas.  

Se utilizarán como referencia los cantones de San Rafael de Heredia (municipio 

con altas limitantes de desarrollo) y el cantón central de Heredia (municipio beneficiado 

directamente por los servicios ambientales brindados por San Rafael, y con amplio 

desarrollo urbano). 

El estudio de todos estos elementos, será utilizado posteriormente para 

determinar posibles soluciones jurídicas que se podrían aplicar para solventar el 

problema analizado -sea un consorcio, el establecimiento de un tributo, la emisión de 

una nueva norma que regule el tema de forma específica- implementando algún 

instrumento jurídico similar a los que han desarrollado en otros países.  
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Con ello se busca proponer una medida realista en relación con las limitaciones 

por uso de suelo de carácter ambiental y las necesidades específicas que se logren 

determinar de los municipios en estudio. Lo anterior tomando como premisa que la 

Municipalidad de San Rafael afronta la problemática de encontrar impedimentos a su 

desarrollo local, a raíz de la cantidad de cargas ambientales que soporta, a contrario 

sensu de lo que sucede con los cantones que se favorecen de los beneficios 

ambientales generados de esas restricciones – como pasa con el cantón central de 

Heredia – que continúan desarrollándose y creciendo.  

Éste proyecto busca determinar que existe una obligación municipal de crear 

convenios interinstitucionales, con base en el ordenamiento jurídico vigente en Costa 

Rica. Así mismo, una vez determinada dicha obligación, se buscará idear soluciones 

que involucren acciones coordinadas que garanticen la utilización racional de los 

recursos ambientales disponibles, apegado a los postulados básicos de tutela ambiental 

y desarrollo urbano sostenible y respetando los principios de equidistribución de cargas 

y beneficios y de unidad de gestión. 

Esto facultará la creación de un marco base y un precedente que, 

posteriormente, permita ampliar el estudio y las soluciones propuestas a problemas 

similares que enfrenten otras municipalidades, que se encuentran en la misma situación 

del Municipio de San Rafael, afectas a limitaciones de carácter ambiental, que les 

impiden desarrollarse y generar ingresos, para proveer servicios a sus administrados.  

Objetivos 

General: 

Proponer una solución jurídica, sea la creación de un consorcio, la creación de 

un tributo o la emisión de una nueva norma, que se acople a la normativa vigente en el 

país y que permita solventar los problemas municipales que afronta el cantón de San 

Rafael de Heredia, por limitaciones al uso de suelo; mediante la demostración de la 

existencia de una obligación legal, de otro municipio más desarrollado, Heredia centro, 

de implementar cargas ambientales compartidas, como forma solidaria de proporcionar 
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apoyo intergubernamental, y en razón de los compromisos adquiridos en materia legal, 

nacional e internacional, que faculten un mejor desarrollo local y ambiental. 

 

Específicos 

 Establecer los parámetros, posibilidades y límites de la autonomía municipal. 

 Identificar los institutos existentes, referentes a la relación, coordinación y 

coexistencia entre gobiernos locales. 

 Analizar la normativa nacional e internacional, en concordancia con postulados 

propios de la materia ambiental, que establecen la existencia de la obligación de 

compartir cargas ambientales a nivel intermunicipal. 

 Desarrollar el estudio de la problemática actual que enfrenta el cantón de San 

Rafael de Heredia por limitaciones al uso de suelo, en comparación con las 

oportunidades de desarrollo y los beneficios que obtiene la Municipalidad de 

Heredia centro gracias a los servicios ambientales ofrecidos por San Rafael. 

 Estructurar posibilidades de modelos intergubernamentales que los municipios 

de San Rafael y Heredia puedan implementar para solventar la actual carencia 

de cargas ambientales compartidas. 

 

Hipótesis: 

Actualmente es una obligación del municipio de Heredia, poner en marcha la 

implementación de un sistema de coordinación interinstitucional de cargas ambientales 

compartidas, que permita solventar las deficiencias de desarrollo local ocasionadas por 

los numerosos impedimentos ambientales que generan diferencias de oportunidades de 

desarrollo, con respecto a la Municipalidad de San Rafael de Heredia. 
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Metodología 

Con base en la metodología propuesta por Helio Gallardo1, se realizará una 

investigación documental con elementos de trabajo de campo. Estos últimos serán 

trascendentales para observar la realidad del problema planteado, así como la eventual 

efectividad de las soluciones que se vayan a proponer; con base en los datos 

recolectados en cada Corporación Municipal, se realizará un análisis comparativo de 

los resultados obtenidos en cuanto a las cargas ambientales, los beneficios y las 

posibilidades de implementar mecanismos de solidaridad ambiental intermunicipal. 

Sin embargo, la facultad de sostener la idea de compartir las cargas y beneficios 

ambientales intermunicipalmente como una obligación vigente y directa que vincule a 

los gobiernos locales, requiere que los elementos de campo utilizados, estén 

fundamentados en una investigación sobre la autonomía municipal, relaciones 

intermunicipales, la relación de las cargas y beneficios como principio compensatorio y 

de asidero constitucional en la protección del medio ambiente.  

Entre los aspectos metodológicos de campo que se tomarán en cuenta, se 

encuentran: La recolección de datos sobre límites de construcción en las fincas, 

entrevistas a administrativos del municipio de San Rafael de Heredia y de Heredia 

Centro, a fin de analizar, ordenar y contraponer la información obtenida, para establecer 

la incidencia de la carga mencionada sobre el cantón de San Rafael. 

La investigación documental, comprenderá la búsqueda y revisión documental 

en bibliotecas, Internet y librerías, así como la confección respectiva de fichas 

bibliográficas y de citas textuales, para posteriormente analizar, concretar y condensar 

la información obtenida. 

 

 

 

 

                                                 
1 Gallardo Martínez, Helio. Elementos de investigación académica. San José, Costa Rica: EUNED, 2007, 1ed.  
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Estructura de la investigación 

 El siguiente trabajo connota una confluencia entre el Derecho Municipal y el 

Derecho Ambiental y los elementos del Derecho Urbanístico que permean ambas 

áreas. A partir de esta premisa, el trabajo se divide en dos títulos. El primero dedicado 

al establecimiento de los presupuestos generales de las grandes ramas del Derecho 

involucradas, cuya comprensión y alcances serán necesarios para el desarrollo de los 

temas que abarca el título segundo, que evacúan la puesta en práctica de las ideas 

generales al caso concreto bajo análisis. 

 Así, dentro del primer título se encuentran tres capítulos: El primero concierne al 

establecimiento de criterios base de la autonomía municipal, su inserción dentro de la 

figura del Estado, y la determinación de competencias a partir de la Constitución 

Política y el Código Municipal, no sólo a partir de la prestación de servicios, sino 

también de la representación e injerencia sobre los intereses de los habitantes del 

cantón. 

 El capítulo segundo, hace una descripción general del tratamiento de la 

coordinación con entes municipales entre sí, así como la relación de los municipios con 

los diversos entes del Estado, a fin de evidenciar la eficacia de las normas que 

estipulan la coordinación y si en realidad se respeta a la autonomía municipal; por otra 

parte, se dimensionan las posibilidades de interacción entre gobiernos locales a partir 

de las indicaciones de la legislación (con las federaciones) y la doctrina (en especial 

con respecto a la figura del concierto). 

 El tercer capítulo trata el desarrollo histórico del Derecho Ambiental -sus 

principios y tratamiento internacional y nacional- y como el entendimiento del mismo ha 

venido permeando y variando la comprensión de otras ramas del Derecho, con el 

propósito de entender la introducción de dicha materia en el análisis del campo 

municipal y urbano, en especial respecto de la introducción de conceptos como el 

desarrollo sostenible, la transversalidad, y la definición de cargas ambientales. 

 Por otro lado, el título segundo comprende dos capítulos. El primero versa sobre 

la identificación de las limitaciones de uso de suelo como una situación generadora de 

cargas a nivel cantonal, así como la concreción de beneficios que surgen de la 
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conservación y mantenimiento de esas obligaciones. 

 El último capítulo, establece las posibles soluciones al problema en estudio, y 

que se derivan en dos sentidos: Desde el uso de la figura del concierto (tomando el 

deber de coordinar como una obligación ya existente), y aquellas soluciones que 

requieren de una modificación legal. Dentro de las propuestas que utilizan el concierto 

se encuentran el sistema de transferencias metro por metro, el empleo de figuras 

asociativas, y la implementación del sistema de pago por servicios ambientales. En 

cuanto a las propuestas que requieren de una ley, se encuentran la creación o 

modificación de un tributo y la formación de una institución interregional. Respecto de 

cada posibilidad se hace un análisis de los requerimientos, ventajas y desventajas que 

presentan. 
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Título I: Generalidades doctrinales el Derecho Municipal y Ambiental. 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 1. Autonomía Municipal: Prerrogativas y limitaciones. 

 

 
Sinopsis: a. Génesis del municipio y su autonomía/ a.1. Escuelas exponentes 
de la teoría del municipio/ a.2. El municipio romano/ a.3. El municipio en España/ 
a.4. El paso del municipio español a América/ a.5. El municipio en Costa Rica/ a.6. 
El paso a la municipalidad del siglo XX/ b. Concepto de autonomía municipal/ 
b.1. Aproximaciones teóricas al concepto de autonomía municipal/ b.2. El concepto 
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a. Génesis del municipio y su autonomía. 

 

No se puede hablar de autonomía municipal sin municipio: El uso de estas dos 

figuras es parte básica del estudio del Derecho Público costarricense; sin embargo, 

comúnmente se incurre en el error de interiorizarlos en el quehacer jurídico como si 

siempre hubiesen existido, dejando de lado el análisis de su desarrollo e inicios 

históricos. Previo a estudiar la figura de la autonomía municipal a fondo, es menester 

que se esgriman unas cuantas ideas referentes al nacimiento de la municipalidad como 

hecho social y como instituto jurídico y a partir de ello, encontrar el origen y 

trascendencia de su autonomía. 

Pascaud indica que desde un principio el ser humano, dada su naturaleza de 

vivir en sociedad, requirió formas primitivas de organización que señalaran las vías a 

seguir, manteniendo la armonía o la defensa ante otros pueblos: 

“La constitución de los municipios, se remonta al origen de las sociedades. Las 

familias al principio dispersas en los espacios del todo primitivo, se reúnen 

obedeciendo a esa ley de la sociabilidad que está en la esencia misma del hombre. 

En segundo lugar, por consecuencia completamente natural, experimenta las 

necesidades de tener una administración interior, de darse instituciones que puedan 

proteger los intereses y garantizar la seguridad de las personas, se explica así 

cómo la asociación municipal que se encuentra en todos los pueblos civilizados, 

después esos municipios se unieron a otros y han formado las naciones”2.  

Una posición similar ha defendido Francisco de Vitoria y Suárez, al definir que la 

sociedad tiene su origen en un pacto entre personas a partir del requerimiento de vivir 

en colectivo, diferenciando entre dos tipos a partir de su organización: Las sociedades 

desorganizadas, catalogadas como imperfectas si no logran alcanzar por sí mismas la 

atención de servicios propios, desde la alimentación, infraestructura, hasta la solución 

de conflictos y, por otro lado, las sociedades civiles son las consideradas perfectas, 

pues su organización y acuerdos van tendientes al cumplimiento de sus fines y a su 

                                                 
2
 Pérez Hernández, José Francisco. «Génesis del municipio.» Multidisciplina, nº 7 (2010), 86. 
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mantenimiento permanente.  

En cuanto a España se refiere, se establecían en la península los llamados 

Concejos como estructuras comunales; tratando de instaurarse como sociedades 

perfectas, según lo explicado anteriormente3. 

En este trabajo se considera que el municipio es tomado como una institución 

jurídica cuyo objetivo es facilitar la organización estructural base del Estado, así como 

la administración y consecución de los diversos fines de un territorio claramente 

delimitado. Aún más, la figura guarda una relación estricta y directa con las personas 

que habitan dicho lugar, sus costumbres, cultura, expectativas de vida y requerimiento 

de servicios. Su figura más primitiva proviene de la organización de las primeras 

familias; hecho de la realidad que antecede a la constitución del instituto jurídico4.  

a.1. Escuelas exponentes de la teoría del municipio. 

 

Otra gran parte de la doctrina, a pesar de lo previamente expuesto, se enfatiza 

en el municipio como una creación meramente positiva, que encuentra validez 

únicamente cuando aparece instituida en las normas5. Sobre este tema existen varias 

teorías y escuelas a lo largo de la historia, que ameritan ser reseñadas.  

Con respecto a las posiciones que han existido en este tema, a juicio de los 

investigadores, la tarea llevada con mejor detalle fue elaborada por Fernando Baldi; 

quien destacó como la primera escuela, la sociológica, la cual se caracterizaba por 

esgrimir posiciones como las ya mencionadas, sostenidas por Pascaud y De Vitoria, de 

corte iusnaturalista. Bajo dichos lineamientos, expositores como Savigny y Tocqueville, 

describían a la municipalidad como un fenómeno exclusivamente social6.  

                                                 
3 Ugarte Cortés, Juan. «Teoría general del municipio: fines, fundamento y estructura.» Gaceta mexicana   de 

Administración pública estatal y municipal, nº 26 - 27 y 28 (Abril - Diciembre 1987), 27-28.  

http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/indice.htm?r=gac&n=26 (último acceso: 12 de Agosto de 2015). 
4
 D'Abbadie, Antoine. «La reforma municipal, los municipios rurales.» Euskal-Erria, 1898, 82. 

       http://meta.gipuzkoakultura.net/handle/10690/67736 (último acceso: 10 de Agosto 2015). 
5 Rendón Huerta, Teresita. Derecho Municipal. México: Porrúa, 1985, 795. 
6 Albi, Fernando. Derecho municipal comparado del mundo hispánico. Madrid: Aguilar, 1955,51. 
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A esta posición se le añade la hipótesis sostenida por la escuela política, la cual 

indica que, acorde con las características que poseyese una comunidad, así debía ser 

catalogada a posteriori por la legislación. Dicha visión se encuentra basada en el 

sistema inglés conocido como self government (auto gobierno), donde ya se nombraban 

funcionarios honorarios al servicio público. Por otro lado, las ideas de una escuela 

jurídica no se hicieron esperar; personajes como Lorenzo Stein, Otto Mayer e incluso 

se podría incluir aquí a Hans Kelsen, sostenían entre sus argumentos que era el 

Estado, forjando la estructura del ordenamiento jurídico, quien consignaba la posibilidad 

a las municipalidades de administrar lo que así se les asignare como competencias7.  

Muy cercana a los fundamentos positivistas, está la escuela administrativista. 

Sus inicios se encuentran en Francia, a partir del decreto de la Asamblea Constituyente 

del 14 de diciembre de 1789, ligando a las commune (ciudades) a un jefe con título de 

maire (alcalde) y entendiendo las corporaciones municipales como distribución simple y 

administrativa del territorio, como última circunscripción de la autoridad pública8. Dicha 

idea ya se plasmaba con antelación en la memoria que presentó Turgot al rey Luis XVI, 

bajo la idea de que se debían delimitar las competencias exclusivas del municipio, así 

como aquellas que delegara sobre estas el Estado, lo que marcó el punto de partida de 

la municipalidad moderna9. 

a.2. El municipio romano. 

 

Aunque la doctrina no parece pacífica con respecto a dónde y cuándo apareció la 

municipalidad, será de utilidad remontarse a la época donde se encuentra mayor 

consenso. De la constitución de municipios romanos se traslada la tradición, de corte 

latino, de utilizar dicha figura arraigada desde la época colonial y hasta la fecha. 

Cuando los romanos empezaron a conquistar otras ciudades y hordas humanas, 

                                                 
7 Hernández, Antonio María. Derecho Municipal. Parte General. México: Instituto de Investigaciones 

 Jurídicas, UNAM, 2003, 288-290. 
8 Albi, Fernando. La crisis del municipalismo. Madrid: Instituto de Estudios de Administración Local, 1946, 

74.  
9 García de Enterría, Eduardo. «Turgot y los orígenes del municipalismo moderno.» Revista de Administración 

Pública, nº 33 (Setiembre - Diciembre 1960): 79-107. 
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su organización se volvía cada vez más compleja. Siempre habían contado con la 

civitas, que eran una especie de asamblea conformada por los habitantes de una 

ciudad romana y mediante la cual se tomaban decisiones; posteriormente esta figura se 

convirtió en el Senado. Con la constitución de la Lex Papiria, Roma otorgaba una 

condición equivalente para aquellas ciudades de la península itálica cursando el año 89 

antes de Cristo10. 

Conforme Roma fue creciendo, su expansión se basó en mantener las 

estructuras propias de cada región incorporada al Imperio. De esta manera, se 

encuentran apreciables al menos tres condiciones básicas consideradas por Roma 

como método para relacionarse con pueblos y regiones bajo su dominio, según Pérez: 

Los municipio socci, incluía aquellos municipios donde se entendía el origen del pueblo 

y lengua latina, los cuales se subordinaban a Roma por convenio, aunque con 

autonomía interna en cuanto a su organización y con derecho al sufragio por los 

representantes y autoridades de la comunidad; por otro lado, estaban los municipia 

foederata, creados una vez que había pasado algún tiempo de la conquista, se juraba 

tributación y respeto a las autoridades romanas que permitiese comprobar la lealtad, 

con lo que se concedía a dichas ciudades el mantener su propio gobierno y estructuras; 

también estaban los municipia coercitia, a los cuales aplicaba el deditti: Si se optaba por 

la lucha contra Roma, una vez conquistados, la posibilidad de mantener su cultura, 

leyes y forma de vivir se perdía, la región dejaba de ser una civitas y el territorio pasaba 

a ser propiedad del Imperio romano11. 

Para Rendón Huerta, las divisiones municipales romanas se basaban en la 

posibilidad de ejercer o no el voto por quienes representaban a la ciudad, aunque 

dejando muy claros los alcances del municipio: 

“El término municipium deriva de munia capere, que sería el acto voluntario por el 

cual una comunidad de habitantes acepta las cargas de interés público. Esta 

aceptación seguiría a un foedus, tratado jurado por el pueblo libre, único capaz de 

hacer tal tratado. El populus romanus garantizaba en ese tratado al Municipio un 

                                                 
10 González, Julián. «Ius Latii y Lex Flavia Municipalis.» Mainake, nº XXIII (2001), 131.  
11 Hernández Pérez, 91-92. 
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derecho de ciudadanía, como reconocimiento de su participación. Nacía así una 

unión internacional y también una unión interna. Pero en el municipium había un 

populus que continuaba usando sus leyes particulares”12.  

Esto deja en la palestra uno de los conflictos más importantes que generaron la 

movilización y detalle de la figura de la autonomía como base intrínseca de la 

municipalidad. Sin embargo, también se plantea que, siendo el municipio un modelo de 

sociedad perfecta, se reconocía su unión y colaboración con el interés público de otros 

municipium que gozaban de su mismo estatus sin perder su autonomía, pero 

atendiendo intereses que no eran únicos a su territorio, sino que se extendían a las 

necesidades de otras provincias y de la misma Roma. Se concibe así una primera idea 

de la autonomía: Corresponde la libertad de desempeño, organización, administración 

sin dejar de lado responsabilidades y compromisos que se adquieren con los vecinos o 

con lo que hoy se conoce sin lugar a dudas como Estado.  

a.3. El municipio en España. 

 

Estas ideas desarrolladas en Roma fueron ampliadas a la zona donde hoy se 

encuentra España, con algunos matices a precisar: 

“En su largo tránsito histórico el original municipio latino fue llevado a la antigua 

España. La institución quedó marcada igualmente por nuevas influencias de tipo 

germánico, con la conquista de los visigodos a la península. Más tarde quedaría 

también impreso el sello de la cultura de los árabes por los largos años de su 

dominación sobre los reinos españoles. Así, el municipio de características latinas, 

germánicas y árabes, sería el que con la conquista nos habría de llegar a las tierras 

americanas”13. 

                                                 
12 Rendón Huerta, 801. 
13 Quintana Roldán, Carlos. «Memoria mesa redonda: Mando único policial.» San Lázaro: Palacio 

Legislativo, 2011, 41.  

http://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0CBwQFj

AAahUKEwid77Dagt_IAhVGlh4KHeAkCOE&url=http%3A%2F%2Fwww3.diputados.gob.mx%2Fcamar

a%2Fcontent%2Fdownload%2F251946%2F741258%2Ffile%2Fmemoria_mando_unico.pdf&usg=AFQjC

NHu6Nv_PecgndK5lCyFxO7Dc_0yWQ (último acceso: 10 de setiembre de 2015). 
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Durante el período en que Nerón era emperador en Roma, el general romano 

Galba se encontraba nombrado en Hispania como gobernador y dada la lealtad que 

profesaba sobre este la clase militar, fue escogido para tomar el título de emperador. El 

conflicto entre las regiones españolas de la zona se agravó, en búsqueda de obtener 

reconocimiento no sólo como provincias, sino como municipios con plenitud de 

derechos, incluyendo autonomía y el derecho de votar. Posterior a Galba, la tensión en 

la zona se mantuvo tanto en la región como a lo interno del Estado romano- época de 

los cuatro emperadores -, a tal punto que Vespasiano se vio motivado a dictar el Latium 

Universae Hispaniae mediante edicto del año 73/74 después de Cristo, concediendo el 

título ansiado a las provincias en cuestión14. De ella se derivó la Lex Irnitana, de la cual 

existen variadas dudas sobre si fue el origen de la autonomía para Hispania, aunque 

autores como Julián González consideran que:  

“… la concesión del ius Latii por Vespasiano que permitió a los magistrados 

dedicantes alcanzar la civitas Romana per honorem, y otra, que se hace referencia 

al edicto imperial que permitió el nombramiento de los mismos como magistrados. 

En ambos supuestos se considera que ambas comunidades no habían recibido la 

necesaria lex municipio”15. 

Póngase especial énfasis en que los municipios de aquel entonces tenían 

diferencias sustanciales a lo que en nuestro medio se entiende como una corporación 

municipal, aunque tenían una fuerte connotación de gobierno, con alta independencia y 

claro está, compartían compromisos y responsabilidades con otros municipios. Jamás 

esa colaboración y actuación conjunta se consideró como una forma de soslayar la 

autonomía municipal, pues más bien, cada municipio en aquel entonces era bien 

equiparable a un Estado. A ello se unió la costumbre consistente en que existieran en 

las provincias los llamados concilia provinciae, donde los representantes de cada 

ciudad conformante tenían decisión sobre temas que ocuparan consenso16. 

                                                 
14 Calzada González, Aranzazu. «Origo, incolae, municipes y civitas Romana a la luz de la Lex Irnitana.» Revista 

Iternacional de Derecho Romano (Universidad Castilla-La Mancha), nº 4 (2010), 23. 
15 González, Julián, 125.  
16 Ruiz Ortiz, Miguel Ángel. «La organizaicón territorial de España a lo largo de la historia.» Revista de 

 Clases Historia, nº 185 (Marzo 2011), 3. 
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 Allí es posible apreciar que, aunque no existía en aquella época conciencia 

acerca del desarrollo sostenible y de la distribución urbana como forma de protección 

de recursos naturales, sí existían prestaciones entre los municipios romanos, que 

debían atender de manera conjunta entre gobernadores, muchas veces no bajo la 

dirección directa de Roma, sobre todo cuando las regiones eran lejanas. 

Pero la evolución del municipio en España no culmina en esta etapa de la 

historia, pues aún debería contar con la caída del Imperio que, dada la conformación de 

las estructuras gubernamentales locales, no implicó directamente su detrimento y más 

bien se revitalizó la figura. En el año 507 los visigodos ocuparon la zona, siempre bajo 

la influencia romana que esta horda también había recibido, instaurando la figura del 

duque y del conde, así como la emisión de otras normas como el Código de Eurico, la 

Lex Romana Wisigothorum y el Edictum Theodorici. La oposición de la ciudadanía 

provocó que en dicho período surgieran otras figuras que terminaron por adherirse a la 

esencia de la municipalidad: El conventus publicus vicinorum, era una especie de 

cabildo abierto administrativo y el placitum de carácter judicial, primeras figuras de 

solución de conflictos que toman en cuenta no sólo a aquellos pobladores originarios de 

esa región, sino a todos aquellos que la habitaran17. 

En el 711, los musulmanes tomaron posesión de Hispania, a la que llamaron Al-

Ándalus y le dieron el carácter de emirato (provincia). Introdujeron la figura del Caide 

(posteriormente llamado alcalde), así como otros puestos dedicados a la 

administración, como los alguaciles, alféreces y alamines18.  

Las estructuras comunitarias, aunque influenciadas en jerarquía por las 

ocupaciones sufridas, siempre constituyeron un modelo de organización reticente hacia 

el dominio extranjero, tendiente a respaldar la unidad e independencia local y a 

fortalecer la idea de autonomía como fin primigenio del desarrollo de sus ciudades. Con 

el paso del tiempo, dichas estructuras se vieron favorecidas con la unión de Castilla y 

Aragón, aunque eventualmente sus estructuras fueron afectadas por la centralización 

                                                 
17 Pérez Hernández, 93. 
18 Ruiz Ortiz, 4-5. 
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del naciente reinado. De dicho proceso, se logró la formación de las asambleas de 

aforados y la emisión constante de fueros municipales, concesión de derechos como 

solución de conflictos judiciales, tratamiento conforme a la ley y participación en la 

elección de magistrados19. Todo ello, a fin de mantener asentamientos humanos y no 

perder posiciones a nivel geográfico; el ejemplo más grande de tal fenómeno social se 

da con la emisión de la Constitución de Cádiz, que daba un papel trascendental a los 

municipios en el resguardo de servicios principalmente.  

a.4. El paso del municipio español a América. 

 

Se arribó a América con esa herencia histórica y Hernán Cortés fundaría la Villa 

Rica de la Vera Cruz, en junio de 1519. La zona que actualmente ocupa México era en 

la época colonial el asentamiento central del Virreinato de Nueva España, con lo cual, la 

forma española de municipio se fusionó con el modo de organización autóctona de los 

aztecas, conocida como calpulli. 

El calpulli era una organización utilizada por el pueblo azteca, consistente en que 

todas las familias de una región producían bienes para la subsistencia, basados en 

figuras de organización de la vida social y religiosa, comandados por un consejo 

formado por los hombres de mayor edad de cada familia y junto a ellos el tlatoani, que 

fungía como juez, legislador, jefe militar y divinidad20.  

Las organizaciones municipales en la época colonial, inicialmente fueron regidas 

por normas dictadas por los colonos, sobre la estructura de la población y la vecindad, 

siempre a semejanza del ordenamiento español y su herencia romana y musulmana. El 

primer ayuntamiento fundado por Cortés, ya contaba con figuras como el alcalde, los 

regidores, el alguacil mayor, el escribano, el alférez real, el procurador, el tesorero y 

contador, designados por el mismo Cortés, como capitán general del ejército y justicia 

                                                 
19 Peralta y Carrasco, Manuel. «El llamado fuero de Baylío.» BROCAR, 2000, 4. 
20 Ortiz Pinchetti, José Agustín. «La difícil historia del calpulli, o cómo defenderse con éxito de la Civilización y la 

Modernidad.» Jurídica. Anuario del Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana, nº 4 

(1972), 329, 331. 
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mayor21.  

Fue hasta el año 1573, que se dictaron las primeras ordenanzas provenientes de 

España, dictadas por el rey Felipe II, donde se indicaba la manera en que se debían 

fundar poblaciones en América. La primera era mediante una especie de concesión-

contrato que adquiría un sujeto particular con la Corona, con el derecho a que en cierto 

tiempo se obtuviese el desarrollo esperado para la población, con lo cual, el contratista 

debía fundar una ciudad por lo menos de 30 haciendas y administrar la materia penal y 

civil en primera instancia, con apelación ante el alcalde ordinario. A cambio, era 

nombrado noble, se le otorgaban varios animales de producción (lechones, gallinas, 

ovejas), aunado a un cuarto de tierras municipales. La segunda forma era la fundación 

de una población mediante la participación de los habitantes de una misma zona que, 

como mínimo, debían ser diez personas22.  

Con el tiempo, los ayuntamientos fueron marcados con algunas diferencias 

introducidas finalmente en la recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias del año 

1680, según fuesen de indígenas o conformados por españoles. En los primeros, 

también conocidos como repúblicas de indios, se dedicaban principalmente a la 

recaudación y entrega de tributos a los españoles, la distribución del trabajo para 

labores de construcción o agrícolas y la colaboración en el proceso de evangelización. 

Por otro lado, los cabildos españoles tenían las funciones de administrar justicia, la 

organización del ayuntamiento y el llevar a cabo las obras públicas23.  

Tómese en cuenta que en la América prehispánica ya existían en el continente 

organizaciones estructuradas, caso de los aztecas y su desarrollo por medio de los 

calpulli, lo cual demuestra cómo las sociedades agrupadas por grandes grupos de 

familias formaban unidades independientes relacionadas con otras. 

                                                 
21 Vega, Marisa. Arbil. s.f. http://www.arbil.org/(79)vega.htm (último acceso: 13 de Setiembre de 2015).  
22 Wyrobisz, Andrzej. «La ordenanza de Felipe II del año 1573 y la construcción de ciudades coloniales españolas en 

la América.» Estudios Latinoamericanos, nº 7 (1980), 20-22. 
23 Cruz Barney, Óscar. Las ordenanzas municipales de la ciudad de Oaxaca. México: UAM, 2014, 8-15.  
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a.5. El municipio en Costa Rica. 

 

En el país se establecieron las siguientes ciudades: Santiago de Cartago como 

capital de la provincia, fundada en 1561 -también conocida en época colonial como 

Garcimuñoz-, y Esparza, aunque su población nunca prosperó. Con la fundación de una 

ciudad, formalmente se adquiría el derecho de tener un cabildo conforme a la 

legislación española derivada de las ordenanzas, con variados puestos administrativos 

como el alguacil mayor, el mayordomo de propios, el procurador síndico, el alcalde 

como impartidor de la justicia en la región (generalmente eran dos personas) y variada 

cantidad de regidores, puesto que en principio eran electos por los vecinos y luego, por 

el fenómeno de centralización, se reservó el cargo solamente a los hidalgos.  

En nuestro país hubo otras poblaciones, como el cabildo formado en La Puebla 

de los Pardos, la ciudad de Villa Nueva de la Boca del Monte o la ciudad de la 

Inmaculada Concepción de Cubujuquí, que nunca fueron fundadas con el debido 

procedimiento ante la Real Audiencia24.  

A partir de la independencia, la municipalidad en nuestro país ha mutado 

constantemente. Inicialmente imperaba un sentimiento de fuerte localismo, que llevó a 

los cabildos liberales (San José y Alajuela) a enfrentarse a los conservadores (Heredia 

y Cartago) primero en 1823, para luego volver a enfrentarse en 1835 con la Guerra de 

la Liga. El espíritu tendiente a otorgar un papel trascendental en las municipalidades se 

imprimió en el Pacto de Concordia, así como en la Ley Fundamental del Estado Libre 

de Costa Rica y durante la etapa de República Federal, con la emisión de la Ley 161 de 

junio de 1828, que ponía en competencia de las municipalidades lo siguiente: 

“… promoción y fomento de la agricultura, la industria y el comercio, salubridad, 

registros demográficos, control de enfermedades, administración de hospitales, 

reparación y mantenimiento de caminos, y prestación de servicios educativos”25.  

                                                 
24 Sáenz Carbonell, Jorge. Los sistemas normativos en la Historia de Costa Rica. Segunda. Santo Domingo de 

Heredia: Ediciones Chico, 2008, 251-261. 
25 Araya Pochet, Carlos, y Priscilla Albarracín. Historia del régimen municipal en Costa Rica. San José: IFAM, 
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Este panorama se mantuvo hasta la Administración de Braulio Carrillo, donde 

inicia un proceso de centralización, creándose la figura municipal del jefe político, 

pasando a la organización por departamentos. Al llegar el año 1848, cuando Costa Rica 

es declarada República por Castro Madriz, es cuando surge la tradicional división entre 

provincias, cantones y distritos, punto de referencia para constituir municipios. Aunque 

se dejaba constancia sobre la existencia de la municipalidad en la emisión de la Carta 

Fundamental de turno, los criterios variaban entre la posibilidad de abrir una 

corporación en cada cantón o sólo en cada cabeza de provincia junto al gobernador.  

En el estudio del desarrollo del municipio, no se puede olvidar la mención de las 

Ordenanzas Municipales de 1862 y 1867: 

“… eran una forma de establecer cómo se administraba una municipalidad, no 

teníamos Código Municipal, no teníamos otra normativa, sino que desde 1867 las 

ordenanzas municipales fueron el mecanismo que permitía autogobernar o 

gobernar a un gobierno local, se mantiene hasta 1970. En 1970 Costa Rica genera 

el primer Código Municipal”26.  

En la primera ordenanza se endilgaba la ejecución de las leyes en el gobernador 

y en el jefe político, entre cinco provincias y una comarca (Puntarenas), con un Concejo 

Municipal dirigido por el gobernador. En la Ordenanza de 1867, se otorga el veto al 

gobernador sobre las decisiones del Concejo, así como la organización de 

municipalidades por cantón, sujetas al Concejo Municipal Provincial y donde el máximo 

dirigente sería el jefe político27.  

Como se puede desprender de los hechos, la idea de un gobierno centralista fue 

la que continuó imperando, incluso en la redacción de la Constitución de 1871 durante 

la época de Tomás Guardia; circunstancia que sería enfrentada en la Asamblea 

Nacional Constituyente de cara a promulgar la Constitución que hoy rige y que trató el 

                                                                                                                                                              
1986,156. 

26
 Marín Quirós, Juan. Conferencia «Competencias municipales, descentralización, retos y desafíos.» San José: 

Maestría en Administración y Derecho Municipal, UCR, 2014. 
27 Alfaro Redondo, Ronald. El régimen municipal costarricense a inicios del siglo XXI. San José: Editorial  

UCR, 2009, 8-9. 
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tema de la autonomía municipal, como se verá posteriormente. Es trascendente 

resaltar, que la figura de la municipalidad en Costa Rica se encontraba asociada 

históricamente a conflictos y falta de eficacia y representatividad, severamente 

contrariada a la unidad de Estado y que desembocaría en la desconfianza que 

generaba la descentralización: 

“… durante el siglo XIX, la municipalidad, después de gestar y consumar la 

Independencia patria, se convierte en centro importante de prestación de servicios 

públicos- fundamentalmente la educación primaria y secundaria, la policía y las 

obras urbanas o de infraestructura más importantes – al mismo tiempo que en 

elemento de separatismo y localismo exagerados. Hay prolongada y hasta bélica 

confrontación entre Estado y municipalidades, y el Estado pierde la confianza en la 

municipalidad, a la que progresivamente resta atribuciones, fondos y poder político, 

hasta reducirla a mero instrumento de ejecución de sus órdenes e instrucciones… 

El siglo XIX termina con la creación de municipios cantonales, cuyas raquíticas 

dimensiones y pobrísimos recursos los hacen cada vez más dependientes del 

Estado”28.  

a.6. El paso a la municipalidad del siglo XX. 

 

Aparte de los hechos y apreciaciones realizadas hasta el momento, no sería 

justo hacer la remembranza histórica presentada en este trabajo, sin mencionar una de 

las mutaciones que, con mayor envergadura, afectaron el instituto de la Municipalidad 

de herencia romana y la reformaron en las bases del constitucionalismo moderno: 

“En cambio, la Revolución cambió la faz territorial de Francia, y por los Decretos de 

14 y 22 de diciembre de 1789 eliminó los antiguos reinos y las antiguas e históricas 

circunscripciones territoriales, estableciendo una uniformización territorial general, 

al dividir el país en Departamentos, estos en Distritos, los Distritos en Cantones y 

estos en Comunas, que eran las municipalidades, creándose así el Poder 

Municipal… En efecto, la creación de Municipios uniformes en todo el territorio de 

Francia, por tanto, condujo a la sustitución definitiva de las cartas, fueros y 

                                                 
28 Ortiz Ortiz, Eduardo. La municipalidad en Costa Rica. Madrid: Instituto de Estudios de Administración Local, 

1987, 18-19. 
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privilegios locales, de manera que como lo observó De Tocqueville, producto de la 

Revolución: “Las instituciones deben ser las mismas para todas las partes del 

territorio y para todos los hombres que los habitan”29.  

Francia logra, según lo describe la misma escuela administrativista antes 

mencionada, establecer mediante texto normativo supremo del ordenamiento, 

redistribuir el territorio, entendiendo a su vez que existe un estadio político-social 

igualitario entre varias instituciones que forman parte del Estado, tienen autonomía 

entre sí y ante él. Lo interesante de dicha premisa es que, al igual que con los municipia 

romanos, entre la estructura jurídica y social más sencilla, compacta y aquella que 

creciendo se hace más complicada, hay un sinfín de instituciones que tienen un 

territorio, población, actividades y competencias delimitadas, pero siempre bajo el 

abrigo común de la convivencia bajo un mismo Estado. 

Para que esa convivencia sea óptima, sería erróneo considerar que la relación 

del Estado es única e independiente con cada municipalidad y viceversa, pues parece 

evidente que, dado que la división territorial es realizada por personas, esta involucra la 

necesidad de llegar a acuerdos de convivencia y a la solución de problemas que 

afecten no sólo al municipio propio, sino también a aquellos aledaños o con quienes se 

comparten intereses comunes. Así se daba con las asambleas de provincia, donde los 

representantes de las ciudades asistían a conciliar posiciones.  

Ésta relación entre estructuras locales también se observaba en la conservación 

de organizaciones de la antigua Hispania, durante la época árabe y el paso hacia el 

reinado de Castilla, donde el objetivo entre municipios, incluso a nivel de preparación y 

defensa militar, era comúnmente respaldado entre sí y hacia el Reinado. En el caso de 

las comunas en Francia, todas pasan a tener un lugar equivalente dentro del Estado y 

en igualdad, se debe suponer el compaginar diferencias, derechos, comercio, etc. Esta 

perspectiva es importante para analizar la introducción en nuestro tiempo, acerca de la 

importancia del urbanismo, la planificación y la reconocida obligación de preservación 

                                                 
29 Brewer Carías, Allan. «Los aportes de la revolución francesa al constitucionalismo moderno y su repercusión en 

Hispanoamérica a comienzos del siglo XIX.» Ars Boni et Aequi, nº 2 (2011), 132. 
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del ambiente y los recursos.  

b. Concepto de autonomía municipal 

b.1. Aproximaciones teóricas al concepto de autonomía municipal. 

 

Parece procedente definir, sin dejar de lado el debido análisis de nuestra 

Constitución Política, ¿qué es la autonomía municipal? De entrada es difícil encontrar 

una explicación precisa y condensada que apunte con ávida precisión los límites de 

dicho concepto, debido a la amplia variedad de matices a los que se ha sometido el 

instituto: 

“El término autonomía encierra en sí mismo toda una serie de interpretaciones 

conceptuales que bien vale la pena detenerse a revisar; sin embargo, el dilema se 

hace presente en el momento en el que este concepto se encamina a la praxis; es 

decir, a la práctica, uso y asimilación del mismo”30.  

A pesar de ello, siempre es necesario conocer cuáles son los visos, bases de 

principio de este término, a fin de poder contar con un punto de partida que defina el 

marco de dicha investigación. Sobre el concepto indicado se han encontrado diversas 

concepciones que se exponen de seguido. La definición de Velasco Caballero es 

sumamente concisa y contribuye con una aproximación primaria: 

“Con la expresión autonomía municipal se describe un resultado: el grado de poder 

del que disponen los municipios en un ordenamiento jurídico”31.  

Siguiendo a este autor, se sostiene la configuración compleja de la autonomía en 

España, a tal punto que se habla de una “autonomía mínima”, que es defendida por la 

Constitución a partir del ordinal 137 y que establece la posibilidad de organización y 

administración propias, así como una “autonomía máxima”, derivada de las leyes y del 

                                                 
30 Cepeda Tovar, Samuel. «El municipio: Los pendientes de la autonomía.» Bien Común, nº 194 (2011): 45. 
31 Velazco Caballero, Francisco. «Autonomía Municipal.» Asociación Española de Profesores de Derecho 

Administrativo. 2 de Febrero de 2007, 1. 

http://grupos.unican.es/ada/2007%20AEPDA/Autonomia%20Local_Velasco.pdf (último acceso: 5 de 

Setiembre de 2015). 
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resto de normativa aplicable, que confiere y delimita competencias. El asunto se agrava 

al recordar que esta autonomía no sólo le es trascendente a las municipalidades, sino 

también a las comunidades autónomas que buscan una estructura independiente del 

Gobierno en Madrid. 

Por otro lado, debe reconocerse que la “autonomía” no sólo varía en su 

comprensión de país en país, sino dependiendo de la época a que se haga referencia: 

Aristóteles la consideraba como la capacidad de emitir sus propias leyes y dictar el 

estilo de desarrollo oportuno sin rendir cuentas a otra autoridad. Conforme fue pasando 

el tiempo y con respecto a las municipalidades, se puede apreciar la relación con cierta 

dependencia, sin dejar de lado cierto halo de libertad en el ejercicio del orden social. 

Giselle Vaintrub sostiene que el concepto de autonomía se asemeja más al de 

autarquía en aquel entonces, entendiendo que es la búsqueda del gobierno propio, 

dependiente de sí mismo, de la localidad, para hacer más énfasis en el estilo de 

gobierno que en la dependencia estructural de un gobierno superior; ese conflicto lo 

termina reduciendo al concluir que: 

“En suma puede sostenerse que la autonomía no es tanto un concepto etimológico, 

sino más bien posee una interpretación práctica al ser la directa traducción de un 

mayor rol otorgado al estado comunal en su propio desarrollo y una mayor 

independencia en pos de lograr la cristalización de sus objetivos”32.  

En Colombia se maneja una concepción similar, delineando el compromiso que 

tienen las municipalidades, pues la autonomía: 

“Se traduce en el derecho y correlativo deber de participar en todos los asuntos ya 

sean de índole nacional, regional, municipal o provincial, que por supuesto, 

involucre los intereses de las comunidades”33.  

Tampoco ha faltado otro tipo de organizaciones internacionales que han buscado 

                                                 
32 Vaintrub, Guiselle. Autonomía Municipal. Rosario: Universidad Abierta Interamericana, 2012, 16. 
33 González Sánchez, Yenny Marcela. Garantías constitucionales de la autonomía territorial en Colombia. Maestría 

en Derecho con énfasis en Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia., 2012, 11. 
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una definición y alcance para la autonomía municipal, por ejemplo, para la Unión 

Europea, la autonomía local es un tema de vital importancia. Mediante la Carta Europea 

de Autonomía Local, esta es definida como la capacidad efectiva de los entes locales 

para ordenar y gestionar gran parte de los asuntos públicos bajo su propia 

responsabilidad y en beneficio de la población. También es interesante que, en el marco 

del Foro Iberoamericano de Gobiernos Locales, se consagra el principio de autonomía 

local, definido como: 

“Artículo 1: El principio de autonomía local debe entenderse como el derecho y 

deber de los gobiernos locales para gestionar los asuntos públicos bajo su 

responsabilidad y en beneficio de sus ciudadanos y ciudadanas…”34. 

 Tampoco puede dejarse de lado la posición de la Asociación Mundial de 

Gobiernos Locales, que recuerda Villagrán y que desde 1993 mantenía una definición 

muy similar a la expuesta por la Carta Europea. Con el citado autor se comparte a 

cabalidad la siguiente idea: 

“Podemos señalar, así, que la autonomía es “... la facultad que posee el municipio, 

para darse la estructura interna que estime adecuada y para ejercer las funciones 

que le son propias (Fernández, 2007)”. Existirá una autonomía total cuando la 

municipalidad ejerza estas facultades en forma completamente independiente del 

gobierno central y, por el contrario, limitada cuando este ejerza tutela, subordinación 

o control sobre ellas. 

 

La autonomía local garantiza el derecho de los municipios a intervenir en todos los 

asuntos que afectan directamente a su territorio”35.  

 

 

                                                 
34 Propuesta de Carta Iberoamericana de Autonomía Municipal. http://segib.org/foros/files/2011/04/Carta- 

Iberoamericana-de-Autonomia-Municipal-2009.pdf (último acceso: 3 de Agosto de 2015).  
35 Villagrán Abarzúa, Marcelo. «La autonomía municipal.» Revista Iberoamericana de Estudios Municipales, nº 2 

(Setiembre 2010), 221. 
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Sobre esta última conclusión, se debe comenzar a pensar en cuáles son esos 

asuntos que afectan directamente a un territorio. Esta investigación sostiene que no 

todos tienen una génesis unívoca dentro de los límites territoriales consagrados a una 

determinada corporación, dado que las relaciones municipales se entrelazan con otros 

entes autónomos y autoridades estatales: 

"(...) De acuerdo, pues, con la Constitución, la autonomía que garantiza para cada 

entidad lo es en función del criterio del respectivo interés: interés del municipio, de 

la provincia, de la Comunidad Autónoma. Ahora bien, concretar ese interés en 

relación con cada materia no es fácil y, en ocasiones, solo puede llegarse a 

distribuir la competencia sobre ella misma en función del interés predominante, pero 

sin que ello signifique un interés exclusivo que justifique una competencia exclusiva 

en el orden decisorio”36.  

Dicha cita, tomada del Tribunal Constitucional Español en sentencia del 2 de 

febrero de 1982, permite se traiga a colación que la autonomía municipal tiene relación 

directa con el interés de la corporación. Bajo dicha tesitura puede procurarse dar 

cumplimiento a sus fines, siempre valorando la incidencia del interés local sobre una 

determinada actividad, que puede ser total y única del municipio o bien, compartida, de 

lo cual se hará mayor énfasis en las páginas siguientes.  

b.2. El concepto de autonomía municipal y su desarrollo en Costa Rica. 

 

Costa Rica no se ha quedado atrás, tomando en cuenta la autonomía como un 

elemento importante y propio de las municipalidades. El artículo 169 de nuestra 

Constitución Política dice: 

“Artículo 169: La administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, 

estará a cargo del Gobierno Municipal, formado por un cuerpo deliberante, 

integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario 

                                                 
36 Abad Liceras, José María. «El principio de la autonomía local en la doctrina y en la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional.» 1999. http://www.carm.es/chac/interleg/arti0003.htm (último acceso: 8 de  Agosto de 

2015). 
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ejecutivo que designará la ley”. 

El artículo 170 de la misma norma, termina designando que las municipalidades 

son autónomas, el traslado de al menos un 10% de los ingresos ordinarios de la 

República, la posibilidad que el Ejecutivo traslade competencias a las municipalidades, 

así como la distribución de recursos, según disponga la ley. Desde la Constituyente se 

mantuvo un debate interesante al respecto, iniciado en el Acta número 78 de las 14:30 

horas del 30 de mayo de 1949, por el diputado Leiva Quirós, que proponía una reforma 

al entonces ordinal 135, para que los municipios dejaran de ser dependencias del 

Ejecutivo, quien incluso definía sus acuerdos y tributos, en manos del Ministerio de 

Gobernación. Este apostaba además, por establecer la figura administrativa del 

intendente, que se encargara de la ejecución de los servicios y acuerdos de los 

Concejos.  

El diputado Esquivel desde un principio se opuso de manera rotunda a la 

inclusión del intendente, creyendo que era una figura que ya se había utilizado en 1924 

y que no había logrado saldar los problemas municipales. De ello que empezaran a 

fungir comisiones técnicas, que siguieron desempeñándose a las órdenes del Ministerio 

de Gobernación. Para el diputado, esta figura terminaría afectando esa independencia 

que se quería otorgar a las municipalidades y en todo caso, su mención no era de 

orden constitucional, cosa que se terminó reflejando en el texto normativo.  

La otra discusión fue respecto de la posibilidad de incluir el término “parte de la 

soberanía” que se atribuía en el texto original a las municipalidades, pues muchos 

constituyentes consideraban que ello contraía una forma de crear una suerte de 

pequeños Estados dentro de otro y que, dado que nunca habían sido independientes, 

esa prerrogativa se debía otorgar en forma gradual, aclarando que siempre quedarían 

supeditadas al Estado. 

El conflicto que fue dispuesto en aquella ocasión, culminó constatado en el Acta 

número 99 de las 15:00 horas del 30 de junio de 1949, con una moción propuesta por el 

diputado González Herrán, pidiendo que se dejara el carácter de autónomas, mas no el 
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de parte de la soberanía nacional. A dicha moción se contrapuso el diputado Leiva y, 

aunque su tesis no fue la imperante, se dejó plasmada la preocupación y necesidad de 

que las corporaciones municipales respondieran a los intereses de sus habitantes, que 

pudiesen organizarse por sí mismas y defender y atender los intereses y servicios 

requeridos. 

La Sala Constitucional se ha manifestado igualmente sobre el concepto de 

autonomía en el voto 5445-99 de las 14:30 horas del 14 de julio de 1999, definiéndola 

como la libertad frente a otros entes del Estado para la adopción de sus decisiones 

fundamentales y relacionada directamente con el carácter representativo del Gobierno y 

que le da capacidad para fijar políticas de acción e inversión de forma independiente, 

de manejar su propio presupuesto, así como la definición de la política a seguir, según 

el rumbo que la mayoría de los habitantes del cantón hayan decidido adoptar.  

El Tribunal Contencioso Administrativo también se ha encargado de aportar a la 

construcción del término, entendiendo la autonomía como la capacidad de las 

municipalidades para decidir libremente y bajo su responsabilidad la organización del 

cantón, que se relacionan con un minimun de actividades que dicha acepción 

comprende.  

b.3. Los tipos de autonomía. 

 

También se ha rescatado que la doctrina da viso a una clasificación 

generalmente aceptada, entendiendo que la autonomía municipal comporta estos tipos: 

organizativa, administrativa, normativa y tributaria, como lo refleja en la sentencia 428-

07 de las 15:05 horas del 17 de octubre de 2007 de la Sección Primera del Tribunal 

Contencioso Administrativo: 

“…específicamente, se refiere a que abarca una autonomía política, normativa, 

tributaria y administrativa, definiéndolas, en términos muy generales, de la siguiente 

manera: autonomía política: como la que da origen al autogobierno, que conlleva la 

elección de sus autoridades a través de mecanismos de carácter democrático y 

representativo, tal y como lo señala nuestra Constitución Política en su artículo 169; 
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autonomía normativa: en virtud de la cual las municipalidades tienen la potestad de 

dictar su propio ordenamiento en las materias de su competencia, potestad que en 

nuestro país se refiere únicamente a la potestad reglamentaria que regula 

internamente la organización de la corporación y los servicios que presta 

(reglamentos autónomos de organización y de servicio); autonomía tributaria: 

conocida también como potestad impositiva, y se refiere a que la iniciativa para la 

creación, modificación, extinción o exención de los tributos municipales 

corresponde a estos entes, potestad sujeta a la aprobación señalada en el artículo 

121, inciso 13 de la Constitución Política cuando así corresponda; y autonomía 

administrativa: como la potestad que implica no sólo la autonormación, sino también 

la autoadministración y, por lo tanto, la libertad frente al Estado para la adopción de 

las decisiones fundamentales del ente”37. 

Esta misma idea quedó plasmada en el Código Municipal, al definir en su artículo 

4, que los gobiernos locales tienen autonomía política, administrativa y financiera y 

define a su vez, una serie de actividades parte de la competencia gubernativa local, 

como: Dictar los reglamentos autónomos de organización y de servicio, acordar sus 

presupuestos y ejecutarlos, administrar y prestar servicios públicos municipales, 

aprobar las tasas, los precios y contribuciones municipales, proponer los proyectos de 

tarifas de impuestos municipales, percibir y administrar los tributos y demás ingresos 

municipales, concertar pactos, convenios o contratos necesarios para el cumplimiento 

de sus funciones, convocar al municipio a consultas populares, promover el desarrollo 

local participativo e inclusivo, e impulsar políticas públicas locales para la promoción de 

los derechos y la ciudadanía de las mujeres, en favor de la igualdad y la equidad de 

género. 

b.3.1. La autonomía política. 

 

La autonomía política confiere la capacidad de autogobierno, que otorga la 

facultad de dirigirse políticamente a sí misma, teniendo la posibilidad de plantearse 

objetivos propios dentro del marco de su competencia. La autonomía administrativa 

                                                 
37 Tribunal Contencioso Administrativo, Sección I. Sentencia 428-2007. 
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comporta el ejercicio propio de actividades de apoyo a los fines que se le han confiado, 

entre las más básicas están la administración de personal, así como de sus recursos 

financieros38. Este tipo de autonomía se centra en la capacidad del ente para gestionar 

sus intereses y organización interna sin intervención de otras autoridades, según esté 

dispuesto por el ordenamiento jurídico y a los intereses que debe satisfacer. Llama la 

atención lo indicado por Rivers, que entiende esta figura como: 

“… expresión del poder público en el territorio que ejerce por medio de la gestión, 

sus servicios y competencias sobre materias que afectan su desarrollo, o la 

preservación del medio ambiente, y la satisfacción de las necesidades de sus 

pobladores”39.  

b.3.2. La autonomía organizativa. 

Se habla también ante ello de autonomía organizativa, equiparada a la llamada 

autonomía normativa, pues concibe la idea que la organización fundamental del 

municipio debe encontrarse regulada bajo normas que establezca el propio municipio. 

Aunque aún existe cierta independencia normativa que otorga a las municipalidades la 

potestad de emisión de reglamentos, lo cierto es que estos no pueden contravenir las 

disposiciones que haga la ley40.  

b.3.3. La autonomía financiera. 

La autonomía financiera está definida como pilar importante para que pueda 

darse una independencia y facultades de decisión efectivas, realistas. No puede haber 

autonomía política sin verdadera capacidad financiera. Sobre esa línea es factible 

destacar los lineamientos que considera la CEAL (Comisión Española de Autonomía 

Local), entre ellas, la posibilidad de tener recursos propios suficientes, siempre 

proporcionales a las competencias que les corresponda asumir. Además, se indica que 
                                                 
38 Hernández Valle, Rubén. Constitución Política de Costa Rica. Comentada, anotada y con citas de jurisprudencia. 

San José: Juricentro, 2008, 444-446. 
39 Rivers Figueroa, Sylvia María. Los límites de la autonomía municipal. Tesis para optar por el grado de Licenciada 

en Ciencias Jurídicas y Sociales. Guatemala: Universidad Francisco Marroquín, 2007, 50. 
40 Jiménez Padilla, Ronny Alexander. Alcances y limitaciones de la autonomía municipal costarricense. Tesis para 

optar por el grado de Licenciatura en Derecho. San José: Universidad de Costa Rica, Facultad de Derecho, 

2001, 66. 
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los sistemas financieros de los municipios deben ser diversificados, a tal punto, que les 

permita seguir con la evolución real de los costos del ejercicio de sus competencias. 

Como aspecto preliminar y garante de la autonomía financiera, se considera importante 

desarrollar mecanismos de compensación financiera o de medidas equivalentes, que 

les permita a las entidades municipales más débiles, mantener un equilibrio entre sus 

ingresos y sus cargas41.  

Esta proposición no se puede olvidar, en razón de que parte primordial del 

desarrollo municipal se construye en la capacidad de recursos de los que pueda 

disponer. Es interesante que dentro de la autonomía financiera se establezca que cada 

obligación, competencia o “carga”, deba estar debidamente respaldada en un aspecto 

económico que le permita a cada entidad hacerse cargo con solvencia de lo que le ha 

sido encomendado.  

Además, véase que debe existir siempre una proporcionalidad entre las 

competencias que a cada municipio corresponden: La idea principal es que no se 

fomente una diferencia abismal y creciente entre el desarrollo nacional y local, 

buscando una distribución de recursos más equitativa, cosa que de paso ya ordena 

nuestra Constitución en su artículo 50. Dicha idea tampoco es lejana a lo estipulado por 

la Carta Iberoamericana en su artículo 4, que también admite la relevancia de hacer un 

reconocimiento compensatorio en relación con las actividades correspondientes al 

gobierno local. 

Dentro de la presente investigación, se sostiene a partir de las ideas esbozadas, 

que ante las limitaciones que presenta el municipio de San Rafael de Heredia por las 

prescripciones legales en cuanto al uso y desarrollo de la tierra, así como su debida 

protección, no se cuenta con recursos proporcionales para atender tales funciones y es 

necesario pensar en la creación de mecanismos compensatorios, que logren un 

equilibrio entre los municipios de la región y las cargas de tipo urbano-ambiental que 

mantienen.  

                                                 
41 Colao Marín, Pedro Ángel. Autonomía Municipal, ordenanzas fiscales y reserva. Barcelona: Bosch, 2011, 14. 
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b.4. Alcances de la competencia municipal en Costa Rica. 

 

La perspectiva de los alcances, trascendencia y funciones a que se puede 

dedicar un municipio, de la definición y tipos de autonomía que reconoce la doctrina y el 

Estado mismo, ha sido tarea fundamental. Así lo refleja el razonamiento de la Sala 

Constitucional de Costa Rica, que mediante voto 6469-97 de las 16:20 horas del 8 de 

agosto de 1997, tomó con evidente relevancia el fortalecimiento y trascendencia de los 

gobiernos locales: 

“O lo que es lo mismo, lo local tiene tal connotación que definir sus alcances por el 

legislador o el juez, debe conducir al mantenimiento de la integridad de los 

intereses y servicios locales, de manera que ni siquiera podría el legislador dictar 

normativa que tienda a desmembrar el Municipio (elemento territorial), si no lo hace 

observando los procedimientos previamente establecidos en la Constitución 

Política; ni tampoco promulgar aquella que coloque a sus habitantes (población) en 

claras condiciones de inferioridad con relación al resto del país; ni la que afecte la 

esencia misma de lo local (gobierno), de manera que se convierta a la Corporación 

en un simple contenedor vacío del que subsista solo la nominación, pero 

desactivando todo el régimen tal y como fue concebido por la Asamblea Nacional 

Constituyente. En otro giro, habrá cometidos que por su naturaleza son municipales 

-locales- y no pueden ser substraídos de ese ámbito de competencia para 

convertirlos en servicios o intereses nacionales, porque hacerlo implicaría 

desarticular a la Municipalidad, o mejor aún, vaciarla de contenido constitucional, y 

por ello, no es posible de antemano dictar los límites infranqueables de lo local, 

sino que para desentrañar lo que corresponde o no al gobierno comunal, 

deberá extraerse del examen que se haga en cada caso concreto” (El resaltado 

no es del original)42. 

A nivel nacional es interesante observar que existe una posición repetida en 

varias ocasiones por la Procuraduría General de la República y que técnicamente se 

respalda en una posición esgrimida por la Contraloría General de la República en 

dictamen DAGJ-551-99 del 13 de diciembre de 1999. Dicha posición básicamente 

                                                 
42 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 6469-1997. 
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indica en dos párrafos que, con base en el artículo 3 del Código Municipal, el cantón es 

la fuente de legitimación del municipio y también su límite de acción; de ello que sólo 

dentro de tal territorio tenga competencia.  

El dictamen toma dicha idea de los comentarios realizados por Rubén Hernández 

a la Constitución Política; sin embargo, este autor nunca indica que la única 

competencia de las municipalidades sea la territorial y aclara que la competencia dentro 

del cantón es la premisa principal, y la que opera en tesis de principio, y llama “de 

excepción” al resto de casos donde la municipalidad actúa, lo que deja claro que sí 

existen circunstancias donde la competencia municipal tiene causas originadas fuera 

del cantón que le corresponde. Y es que, siguiendo a Hernández Valle en el mismo 

texto consultado por el órgano contralor, se evidencia que el análisis realizado en 1999 

es incompleto, pues el autor citado deja constada la relevancia de tomar en cuenta la 

competencia municipal en razón de la materia, sobre todo en la definición del interés 

local, donde se reconoce que la naturaleza del municipio no sólo es territorial, sino 

también material: 

“Interés local es todo aquel que atañe al cantón de manera directa e inmediata, de 

forma que la Municipalidad respectiva está facultada para ocuparse de todo aquello 

que beneficia a su cantón. Lógicamente, tales intereses deben revestir naturaleza 

pública, dada la condición de entes públicos que tienen las Municipalidades”43.  

La posición defendida es reiterada por Vargas Guillén, al referirse a los alcances 

que deben ser comprendidos dentro de la descentralización territorial; concepto que 

García de Enterría completaba con cuatro elementos, sean la esencia territorial, el 

ámbito social, la universalidad de sus fines y las potestades adecuadas para el 

cumplimiento de sus cometidos. Dentro del tercer elemento, aplicable a las 

municipalidades alude en forma contundente: 

“… la descentralización territorial posee como razón de ser la condición territorial y 

está obligada a desplegar su actividad sobre cualesquiera fines o servicios que 

requieran quienes utilicen el territorio, en relación con esos fines indeterminados 

                                                 
43 Hernández Valle, 446. 
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jurídicamente”44. 

De ello debe desprenderse que el interés local, en la mayoría de ocasiones no 

sólo es casuístico, sino indeterminado; pero determinable en cuanto se definen y saltan 

a la realidad contextos donde los habitantes del cantón tienen intereses o derechos que 

se pueden ver afectados ante situaciones emergentes y directas, que requieren 

atención por parte del gobierno local. Esta idea, hasta cierto punto, ha empezado a ser 

considerada a partir del voto de la Sala Constitucional número 7598-2013 de las 14:30 

horas del 5 de junio de 2013: 

“Conforme lo establece el artículo 169 de la Constitución Política y el Código 

Municipal, corresponde a las Municipalidades la administración de los servicios e 

intereses locales, con el fin de promover el desarrollo integral de los cantones en 

armonía con el desarrollo nacional. Además, de atender tales servicios e intereses, 

está claro que las municipalidades están obligadas a velar por los derechos de 

sus munícipes. El gobierno municipal se debe a los miembros de sus propios 

cantones, de manera que no puede permanecer inerte, cuando a los munícipes se 

les afectan derechos fundamentales” (El subrayado y resaltado no son del 

original)45. 

Entonces, considerar “lo local” como únicamente los servicios e intereses dentro 

de un territorio específico, es una posición simplista que merece un abordaje más 

amplio, casuístico y relativo a las aristas, estadios y coexistencia de las diversas 

estructuras gubernamentales dentro de un mismo Estado. Precisamente por ello, no se 

comparten posiciones doctrinales como la siguiente: 

“… el ejercicio de las competencias que corresponden a una autoridad municipal 

deben ser ejercidas dentro de la circunscripción territorial correspondiente, pues, de 

lo contrario, se llegaría al absurdo de pretender que los actos administrativos de 

una entidad municipal pudieran vincular y obligar a los demás municipios, cuando la 

                                                 
44 Vargas Guillén, Juan Antonio. Alcances del artículo 169 de la Constitución Política Costarricense. San Pedro: 

CICAP, 2012, 6. 
45 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 7598-2013. 
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carta magna nacional [Perú]46 no distingue rango entre uno u otro gobierno 

municipal”47.  

 Si bien, autores que defienden esta tesis como Bardelli Lartirigoyen, llevan la 

razón con respecto a buscar establecer que la decisión de un solo municipio puede 

obligar a otros a la realización de determinadas conductas, ello no es óbice para 

establecer que las competencias de la municipalidad únicamente llegan hasta donde los 

límites de su territorio lo demarcan.  

Sin embargo, no es realista tratar de mantener tal posición frente a la posibilidad 

real que se da, en la cual dichas decisiones de otros municipios bien pueden verse 

vinculadas directa o indirectamente a los intereses de otras municipalidades o a 

situaciones que territorialmente se generan en otros cantones, pero que terminan de 

una u otra manera, limitando a unos municipios y beneficiando a otros. Tales 

situaciones pueden gozar de tal intensidad que sin lugar a dudas, llegan a convertirse 

en intereses locales: Por ejemplo, la contaminación de un río que se genera en diversos 

municipios de San José sobre el río Tárcoles, puede terminar afectando el ecosistema 

de las comunidades cercanas a la desembocadura del río y generando cargas por 

conservación y mantenimiento a las corporaciones afectadas. 

 El ejemplo anterior, aunque no es el tratado por esta investigación en particular, 

es uno de los más básicos y sencillos para comprender que, esa relación “única” 

Estado-Municipio es superflua, pues ante la estructura del Gobierno, no sólo hay 

problemas por competencias entre el poder nacional y el local, sino que también se 

producen situaciones que desembocan en cargas u obligaciones dentro de un estadio 

intermunicipal. El hecho que no se manifieste directamente en la Constitución, como 

alegaría Bardelli, tampoco es excusa para omitir un marco fáctico ante el que se hace 

frente día con día y que se viene demarcando aún más con respecto a las obligaciones 

ambientales, tema que se piensa desarrollar con mayor ahínco en otra sección de este 

trabajo y que termina por demostrar, para los fines que busca este apartado, que ese 

                                                 
46 El contenido del paréntesis cuadrado es adicionado.  
47 Rivers Figueroa, 47. 
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“interés local” no es únicamente limitado a un territorio.  

Llama la atención que en sentencias como la ya citada, 428-07 del Tribunal 

Contencioso Administrativo, haciendo eco de la jurisprudencia constitucional, se hace 

mención explícita al que la competencia delegada de la Carta Magna a las 

corporaciones locales es de carácter material. Ello es importante, pues ayuda a revocar 

la errónea idea que la competencia municipal es únicamente territorial. De allí que 

existan varias limitaciones, complementos o facultades coordinadas, compartidas y que 

no siempre son únicas de las corporaciones municipales. 

c. Limitaciones a la autonomía del gobierno local 

c.1. La unidad de Estado. 

 

Parece claro que dentro de la misma concepción, génesis y estudio de las bases 

de la autonomía municipal, su reconocimiento dentro del ordenamiento jurídico no 

implica ni soberanía plena ni arbitrio o completa independencia. Siempre habrá de 

tenerse en consideración que los municipios son la primera unidad de organización 

social y política, pero configuran en conjunto parte de una estructura mucho más 

grande y compleja. Así se da pie al principio de unidad de Estado, también llamado de 

unidad de mando: 

“El principio de la unidad de mando que ejerce el Poder Ejecutivo, a través de la 

figura del Presidente, cuando actúa aislada o conjuntamente con el respectivo 

Ministro, permite mantener la armonía, coordinación, coherencia y unidad de la 

gestión administrativa, puesto que, de lo contrario existiría un caos y desorden 

administrativo, en el que cada ente público realizaría aquellas tareas que estime 

prioritarias de forma unilateral y caprichosa”48.  

La Sala Constitucional se ha encargado de acuerpar este principio -derivado del 

artículo 9 constitucional- mediante voto 3089-98 de las 15:00 horas del 12 de mayo de 

                                                 
48 Jinesta Lobo, Ernesto. «Tutela y descentralización administrativas.» 2011, 3. 

http://www.ernestojinesta.com/_REVISTAS/TUTELA%20Y%20DESCENTRALIZACI%C3%93N%20AD

MINISTRATIVAS.PDF (último acceso: 8 de Agosto de 2015). 
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1998. Se ha entendido que los entes públicos deben someterse a los criterios de 

planificación nacional y en particular a las directrices de carácter general del Poder 

Ejecutivo, como organización encargada de encauzar a la sociedad en sus aspectos 

económico, social, político y jurídico, respetando el tipo de autonomía que goce cada 

entidad, a las que corresponde el reconocimiento y trascendencia de comulgar con 

ideas y proyectos nacionales. 

Hay tesis más ortodoxas en la defensa de ese principio, como lo ha hecho el 

ordenamiento jurídico en Perú, por medio de la jurisprudencia de su Tribunal 

Constitucional. En voto tramitado en el expediente 34-2009-PI/TC del 12 de octubre de 

2010, indica que aunque las municipalidades son autónomas para actuar y defender 

sus intereses, así como para desarrollar sus competencias, se entienden como órganos 

y no como entes -a pesar de la capacidad jurídica plena que gozan-, solo en el sentido 

de ser organizaciones derivadas del poder centralizado del Estado y que es su unidad 

la que precisamente les permite funcionar. 

En otro orden de ideas, como expresión de esa misma unidad es, que los 

municipios se encuentran supeditados a aquellas decisiones que sean tomadas por ley, 

fuente del Derecho mediante la cual se dictan normas y principios generales que se 

deben seguir en todos los entes de la Administración Pública sin exclusión alguna.  

Ello se da a tal punto que, incluso mediante ley de la República, una 

competencia que haya sido entendida exclusivamente como local y propia de cada 

ayuntamiento, puede ser convertida y catalogada en nacional y viceversa. Ello no 

quiere decir que el deber, papel e interés de los municipios se pierda con la declaratoria 

de una competencia como nacional, pues el interés de los ciudadanos del cantón 

persiste49.  

 

                                                 
49 Galvis Gaitán, Fernando. Manual de Derecho Urbanístico. Bogotá: TEMIS, 2014, 9.  
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c.2. Concertación de la unidad de Estado y la autonomía municipal. 

 

Ante las afirmaciones anteriores surgen las siguientes preguntas: ¿Cómo se 

concilia está idea con la defendida autonomía municipal? ¿Llega el principio de unidad 

de mando a contrariar y degradar la autonomía municipal? Recordando los términos 

asimilados en el primer apartado de este capítulo, aunque ambas estructuras de 

organización buscan configurar sociedades completas, la del Estado comparte fines 

más generales que directamente van a incidir sobre la materia local con alguna 

intensidad, sin que ello implique que los intereses locales no deban ser defendidos por 

la corporación municipal ante la consideración de perjuicios causados a sus habitantes 

o al desarrollo del cantón. No genera antagonismo alguno -al menos en el plano teórico- 

el que dentro del desarrollo del Estado, el entramado de conceptos y principios siempre 

encuentre límites.  

De tal forma, la autonomía concede a los gobiernos municipales la facultad de 

hacerse cargo de las tareas e intereses locales. Sin que ello pueda entenderse jamás 

como la factibilidad para concertar acuerdos, fines u objetivos contrariados a la 

planificación nacional o a los mismos límites que el Estado en pro de la seguridad 

jurídica se ha establecido para evitar dar paso extremo a la arbitrariedad y al abuso de 

poder, fundamentado en: 

“…la necesidad de garantizar un mínimo de unidad para asegurar el correcto 

funcionamiento de un sistema plural. Para que un conjunto de normas pueda ser 

calificado como “sistema” se precisa ese mínimo de unidad. La unidad y la 

coherencia se erigen, así, en limitaciones de la autonomía. Esta limitación también 

se extiende, según el autor, a los entes soberanos, de forma que la diferencia entre 

soberanía y autonomía se radica en el grado de limitación de una y de otra”50.  

Al análisis que se ha realizado sobre la autonomía municipal, debe adjuntarse la 

necesidad de complementar la existencia y validez del Estado; que debe condensar en 

su génesis, la posibilidad de plantear un rumbo común del país, sin que ello termine por 

                                                 
50 Colao Marín, 24. 
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afectar el desarrollo de las comunidades. El tema ha sido impasible, por un lado la 

municipalidad busca el desarrollo y defensa de los intereses propios de la localidad, ya 

que es su finalidad primigenia; pero el Estado se debe preocupar también porque se 

respeten otros intereses que, evidentemente, en algún momento no necesariamente 

coinciden con lo más conveniente para la corporación local o que al menos no queda a 

su aventurada voluntad discrecional: 

“La reforma del Estado, como eje de las políticas de adaptación al cambio 

estructural en nuestra sociedad, no debe implicar su reducción a su mínima 

expresión posible, sino su reconstrucción en sus diferentes niveles, del central al 

local, para que pueda desempeñar completamente sus funciones en relación con la 

sociedad y el mercado”51.  

Esa modificación que ha sufrido la estructura del Estado en la actualidad y que 

no le permite desconocer la trascendencia, cada vez más marcada, del desarrollo local 

para lograr el éxito a nivel nacional, complica la forma en la que se deben establecer y 

distribuir las tareas. Aunque el principio de unidad de Estado, así como el concepto de 

autonomía municipal, gozan de un halo de definición muy concreto ante determinadas 

situaciones, hay muchas otras (bastantes) donde esa lucidez para marcar donde 

termina la injerencia del Estado y dónde empieza la competencia municipal, dejan de 

ser una situación tan sencilla de definir.  

Véase por ejemplo, que en nuestro país existe el referido artículo 4 del Código 

Municipal, el cual establece una serie de actividades como parte de las obligaciones del 

gobierno local. En este tema, generalmente las legislaciones en Derecho Comparado 

tratan de acogerse a lo que puede llamarse un sistema enumerativo, de lo que se 

desprende que las competencias son otorgadas con carácter exclusivo y excluyente o 

bien, al sistema de distribución de competencias por cláusula general, que deja a la 

interpretación cuándo tienen capacidad las municipalidades de hacerse cargo pleno de 

                                                 
51 Hidalgo Torricelli, Marcelo. Institucionalidad para el desarrollo económico local: La situación de la 

comuna de Puerto Montt. Tesis para optar por el título de Sociólogo: Universidad de Chile, 2005, 8. 
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determinadas funciones y que genera conflicto con otros entes con los que coexiste52.  

Para el caso nacional se debe recordar que otras normas, aparte del Código 

Municipal, también otorgan competencias a las municipalidades. Por su parte, la 

Constitución Política, así como la jurisprudencia supra mencionada se han encargado 

de relativizar la posibilidad de entender como enumerativo el sistema de competencias 

imperante en Costa Rica, que da cabida a la apertura y constante discusión entre los 

agentes puestos en la palestra de las funciones públicas diarias: 

“El principal problema que se presenta en la práctica, es el de establecer un grado 

preciso entre los conceptos de libertad, independencia y autonomía, de forma tal 

que las organizaciones que la posean puedan ejercitar su autonomía y el sistema 

nacional constituyente del Estado, pueda tener sus mecanismos de sujeción, sin 

lesionar aquella… situación ésta que se hace más difícil de precisar cuándo 

intervienen en la práctica entes descentralizados y autónomos”53.  

Dado que aún se mantienen discusiones por la definición de las actividades que 

deben realizar las municipalidades, estas han permitido que, al menos en algunos 

puntos, los tribunales hayan sido compelidos a pronunciarse sobre el tema, que no ha 

sido ajeno a las resoluciones de las Salas Primera y Constitucional, así como por la 

legislación diversa que impregna repartición de funciones entre entes y órganos del 

Estado.  

En miras de centralizar la discusión en el ámbito nacional, según el autor Juan 

José Mora, en tesis de principio se ha dicho que la autonomía municipal se encuentra 

delimitada por variados mecanismos de control, entre ellos el que ejerce la Contraloría 

General de la República, la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial; a 

la participación de dichos actores deberán agregarse otros cuya inclusión se verá en el 

capítulo siguiente54.  

                                                 
52 Sánchez Díaz, José Luis. «Competencia y autonomía municipal.» Universidad de Murcia. 1976. 

http://revistas.um.es/analesumderecho/article/viewFile/105511/100421, 432. 
53 Jiménez Padilla, 96. 
54 Mora Cordero, Juan José. Ensayos de Derecho y gestión municipal. Vol. I. San José: Jurídica Continental, 2010, 
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La idea anterior no está muy alejada de otros análisis presentados fuera de 

nuestra frontera, como lo hace Villagrán en su estudio de manera bastante contundente 

y estableciendo algunos grandes temas donde debe la corporación someterse a los 

matices formados por la legislación:  

“La autonomía local, por tanto, no es un principio ilimitado, sino que está sometido a 

una serie de restricciones que las mismas constituciones y leyes se encargan de 

individualizar y que van de la mano con el hecho de que los municipios se 

encuentran insertos en un Estado y deben respetar la unidad y coordinación que 

debe existir en su interior”55.  

 

c.3. La tutela administrativa y las municipalidades 

 

Eduardo Ortiz Ortiz, dejó dentro de su gran acervo de ejercicio académico, un 

apartado importante en análisis de la institución municipal y su interacción dentro del 

Gobierno, refiriéndose no sólo a las relaciones de control, sino también y con especial 

énfasis, en aquellas que denomina de coordinación o cooperación: 

“Esta coparticipación de atribuciones es inevitable e inherente, en la medida en que 

la capacidad pública de las municipalidades es general y es nacional la del Estado y 

de sus entes… La forma de evitar duplicaciones y contradicciones y de integrar la 

actividad de los gestores en un esquema de recíproco estímulo es precisamente 

coordinarlos a todos, con respeto para la autonomía de cada uno… Desde este 

ángulo todas las formas de coordinación municipal pueden reducirse en Costa Rica 

a las relaciones de la municipalidad como igual frente a los otros entes públicos y a 

las demás municipalidades, incluyendo al Estado. Todo lo cual da margen 

únicamente para formas pactadas de coordinación con las municipalidades y 

excluye las que admiten potestades imperativas en su detrimento, que permitan 

                                                                                                                                                              
77-126. 

55 Villagrán Abarzúa, 224. 
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sujetarla a un esquema de coordinación sin su voluntad o contra ella”56.  

De ello debe desprenderse que, ante la concurrencia de actores con respecto a 

una actividad que requiere atención, lo que procede es que entre estos busquen formas 

de cooperación y/o coordinación, a fin de llevar a cabalidad los objetivos y fines que se 

les ha encomendado. 

En esta investigación, merece especial atención la idea expresada por Ortiz, 

entendiendo que a ninguna municipalidad se le puede sujetar a algún esquema de 

coordinación contra su voluntad; esto debe interpretarse en el sentido que no se puede 

pactar la forma de coordinación que se va a realizar y que la misma sea elegida o 

planteada por una sola parte, sin que ello quiera decir de ninguna forma, que la 

obligación de coordinar no sea imperativa y su no realización puede acarrear 

responsabilidad por omisión de parte de las administraciones públicas involucradas, 

sobre todo si se entiende que la obligación es prexistente a la entidad local y que parte 

del correcto ejercicio de la autonomía municipal, implica que cumpla con sus 

obligaciones, sobre todo aquellas que generan competencias concurrentes o 

participaciones compartidas, evitando generar contradicción en la aplicación de normas 

o bien, daños por la falta de atención debida entre varios entes u órganos.  

En síntesis, no es posible obligar a los actores involucrados a pactar de una 

forma determinada, sin que ello quiera decir que no están obligados a pactar y 

considerando que su pasividad con respecto al tema genera responsabilidad. 

Esta idea se demuestra en varios casos, donde la coordinación es ampliamente 

discutida, pues como ya se ha indicado, la legislación nacional no ha sido muy precisa. 

Esta situación no es única en el ámbito local, pues el problema de la unidad de mando 

señalado por Jinesta en el apartado anterior, a veces no sólo se trata de la existencia 

de competencias compartidas, sino de la definición sobre hasta dónde llega la 

actuación de las municipalidades ante competencias que parece también hayan sido 

dadas a otros entes u órganos de la Administración; del análisis que se ha realizado 

                                                 
56 Ortiz Ortiz, 140-141. 
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hasta el momento, parece ser que es el interés local el que define el grado de 

competencia de las corporaciones municipales y hasta dónde se ve comprometido con 

diversas actividades; sin embargo, esa tarea tampoco goza de gran certeza pues: 

“… pone de manifiesto la dificultad que existe, en ocasiones, para identificar el 

interés en cada caso, para conectarlo con una materia u objeto concreto de poder, 

de facultad de actuación, y para decidir si el interés es sólo de la comunidad 

respectiva o es más bien compartido, con independencia de la predominancia: 

Ahora bien, concretar este interés en relación con cada materia no es fácil, y en 

ocasiones, sólo puede llegarse a distribuir la competencia sobre la misma”57.  

Algunos visos importantes se han dado en otras latitudes, como en Colombia, 

pues de no hacerse un análisis correcto sobre los elementos que confluyen, podría 

constituirse una violación al instituto del municipio y al interés de su existencia, sin que 

sea la finalidad vaciar al ente de contenido y trascendencia:  

“En la Sentencia C-894/2003 la Corte Constitucional señaló que la autonomía actúa 

como un principio jurídico en materia de organización competencial, lo que significa 

que se debe realizar en la mayor medida posible, teniendo en cuenta la importancia 

de los bienes jurídicos que justifiquen su limitación en cada caso concreto… Dentro 

de esa línea jurisprudencial se ha fijado el criterio conforme al cual las limitaciones a 

la autonomía de las entidades territoriales y regionales en materias en las cuales 

exista concurrencia de competencias de entidades de distinto orden, deben estar 

justificadas en la existencia de un interés superior, y que la sola invocación del 

carácter unitario del Estado no justifica que se le otorgue a una autoridad nacional, el 

conocimiento de uno de tales asuntos en ámbitos que no trasciendan el contexto 

local o regional, según sea el caso. Para la Corte, ello equivale a decir que las 

limitaciones a la autonomía resultan constitucionalmente aceptables, cuando son 

razonables y proporcionadas”58.  

Proposiciones como las que señala González, tienden a generar entramados de 

no muy sencilla comprensión, sobre todo a nivel operativo.  

                                                 
57 Colao Marín, 22-23. 
58 González Sánchez, 32-33. 
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c.4. Alcances de la tutela administrativa 

 

Aunque se tiene claro que la municipalidad puede llegar a tener límites en pro de 

su actuación y convivencia a nivel estatal, la forma en que ello se manifiesta es 

convulsa: El efecto directo de admitir el principio de unidad de Estado, obliga a tratar 

con las formas dispuestas por el ordenamiento para la tutela administrativa, pues no 

sólo existen relaciones jerárquicas, y de corte vertical, entre los órganos y/o su 

respectivo ente a modo de jerarca superior, sino que también se dan relaciones de 

orientación horizontal, donde no existe superioridad jerárquica, pero sí se reconoce un 

grado mayor a algunos de los entes, que se vuelven los encargados de coordinar 

políticas y actividades con aquellos tomados como entes menores. 

La Ley General de la Administración Pública comporta ese deber en forma 

general al Presidente, en sí mismo o actuando conjuntamente con el ministro del ramo, 

conforme a los numerales 26, inciso b, y 27, punto 1. Además, tal situación es factible a 

través de la emisión de directrices que pueden ser emitidas en forma general y dejando 

un amplio halo de discrecionalidad, a fin de establecer cuáles son los lineamientos 

políticos y de gobierno que pretende el Estado.  

Sin embargo, esta expresión de la tutela administrativa se encuentra afectada 

con respecto a los entes municipales pues, como ha venido desarrollando la 

jurisprudencia, al contar estos últimos con autonomía política, los numerales referidos 

que dan capacidad de dirección al Poder Ejecutivo sobre los entes descentralizados, no 

son de ninguna aplicación para los gobiernos locales, ello respaldado en votos de la 

Sala Constitucional como el ya referido 5445-99: 

“La Sala estima que esas disposiciones no son aplicables al régimen municipal, ya 

que las normas hacen referencia únicamente a las instituciones descentralizadas 

llamadas autónomas como en el caso del Instituto Costarricense de Electricidad 

(ICE), Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ICAA), Instituto 

Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), entre otras, en las que necesariamente 

debe darse esa relación de dirección, y no por mandato legal, sino 

constitucional…Por los mismos motivos, los artículos 98, 99 y 100 de la Ley General 
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de la Administración Pública no pueden entenderse de aplicación a los entes 

municipales, en tanto no son entes subordinados al Poder Ejecutivo, y desde esta 

perspectiva, ninguna de esas normas resultan inconstitucionales”. 

Una directriz de parte del ejecutivo, como coordinador general entre sí mismo, 

los entes descentralizados y las municipalidades, constituiría una degradación al 

desarrollo de la autonomía política.  

Sin embargo, ¿cómo se concilia el principio de unidad de Estado ante la 

inaplicabilidad de la Ley General de la Administración Pública y sus mecanismos de 

tutela administrativa y la inminente aparición de entes del Estado central con 

competencias que recaen directamente en la actividad local? Actualmente, se ha 

preferido contar con el sustento normativo del artículo 7 del Código Municipal para 

solventar tal panorama: 

“Artículo 7: Mediante convenio con otras municipalidades o con el ente u órgano 

público competente, la municipalidad podrá llevar a cabo, conjunta o individualmente, 

servicios u obras en su cantón o en su región territorial”. 

De una lectura estricta del artículo no se desprende ninguna obligación 

específica que tengan las municipalidades y que las relacione con otras entidades. Lo 

que indica es la posibilidad plena de las municipalidades de actuar como iguales y bajo 

pleno ejercicio de su voluntad. Esto puede generar un problema con respecto a cómo 

entender que esa coordinación es obligada o más bien, cuesta comprender el 

fundamento reiterado de la Sala Constitucional en votos como el 17113-06 de las 14:51 

horas del 28 de noviembre de 2006: 

“No puede, entonces, crearse un conflicto por antagonismo o protagonismo entre la 

materia que integra "los intereses y servicios locales" de “los intereses y servicios 

públicos nacionales o estatales", intrínsecamente distintos unos de otros, pero que 

en realidad están llamados a coexistir; y ello es así, porque ambos tipos de interés 

pueden estar, eventualmente, entremezclados y más bien, es frecuente que, 

dependiendo de la capacidad económica y organizativa de los gobiernos locales, sus 
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limitaciones propias conduzcan a ampliar el círculo de los que aparecen como 

nacionales o estatales, lo que hace ver que la distinción no debe ser inmutable, 

sino gradual o variable. Definida la competencia material de la municipalidad en 

una circunscripción territorial determinada, queda claro que habrá cometidos que 

por su naturaleza son exclusivamente municipales, a la par de otros que pueden ser 

reputados nacionales o estatales; por ello es esencial definir la forma de 

coparticipación de atribuciones que resulta inevitable, puesto que la capacidad 

pública de las municipalidades es local, y la del Estado y la mayoría de los demás 

órganos, nacional; de donde resulta que el territorio municipal es simultáneamente 

nacional (Unidad de Estado) y local. Es decir, las municipalidades pueden compartir 

sus competencias con la Administración Pública en general, relación que debe 

desenvolverse en los términos que define la ley (artículo 7 del Código Municipal), que 

establece la obligación de "coordinación" entre la municipalidades y las instituciones 

públicas que concurran en el desempeño de sus competencias, para evitar 

duplicaciones de esfuerzos y contradicciones. En otros términos, la municipalidad 

está llamada a entrar en relaciones de cooperación con otros entes públicos, y 

viceversa, los entes públicos están obligados a coordinar con las 

municipalidades, dado el carácter concurrente o coincidente – en muchos casos –, 

de intereses en torno a un asunto concreto. En la doctrina, la coordinación es 

definida a partir de la existencia de varios centros independientes de acción, cada 

uno con cometidos y poderes de decisión propios, y eventualmente discrepantes; 

pese a ello, debe existir una comunidad de fines por materia, pero por 

concurrencia, en cuanto sea común el objeto receptor de los resultados finales 

de la actividad y de los actos de cada uno. De manera que la coordinación es la 

ordenación de las relaciones entre estas diversas actividades independientes, que se 

hace cargo de esa concurrencia en un mismo objeto o entidad, para hacerla útil a un 

plan público global, sin suprimir la independencia recíproca de los sujetos agentes” 

(El resaltado no es del original)59.  

De tal criterio jurisprudencial, es deber tomar varias conclusiones. La primera 

guarda relación con la delimitación de las competencias municipales, tema que ya ha 

sido tratado en este trabajo; indica la Sala Constitucional que la competencia material 

de las municipalidades se circunscribe al territorio. Entender esa premisa como una 

                                                 
59 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 17113-2006. 
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afirmación que la corporación municipal sólo puede actuar sobre aquellas 

circunstancias que se generan dentro del territorio cantonal, carece de análisis 

suficiente.  

Los intereses que defiende la municipalidad se generan en los límites territoriales 

definidos por la estructura del Estado y desde esa perspectiva es que se circunscriben 

la competencia material a un territorio específico, pues le corresponde la tutela de los 

intereses propios de sus munícipes.  

Ello no quiere decir en ningún modo que, como ya se ha indicado antes, los 

intereses que debe defender un municipio sólo se producen en su territorio. Puede 

suceder que se generen situaciones externas a la circunscripción territorial que, a pesar 

de suscitarse fuera del cantón, afecten los intereses de sus habitantes, en cuyo caso el 

municipio tendría la obligación de responder y/o defender los intereses afectados de 

sus representados.  

Otro aspecto peculiar emitido por el Tribunal Constitucional, resulta de la 

consideración que se hace a partir del artículo 7 del Código Municipal que, como ya se 

pudo apreciar, no parece inferir de su literalidad, imperativa alguna. Aunque se respalda 

la opinión de que el deber de coordinación como forma de tutela administrativa no 

encuentra un fundamento claro en la norma escrita que se pretende utilizar, el empleo 

del sistema de fuentes definido por la Ley General de la Administración Pública es 

fundamental, dado que el artículo 7 de dicha ley indica en su punto 1, que las fuentes 

no escritas –como la jurisprudencia– sirven, ante vacíos de la ley, para integrar, 

complementar e interpretar la fuente escrita y adquieren el rango de la norma que 

interpretan, complementan o delimitan.  

Bajo esta tesitura, el artículo 7 del Código Municipal debe adjuntar a su expresión 

escrita las referencias que sobre este haya hecho la jurisprudencia, en el sentido que 

existen formas de coordinación y cooperación entre entes sin que se pueda compeler a 

ninguno de estos, involucrarse sin su manifestación expresa, aunque dejando como 

parte de dicho artículo que la coordinación es indispensable para lograr la eficiencia 
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administrativa, disipando el carácter de relación municipalidades-entes como una mera 

facultad, otorgándole un carácter más de potestad. 

Por un lado, sí es un poder, pues el municipio tiene la posibilidad de negociar y 

discutir qué es lo que va a pactar, cómo y en qué forma, entre otros aspectos; por el 

otro, es un deber, porque aunque el fondo o los mecanismos de coordinación no están 

definidos, la obligación de establecer esos medios subsiste y de no cumplirse, se recae 

en responsabilidad por omisión.  

Sobre este punto, se considera en esta investigación que debe complementarse 

la interpretación jurisprudencial indicada con lo señalado en el artículo 6 del mismo 

Código Municipal, que sí expresa con suma claridad el deber de las municipalidades de 

coordinar sus acciones con los demás órganos y entes de la Administración Pública en 

general. Independientemente del mecanismo que sea utilizado para llevar a cabo dicha 

coordinación, complementar sus actividades y tareas es una obligación recíproca. 

El último aspecto a destacar de la sentencia referida de la Sala Constitucional, 

reside en la delimitación de competencias, de donde se desprenden características 

trascendentes: La indicación de que la relación entre las competencias locales y 

nacionales es gradual o variable, pues la concurrencia reside en quién es el receptor de 

los resultados finales. 

 Ambos aspectos no se pueden perder nunca de vista, pues uno de los 

problemas más particulares es la falta de comprensión sobre la convivencia de 

actividades a realizar y su medición en la balanza que, antes de compensar cargas o 

distribuir las tareas, prefiere la no complicación y terminar inclinándose por completo 

hacia a alguna de las partes. 

Lo cierto es que en muchos casos esta situación es poco feliz, pues en 

reiteradas ocasiones se cae en la tendencia de vaciar de contenido la participación de 

las municipalidades ante el ejercicio de competencias y la necesidad de coordinar entre 

estas, sea entre entes propios de la Administración o bien, entre municipalidades, 

aspecto último donde la jurisprudencia y la doctrina patria no se han adentrado lo 
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suficiente. 

En el capítulo siguiente se describirán las relaciones de control y de coordinación 

relacionadas con las municipalidades, a fin de observar cómo su falta de aplicación 

comporta una ineficacia normativa importante en cuanto a la participación y 

trascendencia de los municipios, situación que afecta las apreciaciones que se puedan 

hacer sobre la coordinación intermunicipal y su necesidad inminente. 
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Capítulo 2. Las relaciones intermunicipales: Obligación para el 

cumplimiento de deberes. 

 

 
Sinopsis: a. Mecanismos de control/ a.1. Relaciones de control de las 
municipalidades/ a.1.1. La Contraloría General de la República/ a.1.2. La Asamblea 
Legislativa/ a.1.3. La jerarquía impropia bifásica/ a.1.4. La Procuraduría General de 
la República/ b. Coordinación de las municipalidades con otras 
Administraciones/ b.1. Noción general de planificación urbana y ordenamiento 
territorial/ b.1.1. El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU)/ b.1.1.i. 
Coordinación con otros entes en la edificabilidad/ b.1.2. Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica (MIDEPLAN)/ b.1.2.i. Comités Sectoriales e 
Intersectoriales/ b.1.2.ii. Consejos Cantonales de Coordinación Institucional/ 
b.1.2.iii. El papel del MIDEPLAN en los órganos de participación ciudadana/ b.1.2.iv. 
Problemas de los Planes Nacionales y Regionales/ b.1.3. Ministerio de Ambiente y 
Energía (MINAE)/ b.1.3.i. Sobre la administración de territorios/ b.1.3.ii. Secretaría 
Técnica Nacional Ambiental (SETENA)/ b.1.4. Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes (MOPT)/ b.1.5. Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG)/ b.1.5.i. 
Comités por áreas de manejo, conservación y recuperación de suelos/ b.1.5.ii. 
Problemas de aplicación de competencias/ b.1.6. Instituto Costarricense de Turismo 
(ICT)/ b.1.7. La Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL)/ b.1.8. Ministerio 
de Vivienda y Asentamientos Humanos (MIVAH)/ b.1.9. Ministerio de Cultura, 
Juventud y Deporte. c. Relaciones intermunicipales: El papel de las 
federaciones y mecanismos de coordinación/ c.1. Las federaciones municipales/ 
c.2. La figura del concierto como relación intermunicipal. 
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a. Mecanismos de control 

 

Sobre la coexistencia de las municipalidades entre sí mismas y el Estado, se 

encuentra una división hecha por Eduardo Ortiz Ortiz, y que consta de dos tipos: 

Relaciones de control y de coordinación. Las primeras hacen un reconocimiento a la 

subordinación o sujeción bajo la cual quedan los gobiernos locales, como expresión de 

las limitaciones a la autonomía municipal y por tanto fungen como excepción a tal regla. 

Las relaciones de coordinación implican un reconocimiento de confluencia de 

competencias, estableciendo una relación horizontal, tema que ya ha sido objeto del 

capítulo anterior. 

Respecto de los mecanismos de control, es menester considerar su típica 

división en controles previos, posteriores y concomitantes. El primero de ellos va 

tendiente a realizar un examen ex ante de las acciones o compromisos que va a 

adquirir la Administración, a fin de consolidar la validez y legalidad de esos actos sin 

que se esté actuando fuera del marco de legalidad. Aunque comúnmente se ha 

considerado que dicho procedimiento conlleva un retraso en cuanto a la efectividad y 

respuesta ágil que pueda dar en este caso el gobierno local, garantiza y respalda un 

mejor uso de recursos.  

El control posterior se relaciona más con la figura de la auditoría, pues la 

fiscalización de las actividades se configura una vez que se ha actuado, en búsqueda 

de corregir procedimientos y establecer críticas a los procedimientos utilizados. Con ello 

se busca una mejoría constante una vez conocidos los defectos. Aunque se cuenta con 

el típico problema de enfrentarse a si se ha actuado fuera de los límites autorizados o si 

existen hechos irregulares, dichas actuaciones pueden ser atendidas únicamente en 

cuanto a evitar que se sigan dando esas prácticas y más tendiente a recaer sobre el 

régimen sancionatorio.  

El control concomitante trata de establecer correspondencia entre los actos 

administrativos y las actuaciones, verificando y comprobando que la expresión material 

de un documento se traduzca en un hecho real. Es un método transversal de los 
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controles previos y posteriores, donde participa de forma recíproca quien ejerce el 

control y quienes son controlados, dando respaldo al fundamento y análisis pretendido 

ante cada conducta tomada; además de dejar constancia de todo lo actuado, necesario 

por el principio de continuidad que rige sobre las instituciones públicas, 

independientemente de quién sea la persona que ocupe el cargo60. 

Sobre este tipo de controles, como parte de las limitaciones que enfrentan los 

gobiernos locales, la Sala Constitucional indicó mediante el ya referido voto 5445-99:  

“La doctrina más calificada señala que el control o fiscalización que se realice en la 

Administración Pública puede ser clasificado desde tres puntos de vista 

fundamentales: a) en cuanto al momento o tiempo en que se realiza con relación al 

acto o comportamiento, o que reviste carácter preventivo o represivo, según sea el 

caso; el cual, también, puede presentarse de tres manera diferentes: el control 

anterior (“a priori”), que en realidad funciona a modo de autorización para el acto o 

contrato y actúa como condicionante de validez, de manera que cuando el acto 

sometido al examen no sea conforme a lo debido, proceda, según el caso, la 

suspensión o sustitución; el control posterior (“a posteriori”), que es en realidad una 

aprobación de lo actuado por la Administración, y constituye un requisito de eficacia 

del acto;  y el control concomitante, que se verifica en todo el proceso, a modo de 

una verdadera fiscalización de la actuación de los entes públicos, constituyéndose en 

requisitos de validez y eficacia al mismo tiempo; b) en cuanto a la iniciativa de 

control, si es a petición de parte (recursos) o actuación de oficio (vigilancia); y c) en 

cuanto al objeto que se pretenda lograr con el control o fiscalización, si es de 

legitimidad o legalidad, si se pretende impedir o reprimir la violación de normas 

legales, o de oportunidad, en cuanto examina la conveniencia o mérito de lo 

actuado”61. 

 En Costa Rica encontramos variada legislación tendiente a la protección de 

recursos públicos, constituida conforme con esa posición así como a la actuación que 

                                                 
60 Camacho Calvo, Sonia. Lineamientos de una Reforma Integral de la Autonomía Financiera Municipal en el 

Ordenamiento Jurídico Costarricense. Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. San José: 

Universidad de Costa Rica, 1992, 46-50.  
61 Sala Constitucional. Voto 5445-1999. 
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realizan las municipalidades, sin olvidar la existencia de órganos encargados de 

ejecutar los tipos de control reconocidos. De previo debe indicarse que, ante la 

existencia de alguna violación a la legalidad por parte de la municipalidad -mediante 

alguna de las formas que expresan su voluntad-, no sólo existen recursos en la vía 

administrativa para que sean ventilados reclamos o agravios, sino que también se 

puede acudir a la vía judicial (una vez agotada la administrativa), en cuyo caso 

correspondería a la jurisdicción contencioso administrativa hacerse cargo de la 

resolución del conflicto, sin que sea la única jurisdicción donde se pueden ver 

involucradas las municipalidades. 

 Uno de los elementos de control importantes, se dio con la emisión de la Ley 

General de Control Interno, que establece la obligación para toda Administración de 

contar con un sistema aplicable, completo, razonable, integrado y congruente con sus 

competencias. En este caso cada municipalidad cuenta con un departamento de 

auditoría, con un auditor y sub auditor internos que son nombrados por la 

Administración Activa, aunque su organización está sujeta a las directrices y criterios de 

la Contraloría General de la República. A su vez gozan de independencia funcional y de 

criterio respecto de la Administración a la que pertenecen, según lo indican los ordinales 

22, 24 y 25 de la ley de cita. 

 En cuanto al análisis del fondo de dicha normativa, el control interno al que están 

sometidas las municipalidades está sujeto a los componentes de ambiente, valoración 

de riesgos, actividades de control, comunicación e información y monitoreo o 

supervisión. El ambiente implica que exista dentro del quehacer común de la 

Administración planeadas actividades de control, basadas en la elaboración de un 

mapa de riesgos. La evaluación de riesgos comporta el conocimiento de las actividades 

relacionadas con la administración de fondos, el vínculo de esas actividades con los 

funcionarios y los riesgos, tanto internos como externos, que podrían encontrarse en la 

ejecución de éstas.  

Ello requiere elaboración de instrumentos de evaluación, de la colaboración de 

cada uno de los funcionarios sobre cuáles son sus responsabilidades y metas y de los 
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aspectos que se deban reforzar o corregir para que se pueda armonizar el objetivo de la 

Administración. De las actividades de evaluación y control se encarga la Auditoría 

Interna, establecida para hacer análisis previos en la medida de lo posible, encontrar 

técnicas para mejorar o erradicar las prácticas que no se ajusten al ordenamiento, así 

como la realización de informes y evaluación de funcionarios sobre sus actividades62.  

La anterior idea no debe ser pretexto para olvidar que, conforme a la misma Ley 

General de Control Interno en su artículo 17 inciso b), las municipalidades están sujetas 

a realizar por lo menos una vez al año autoevaluaciones del diseño de sus sistemas de 

control interno, que no sólo recaen en el Auditor Interno, sino que deben realizarse 

entre cada uno de los funcionarios de la organización, a reflejo del control concomitante 

o también conocida como gestión del control, como lo ha dejado ver el informe del 

órgano Contralor DFOE-054 del 27 de febrero de 2004. De la misma forma debe 

considerarse la aplicación de la Ley de Administración Financiera de la República y 

Presupuestos Públicos, en cuanto a los principios establecidos por dicha norma en su 

título segundo y sin restricción alguna:  

“ARTÍCULO 5.- Principios presupuestarios 

Para los efectos del artículo anterior, deberán atenderse los siguientes principios 

presupuestarios: 

a) Principio de universalidad e integridad. El presupuesto deberá contener, de 

manera explícita, todos los ingresos y gastos originados en la actividad financiera, 

que deberán incluirse por su importe íntegro; no podrán atenderse obligaciones 

mediante la disminución de ingresos por liquidar. 

b) Principio de gestión financiera. La administración de los recursos financieros del 

sector público se orientará a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los 

principios de economía, eficacia y eficiencia, con sometimiento pleno a la ley. 

                                                 
62 Aguirre Vidaurre, Ernestina, y Yasmín Ramos Cuadra. «Aplicabilidad del Control Interno en el ejercicio de la 

Enfermería.» Abril-Setiembre de 2011, 3-4. http: www.revenf.ucr.ac.cr (último acceso: 3 de Agosto de 

2015). 
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c) Principio de equilibrio presupuestario. El presupuesto deberá reflejar el 

equilibrio entre los ingresos, los egresos y las fuentes de financiamiento. 

d) Principio de anualidad. El presupuesto regirá durante cada ejercicio económico 

que irá del 1° de enero al 31 de diciembre. 

e) Principio de programación. Los presupuestos deberán expresar con claridad los 

objetivos, las metas y los productos que se pretenden alcanzar, así como los 

recursos necesarios para cumplirlos, de manera que puedan reflejar el costo. 

f) Principio de especialidad cuantitativa y cualitativa. Las asignaciones 

presupuestarias del presupuesto de gastos, con los niveles de detalle aprobados, 

constituirán el límite máximo de autorizaciones para gastar. No podrán adquirirse 

compromisos para los cuales no existan saldos presupuestarios disponibles. 

Tampoco podrán destinarse saldos presupuestarios a una finalidad distinta de la 

prevista en el presupuesto, de conformidad con los preceptos legales y 

reglamentarios. 

g) Principio de publicidad. En aras de la transparencia, el presupuesto debe ser 

asequible al conocimiento público, por los medios electrónicos y físicos disponibles”. 

De esta forma el ordenamiento estipula mecanismos de control aplicables a 

todos los entes del país, bajo la idea básica de que no se puede actuar por encima de 

la ley, pues de ésta misma -o en su defecto, de la Constitución Política- se derivan los 

grados de autonomía. 

 

a.1. Relaciones de control de las municipalidades. 

a.1.1. La Contraloría General de la República. 

 

 Valga decir que la Ley General de Control Interno es sólo una parte del control 

establecido junto al manejo de fondos públicos, pues las municipalidades también 

encuentran limitaciones a su actuar en materia financiera, ya que debe adjuntarse el 
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papel que cumple la Contraloría General de la República.  

El control del presupuesto y el recelo que ha mantenido la tendencia centralista 

sobre los recursos municipales, tiene sus primeros aires en 1859, cuando se estableció 

la figura del Juez de Hacienda, un funcionario municipal que era nombrado por el 

Ejecutivo, encargado de supervisar las transacciones financieras municipales, con 

especial énfasis en las ventas y en el arrendamiento de bienes inmuebles. Por otro 

lado, estuvo la Ley de Hacienda Municipal en 1923, que confería la tarea al gobernador 

junto con el jefe político, en la definición de los presupuestos municipales, tomando en 

cuenta que la designación de tales cargos era realizada por el Gobierno central, con la 

finalidad de mantener control sobre los cantones63.  

Posteriormente, dada la independencia de las corporaciones municipales, la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República estableció la competencia del 

órgano contralor sobre el manejo de la Hacienda Pública, definida en el numeral 7 de 

dicha norma, e incluyendo bajo tal control los fondos de las municipalidades, como 

función del Poder Ejecutivo. 

 Ello tiene relación con el presupuesto municipal, que responde a la forma en que 

se distribuirán los ingresos y egresos del municipio, compatibles con el Plan Anual 

Operativo y el Plan de Desarrollo Municipal. Éste rige como límite de acción, norma y 

directriz del ente, marco de referencia conforme a los resultados obtenidos y elemento 

trascendental para la rendición de cuentas, como lo expresa el Tribunal Contencioso 

Administrativo, sección III en resolución 2578-10 de las 10:30 horas del 8 de julio de 

2010. 

Establecer los lineamientos sobre el presupuesto municipal, como labor 

administrativa que es, le corresponde al Alcalde, quien a su vez debe presentar dicha 

propuesta al Concejo Municipal en el mes de setiembre, la cual será vista por la 

Comisión de Hacienda y Presupuesto y, posteriormente, discutida y modificada por los 

regidores en sesión extraordinaria y pública convocada para ello, conforme lo dicta el 

                                                 
63 Alfaro Redondo, 9-19. 
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Código Municipal. Indica el ordinal 91 del mismo Código que el presupuesto debe 

contar con la técnica presupuestaria y contable indicada por el órgano contralor, pues 

según el artículo 97 de la misma norma, debe ser aprobado por la Contraloría. 

El presupuesto se puede modificar, siempre y cuando los cambios no versen 

sobre el aumento de sueldos o bien, sobre la creación de nuevas plazas. Las 

modificaciones y forma de presentar el presupuesto se rigen por el Reglamento sobre 

variaciones al presupuesto de los entes y órganos públicos, municipalidades y 

entidades de carácter municipal, fideicomisos y sujetos privados, emitido por el órgano 

contralor y que deben seguir las corporaciones municipales a la hora de rendir cuentas. 

Otra de las relaciones notorias del control que ejerce la Contraloría General de la 

República sobre los fondos públicos que maneja el gobierno local, se desprende de la 

posibilidad de realizar procedimientos administrativos cuando se infringe alguna de las 

conductas sancionadas con la cancelación de credenciales, tanto al Alcalde Municipal 

como a regidores o síndicos e, igualmente, establecer sanciones disciplinarias a los 

funcionarios municipales cuando de sus conductas se derive un mal empleo de los 

fondos públicos, estableciendo responsabilidad civil, como indica el artículo 73 de la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República64. 

 Esta norma hace eco en el Código Municipal por medio de los artículos 18 y 24. 

Los procedimientos administrativos son realizados con base en el Reglamento R-CO-

16-2007, establecido al efecto y que guarda congruencia con la Ley General de la 

Administración Pública. Sobre la regulación de los viáticos al Alcalde y regidores, 

recursos que son parte de la Hacienda Pública, el órgano contralor también ha dictado 

un reglamento que es vinculante y de aplicación para las municipalidades, el R-DC-111-

2011 denominado Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios 

                                                 
64 Sobre esta relación de control entre la Contraloría General de la República y los entes municipales, existe acción 

de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 18.d del Código Municipal, 68 y 73 de la Ley Orgánica de 

la Contraloría General de la República, tramitada bajo expediente número 13-3585-007-CO, y que impugna la 

capacidad de la Contraloría para abrir procedimientos administrativos contra funcionarios municipales por la 

contravención de normas de fiscalización y control, y que a su vez devengan en la cancelación de credenciales. 

Sobre ello existe ya informe de la Procuraduría General de la República del 24 de mayo de 2013, considerando 

que no debe darse al lugar la pretensión del accionante. Aún no hay resolución de la Sala Constitucional, y los 

procedimientos administrativos que involucran tales normas se encuentran suspendidos. 



56 

 

Públicos. Sería oportuno agregar que las Municipalidades, en el uso de sus recursos 

respecto de contratación de obras o servicios, también se ven vinculadas a la Ley 

General de Contratación Administrativa y su reglamento.  

El desarrollo normativo que vincula a la Contraloría General de la República con 

la Hacienda Pública, provoca que esta se convierta en un agente externo de control, al 

que las Municipalidades deben someterse, demostrando esa relación entre la unidad de 

Estado y la autonomía municipal. Aunque son las municipalidades quienes deciden 

cómo estructurar sus gastos e inversiones, cuando se incurre en actuaciones 

negligentes respecto del uso de los recursos públicos, es competencia otorgada al 

órgano contralor, encargado junto a las auditorías, de realizar una labor de supervisión, 

prevención o sanción sobre los recursos utilizados. 

a.1.2. La Asamblea Legislativa. 

 

No puede dejarse de lado en este trabajo, la labor encomendada a la Asamblea 

Legislativa en torno a los gobiernos municipales. Desde la Constitución se establece en 

el ordinal 174 que la ley indicará cuándo requieran las Municipalidades de autorización 

legislativa para contratar empréstitos, dar en garantía bienes o rentas, o enajenar 

bienes muebles e inmuebles. De ello que deba remitirse al Código Municipal, que aclara 

cuál es ese caso particular: El traspaso de bienes inmuebles o de cualesquiera 

recursos, por cualquier forma -o la constitución de garantías en favor de terceros- que 

conforme lo dicta el artículo 62 de la norma legal, entiende como indispensable que se 

debe autorizar por ley. 

En todo caso, la norma faculta a que se efectúe el traspaso de inmuebles y 

muebles sin cumplir con el requisito impuesto, cuando el negocio jurídico involucrase 

como partes a órganos del Estado o entes autónomos, siempre y cuando no cambie el 

uso del bien, y que no implique una desafectación del demanio público.  

Esta disposición en la práctica proviene del control que hiciere en antiguo el Juez 

de Hacienda, y que dada la estructura del Estado en el siglo XXI, complica 
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verdaderamente la agilidad con la que muchas veces requiere actuar el municipio por 

un lado y complica también la agenda legislativa por el otro; cuando las funciones de 

ésta última deberían estar enfocadas en la estructura, discusión y emisión de leyes. 

Acentuada lejos de la mayoría de gobiernos locales, complica una verdadera 

comprensión, oportunidad o conveniencia de este tipo de operaciones. El diputado Juan 

Marín Quirós lo explica: 

“En el 2006 logramos crear una comisión especial para que analizara el tema 

municipal, hoy es una comisión permanente de la Asamblea Legislativa: Comisión 

permanente especial municipal y de desarrollo local. Ahí llega todo el tema municipal. 

Nosotros hemos aprobado en autorizaciones y desafectaciones de bienes inmuebles 

para que, si la municipalidad local quiere donarle a la Cruz Roja, o quiere donarle a la 

escuela un terreno, o la municipalidad compró un terreno y se lo quiere donar para 

hacer el hospital… tiene que venir a la Asamblea Legislativa. Cuatro años para que le 

autoricen donar un terreno para construir la escuela… Nosotros estamos 

pretendiendo que estos temas, todo lo que tenga que ver con donaciones de 

terrenos, una sola ley que diga que esto va para las municipalidades… Y todo lo que 

son las patentes y el tema tributario desliguémoselo también a las municipalidades, 

que la discusión sea en cada gobierno local y entonces la importancia y los 

ciudadanos tienen que interesarse en las sesiones municipales”65. 

Como se ha indicado con anterioridad, las municipalidades requieren de 

actividades y acuerdos eficaces. Necesitan contar con los medios y recursos oportunos 

para cumplir con las funciones que le han sido encomendadas. Parte de esa autonomía 

implica mayor rapidez en el trámite de cesiones, donaciones o traspasos de bienes 

propiedad de la entidad, sobre todo cuando su empleo pretende dotar de recursos o 

alcanzar fines e intereses locales. 

  Sobre el tema de los impuestos y contribuciones municipales, la Constitución 

conforma su autorización como deber de la Asamblea Legislativa en el artículo 121 

inciso 13. Como se ha visto, en la realidad lo que provoca es un retraso y trámite 

engorroso en doble dirección, que afecta otras obligaciones a nivel local y compromete 

                                                 
65 Marín Quirós, 2014. 
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los deberes cotidianos de los legisladores. 

a.1.3. La jerarquía impropia bifásica. 

 

 El artículo 173 de la Constitución Política indica que los acuerdos que tome la 

municipalidad, pueden ser recurridos por interesados o el funcionario correspondiente y, 

de mantenerse la decisión de la corporación, existe la posibilidad de que ello pase a ser 

resuelto por el Tribunal dependiente del Poder Judicial que indique la ley, para que se 

dé resolución en forma definitiva.  

 En tesis de principio, las resoluciones de los jerarcas de la municipalidad pueden 

ser recurridas inicialmente ante el mismo órgano que la dictó, y posterior a ello ser 

llevadas ante la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo.  

Así lo dispone el Código Municipal en varias ocasiones: Los acuerdos del 

Concejo Municipal pueden ser impugnados mediante la interposición de un recurso de 

revocatoria, y cuya apelación corresponde al “Tribunal Superior Contencioso 

Administrativo” conforme al ordinal 156 del Código Municipal66; de la misma forma el 

artículo 157 le confiere competencia a la sede contencioso administrativa para conocer 

de lo resuelto por el Concejo cuando se le planteen recursos de revisión. 

Por otro lado, conforme al artículo 162, todas las decisiones tomadas por el 

Alcalde, incluidas aquellas en las que actúe en alzada sobre lo resuelto por órganos 

jerárquicamente inferiores, deberán ser ventiladas de igual manera ante el mismo 

Tribunal ya citado67.  

                                                 
66 Con excepción de los acuerdos que indica el artículo 153 del Código Municipal, entre ellos los  

reglamentarios, los no aprobados definitivamente, los que versen sobre presupuesto, y aquellos que sean 

confirmatorios o ejecutorios de otros acuerdos anteriores. 
67 Anteriormente, el ordinal primero de la Ley número 7274 de creación de la sección tercera del Tribunal Superior 

Contencioso Administrativo, establecía una competencia determinada para ésta sección y con completa 

incidencia con lo dispuesto por la Ley Orgánica del Poder Judicial. Sin embargo, con la promulgación del Código 

Procesal Contencioso Administrativo, el artículo 211 dispone la derogación de la ley 7274, y en su lugar dicta que 

la sección tercera deberá conocer de las mismas materias que las otras secciones del Tribunal, según se haga la 

distribución de la Corte Suprema de Justicia. De la misma forma el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial sufrió una modificación, eliminando la indicación expresa de que es competencia del referido Tribunal 

los recursos de apelación de las Administraciones Públicas que indique la ley. A fin de cuentas, la competencia de 
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Pero no sólo el Tribunal Contencioso Administrativo se ve involucrado en este 

tipo de función administrativa impropia, pues del mismo Código Municipal se desprende 

la existencia de la denominada apelación demanda, a tenor del ordinal 150 de dicha ley: 

“ a) En caso de que el acto final disponga la destitución del servidor o servidora, esta 

persona podrá formular, dentro del plazo de ocho días hábiles, contado a partir de la 

notificación del acto final, un recurso de apelación para ante el tribunal de trabajo del 

circuito judicial a que pertenece la municipalidad”. 

 La cita que antecede ha sido objeto de discusión, pues el voto de la Sala 

Constitucional número 11879-2004 de las 14:48 horas del 27 de octubre de 2004, 

consideró que la remisión a los tribunales de trabajo de los casos indicados en el 

artículo 150 del Código Municipal, pasaban a ser conocidos por estos en su condición 

jurisdiccional, posición que mantuvo la Sala hasta llegar a la resolución 3605-2011 de 

las 13:32 horas del 18 de marzo de 2011, aclarando que: 

“Sin embargo, de la lectura del numeral en cuestión se concluye que, contrario a lo 

que se afirma en la consulta, la tramitación y resolución de esa apelación no se hace 

en ejercicio de la función jurisdiccional que asiste al órgano jurisdiccional de que se 

trate, sino que el órgano judicial conoce del asunto como superior jerárquico 

impropio, en los términos de lo dispuesto en el artículo 173 de la Constitución 

Política”68. 

 Adjunto a tal voto se emitió el número 6396-2011 de las 15:20 horas del 18 de 

mayo de 2011, al sostener el cambio jurisprudencial producido, y reconocer a otro 

Tribunal en su función como jerarca impropio, únicamente ante los despidos de 

funcionarios que dependan de la Administración activa de la municipalidad, pues 

aquellos que se vinculen laboralmente con el Concejo se reservaron en alzada para la 

sección tercera del Tribunal Contencioso Administrativo69. 

                                                                                                                                                              
la sección tercera no ha sido modificada en la práctica, pues sigue conociendo recursos como jerarca impropio 

bifásico de las municipalidades, derivando su competencia del mandato constitucional. 
68   Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 3605-2011. 
69 Hasta el momento es la interpretación vigente, hecha por la misma Sección Tercera del Tribunal 
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 La discusión surge a partir de la existencia de un control sobre los actos que 

dicta la municipalidad, fuera de su propia organización. Aunque los actos emitidos por el 

Tribunal que designe la ley deben considerarse como actos administrativos en sí 

mismos, lo cierto de esto es que tanto la sección tercera como la instancia laboral de 

turno son dependencias del Poder Judicial y generan una supeditación jerárquica 

externa que parece ser contraria a la autonomía administrativa y política, aunado a que 

se crea una instancia más para agotar el procedimiento administrativo, entendido como 

preceptivo para optar por la vía judicial strictu sensu. 

a.1.4. La Procuraduría General de la República. 

 

Otro caso de control que debe ser analizado corresponde a la relación que 

mantienen las corporaciones municipales con la Procuraduría General de la República. 

Esta relación constituye una muestra de la conexión que mantienen los municipios 

como parte del Estado, pues como entes forman parte de la Administración Pública, 

sujeta a la Ley General de la Administración Pública, en lo que corresponde a 

procedimientos administrativos o a la nulidad de sus actos (ejemplo que relaciona a la 

Procuraduría es el típico de la consulta requerida ante la realización de procedimientos 

tendientes a establecer la nulidad evidente y manifiesta indicada en el ordinal 173 de 

dicha norma); con lo cual se da también la posibilidad de tomar como consultor a la 

Procuraduría. 

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (Ley 6815), 

establece en su artículo 1 la competencia de dicho órgano, como consultor técnico-

jurídico de la Administración Pública y representante legal del Estado, con 

independencia funcional y de criterio. En el caso de las municipalidades, la posibilidad 

de utilizar tal medio de consulta sí es factible, más no el de representación judicial, dada 

la autonomía de que gozan. Cuando realizan consultas a la Procuraduría, a través de 

los jerarcas superiores de la Administración (en este caso el Concejo y la Alcaldía), los 

entes que consultan están en conocimiento de que el dictamen girado a modo de 

respuesta se vuelve vinculante, a tenor de lo indicado en el artículo 2 de la referida Ley 

                                                                                                                                                              
Contencioso Administrativo, mediante resolución 285-2012 de las 10:50 horas del 20 de julio de 2012. 
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Orgánica. 

Además, los numerales 4 y 5 de la ley 6815, establecen los requisitos y 

condiciones esenciales requeridas para presentar consultas a la Procuraduría, los 

cuales son: Que las consultas se formulen por los jerarcas de la respectiva 

Administración Pública, que se acompañen de la opinión de la asesoría legal respectiva 

en cuanto a lo consultado70, que no versen sobre casos concretos y que se respete la 

competencia consultiva de otros órganos (como la Contraloría General de la República 

en materia hacendaria)71. 

 Existía también una discusión interesante respecto al papel de la Autoridad 

Reguladora de Servicios Públicos -inherente a la competencia conferida a la ARESEP 

para controlar las tarifas de los servicios públicos- y el conflicto existente, pues a las 

Municipalidades les estaba conferida la posibilidad de brindarlos, como lo es el de agua 

o recolección de basura.  

 Esa situación encontró solución en la consideración de una derogación tácita 

respecto de la aplicación de los artículos 5 y 25 de la Ley de Creación de la Autoridad 

Reguladora de Servicios Públicos, en relación al artículo 13 incisos c) y d) del Código 

Municipal, que dan la competencia a las municipalidades de reglamentar la efectiva 

prestación de los servicios que otorgue. Interesante es lo dispuesto por la 

jurisprudencia, señalado por la Sala Constitucional desde el voto 2934-93 de las 15:27 

horas del 22 de junio de 1993, que aunque se reconoce que es parte de la autonomía 

municipal que sean dichos entes los que se hagan cargo de la regulación de sus 

servicios, ello no implica que no estén obligados a reglamentarlos72.  

 Las relaciones de control aquí descritas presentan situaciones mucho más 

definidas en cuanto a la relación competencial y de coexistencia en medio del Estado, 

                                                 
70 Con la excepción de los auditores internos de las instituciones, para quienes no es requisito acompañar la consulta 

con el criterio de la asesoría legal interna de la institución. 
71 Los requerimientos exigidos por la norma para la presentación de consultas ante la Procuraduría General de la 

República han sido tratados y desarrollados por el mismo órgano consultivo, al respecto se puede consultar la 

opinión jurídica OJ-96-2008 del 8 de octubre de 2008. 
72 Jiménez Padilla, 114. 
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lo que no quiere decir en forma alguna que no exista discusión ante éste tipo de 

relaciones. 

 En el caso de la Contraloría, la relación del presupuesto con el Plan Anual 

Operativo que sigue cada municipalidad, muchas veces culmina con reglamentaciones 

o directrices del órgano contralor que inciden en la limitación de actividades a realizar o 

incluso se toma de presupuesto la tutela de la Hacienda Pública, para culminar con 

informes que recomiendan sanciones o actuaciones a las corporaciones y sus 

funcionarios, entendiendo que el no cumplir con tales actos lesiona el ordenamiento 

jurídico, incidiendo en la actividad municipal directamente. Ejemplo de ello es lo 

señalado antes sobre la acción de inconstitucionalidad no resuelta hasta el momento.  

 En atención a la actuación de la Procuraduría General de la República, se ha 

hecho sustancial costumbre de los municipios el tratar una gran parte de temas 

mediante la consulta, a pesar de contar con asesoría legal propia; ampliando y 

retrasando el tiempo de respuesta del gobierno local. En otras ocasiones se toman 

completamente como “jurisprudencia” todos los criterios esbozados por tal órgano, 

cuando los mismos no siempre tienen naturaleza vinculante. 

b. Coordinación de las municipalidades con otras Administraciones 

Aunque este no es el tema principal de la presente investigación, es 

trascendental ilustrar a su vez sobre aquellas instituciones con las que se mantiene por 

disposición legal una relación de coordinación, especialmente en relación con la 

planificación urbana y la ordenación territorial – tema transversal del presente trabajo – 

para posteriormente entrar a dictaminar el estado de este tipo de vínculos a través de 

su desarrollo práctico, a fin de diagnosticar la debilidad o fortaleza del uso de tales 

mecanismos. 

b.1. Noción general de planificación urbana y ordenamiento territorial 

 

En materia de planificación urbana se desarrollan los principales ejemplos de 

coordinación, ante lo cual debe otorgarse una definición de lo que tal concepto significa. 
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Dicha materia, consistente en el arte y estructuración de la ciudad, así como de las 

zonas verdes y medio ambiente que la rodea; en tesis de principio es competencia 

otorgada al Gobierno local, como lo indica la sección tercera del Tribunal Contencioso 

Administrativo, en voto número 131-2014 de las 9:55 horas del 19 de marzo de 2014: 

“La planificación urbana es una competencia esencialmente local, según lo disponen 

los numerales 169 constitucional y 15 de la Ley de Planificación Urbana, e incluye 

limitaciones a la propiedad privada que tienden a impedir el desarrollo desordenado e 

impactante de las comunidades y garantizar la coexistencia de las necesidades 

humanas de convivencia junto con el deber de brindar protección del medio 

ambiente. Los propietarios de los suelos y sus edificaciones están obligados a 

destinarlos al uso establecido en el ordenamiento urbano respectivo, el cual deriva 

de la zonificación implementada en los reglamentos respectivos, quedando sujetos a 

sus disposiciones y limitaciones, con los cuales queda integrado el contenido 

esencial del derecho de propiedad”73. 

Sin embargo, como ya se ha observado respecto de otras premisas, aquella 

establecida como general no siempre es la aplicable y encuentra una vasta serie de 

excepciones. Por otro lado, no se puede olvidar que la planificación urbana conferida a 

las municipalidades mediante la elaboración de los planes reguladores, siempre 

dependerá de los lineamientos generales de política social y económica que pretenda el 

Estado en pro del principio de unidad de mando. Con base en lo anterior, se tiene que 

un concepto previo a la urbanización lo sea el de ordenamiento territorial, consistente 

en la equiparación de las zonas, áreas distintas del país, conforme a las políticas que 

siga el mismo en cuanto a asentamientos y actividades humanas. Tal término puede 

confundirse con el de planificación urbana, cosa no extraña pues es de la ordenación 

de quien -en buena teoría- debe depender el urbanismo, como lo explica Luis Martín 

Rebollo: 

“Lo que identifica a la ordenación del territorio es la articulación del espacio. Lo que 

singulariza al urbanismo sería la regulación del uso del suelo, pero no de todo el 

                                                 
73 Tribunal Contencioso Administrativo, sección III. Voto 131-2014.  
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suelo sino, sobre todo, del llamado suelo urbano y urbanizable”74. 

b.1.1. El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) 

 

El INVU siempre ha ostentado un papel preponderante en la planificación urbana 

mediante la ley 1778, que le dio vida a tal institución con el rango de ente autónomo. El 

ordinal 5 expone cuáles son las funciones que le corresponden, entre ellas la 

preparación de los planes reguladores para los conglomerados urbanos de la Nación y 

referidos en la Ley de Planificación Urbana, así como la coordinación con los demás 

entes y corporaciones en materia de vivienda y urbanismo. 

Para ello, desde un principio el INVU ha contado con un Departamento de 

Urbanismo, dedicado al planteamiento y elaboración de planes reguladores, 

colaborando sobre todo con aquellas municipalidades que por su estructura y recursos 

no pueden encargarse por sí solas del desarrollo de los reglamentos que exige la Ley 

de Planificación Urbana. Ésta última hace mención de la Dirección de Urbanismo, en su 

artículo 7, adscrita al citado Departamento, y en quien se delega el deber de elaborar el 

Plan Nacional de Desarrollo Urbano y el de asesorar y prestar asistencia a las 

municipalidades y al resto de organismos dedicados a la planificación.  En esa misma 

línea, en 2003 se aprobó el Decreto Ejecutivo 31062-MOPT-MIVAH-MINAE, dando 

paso a la Secretaría del Plan Nacional de Desarrollo Urbano, así como al Consejo 

Nacional de Planificación Urbana75, como órganos encargados de la colaboración y 

cooperación en la formulación y ejecución del Plan Nacional de Desarrollo Urbano. El 

ordinal 3 del referido decreto hace referencia al deber de coordinación: 

“Artículo 3: Con el propósito de lograr una mayor coordinación de objetivos comunes 

y complementarios entre las Municipalidades y el Estado, se podrán firmar convenios 

                                                 
74 Martín Rebollo, Luis; «Ordenación del Territorio y Urbanismo: Evolución, distribución de competencias y 

regulación actual» en Lecciones y materiales para el estudio del Derecho Administrativo, de Tomás Cano 

Campos, 13-44. Madrid: Iustel, 2009, 16. 
75 Órgano dirigido por el Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos, conformado por el Ministro de 

Obras Públicas y Transportes, de Planificación y Política Económica, el de Ambiente y Energía, los 

presidentes ejecutivos del INVU y del IFAM, el Gerente de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, y la 

Secretaría del Plan Nacional de Desarrollo Urbano. Igualmente puede ser llamado el Ministro de Salud e 

incluso las Municipalidades cuando se incida sobre sus competencias. 
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entre ambas partes que fortalezcan las potestades legales e institucionales de cada 

uno, así como aprovechar mejor los recursos de cada régimen en beneficio del 

medio urbano”. 

Sin embargo, se ha venido señalando que en el caso específico, la participación 

del INVU no debe considerarse como concurrente76, toda vez que la endilgada en 

primer orden en materia de planificación urbana es la municipalidad; labor que debe ser 

complementada por el actuar de la institución, que legitima su competencia conforme lo 

explica la Sala Constitucional en el voto 4757-1996 de las 15:42 horas del 17 de 

setiembre de 1996: 

“Es en el Transitorio II de la Ley de Planificación Urbana, número 4240, de quince 

de noviembre de mil novecientos sesenta y ocho, y sus reformas, en que se dota al 

INVU de competencia para dictar disposiciones en materia urbanística en forma 

supletoria, siempre y cuando las municipalidades no hayan ejercido esa potestad” 

(el resaltado no es del original)77. 

El hecho de que se considere la relación entre el INVU y las municipalidades 

como subsidiaria o concurrente, no ha afectado que se tenga por establecida la relación 

de coordinación entre ambas partes, a fin de que se concilien y no se tengan por 

antagónicas las disposiciones normativas que regulan la materia; adicionalmente, la 

trascendencia de las corporaciones locales en este tema no puede convertirse en una 

prerrogativa para desentenderse y desconocer los análisis y apreciaciones realizados 

por el INVU y sus dependencias técnicas, cosa que señala el voto de la Sala 

Constitucional 4205-1996 de las 14:33 horas del 20 de agosto de 1996: 

“… en materia de planificación urbana se debe dar una relación de coordinación 

entre las diversas dependencias públicas que tienen competencia respecto de ella, 

en tanto, aun cuando por disposición constitucional y legal su desarrollo y aplicación 

corresponde a los gobiernos locales- según lo ha reconocido en forma reiterada la 

jurisprudencia constitucional-, la misma debe ordenarse según las directrices y 

                                                 
76 Posición defendida por la Procuraduría General de la República, en criterios como el número C-062-94 del 25 de 

abril de 1994. 
77 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 4757-1996. 



66 

 

lineamientos generales del Plan Nacional de Desarrollo Urbano”78. 

Aunque se ha dispuesto que la competencia en materia de planificación por parte 

del INVU sea, en buena teoría, transitoria, la realidad de nuestro ordenamiento territorial 

es otra.  

Por ejemplo, en la provincia de Heredia a marzo de 2014, únicamente el cantón 

de San Isidro contaba con la viabilidad ambiental y aprobación completa del Plan 

Regulador, restando que en las otras municipalidades el único Plan en estudio es el de 

Belén, y los demás fueron rechazados79.  

Además, atiéndase que la Ley de Planificación Urbana, marco legal general de 

lineamientos en ésta materia, encomienda tareas importantes al Departamento de 

Urbanismo del INVU.  

El artículo 9, desarrolla la asesoría y asistencia local en tres aspectos básicos: 

Preparar, aplicar y modificar el Plan Regulador y sus reglamentos; estudiar y 

recomendar mejoras a los sistemas administrativos y recursos municipales para que se 

otorgue un mayor desarrollo a los programas locales de planificación; así como 

proponer proyectos de financiación cooperativa para efectuar mejoras en la aplicación 

de los planes reguladores. 

Aunado a esto, el artículo 10 consta de 5 incisos y continúa con el desarrollo de 

tal idea, estableciendo la revisión y aprobación de los planes reguladores antes de que 

sean adoptados por las municipalidades, examinar y visar los planos de proyectos de 

urbanización o fraccionamiento antes de que sean aprobados por las entidades, 

denunciar o informar a los Gobiernos Locales sobre infracciones a la Ley o al Plan 

Regulador e incluso con posibilidad de actuar y suspender las obras realizadas en 

medio de infracciones si la corporación no actúa, respaldándose en el auxilio de las 

autoridades de policía para hacer efectivas sus órdenes.  

                                                 
78 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 4205-1996. 
79 Sancho, Manuel. «País sigue estancado en desarrollo y análisis de planes reguladores.» Crhoy. 10 de Marzo de 

2014. http://www.crhoy.com/pais-sigue-estancado-en-desarrollo-y-analisis-de-planes-reguladores-w9l7m1x/ 

(último acceso: 11 de Setiembre de 2015). 
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A pesar del desarrollo de tales competencias, como se ha venido explicando, no 

son éstas incompatibles con la autonomía municipal y, más bien, integran la 

planificación y ordenamiento territorial, como lo respalda la Procuraduría General de la 

República desde el dictamen C-240-2000 del 29 de setiembre del 2000: 

“Así, si bien los planes reguladores de las municipalidades deben ser revisados y 

aprobados previamente por la Dirección de Urbanismo, según lo dispone el inciso 1) 

del citado artículo 10 de la Ley de Planificación Urbana, su elaboración y posterior 

aplicación, una vez aprobados, corresponde a la municipalidad correspondiente. Del 

mismo modo, aunque las municipalidades no puedan visar un plano para fines de 

fraccionamiento si previamente no lo ha hecho la Dirección de Urbanismo, una vez 

que esta lo ha visado, la municipalidad correspondiente, en ejercicio de su 

competencia en materia de control urbanístico dentro de su territorio, puede no dar el 

visado correspondiente”. 

Tal perspectiva, como puede apreciarse, evidencia que existen varios 

interventores en materia urbanística y con incidencia directa sobre el desarrollo de 

proyectos, ciudades o zonas protegidas. Su participación no puede ser desconocida y, 

aún más, da pie para concretar que la concurrencia de competencias obliga a los 

Gobiernos Locales a coordinar y establecer vínculos.  

El papel del INVU se ha vuelto trascendental en esta materia, estableciendo 

pautas y directrices técnicas sobre el aprovechamiento y uso del suelo en búsqueda de 

un sistema urbano armónico, sin dejar de lado que la institución no siempre es eficaz 

para responder a todos los requerimientos de los municipios.  

Sin embargo, vale la pena decir que la Dirección de Urbanismo del INVU ha 

cubierto la mayor parte de los costos de la implementación de los Planes Reguladores 

vigentes, mediante acuerdos bilaterales, en vínculo con las políticas básicas y 

generales de desarrollo que se desprenden del Plan Nacional de Desarrollo Urbano80.  

                                                 
80 Aguilar Víquez, José Manuel, y Granados Benavides, José Manuel. Confederaciones intermunicipales regionales 

encargadas de la planificación urbana como una alternativa ante la ineficaz administración municipal de 
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A pesar de dichos esfuerzos, actualmente se requiere de una importante labor en 

materia urbanística, revisión y readecuación de Planes Reguladores, emisión de 

reglamentos para distritos con circunstancias especiales y mayor disposición política en 

cuanto a los costos y participación necesarios para que cada institución cumpla con sus 

deberes, respetando el mecanismo de coordinación y evitando caer en una relación de 

dependencia. 

b.1.1.i. Coordinación con otros entes en la edificabilidad. 

 

Otro ejemplo particular en materia de urbanismo se genera en materia de 

edificabilidad, donde la participación el INVU continúa siendo importante, pero también 

la de otras entidades, sin que se degrade la acción y competencia de las corporaciones 

locales. El INVU a través del Departamento de Urbanismo, tiene el deber de dar visado 

a los planos para urbanizaciones o fraccionamientos complejos según el artículo 10 

inciso 2. Pero en este tema también interviene el Ministerio de Salud, pues los 

proyectos de urbanización deben ser estudiados y aprobados antes de iniciar trabajos, 

conforme dicta el ordinal 309 de la Ley General de Salud.  

Además, los planes de construcción, modificación o abastecimiento de agua 

potable, así como la disposición de aguas pluviales requieren de aprobación del 

Instituto de Acueductos y Alcantarillados81. Aunado a ello, todo plano de construcción o 

urbanización necesita la autorización del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos 

y su Director Ejecutivo– o quien esté designado para ello – conforme al artículo 54 de la 

Ley 3663 y apegarse a las directrices de seguridad del Benemérito Cuerpo de 

Bomberos de Costa Rica, según el numeral 14 de la ley que le da origen a esa 

institución. Todas estas disposiciones no pueden ser contrariadas por las 

municipalidades y deben ser tomadas en cuenta a la hora de llevar a cabo sus tareas 

en éste ámbito, dado el conocimiento técnico y especial que aportan, idea que se 

                                                                                                                                                              
los planes reguladores. Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. San José: Universidad de 

Costa Rica, Facultad de Derecho, 2006, 35. 
81 En los casos donde sea el ICAA el competente, pues habrá zonas donde por ley corresponde a otros entes la 

administración de servicios de agua y electricidad. Un claro ejemplo es la Empresa de Servicios Públicos de 

Heredia. 
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condensa en el decreto ejecutivo 36550-MP-MIVAH-S sobre la revisión de planos de 

construcción. 

 

b.1.2. Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) 

 

Continuando con el tema, no se puede olvidar en materia de relaciones de 

coordinación, la participación del Ministerio de Planificación Nacional y Política 

Económica. El mismo actúa con base en la ley 5525, Ley de Planificación Nacional, y a 

partir de ella se establece la responsabilidad del Ministerio en la confección del Plan 

Nacional de Desarrollo, debiendo para ello obtener el apoyo y cooperación del resto de 

organismos del Sistema Nacional de Planificación (SNP), del cual forman parte los 

entes descentralizados locales, conforme se desprende de los artículos 3 inciso b y 4 

de la ley mencionada. 

El MIDEPLAN, sin embargo, no sólo tiene injerencia sobre la planificación 

urbana, sino que también se interesa por otros temas transversales al desarrollo. De 

ello que el Reglamento General del Sistema de Planificación, número 37735-PLAN, 

busca sostener un concepto de planificación y desarrollo en forma integral. Así, 

observamos tal intencionalidad en la división del Sistema Nacional de Planificación, en 

cinco subsistemas indicados en el artículo 17, a saber, el de Planificación del 

Desarrollo, Gestión Pública, Inversiones Públicas, Planificación Regional, Seguimiento y 

Evaluación y Cooperación Internacional. Del mismo reglamento se desprende el 

funcionamiento del MIDEPLAN como coordinador del Sistema Nacional de 

Planificación, encargado de la coordinación general de planificación, conforme lo dicta 

el artículo 19 de tal normativa. 

b.1.2.i. Comités Sectoriales e Intersectoriales 

 

A pesar de que en el artículo 3 del reglamento 37735-PLAN se indica que no 

sujeta en sus disposiciones a ningún ente con autonomía política– caso de las 
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municipalidades –, lo cierto es que el MIDEPLAN cuenta con participación en materia 

de planificación urbana junto al INVU, en los términos anteriormente planteados y, 

además, ha intentado formar otra serie de organismos que participan en los 

subsistemas antes mencionados, y que tratan de involucrar a la ciudadanía. 

Entre ellos vale la pena destacar dos: El primero corresponde a los Comités 

Sectoriales e Intersectoriales, creados mediante decreto número 34582, que establece 

la organización del Poder Ejecutivo mediante 16 sectores que atienden temas de 

interés para el Estado – como transporte, coordinación gubernamental, salud, turismo, 

entre otros – y los órganos que conforman cada sector, desglosados en los artículos 2 y 

24 del decreto indicado. 

Siguiendo con dicho reglamento, el artículo 18 indica la existencia de los 

Consejos Sectoriales, conformados por la dirección del Ministro del ramo que se 

acuerde presida como Rector (en caso de haber varios Ministerios en el mismo sector), 

los directores de las instituciones involucradas, y quien sea nombrado en la secretaría 

del sector. El numeral 19 establece la posibilidad de que se pueda convocar a 

representantes municipales a dichos órganos, dejando su convocatoria a la 

discrecionalidad del Rector, lo cual es un problema pues, debido a los intereses que se 

manejan, la presencia de los representantes municipales debería darse siempre. 

Observando la normativa se encuentra una clasificación casuística de cuándo los 

Comités deben actuar con otros sectores de la sociedad, y para ello consta la 

transcripción del inciso b del artículo 23 del mismo Reglamento Orgánico del Poder 

Ejecutivo: 

“b) Habrá coordinación intersectorial cuando el Ministro Rector identifique: 

i) Que están involucrados dos o más sectores en el cumplimiento de 

sus planes y programas en relación con una región o cantón del país. 

ii) Que exista duplicidad de funciones entre las instituciones 

pertenecientes a diversos sectores sobre programas, planes y metas de 

impacto nacional, provincial o cantonal. 
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iii) Que es necesario integrar a las municipalidades en las tareas de 

coordinación intercantonal, en relación con los planes y programas nacionales, 

regionales y cantonales”. 

A pesar de que las relaciones de coordinación entre el Estado Central no son de 

acatamiento obligatorio para las municipalidades, de momento es importante señalar la 

aseveración que la misma normativa del Ejecutivo reconoce, la cual consiste en la 

necesidad de tratar con los gobiernos locales para lograr la eficacia de la función 

pública a que está llamada la Administración en general.  

Igualmente, en este tipo de Comités queda a discrecionalidad del jerarca de turno 

involucrar a la Administración de cada cantón, cosa que actualmente apenas empieza a 

ser comprendida como imperiosa, aunque es de reconocer que existe la obligación de 

los jerarcas de los sectores en analizar la necesidad de complementar sus labores con 

las municipalidades y, de ser tal el marco fáctico existente, se convierte la indicación 

normativa en un imperativo que debe ser atendido por el Ministro del ramo a fin de 

maximizar recursos y esfuerzos, principio mismo del servicio público. 

 

b.1.2.ii. Consejos Cantonales de Coordinación Institucional 

 

El otro órgano a mencionar se estableció como forma de coordinación entre los 

entes públicos y la representación local, a fin de concertar el diseño, la actualización y 

ejecución de los programas de acción pública, cuando su ejecución incida en el cantón. 

Los Consejos Cantonales de Coordinación Institucional, mencionados en la Ley de 

Transferencia de Competencias del Poder Ejecutivo a las Municipalidades, ley 8801, 

indica su fundamentación en el artículo 18 de tal norma, poniendo a cargo de su 

dirección a la figura del Alcalde.  

La norma legal es muy abstracta en el tratamiento del órgano al que da origen, y 

por ello su desarrollo se explica mediante el decreto 3604-PLAN: Se indica que procede 

su creación en cada cantón o en cada distrito que posea Concejo Municipal de Distrito, 
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y se establece la sede del Consejo Cantonal en la corporación municipal. En los 

artículos 13 al 17, el reglamento de cita se dedica a explicar el funcionamiento, 

procedimiento y competencias del Consejo Cantonal de Coordinación Interinstitucional. 

Formarán parte del órgano el Alcalde (o el Intendente según sea el caso), así como 

todos los jerarcas de las instituciones públicas y representantes de las empresas 

públicas que actúen incluso bajo la figura de sociedad anónima y que desarrollen 

actividades dentro del cantón. 

Quien se encarga de las convocatorias es el Alcalde, en las que se levantará un 

acta de asistencia, así como de los temas discutidos, pues es obligación de los jerarcas 

y representantes indicados participar y dar seguimiento a los temas tratados en el 

Consejo. Igualmente, el MIDEPLAN, apoyado por la Secretaría Técnica, tiene la 

obligación de participar en dichos órganos, cargo designado por quien sea el encargado 

del Consejo y con el deber de hacer cumplir los acuerdos tomados, la logística y 

organización. 

En el seno de estos Consejos se pretende que cada miembro pueda exponer los 

planes y proyectos en ejecución y los que se pretendan a futuro, a fin de concertar los 

mismos con el resto de participantes incidentes sobre el cantón, con el objetivo de 

construir un plan anual conjunto de coordinación, conciliando y evaluando programas, 

así como el uso de presupuestos de carácter público. El ordinal 17 del reglamento le 

permite a este tipo de Consejos, la posibilidad de identificar debilidades en las políticas 

públicas a nivel local, a fin de establecer colaboración subsidiaria; de la misma forma, 

les faculta a trabajar con otros Consejos Cantonales, a fin de coordinar proyectos a 

nivel regional. 

b.1.2.iii. El papel del MIDEPLAN en los órganos de participación ciudadana 

 

La trascendencia tanto de los Comités Sectoriales, como de los Consejos 

Cantonales de Coordinación Interinstitucional, es que ambos forman parte del 

subsistema de planificación y por ende el funcionamiento y progresos que se hagan en 

el empleo de los mecanismos estipulados por los decretos 34582 y 3604 es 
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fundamental para las labores encomendadas al Ministerio de Planificación Nacional y 

Política Económica, pues mediante su acción en estos órganos, cumple con el mandato 

de dirigir y coordinar las políticas y acciones esenciales para llevar a cabo el Plan 

Nacional de Desarrollo. La participación del MIDEPLAN en tales órganos, lo reviste de 

equidad para consultar, cooperar y poner en marcha planes de acción que tomen en 

cuenta la intervención y opinión de los Gobiernos locales. 

Sin embargo, en cuanto a ésta última idea, actualmente se encuentran grandes 

retos, dado que la tendencia del Gobierno históricamente viene siendo centralista, y por 

ende, sus instituciones y entes han estado acostumbrados a trabajar de manera 

independiente y a pesar de que este tipo de estructuras ya han sido implementadas en 

la mayor parte del país, su funcionamiento no es el idóneo ni se compagina con las 

indicaciones reglamentarias en cuanto a las labores de coordinación, pues aún falta 

comprensión de parte de las autoridades involucradas y mayor compromiso para 

atender los problemas y asuntos locales trabajando en grupo82. 

b.1.2.iv. Problemas de los Planes Nacionales y Regionales 

 

Parte de la crítica que debe realizarse a esta deficiencia en cuanto a la utilidad de 

los procedimientos planteados para la coordinación, se puede derivar desde la forma en 

que se trabajan y elaboran los Planes Nacionales de Desarrollo, así como la 

distribución territorial que señala el decreto 37735-PLAN en el artículo 58, y que se 

aparta de la división orgánica administrativa de provincias, cantones y distritos, para 

entender por regiones únicamente seis: Central, Brunca, Huetar Norte, Huetar Caribe, 

Chorotega y Pacífico Central. Aunque tal división puede obedecer a criterios técnicos 

externados en cuanto a actividades y desarrollo social, lo cierto es que estas zonas 

están muy alejadas de una estructuración regional que involucre a los cantones, pues 

son éstos quienes cuentan con la estructura gubernativa básica y la representatividad 

popular para construir mecanismos de cooperación con sus respectivos distritos, así 

como con los cantones aledaños.  Si se hace énfasis nuevamente en la Región Central, 

                                                 
82 Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN). Región Central Plan de Desarrollo 

2030. Plan Regional de Desarrollo, San José: MIDEPLAN, 2014, 7-11. 
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el informe realizado en 2014 como Plan de Desarrollo Regional concluye: 

“El PND históricamente se ha venido elaborando desde el espacio nacional y tiene 

una visión sectorial, que no ha venido considerando las necesidades y 

particularidades territoriales. El PND 2015-2018 debe formularse con una visión que 

abarque a toda la población e integradora de los espacios subnacionales (regionales 

y locales). Es en este esquema donde los Planes Regionales de Desarrollo se 

convierten en insumos estratégico para lograr un PND con visión territorial que 

atienda las necesidades de las poblaciones de los espacios subnacionales y refleje 

los intereses de los diferentes grupos económicos y sociales”83
.   

El mismo Plan Regional hace un análisis de los problemas que se encuentran en 

la zona, identificando la insuficiente coordinación institucional como uno de ellos, 

causada por la falta de comunicación entre ministerios e instituciones, exceso 

burocrático y frecuente duplicación o fricción en las funciones, así como la carencia de 

planes a corto, mediano y largo plazo, lo que imposibilita el uso eficiente de recursos. 

b.1.3. Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) 

 

 La interacción entre el MINAE y las municipalidades en materia de planificación 

urbana se concreta en dos temas específicos: Sobre la administración de zonas 

protegidas y el patrimonio natural del Estado y en la aprobación de los planes 

reguladores por medio de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA). 

 Sin embargo, la Ley Orgánica del Ambiente aporta una serie de indicaciones que 

son importantes de mencionar. El artículo 9 instituye los Consejos Regionales 

Ambientales como órganos adscritos al MINAE, encargados de analizar los problemas 

forestales de la región donde el Ministerio los constituya, en búsqueda de que los 

ciudadanos se involucren en la discusión de políticas ambientales, reforestación, 

prevención de quemas y tala de árboles. Dentro de tales Consejos debe existir un 

miembro de las municipalidades, precisamente buscando dar cumplimiento al precepto 

                                                 
83 Ídem., 11.  
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del ordinal 28 de la misma ley, que indica es obligación de las municipalidades ejecutar 

las políticas nacionales de ordenación territorial, de forma que se mantenga un buen 

aprovechamiento de los recursos naturales y conservación del ambiente. 

b.1.3.i. Sobre la administración de territorios 

 

 Los artículos 32 y 33 de la Ley Orgánica del Ambiente hacen referencia a las 

zonas protegidas, que son administradas por el MINAE y respaldadas en su 

conservación por los municipios, aunado a los monumentos naturales que son creados 

por el MINAE, pero administrados por las municipalidades. 

 Con respecto al patrimonio natural del Estado, valga indicar su concepto, 

declarado en el numeral 13 de la Ley Forestal, como aquellos terrenos que inciden 

sobre bosques y terrenos forestales o con aptitud de tales siempre que se materialice 

alguno de estos tres supuestos: cuando estos se encuentran en reservas nacionales, o 

en fincas inscritas a nombre del Estado o de las municipalidades, instituciones 

autónomas u otros organismos de la Administración Pública. Todos aquellos terrenos 

declarados bajo dicha condición adquieren el carácter de inalienables y quedan sujetos 

a la administración del MINAE, así como del Sistema Nacional de Conservación de 

Áreas Protegidas, aspectos que inciden sobre la planificación de los municipios en 

cuanto a los terrenos no urbanizables por limitaciones de ley. 

 

b.1.3.ii. Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA) 

 

Ahora, en materia de aprobación de Planes Reguladores, la tendencia creciente 

a establecer normas de protección del medio ambiente, han generado que tanto en las 

etapas de planificación, construcción y desarrollo urbanístico, así como a la hora de 

presentar Planes Reguladores, se exija que los mismos pasen por una fase de 

evaluación ambiental que debe ser tomada en cuenta por las municipalidades, lo que 

involucra directamente al SETENA (dependencia del MINAE), consecuente con el 
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criterio de la Procuraduría General de la República en dictamen C-94-2005 del 3 de 

marzo de 2005:  

“En efecto, si bien la ley número 4240 no indica en qué momento debe enviarse el 

proyecto ante la SETENA, el Reglamento General sobre los Procedimientos de 

Evaluación de Impacto Ambiental, decreto ejecutivo número 31849 de 24 de mayo 

del 2004, sí lo hace, pues en su artículo 67 dispone que el proceso de viabilidad 

ambiental al que se encuentran sujetos los planes reguladores se efectúa de previo a 

la aprobación por parte de las autoridades respectivas, sea la dirección de urbanismo 

y la adopción definitiva por parte del Concejo Municipal.  

Esta obligación de someter los planes reguladores a una evaluación de sus 

posibles impactos, se encuentra contemplada en el artículo 68. Dicho numeral 

establece que la evaluación ambiental estratégica (EAE) se aplica a los planes, 

programas y políticas de desarrollo nacional, regional y local, generados en 

entidades del Estado incluyendo municipios, cuencas hidrográficas y regiones 

específicas, cuyo fin sea el planeamiento del uso del suelo, el desarrollo de 

infraestructura (urbana, vial, portuaria, comunicaciones, energética, turística y 

agrícola, entre otros), o bien el aprovechamiento de los recursos naturales (minería, 

energía, hidrocarburos, agua, flora y fauna). Para su puesta en práctica se requiere 

del respectivo manual EIA, en el cual se indique cual es el procedimiento a seguir en 

el caso de los planes reguladores”. 

b.1.4. Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) 

 

Continuando con las relaciones de coordinación entre la Administración Central y 

las municipalidades, el mayor conflicto se encuentra cuando se habla de calles y 

caminos públicos. La Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y Transportes le 

confiere en el artículo 2 la competencia de planificar, construir y mejorar las carreteras y 

caminos, así como colaborar con las municipalidades en el mantenimiento de los 

caminos vecinales.  

A ello debe adjuntarse la mención de la Ley General de Caminos Públicos, que 
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en su primer ordinal hace una división de las vías de tránsito público en la red vial 

nacional (con carreteras primarias, secundarias y terciarias) y la red vial cantonal 

(conformada por los caminos locales, calles vecinales y los no clasificados), 

estableciendo la administración de la primera red vial al MOPT, y la otra a las 

municipalidades. 

De la indicación normativa han suscitado dos problemáticas principales de 

aplicación; la primera, sobre el mantenimiento de las redes viales cantonales, pues 

aunque su administración corresponde a las municipalidades, ello no implica que el 

MOPT no deba cumplir con el mantenimiento general de los caminos, incluidos los 

encausados a la administración cantonal, como lo ha señalado la Sala Constitucional en 

el voto 13577-2007 de las 14:40 horas del 19 de setiembre de 2007, pues: 

 “… cuando el problema desborda la circunscripción territorial a la que están 

supeditados los gobiernos locales, las competencias pueden ser ejercidas por 

instituciones nacionales del Estado, pues el accionar de las primeras quedan 

integradas dentro de los lineamientos generales que se han trazado dentro del plan 

nacional de desarrollo, sin que ello signifique una violación a su autonomía”84.         

La otra complicación se genera por el ejercicio de control y organización del 

derecho de vía, pues el MOPT ha desarrollado la teoría de que, conforme a su Ley 

Orgánica y a la Ley General de Caminos Públicos, la administración de la red vial 

nacional implica no sólo el mantenimiento de las carreteras, sino que les hace 

competentes para autorizar cualquier tipo de obra que se desarrolle al camino 

adyacente a tal tipo de vías.  

Así se dejó plasmado en el reglamento dictado mediante Decreto Ejecutivo 

29253-MOPT, donde tal Ministerio a través del Departamento de Inspección Vial y 

Demoliciones de la Dirección de Ingeniería de la División de Obras Públicas del MOPT, 

otorga permisos de uso u ocupación temporal del derecho de vía sobre terrenos –

públicos o privados– que circundan las carreteras nacionales de conformidad con los 

                                                 
84 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 13577-2007. 
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artículos 3,4 y 5 del Reglamento de los Derechos de Vía. 

Sobre tal tema, la Sala Constitucional ha comprendido que la administración y 

regulación de las estructuras adyacentes y aledañas a las carreteras, que tienen por 

objetivo la publicidad, son competencia del MOPT y no de las municipalidades. Así lo ha 

dejado claro en el voto 2127-2003 de las 12:37 horas del 14 de marzo de 2003, 

producto de una acción de inconstitucionalidad contra el decreto ejecutivo utilizado por 

el MOPT, y donde se concluyó que: 

“Los derechos de vía que colindan con carreteras y caminos que forman parte de la 

red vial nacional, no participan del carácter “local” que indica el artículo 169 de la 

Constitución Política. En cuanto a la regulación de la publicidad –en general–, en 

“terrenos públicos o privados” según indica el artículo 1° del Decreto impugnado, y a 

la luz de la definición establecida en el artículo 2° del Reglamento, deberá 

entenderse que la potestad del M.O.P.T. recae sobre aquellos terrenos que enfrentan 

carreteras o caminos que forman parte de la red vial nacional solamente. El Tribunal 

estima que ello no forma parte de los “servicios e intereses locales” sobre los cuales 

tiene competencia la Municipalidad. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal 

considera que el Decreto N° 29253-MOPT no viola el principio de autonomía 

municipal, por lo que la acción resulta improcedente y debe ser rechazada por el 

fondo”85. 

Con dicho voto imperó la tesis que, sobre el manejo de la publicidad en general, 

también corresponde regular en vías nacionales al MOPT todas aquellas actividades 

que conlleven al ejercicio mismo de la publicidad y ello porque esa potestad de 

administrar el derecho de vía, y todos los derechos inherentes a tal ejercicio en rutas 

nacionales, compete al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, no por lo que indica 

el reglamento, sino porque el reglamento se deriva de una obligación y competencia 

delegada por ley. 

Resta decir que en este caso particular no se comparte el análisis realizado por 

                                                 
85 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 2127-2003. 



79 

 

la Sala Constitucional y defendido en la actualidad por el MOPT. La indicación derivada 

de la ley hace únicamente referencia a la red vial nacional y define con precisión qué la 

comprende, sin que se haga jamás referencia a la posibilidad de regular el uso u 

otorgar permisos de ocupación o construcción de estructuras publicitarias, mucho 

menos si las mismas se encuentran en propiedad privada. Pero más que eso, los 

terrenos que se encuentran adyacentes a las vías nacionales son parte de algún cantón 

en específico, cuya regulación está otorgada a cada municipalidad mediante el Plan 

Regulador que corresponda.  

En el voto de la Sala Constitucional de 2003 referido, se entiende el reglamento 

en cuestión como derivado de la ley y se otorga con plena autoridad al MOPT el control 

de tal porción de territorio, desconociendo la competencia que tiene el municipio sobre 

la ordenación territorial del cantón, alegando que existe un interés nacional otorgado 

por ley y que no existe ningún interés local por el cual velar en el tema, lo cual es una 

grave omisión ante el notorio hecho de que hay una competencia de corte 

inminentemente territorial en juego.  

Ello da pie para afirmar que la competencia sobre los terrenos aledaños a la red 

vial nacional es meramente municipal, pues lo que en ellos se haga puede afectar tales 

vías. Lo que corresponde es el ejercicio de labores de coordinación conforme lo estipula 

el artículo 6 del Código Municipal, entendiendo ante la disputa inminente, un trabajo 

conjunto en pro de que los criterios que el ente y el órgano defienden sean tutelados y 

concertados, evitando conflictos e inseguridad jurídica para los administrados. 

b.1.5. Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) 

 

 Dentro del uso de los suelos, la actuación del MAG tiene trascendencia a partir 

de la Ley de uso, manejo y conservación de suelos, que a partir del desarrollo de la 

función social de la propiedad, instituyó un régimen especial para aquellos terrenos 

dedicados al desarrollo agropecuario, y de interés público las actividades públicas o 

privadas dirigidas a la conservación del ambiente. La ley le otorga al MAG la potestad 

para hacer evaluaciones de territorios a fin de determinar su valor agronómico, 
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sociológico y ecológico, así como determinar la zonificación agrícola, conforme se 

desprende del artículo 6 inciso b). De la misma forma, la normativa indica que para la 

conservación del suelo debe actuar el MAG conjuntamente con el MINAE. 

El artículo 11 de la misma ley indica como responsabilidad del MAG, la 

elaboración de un plan nacional de manejo, uso y conservación de suelos, cuya 

descripción de finalidades descritas en el ordinal 12 plasman en concreto la relación de 

dicho plan con el ordenamiento territorial y aspectos propios de la regulación 

urbanística en sentido lato, como el manejo de la escorrentía y la infiltración del agua. 

Conjuntamente con el plan nacional, se deberán elaborar planes de manejo por áreas, 

como lo dicta el artículo 15. 

 La Ley de uso, mantenimiento y conservación de suelos fue reglamentada por 

decreto número 29375, y bajo artículo 17 se establece la Comisión Técnica Nacional, 

encargada de la realización de la propuesta de plan nacional para su aprobación por el 

MAG y su debida ejecución, así como la coordinación y colaboración con los Comités 

por áreas en la realización de sus planes. 

b.1.5.i. Comités por áreas de manejo, conservación y recuperación de suelos 

 

De la misma forma, la Ley de uso, manejo y conservación de suelos contiene la 

formación de los Comités por áreas de manejo, conservación y recuperación de suelos 

en su artículo 34, señalando que, con base en las áreas señaladas en el plan nacional, 

se conformarán comités conformados por un representante del MAG, uno del MINAE, 

otro del Departamento de Planificación del INVU, uno de los Consejos Regionales 

Ambientales del área, uno de la Academia Nacional de Ciencias, dos representantes 

técnicos de las organizaciones de productores del área y un representante por cada 

municipio involucrado.  

Estos Comités –conforme lo indica el artículo 36– se dedican a dirigir la 

elaboración y aprobar los planes de manejo del área que representan, además de su 

divulgación; conjuntamente con estos deberes, está el de coordinar con los Consejos 

Regionales Ambientales, en temas de desarrollo sostenible y medio ambiente, así como 
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emitir criterio técnico sobre los planes reguladores de las municipalidades, antes de que 

éstos sean oficializados. 

b.1.5.ii. Problemas de aplicación de competencias 

 

De las labores endilgadas al Ministerio de Agricultura y Ganadería –muchas en 

conjunción con el MINAE–, salta la premisa inicial de que existe una relación importante 

entre las labores de tal Ministerio y los municipios, a través de los órganos 

especializados forjados por la ley y su reglamento, tareas con incidencia sobre el uso 

de los suelos y donde se prevé la participación de las municipalidades. Se encuentra 

entonces una competencia que termina siendo compartida, pues aunque son los 

gobiernos locales los encargados de la planificación, hay labores propias del 

ordenamiento territorial que son dictadas por el Estado en materia del uso del suelo, 

valoraciones que tienen un vínculo directo con el posible aprovechamiento de las 

propiedades que conforman un cantón y que deben ser plasmadas en el plan regulador. 

Ahora, en esta investigación se han encontrado varios problemas para que estas 

labores se conciban dentro de una apropiada coordinación y que tomen la 

trascendencia que merecen. Empezando porque el plan nacional encomiado al MAG, 

terminó siendo redactado por la Comisión Asesora sobre Degradación de Tierras 

(CADETI), dependencia del MINAE por decreto ejecutivo, en el año 2004, y mediante 

decreto 35216-MINAET-MAG del 11 de marzo de 2009, con lo cual básicamente no se 

ha seguido lo ordenado por la ley y donde se acordó que el Programa de Acción 

Nacional de Lucha contra la Degradación de Tierras en Costa Rica, fuese acatado y 

tomado como el Plan Nacional de uso, manejo y conservación de suelos.  

El programa elaborado por CADETI contiene un estudio y valoración de tierras 

para su uso y manejo, así como la degradación de suelos tomando como referencia 

para la definición de áreas de acción las cuencas hidrográficas; dentro de sus 

estrategias de acción propone el desarrollo de vínculos urbano-rurales con miras hacia 

un desarrollo urbano sostenible, mediante la planificación regional de las zonas 

aledañas a las cuencas y la organización de las comunidades. Dentro de las mismas 

estrategias se establecía el fomento de la interacción entre entes y órganos del Estado, 
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empezando por finiquitar el plan nacional de uso, manejo y conservación de suelos y 

hacer el nombramiento de los respectivos Comités por área.  

El problema radica en que, ante la omisión de realizar el plan nacional, se toma 

el programa presentado por CADETI y no se da la trascendencia a la figura de los 

Comités, donde se proponía la participación municipal. Igualmente, en la conformación 

del plan nacional debió vincularse el trabajo con las estructuras municipales, pues la 

labor del MAG en estos temas incide sobre la planificación que realicen las 

corporaciones en materia de urbanismo y ordenación del territorio, tomando en cuenta 

que la ley faculta estructuras que brinden a los municipios conocimientos técnicos en 

estos temas.  

Da la impresión que el MAG y el MINAE no han operado en forma conjunta con 

las obligaciones que solicita la Ley de uso, manejo y conservación de suelos, problema 

de coordinación que termina afectando la determinación de competencias a nivel 

cantonal. Aunque todo este entramado del ordenamiento jurídico no esté provocando 

efectos de manera eficaz, es importante reseñar las disposiciones existentes. 

b.1.6. Instituto Costarricense de Turismo (ICT) 

 

 Aunque el estudio específico que se hace en esta investigación versa sobre dos 

municipios parte del Valle Central y no existe afectación alguna con el tema regulatorio 

de las costas, es menester hacer mención sucinta de la incidencia de labores entre las 

municipalidades y el ICT sobre la zona marítimo terrestre y su ordenamiento. 

 La Ley de la zona marítimo terrestre define esta área en dos tipos: La zona 

restringida y la pública. La primera corresponde a la franja de 150 metros, adyacente a 

la zona pública o por los demás terrenos, en casos de islas. En esta zona, son factibles 

los derechos reales administrativos86 a través de la figura del uso en precario o la 

concesión.  

La zona pública es la faja de 50 metros de ancho a contar desde la pleamar 

                                                 
86 También denominados en doctrina como “derechos privativos”. 
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ordinaria, y las áreas que quedan al descubierto durante la marea baja, así como la 

zona ocupada por todos los manglares de los litorales continentales e insulares y 

esteros del territorio nacional, según los artículos 10 y 11 de la ley de cita. El disfrute de 

estas zonas es de uso común. Salvo las excepciones establecidas por la ley, la zona 

pública no puede ser objeto de ocupación bajo ningún título ni en caso alguno.  

En síntesis, en la zona marítimo terrestre existe la posibilidad excepcional que se 

utilice por particulares a modo de explotación, siempre y cuando sea sobre la zona 

restringida y bajo la modalidad de concesión, administrado por la municipalidad 

correspondiente. Por su parte, en la zona pública la realización de actividades requiere 

igualmente de permiso de la corporación municipal, pero no se puede, a manera 

general, hacer uso de ese espacio para edificaciones de gran tamaño o complejidad. 

Igualmente es importante mencionar que el Instituto Costarricense de Turismo 

tiene la obligación de realizar un Plan nacional de desarrollo turístico, donde se 

considere qué áreas deben declararse de aptitud turística; además se plasma la 

importancia de que los municipios tomen en cuenta siempre la necesidad de conservar 

el medio ambiente y que este no se vea perjudicado por las actividades humanas. Vale 

la pena recalcar en este caso, el artículo 19 de la ley supra citada, que a la letra dice: 

“Artículo 19: Hasta tanto no se produzca la respectiva declaratoria de aptitud 

turística, no podrán autorizarse obras ni construcciones, reconstrucciones o 

remodelaciones, de ninguna clase, en la zona marítimo terrestre”. 

El aspecto relevante es que existe una limitación importante para ejercer 

concesiones en la zona marítimo terrestre, condicionada a la elaboración de un Plan 

nacional que corresponde al ICT, de donde deviene la declaratoria de aptitud turística, 

sin la cual el municipio no puede autorizar ningún tipo de obra. De igual manera, la ley 

limita el traspaso o cesión de cualquier forma de las concesiones otorgadas sin 

autorización tanto de la municipalidad como del ICT, conforme lo dictan los ordinales 39 

y 35 de la ley 6043. 
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b.1.7. La Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) 

 

Conforme a los artículos 59 y 60 de la Ley de creación de la ARESEP, le 

corresponde a la Superintendencia la regulación, aplicación, vigilancia y control del 

ordenamiento jurídico de las telecomunicaciones, en concordancia con la Ley general 

de telecomunicaciones. 

Ello incide sobre el quehacer de las municipalidades pues estas regulan el 

urbanismo en el cantón a través del Plan Regulador y surgió una divergencia en cuanto 

a dónde y en qué cantidad se podían poner torres de comunicación. La Sala 

Constitucional mediante voto 15763-2011 de las 9:46 horas del 16 de noviembre de 

2011, hizo aplicación del artículo 113 de la Ley General de la Administración Pública 

indicando que el interés público prevalece sobre el de la administración local cuando 

éstos entren en conflicto. Lo anterior aunado al señalamiento de que la implementación 

de infraestructura de este tipo, al haber sido declarado de interés público, es una 

competencia de vocación nacional que corresponde ser llevada a cabo por el Estado y 

sus órganos y a lo que deben ajustarse los entes públicos menores. 

Esta idea se fundamentó en que las municipalidades no son pequeños Estados y 

deben someterse a las leyes y convenios que suscribe el Estado. De ello que la Sala 

Constitucional fuese concluyente en que: 

“…el otorgamiento de una licencia municipal de construcción de una torre o antena 

de telecomunicaciones o el otorgamiento de un certificado de uso de suelo de 

acuerdo con la zonificación existente, no suponen una modificación o reforma del 

Plan Regulador o de la zonificación establecida en los reglamentos de desarrollo 

urbano que forman parte del primero. Dado que el carácter estratégico y primordial 

de las telecomunicaciones para el desarrollo social y económico, su declarado 

interés público nacional y la normativa habilitan a las corporaciones municipales para 

otorgar certificados de uso de suelo y, con fundamento en éstos y otros requisitos, 

licencias de construcción de infraestructura de telecomunicaciones, sin necesidad de 

modificar o reformar los Planes Reguladores y Reglamentos municipales previos que 
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forman parte del primero”87. 

 La consideración realizada por el contralor de constitucionalidad en este caso, en 

referencia a que es competencia nacional el establecimiento de infraestructura de tal 

envergadura, adjunto al alegado interés público que justifican la no modificación de los 

Planes Reguladores, incluso aunque se opongan a ese tipo de obras, constituye una 

interpretación contraria a la autonomía municipal. Habiendo observado la forma en que 

se sostiene la tutela administrativa, el único mecanismo para concertar el interés 

nacional en cada cantón, era mediante una debida coordinación previa a fin de que, de 

ser factible, cada gobierno local hiciere las modificaciones oportunas.  

Además, es erróneo suponer que catalogar una competencia como nacional, 

abstrae la responsabilidad y competencias locales sobre el tema, pues lo único que 

sucede es que la competencia se vuelve gradual, distribuye responsabilidades entre el 

Gobierno central y los locales y no sacrifica la autonomía municipal en pro de solventar 

la omisión de coordinar. 

b.1.8. Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos (MIVAH) 

 

La participación del MIVAH en materia de urbanismo se ha intensificado en los 

últimos años, aunque en un principio no se observaba injerencia alguna sobre la forma 

en que se encuentra estructurado el ordenamiento jurídico. Valga hacer el señalamiento 

de que no existe ley actualmente que confiera al MIVHA ninguna competencia en 

materia de urbanismo o de planificación, pues el Ministerio surgió producto del decreto 

ejecutivo 10299-P de 1979, donde se designa un Ministro sin cartera, y posteriormente 

mediante decreto 10458-DP, se crea el sector vivienda y asentamientos humanos, cuya 

rectoría se da al ministro sin cartera. El MIVAH se crea como institución a partir de la ley 

7055, pero con la única función de apoyar al ministro rector del sector vivienda. 

Ya el MIVAH tenía participación mediante el Consejo Nacional de Planificación 

Urbana desde el año 2003, pero sus funciones se empiezan a especializar a partir del 

                                                 
87 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 15763-2011. 
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año 2011, con el decreto 36646-MP-PLAN, donde se modifica el Reglamento Orgánico 

del Poder Ejecutivo y dentro de los sectores allí establecidos, se conforma el de 

ordenamiento territorial y vivienda, siempre bajo la rectoría del MIVAH. Éste se encargó 

de presentar ante el Consejo Sectorial, en ese mismo año, una Política Nacional de 

Ordenamiento Territorial (PNOT), misma que fue oficializada mediante decreto 37623-

PLAN-MINAET-MIVAH.  

En dichos lineamientos se establecieron tres ejes de acción centrados en la 

calidad del hábitat, protección y manejo ambiental, y la competitividad territorial, mismos 

que debían ser desarrollados por objetivos, plazos y metas a cumplir en forma 

progresiva, que deberían ser planteados en un Plan Nacional de Ordenamiento 

Territorial (PLANOT). Para la coordinación de las tareas y el mantenimiento del sistema, 

se creó el Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial (CNOT), conformado por la 

misma base del Consejo Nacional de Planificación Urbana y dirigido por el MIVAH. 

Con base en dicha política, el 2 de diciembre de 2013 el CNOT presentó el Plan 

Nacional de Ordenamiento Territorial con proyección al año 2020. El PLANOT 

encuentra como una de sus bases la coordinación a nivel nacional, regional y local, y 

toma en cuenta principios propios de la materia urbanística, como el de distribución de 

cargas y beneficios. El plan, sin embargo, considera la necesidad inicial de valorar la 

integración del ordenamiento jurídico, así como una progresión de metas que se verán 

reflejadas en los primeros informes dispuestos por el mismo plan, en 2016.  

De momento es importante recalcar, como se pretendía en el presente apartado 

en un principio, la interacción que tienen las labores que desempeña el MIVAH con 

respecto a la tarea de los municipios de elaborar, mantener, y ejecutar la regulación 

urbana de cada cantón, sin dejar de lado el compromiso adquirido a partir de 2013, de 

tomar en cuenta la PNOT en sus actividades.   

b.1.9. Ministerio de Cultura, Juventud y Deporte.  

 

Otra de institución con la cual las municipalidades deben mantener una relación 
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de coordinación es el Ministerio de Cultura, Juventud y Deporte, específicamente en 

cuanto a preservación del patrimonio histórico-arquitectónico del país, el cual es un 

elemento integrante de lo que la jurisprudencia nacional ha denominado como “Derecho 

Ambiental Urbano”.  

Una correcta comprensión del derecho ambiental implica el reconocer las 

diferentes dimensiones que lo conforman, abarcándose elementos que van más allá de 

lo meramente ambiental o ecológico, con lo cual se tiene que también conforman el 

Derecho Ambiental elementos sociológicos, económicos y urbanísticos.  

Específicamente en cuanto a la protección del patrimonio cultural del país, éste se ha 

enmarcado como un tema de Derecho Urbanístico directamente relacionado con la 

protección del ambiente, realizando una interpretación integral de lo dispuesto por los 

artículos 50 y 89 de la Constitución Política, llegándose incluso a considerar que el 

entorno urbano en el que habitan los ciudadanos se configura como una parte 

complementaria de una misma realidad, que también debe ser protegida por el Estado; 

al respecto, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en el voto 03656, 

de las 14:43 horas del 07 de mayo del 2003 indicó:  

“XVII.- La protección del patrimonio cultural se enmarca dentro del Derecho 

Urbanístico, que últimamente ha venido a ser comprendido dentro del marco más 

amplio del Derecho Ambiental, el cual encuentra su sustento jurídico-constitucional 

en los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, (…) Esta última norma da 

directrices para que las autoridades públicas impulsen la protección del medio 

ambiente, entendido esto de una manera integral, sea, no entendido en su sentido 

tradicional que se ha limitado al ámbito del recurso natural, lo que comúnmente se 

conoce como "lo verde", en tanto se ha entendido que comprende los recursos 

naturales (bosques, agua, aire, minerales, flora y fauna, etc.), sino también en lo 

relativo al entorno en que se vive, que comprende, no sólo a las bellezas escénicas 

de la naturaleza, como el paisaje, sino también todo lo relativo a las ciudades y 

conglomerados urbanos y rurales, es decir, al concepto de lo urbano. Bien puede 

afirmarse que se trata de dos aspectos complementarios de una realidad, como las 

dos caras de una misma moneda: el ambiente natural y el ambiente urbano. Es así 

como se pretende un ambiente más humano, es decir, un ambiente que no sólo sea 
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sano y ecológicamente equilibrado, sino también como un referente simbólico y 

dador de identidad nacional, regional o local. Así, el derecho fundamental a tener un 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado -desarrollado ampliamente por la 

jurisprudencia constitucional- comprenderá, tanto sus partes naturales, como sus 

partes artificiales, entendiéndose por tales, el hábitat humano, lo construido por el 

hombre, sea, lo urbano, de manera que se mantengan libres de toda contaminación, 

tanto por los efectos y repercusiones que puede tener en la salud de las personas y 

demás seres vivientes, como por el valor intrínseco del ambiente”88. 

En cuanto al resguardo del patrimonio cultural del país, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 2, 3, 4 y 5 de la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico 

de Costa Rica (Ley 7555) y 5 y 8 de su reglamento (Decreto Ejecutivo 32749), el 

Ministerio de Cultura, Juventud y Deporte -mediante la colaboración de la Comisión 

Nacional de Patrimonio Histórico-Arquitectónico y del Centro de Investigación y 

Conservación del Patrimonio Cultural-, se instituye como la máxima autoridad en 

materia de patrimonio histórico arquitectónico. 

A pesar de lo anterior, la tarea de resguardar dicho patrimonio, debe ser 

necesariamente realizada en coordinación con otros actores y entidades, con lo cual, en 

la obligación de cumplimiento de los objetivos de la ley 7555, el Ministerio de Cultura, 

Juventud y Deporte debe actuar en conjunto con otros actores, como es el caso de los 

municipios. Al respecto, indica el profesor Frank Álvarez:  

“A partir de estos cuerpos normativos –constitucional y legal– se fundamenta la 

conservación de aquellos bienes declarados patrimonio histórico arquitectónico. En 

primer término, conviene notar que desde un punto de vista subjetivo, se identifican 

varios elementos: Ministerio de Cultura y Juventud (por medio de Comisión Nacional 

de Patrimonio Histórico Arquitectónico y el Centro de Investigación y Conservación 

del Patrimonio Cultural), Municipalidad, Asamblea Legislativa, titulares del derecho 

de propiedad, terceros titulares de derechos que gravan el derecho de propiedad 

(verbigracia, usufructuarios, acreedores hipotecarios o prendarios, poseedores de 

                                                 
88 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto 3656-2003. 
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cédulas hipotecarias, arrendatarios, entre otros) y terceros interesados”89. 

Las potestades del Ministerio llegan a confluir con las de las municipalidades en 

materia de patrimonio cultural, en tanto la misma ley 7555 y su reglamento establecen 

que las entidades municipales tendrán potestad de expropiar bienes en beneficio de 

otras entidades públicas, cuando estos atenten contra la armonía ambiental o 

comporten un riesgo para conservar los que han sido declarados de interés histórico-

arquitectónico y se les asigna la obligación de impedir derribos totales o parciales de 

edificaciones protegidas y garantizar que el uso de los bienes no alterare su 

conservación y sea congruente con las características propias del inmueble.  

Las funciones del Ministerio de Cultura, Juventud y Deporte en materia de 

patrimonio histórico-arquitectónico afectan hasta cierto punto la autonomía municipal, 

en tanto la ley establece varias facultades al primero, que a la postre van a significar 

obligaciones de cumplimiento y reguardo para los municipios, pero para las cuales no 

se necesita una verdadera coordinación con el ente municipal, en tanto únicamente se 

exige notificarle que se han emprendido acciones. Así mismo, dichas facultades del 

Ministerio pueden entrar en conflicto con otras potestades, legalmente establecidas, 

propias de los entes municipales, tema que ya ha sido desarrollado en doctrina; al 

respecto indica el profesor Fran Álvarez:  

“Esta relación entre las Municipalidades y el Ministerio de Cultura y Juventud lleva a 

inconvenientes. El primero de ellos es que la Municipalidad puede ser la “propietaria” 

del bien que el Ministerio considera debe declararse patrimonio histórico 

arquitectónico, y aquella no esté de acuerdo con la declaratoria; esta situación 

implica para la Municipalidad atender a su obligación de abstenerse de realizar obras 

en el bien, a pesar de que esas obras sean necesarias para la prestación adecuada 

de servicios a la comunidad. El mandato constitucional y legal para las 

Municipalidades es atender los intereses locales y una forma de hacerlo es 

prestando en forma adecuada los servicios de los habitantes de su contexto 

territorial; sin embargo, por una resolución administrativa se le puede obligar a 

                                                 
89 Álvarez Hernández, Frank. «Patrimonio Histórico Arquitectónico: Elementos Iusambientales e Iusmunicipales» en 

Revista de Ciencias Jurídicas Nº 124 (13-44) enero-abril, 2011, 6- 7.  
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incumplir su imperativo local. 

El segundo panorama es aquel en el cual la Municipalidad solicita la declaratoria, 

pero el Ministerio resuelve negativamente la petición. Esta situación plantea para la 

primera reconsiderar si con una declaratoria propia de “patrimonio histórico 

arquitectónico local” se logra el objetivo de atender a los intereses locales, sin 

depender de criterios externos al contexto territorial”90. 

 

c. Relaciones intermunicipales: El papel de las federaciones y 

mecanismos de coordinación 

 

 Como ha podido apreciarse, la serie de conflictos y distribución de competencias, 

sin que se aprovechen eficientemente los canales de coordinación estipulados por la 

ley, así como la falta de integración del Estado en conjunción con sus entes y su 

relación con el medio local, han generado conflictos y roces inevitables, pero sobre 

todo, una incorrecta aplicación de la cooperación y coexistencia entre lo nacional y lo 

local. 

 Tomando en cuenta este panorama surge la pregunta alrededor de la existencia 

de relaciones entre municipalidades, y cuál ha sido su desarrollo en Costa Rica.  

c.1. Las federaciones municipales 

 

Atendiendo inicialmente a la lectura del texto del Código Municipal, en referencia 

a este tipo de relaciones, sólo se encuentra el ordinal 10 que a la letra dice: 

“Artículo 10. –Las municipalidades podrán integrarse en federaciones y 

confederaciones; sus relaciones se establecerán en los estatutos que aprueben las 

partes, los cuales regularán los mecanismos de organización, administración y 

funcionamiento de estas entidades, así como las cuotas que deberán ser aportadas. 

Para tal efecto, deberán publicar en La Gaceta un extracto de los términos del 

                                                 
90 Álvarez Hernández, 38-39. 



91 

 

convenio y el nombramiento de los representantes”. 

La única referencia que hace la ley sobre las relaciones que coligen entre 

gobiernos locales se centra en las federaciones, mismas que empezaron su desarrollo 

a muy temprana edad en el país, cuando en 1940 se formara la Liga Costarricense de 

Municipalidades, incluso antes de la promulgación del Código Municipal actual.  

Desde el punto de vista jurídico, estas instituciones han tenido muy poco 

tratamiento, definiéndose como entes públicos de naturaleza asociativa y aunque 

responden al régimen local y de los recursos presupuestarios que le asignen las 

municipalidades que les conforman; como lo señala la Procuraduría General de la 

República en su dictamen 195 del 23 de noviembre de 2013: 

“Podemos decir entonces, que de acuerdo con lo dispuesto en el Código Municipal, 

las federaciones municipales son producto de la voluntad descentralizadora del 

Estado. Esta figura asociativa responde al poder de organización que ostentan los 

gobiernos locales, el cual los faculta para la creación de un ente mancomunado, con 

una autonomía claramente delimitada en los estatutos de la respectiva asociación 

intermunicipal, que le permitan su adecuado funcionamiento y el cumplimiento de los 

fines previamente acordados”. 

Actualmente existen varias federaciones de municipalidades debidamente 

conformadas, a saber: 

 Federación de Municipalidades de Heredia. 

 Federación de Municipalidades de Cartago. 

 Federación de Municipalidades del Pacífico Central (FEMUPAC). 

 Federación de Municipalidades Productoras de Banano (CAPROBA). 

 Federación Occidental de Municipalidades de Alajuela (FEDOMA). 

 Federación Metropolitana de Municipalidades de San José (FEMETROM). 

 Federación de Municipalidades de Guanacaste. 

 Federación de Desarrollo Municipal de la Región Este (FEDEMUR). 

 Federación de Gobiernos Locales Costarricenses fronterizos con Nicaragua. 
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 Federación de Concejos Municipales de Distrito de Costa Rica. 

 Federación de Municipalidades de Los Santos (FEMUSAN). 

Para la conformación de mancomunidades o ligas, se requiere de la aprobación 

de cada Concejo Municipal conforme al artículo 11 del Código Municipal, además de 

publicar sus lineamientos básicos de organización y funcionamiento en La Gaceta.  

En principio se discutía la necesidad de otorgar por ley la capacidad organizativa 

de las municipalidades a las federaciones, pues esta no les otorgaba potestad para 

crear nuevos entes. Así, a partir de la ley 5119 de 1972, se estableció que cada unión 

intermunicipal de la misma índole que la Federación de Municipalidades de Cartago, 

ostentarían personalidad jurídica siempre y cuando sus estatutos fueran aprobados por 

la Contraloría General de la República. Valga aclarar que las federaciones municipales 

no son consideradas como entes autónomos o semiautónomos, pues no son formadas 

por ley de la República. 

Como parte de un ente de carácter asociativo, toman como base la regulación de 

la Ley de Asociaciones para darse una estructura, conforme lo dicta su ordinal 10, por 

medio de una Asamblea General -como órgano superior de la federación-, y un Consejo 

Directivo, además del nombramiento de un Director Ejecutivo como representante de la 

Federación.  

Entre los estudios sobre la organización de las Federaciones de Municipalidades, 

el principal problema que enfrentan deriva de su situación financiera, pues la mayoría 

depende del porcentaje que designa cada municipalidad participante como aporte. 

Únicamente aquellas que reciben ingresos por el ofrecimiento y desarrollo de servicios 

ostentan un mejor panorama en este aspecto91. 

De este problema se evidenció falta de capacidad operativa para la ejecución de 

los planes propuestos por las mancomunidades, sus estructuras administrativas son 

pequeñas (entre el Director Ejecutivo, secretaria y algún otro miembro administrativo) y 

                                                 
91 Entre ellas las Federación de Municipalidades del Este (FEDEMUR) que se dedica al tratamiento de desechos, y la 

Federación de Cantones Productores de Banano (CAPROBA). 
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muy pocas cuentan con personal técnico propio que colabore con sus propósitos como 

abogados, ingenieros, geólogos, entre otros. Tampoco ha colaborado la falta de 

normativa referente a este tipo de instituciones, pues generalmente ocasiona 

confusiones con las labores que realizan las federaciones92.  

A pesar de que existe independencia funcional de las federaciones respecto de 

los municipios, su desarrollo en Costa Rica siempre se ha visto permeado por la 

injerencia política de sus representantes, cuando más bien la organización debería 

centrarse en la ejecución de proyectos a mediano y largo plazo.  

La investigación realizada por la Asociación Internacional de Administración de 

Ciudades y Condados (ICMA) destacó además el requerimiento de actuaciones 

técnicas como eje fundamental de los programas y proyectos federativos, así como 

concientizar a la población acerca de la participación en este tipo de instituciones, 

transparencia y rendición de cuentas, como elementos que pueden colaborar a 

propulsar la utilización de mancomunidades y la descentralización que no se ha 

terminado de asentar en el país93.  

A pesar de las falencias marcadas, coincide este trabajo con el fortalecimiento de 

los entes federativos, en búsqueda de la conformación de las nuevas tendencias que 

reconocen la existencia de un estadio intermunicipal en el que poco se ha ahondado en 

el pasado (centrada entre las relaciones municipalidad - Estado): 

“… el enfoque sistémico de la planificación permite considerar al grupo de 

municipalidades como un todo en vez de considerar sólo los intereses particulares de 

cada municipio que integra la federación. Si bien es cierto, las municipalidades tienen 

sus características propias, mediante la planificación estratégica se proporciona un 

mecanismo para coordinar con las partes relacionadas, y por ende, la federación 

                                                 
92 Acción Sinérgica. Diagnóstico de las Federaciones Municipales de Costa Rica. Estudio actuarial de las 

federaciones municipales de Costa Rica, San José: Proyecto Fortalecimiento Municipal y Descentralización, 

2006, 10. 
93 Asociación Internacional de Adminsitración de Áreas y Condados. «Situación y Análisis de la Cooperación 

Intermunicipal, Bolivia.» LAG-A-00-98-00060-00 , 2006, 20-21. 
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permita de manera integral, lograr el desarrollo sostenible de su región”94.  

La conformación de mancomunidades es, dentro del contexto de 

descentralización de la estructura estatal, una forma de expresión del cambio de 

paradigma municipalidad-Estado, tendiendo hacia un espacio de relación entre 

cantones, reconociendo sus vínculos y necesidad de interacción para el cumplimiento 

eficaz de las obligaciones endilgadas por la Constitución Política (intereses y servicios 

locales). 

c.2. La figura del concierto como relación intermunicipal 

 

Ya se ha observado anteriormente, que las relaciones de coordinación no se 

reducen a la conformación de federaciones municipales: A pesar de que es el único 

reconocimiento normativo expreso de la interacción entre gobiernos locales, el artículo 

9 del Código Municipal a la letra dice: 

“Artículo 9: Las municipalidades podrán pactar entre sí convenios cuya finalidad sea 

facilitar y posibilitar el cumplimiento de sus objetivos, lograr una mayor eficacia y 

eficiencia en sus acciones así como para prestar servicios y construir obras 

regionales o nacionales”.  

 El numeral señala la realización de convenios como una acción facultativa 

(emplea el término “podrán”) pero, cuando confluyan intereses locales en los términos 

expresados en esta investigación, esa facultad muta a ser un poder-deber, en 

aplicación integral de los ordinales 6 y 7 del mismo Código Municipal. 

 Esta atribución fue observada incluso por Eduardo Ortiz, al explicar las 

modalidades de cooperación municipal, partiendo de la base de que toda municipalidad 

es un ente en equidad frente a otros entes existentes, y frente a sus homólogos 

                                                 
94 Gamboa Conejo, Rita; Mena García, Priscila; Mora, Juan Carlos; «La Importancia de los Planes Estratégicos 

Participativos en las Federaciones de Municipalidades: Caso Federación Metropolitana de Municipalidades 

(FEMETROM)» en Revista Internacional de Ciencias Sociales, 32 N° 44 (enero-junio, 1-15), 2012, 4.  
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gobiernos locales95.  

Ortiz refiere a la existencia de cuatro tipos de convenios: El primero es el 

consorcio en sentido lato, entendido como un acuerdo bilateral mediante el cual uno de 

los entes presta un servicio a otro mediante el uso de sus servicios o estructuras, 

creando entre los entes un acto bilateral.  

Luego hace referencia a la delegación y a la concesión como convenios que 

requieren de determinación legal para ceder una obligación. La delegación se basa en 

que uno de los entes dispone en favor de otro una competencia propia de sí o un 

servicio que debe prestar, bajo su entera vigilancia y discrecionalidad, en el tanto el acto 

emitido es unilateral y la responsabilidad recae únicamente sobre una de las partes. La 

concesión, por su parte, es un tipo de convenio de carácter comercial-empresarial, que 

implica por parte del concesionario la finalidad de lucrar y con arreglo a las reglas del 

mercado. 

 El último de los tipos de convenio que menciona el Doctor Ortiz, lo denomina 

como concierto en sentido estricto, y lo define como un procedimiento en el cual una 

autoridad llamada concertante, por disposición de una función legal, puede dictar un 

acto que afecta las atribuciones de otras -llamadas concertadas-, previo al 

consentimiento de éstas sobre su contenido.  

Explica el autor que esta situación se da en el caso donde existe una o varias 

disposiciones legales de las que se derivan intereses que competen a varias 

autoridades y ante esa confluencia surge una obligación de coordinar, conociéndose 

como interés primario aquel que pretende tutelar o disponer la concertante y sub-

primario o indirecto el o los intereses defendidos por las concertadas y que se ven 

afectados por la decisión de la concertante. Es trascendental para la presente 

investigación, la premisa y explicación realizada por el Doctor Ortiz sobre los 

municipios: 

“Es el caso de las municipalidades, si se acepta que tienen una esfera local de 

                                                 
95 Ortiz Ortiz, 150. 
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acción atribuida constitucionalmente en concurrencia o coincidencia con el Estado u 

otros entes públicos o privados. El acto imperativo dictado por estos sin o contra la 

voluntad municipal puede bien reputarse inconstitucional no por violación de una 

exclusividad en la atribución material (que no existe), sino por violación de la 

atribución concurrente o coincidente de la municipalidad, que la privilegia bien para 

concurrir coincidiendo en la decisión, bien para bloquearla… Nuestra ley no prevé 

este tipo de coordinación municipal, que, por lo dicho, puede ser exigible pese a 

ello”96.  

Del texto es rescatable la determinación con que se extrae que la coordinación 

se vuelve una obligación, incluso para las municipalidades, cuando sus intereses y 

competencias coinciden con aquellos que defienden o han sido compelidos a otras 

autoridades, en derivación de una indicación al menos de rango normativo legal que les 

atribuye esas competencias.  

También es trascendental extraer que al tratar las relaciones específicas entre 

municipalidades, la misma tendencia centralista de la que ha sido objeto el fenómeno 

municipal desde principios de la historia, y que sigue permeando algunas líneas 

argumentales en nuestro entorno, han limitado los análisis sobre la intermunicipalidad a 

la formación de federaciones (con todas las implicaciones antes señaladas) y a la 

facultad discrecional de tomar convenios con otros municipios, excluyendo ideas como 

la expresada por Ortiz, recordando que dentro de los estadios de organización 

administrativa del Estado no puede dejarse el examen en las relaciones individuales del  

gobierno central - gobierno local, pues esa comprensión deja por fuera todo un estadio 

de relación e interacción de las corporaciones municipales con sus homólogos que 

también son entes, y que pueden ver en la confluencia de intereses entre sí, la 

obligación de coordinar. 

En síntesis, es factible que haya concurrencia de competencias e intereses entre 

municipalidades que requieran de coordinación previa, siendo enteramente facultativa 

la forma o mecanismo mediante el cual la situación se solucionará. Sólo si el contenido 

no se pacta entre ambas municipalidades se estaría violentando su autonomía, lo que 

                                                 
96 Ídem., 151. 
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no implica que no deban ponerse de acuerdo sobre alguna forma de concertar para no 

caer en una eventual responsabilidad por omisión.  

La coordinación intermunicipal podrá ser mediante convenio, o incluso reunir sus 

responsabilidades de concertar a través de las federaciones municipales, que 

únicamente han sido empleadas para sufragar servicios. 
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Capítulo 3. Régimen de tutela ambiental. 

 

 
Sinopsis: a. Generalidades del Derecho Ambiental que influyen en la materia 

municipal/ a.1. Desarrollo histórico del Derecho Ambiental/ a.2. Antecedentes: 

Instrumentos jurídicos pioneros en materia de Derecho Ambiental/ a.2.1. 

Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano/ a.2. 2. Convención de 

la Tierra en Río de Janeiro/ a.2.3. Cumbre de Johannesburgo, 2002/ b. Normativa 

nacional e internacional que establece obligaciones de las municipalidades en 

materia ambiental/ b.1. Normativa nacional/ b.1.1. La Reforma al artículo 50 de la 

Constitución Política/ b.1.2. Ley Orgánica del Ambiente (LOA)/ b.2. Competencias 

Municipales en la legislación ambiental nacional/ b.2.1. La tutela ambiental y el 

municipio/ b.2.2 Competencias municipales en la legislación ambiental nacional/ 

b.3. Normativa internacional/ b.4. Instrumentos internacionales ratificados por Costa 

Rica, que conllevan obligaciones y/o compromisos para los gobiernos locales/ c. 

Generalidades de la materia ambiental y el problema de las cargas 

ambientales y el derecho urbanístico/ c.1. La Transversalidad del Derecho 

Ambiental/ c.2. Los principios en el Derecho Ambiental/ c.3. Desarrollo sostenible (o 

sustentable) y sus derivados/ c.4. El problema de las cargas ambientales y su 

relación con el derecho urbanístico. 
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a. Generalidades del Derecho Ambiental que influyen en la materia 

municipal. 

 

a.1. Desarrollo histórico del Derecho Ambiental  

El Derecho Ambiental es considerado una disciplina jurídica de muy reciente 

data, ya que comenzó a consolidarse como tal, hasta finales del siglo XX. El desarrollo 

acelerado de la materia se generó a raíz de las crecientes advertencias del sector 

científico, cuya inquietud era la rápida degradación que estaban sufriendo los 

ecosistemas, como consecuencia de las acciones desmedidas de los seres humanos. 

 “El sector científico fue el primero en advertir a la comunidad mundial sobre los 

peligros inherentes al estilo desordenado de explotación de los recursos naturales 

del planeta. Aquí cabe resaltar una importante característica del Derecho Ambiental: 

su origen científico. En efecto, el motor que lo impulsa es la percepción científica de 

los daños causados al ambiente, entre otros, gracias a la Astronomía, la 

Meteorología, la Biología, la Bioquímica, la Economía, la Estadística, la Antropología, 

la Agronomía y la Informática. Son las mediciones tecnológicas realizadas por los 

científicos y los técnicos, difundidas por el planeta, lo que prepara las condiciones de 

la formación de una conciencia ambiental que se extiende a todos los estratos 

sociales de la humanidad”97. 

Actualmente no hay un consenso sobre las fases históricas del Derecho 

Ambiental. Diferentes autores han realizado esfuerzos por documentarlas y 

esquematizarlas, generalmente dividiéndolas por etapas sin que alguna propuesta se 

haya aceptado como definitiva o generalizada.  

El autor Peter Sand propone tres, a saber: 1. “Era tradicional” (hasta la 

Conferencia de Estocolmo en 1972), 2. “Era Moderna” (desde Estocolmo hasta la 

Conferencia de Río, del año 1992) y 3. “Era Posmoderna” (desde la Conferencia de Río 

                                                 
97 Aguilar Rojas, Grethel, y Alejandro Iza. Derecho Ambiental en Centroamérica. UICN, 2009, 2. 
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hasta la actualidad)98. Por su parte, Aguilar & Iza plantean cinco etapas: 1. “Hasta la 

Segunda Guerra Mundial”, 2. “Hacia Estocolmo”, 3. “De Estocolmo a Río de Janeiro”, 4. 

“Conferencia de Río de Janeiro” y 5. “Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible, 

2002”99.  

Por carecer de una consolidación sólida como rama jurídica, la materia enfrenta 

grandes retos y situaciones jurídicas, pendientes de resolución y definición. Al respecto 

la doctrina ha indicado:  

“El Derecho Ambiental es una creación moderna, y si bien en los ordenamientos 

jurídicos nacionales, como hemos visto, la tutela de elementos parciales de lo que 

actualmente concebimos como “medio ambiente” tiene precedentes remotos, dado 

que desde muy antiguo el hombre ha sentido la necesidad de dar una respuesta 

jurídica a los problemas relacionados con su entorno, el desarrollo de una 

normativa internacional ambiental no cuenta prácticamente con ningún antecedente 

más allá del siglo XIX (…) Ello es lógico si tenemos en cuenta que hasta que la 

gestión de los recursos naturales comienza a abordarse desde la perspectiva de la 

protección de un bien colectivo o supraindividual, la tutela de los bienes que 

integran la naturaleza, concebidos únicamente como objetos susceptibles de 

propiedad privada, era una cuestión que entraba por completo en el ámbito de la 

soberanía de los Estados”100.  

Además de requerirse adaptaciones constantes sobre la materia a las 

necesidades emergentes que reflejan lo cambiante del plano fáctico ambiental -al estar 

directamente ligado a cambios tecnológicos y desarrollo de producción comercial e 

infraestructura-, otro de los grandes retos es alcanzar la integración del Derecho 

Ambiental con las diferentes materias y áreas con las cuales se relaciona directamente.  

Históricamente, las regulaciones ambientales se han manejado como iniciativas 

aisladas, enfocadas a dar soluciones a problemas específicos, careciéndose de 

                                                 
98 Citado por: Uribe Vargas, Diego, y Fabián Cárdenas Castañeda. Derecho Internacional Ambiental. Bogotá: 

Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano, 2010, 85. 
99 Aguilar Rojas, 6-18.  
100 Lozano Cutanda, Blanca. Derecho Ambiental Administrativo. Madrid: DYKINSON, S.L., 2009, 43. 
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enfoques globales, que busquen no sólo la reparación inmediata de los problemas 

presentes, sino crear estrategias de solución efectiva de prevención a futuro y con 

visión integral, orientadas a evitar posibles contingencias ambientales: 

“El moderno Derecho Ambiental, concebido como un sistema normativo dirigido a la 

preservación del entorno humano mediante el control de la contaminación y la 

garantía de un uso sostenible de los recursos naturales, tiene un origen reciente. Su 

surgimiento se sitúa en la segunda mitad del siglo XX, y responde a la toma de 

conciencia generalizada a nivel internacional sobre la necesidad de frenar el proceso 

de deterioro de nuestro frágil ecosistema, gravemente amenazado por el potencial 

destructivo de la civilización moderna”101.  

Los retos que se han mencionado son de importancia para el marco del presente 

trabajo investigativo, ya que el tema específico por desarrollar está directamente ligado 

con la necesidad de integración de lo ambiental con otras materias102, así como con la 

urgencia de dar respuestas rápidas a los problemas ambientales detectados, mediante 

interpretaciones de las normas que incluyan los principios ambientales o que busquen 

garantizar mínimos de adaptabilidad que aseguren respuestas efectivas y eficaces. Así 

mismo, el presente proyecto también se enmarca en una necesidad de introducir 

métodos efectivos de coordinación intersectorial en el manejo, creación e 

implementación de medidas de protección de los recursos naturales, enfocados a lograr 

un desarrollo sustentable real.  

Aunado a los ya mencionados, aún hay otros retos pendientes para terminar de 

consolidar y fortalecer la disciplina, por ejemplo, la necesidad de generar medios 

coercitivos efectivos que aseguren una adecuada sujeción al derecho o la necesidad de 

crear marcos regulatorios completos y unificados, en tanto hay una numerosa presencia 

de leyes aisladas (en ocasiones repetitivas o contradictorias).  

                                                 
101 Ídem., 29. 
102 En la problemática a tratar (limitaciones de uso de suelo por cargas ambientales compartidas), se parte del 

supuesto de que existe una necesidad actual de integrar y desarrollar de manera coordinada lo ambiental con la 

materia urbanística. De igual manera, en cuanto a las competencias municipales en ambas materias, se tratará la 

importancia de la coordinación e integración de estrategias entre entes, para implementar soluciones conjuntas a 

problemáticas confluentes.  
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Adentrándose específicamente en los ordenamientos jurídicos de cada país, se 

tiene que no se ha logrado integrar efectivamente la materia ambiental, debido a que 

esta se ha desarrollado como un elemento aislado, cuando en realidad sus 

particularidades requieren que su interacción sea transversal con el resto de las fuentes 

normativas.  

Lo rígido del ordenamiento ocasiona un reto adicional, ya que es difícil integrar y 

adecuar lo ambiental en las estructuras ya concebidas. Para ello, en doctrina se han 

desarrollado diferentes propuestas que buscan conseguir que los órganos y entes 

estatales implementen estrategias de preservación de manera coordinada; esto en aras 

de buscar que las acciones de conservación de recursos naturales no devengan en 

iniciativas aisladas, que contemplen sólo las necesidades ambientales de las regiones 

específicas.  

Doctrinarios, juristas y legisladores han planteado insistentemente la necesidad 

de unificar y coordinar las estrategias de conservación y preservación, lo cual ha 

ocasionado un amplio debate respecto a cuáles son las formas más efectivas para la 

ejecutividad de la materia ambiental. Algunos países, como es el caso de España, han 

buscado dar tratamiento a esta problemática considerando las particularidades propias 

de la materia ambiental y cómo las mismas podrían integrarse entre los diferentes 

niveles de competencias del organismo estatal, incluidos los entes autónomos:  

“El sistema general de distribución de competencias entre el Estado y las 

comunidades autónomas se complica aún más debido al carácter intersectorial o 

pluridisciplinar que reviste la protección del medio ambiente, en cuanto afecta a todos 

los sectores de la actividad humana. Ello explica la incidencia que las demás 

materias incluidas en el esquema constitucional de distribución de competencias 

pueden tener también en la protección del medio ambiente (…)”103.  

La transversalidad de la materia ambiental es un tema que también influye 

directamente en las políticas de planificación urbanística del territorio nacional, las 

                                                 
103 Lozano Cutanda, Derecho Ambiental Administrativo, 121-122.  
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cuales deben avocarse a poner en práctica estrategias de desarrollo sostenible, que 

faciliten la prevención y conservación de la totalidad de los recursos naturales de cada 

localidad. Lo anterior, por cuanto se vuelve ineficaz proteger zonas aisladas si los 

demás ecosistemas se están destruyendo intempestivamente, así como se vuelve un 

esfuerzo en vano, realizar estrategias en zonas específicas sin tomar en consideración 

las demás necesidades ambientales que enfrenta el resto del territorio nacional.  

Es importante hacer énfasis en la estrecha relación que poseen en nuestro país 

las materias ambiental y municipal. En el plano normativo se otorgan numerosas 

responsabilidades y potestades a las corporaciones municipales, en cuanto a 

conservación y preservación del ambiente. Lo anterior se ha justificado en el hecho que 

los gobiernos locales son quienes conocen de primera mano las necesidades 

específicas de sus territorios.  

Sin embargo, si bien nuestro ordenamiento jurídico otorga a las municipalidades 

variadas atribuciones referentes a preservación de recursos naturales, ello se ha dado 

únicamente en el texto de la norma, ya que en el plano fáctico, las disposiciones 

normativas no se han trasladado efectivamente a las funciones de los gobiernos 

locales, quienes siguen sin tener un control real con respecto a la materia.  

En los siguientes apartados se tratarán esas atribuciones con mayor detalle, 

siendo importante considerar que, tanto por las debilidades de la concepción de la 

coordinación -que en nuestro medio sigue pareciendo más una relación jerárquica y 

centralizada- como por la carencia de recursos para asumir esas tareas (independencia 

financiera), la concreción de las mismas no ha tenido el avance esperado.  

a.2. Antecedentes: Instrumentos jurídicos pioneros en materia de Derecho 

Ambiental. 

Si bien, existen diferentes teorías del desarrollo histórico del Derecho Ambiental, 

se concuerda, con bastante generalidad, en la particular relevancia que han tenido tres 

instrumentos jurídicos para formar las bases de los posteriores desarrollos en la 

materia. Se hace referencia a “La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
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Ambiente Humano” celebrada en Estocolmo en el año de 1972 (conocida también como 

la Primera Cumbre de la Tierra), “la Convención de Río del año 1992” y la “Cumbre de 

Johannesburgo, del año 2002”. En estas tres convenciones internacionales se sentaron 

los precedentes, bases y principios esenciales para lo que es actualmente la disciplina y 

se siguen utilizando como instrumentos vinculantes para los países que los han 

ratificado. En su momento, mediante su adopción, los países buscaban tomar un 

compromiso por introducir esfuerzos reales para modificar las legislaciones y las 

políticas país y realizar cambios directamente encaminados a la preservación y uso 

racional de los recursos naturales.  

Para el caso específico de Costa Rica, la situación descrita es el principal punto 

de partida para los cambios que sufrió la legislación en la implementación del Derecho 

Ambiental y sus derivados; fue el primer paso para encaminarse a la imagen de “país 

verde”, que se proyecta a la comunidad internacional.  

Es después del acogimiento de estos instrumentos internacionales, que se 

iniciaron cambios en la legislación costarricense y en las políticas estatales del país, en 

cuanto a preservación del ambiente. Dichos instrumentos no solamente fueron 

importantes para modificar el ordenamiento jurídico costarricense, ya que también 

influyeron a nivel mundial y regional y, además, sentaron las bases para el desarrollo 

actual del Derecho Ambiental y de los postulados y principios que hoy se utilizan de 

manera reiterada y que siguen teniendo amplia vigencia y relevancia. Por lo anterior, es 

importante realizar una breve reseña de dichos instrumentos internacionales y sus 

principales planteamientos y herencias.  

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, 1972) y la Convención de Río de 1992, fueron tomadas como base durante 

el proceso de cambios normativos en los ordenamientos jurídicos; en el caso de la 

Cumbre de Johannesburgo, esta se enfocó más a las acciones y la aplicación de 

medidas de protección ambiental.  
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a.2.1. Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

 

La Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano del año 1972, 

reconoce, por primera vez, el derecho a un ambiente sano. En el documento se abarca 

la importancia de la protección al medio ambiente, indicando que: “El hombre es a la 

vez obra y artífice del medio ambiente que lo rodea, el cual le da el sustento material y 

le brinda la oportunidad de desarrollarse intelectual, moral, social y espiritualmente”104; 

también establece 26 principios que se utilizaron para el desarrollo posterior de las 

múltiples convenciones y convenios internacionales, que tuvieron lugar en las décadas 

venideras. Estos principios influyeron en los ordenamientos jurídicos del mundo y 

tuvieron una influencia particularmente marcada para América Latina y el Caribe:  

“La Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano, constituyó la 

primer gran Cumbre dedicada a lidiar con los problemas ambientales más 

importantes en ese momento, y para muchos genera además, el inicio del derecho 

internacional ambiental, el cual a su vez ha marcado una pauta importante en la 

construcción de leyes, políticas e instituciones nacionales en cada uno de los países 

de América Latina y el Caribe (…)”105. 

Hay principios de la Declaración que generaron una ruptura de paradigma, 

brindando gran importancia a elementos que previamente no eran considerados de 

gran magnitud. Como ejemplo de lo expuesto se cita la segunda proclama de la 

Declaración:  

“La protección y mejoramiento del medio ambiente humano es una cuestión 

fundamental que afecta al bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del 

mundo entero, un deseo urgente de los pueblos de todo el mundo y un deber de 

                                                 
104 Naciones Unidas. «Declaración de Estocolmo sobre el medio ambiente humano», 1972. 
105 Cabrera, Jorge. «El impacto de las declaraciones de Río y Estocolmo sobre la legislación y las políticas 

ambientales en América Latina» en Revista de Ciencias Jurídicas N° 100  (Universidad de Costa Rica), 

2003: 301-331. 

301-331 
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todos los gobiernos”106. 

En el documento en mención, se contempló el derecho de todo ser humano a un 

ambiente de calidad así como la necesidad de salvaguardar los recursos naturales, 

brindándoles mantenimiento y ejerciendo acciones de preservación en el desarrollo de 

los países. Adicionalmente, se plasman las bases para las teorías de desarrollo 

sustentable (concepto esencial para el tema a desarrollar en este trabajo de 

investigación), aunque en dicho momento no se le denominara de esa forma, ni se 

encontraba estrictamente definido el concepto; por ejemplo, puede observarse cómo se 

comenzaba a configurar el mismo, en el principio 13:  

“A fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y mejorar así las 

condiciones ambientales, los Estados deberían adoptar un enfoque integrado y 

coordinado de la planificación de su desarrollo, de modo que quede asegurada 

la compatibilidad del desarrollo con la necesidad de proteger y mejorar el 

medio ambiente humano en beneficio de su población”107. (El subrayado no es 

del original). 

Esta Cumbre definió un rumbo a seguir en las legislaciones nacionales, marcando 

importantes pautas para el desarrollo de un eventual Derecho Ambiental. Sus efectos 

han trascendido a través de los años, siendo que su influencia y proclamas se reflejan 

en instrumentos jurídicos y políticos referentes al ambiente.  

 

a.2. 2. Convención de la Tierra en Río de Janeiro 

 

Se instituyó en la Convención de la Tierra en Río de Janeiro, celebrada en el año 

de 1992, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, el programa de 

acción denominado Agenda 21 y se presentaron también el Convenio sobre la 

                                                 
106 Naciones Unidas. «Declaración de Estocolmo sobre el medio ambiente humano», 1972.  
107 Ídem.  
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Diversidad Biológica108 y la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 

Climático (CMNUCC):  

“No se trató de una reunión científica sobre ecología…; fue una reunión política con 

fuerte contenido económico, donde se discutieron no solamente las formas y 

métodos para preservar el medio ambiente, sino los criterios para asegurar la 

participación de todos los pueblos en los beneficios que racionalmente pueden 

obtenerse de los recursos naturales (Estrada, 1993)”109.  

Es en la Declaración de Río donde propiamente se establece el concepto de 

desarrollo sustentable o sostenible (como se ha utilizado el término en la jurisprudencia 

y doctrina nacional)110.  

Este se constituirá como un punto de partida para la incorporación del concepto a 

las múltiples iniciativas ambientales posteriores111 y es de particular relevancia para el 

                                                 
108 Aprobado y ratificado en Costa Rica mediante Ley N° 7416, del 30 de junio de 1994.  
109 Cabrera Medaglia, 308.  
110 La definición de desarrollo sustentable establecida en el Convenio sobre Diversidad Biológica se ha utilizado 

como referencia en criterios jurisprudenciales y en diferentes normas de regulación ambiental, por ejemplo, la 

Sala Constitucional ha indicado: “Para la Sala no es casualidad que el derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado se haya regulado en el artículo 50 constitucional, numeral que le otorga al 

legislador las potestades para la organización y estímulo de la producción y para el más adecuado reparto de la 

riqueza, potestades que de conformidad con la norma deben ser ejercidas en procura de un fin definido 

constitucionalmente: el mayor bienestar de todos los habitantes. Dentro del término “mayor bienestar” 

encontramos no solo una política orientada a un mayor desarrollo económico, sino también una política 

redistributiva, dirigida a lograr la distribución de la riqueza producto de la cooperación social. Tanto la una 

como la otra, deben realizarse con absoluto respeto al equilibrio ecológico y la sanidad ambiental, sólo así, la 

vida y toda actividad humana serán posibles. En ese sentido, el principio 8 de la Declaración de Río de 1992, 

establece que “Para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, los 

Estados deberán reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo insostenibles y fomentar políticas 

demográficas apropiadas”. 

 

Los artículos 8 bis, 65 inciso f) y el Transitorio IV que se impugnan en lugar de ser incompatibles con el ambiente y 

con el principio de desarrollo sostenible, tienden a su protección. El legislador dentro del marco de la 

Constitución opta por un modelo de desarrollo que estimula la generación de riqueza basada en el 

aprovechamiento del patrimonio natural, y desestimula aquel que para generarla pone en peligro o sacrifica ese 

patrimonio. El legislador optó por la no explotación y aprovechamiento de bienes de dominio del Estado en aras 

de una mayor protección del medio ambiente y un mayor bienestar ambiental de los habitantes. No estamos en 

presencia de bienes privados destinados a una finalidad pública, estamos en presencia de bienes públicos 

destinados a una finalidad pública. Desde esta perspectiva no existe inconstitucionalidad alguna en el hecho de 

que el legislador disponga prohibir la minería metálica a cielo abierto aun en el supuesto de que sea posible su 

explotación de manera compatible con el ambiente. En consecuencia, se declara sin lugar la acción respecto de 

esta violación alegada” (el resaltado es propio) (Sala Constitucional, Voto N° 01594-2013). 
111 Ejemplos de normas que incorporan el concepto son la Ley Orgánica del Ambiente (Artículos: 2.b y 2.c, 28, 29, 

31 y 56), la Ley Forestal (Artículos 1, 3.k y 6.l) y la Ley de Biodiversidad (Artículos 1, 9, 10, 11, 49 y 52).  



108 

 

tema a desarrollar en la presente investigación. El objetivo de la Declaración fue: 

“…establecer una alianza mundial nueva y equitativa mediante la creación de nuevos 

niveles de cooperación entre los Estados, los sectores claves de las sociedades y las 

personas, procurando alcanzar acuerdos internacionales en los que se respeten los 

intereses de todos y se proteja la integridad del sistema ambiental y de desarrollo 

mundial; reconociendo la naturaleza integral e interdependiente de la Tierra, nuestro 

hogar”112. 

Debido a que el concepto de desarrollo sustentable propugna que el crecimiento 

económico y social debe realizarse de manera integrada, equitativa y sustentable con el 

ambiente, puede tomarse como un punto de partida importante para el establecimiento 

de políticas ambientales113 gubernamentales, en tanto conlleva la implementación y 

desarrollo de las opciones más beneficiosas para asegurar métodos efectivos de 

conservación y preservación de los recursos naturales, lo cual se desprende del texto 

de la Declaración, al establecer:  

“Principio 3: El derecho al desarrollo debe ejercerse de forma tal que responda 

equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones 

presentes y futuras”114. 

Forjar el principio del desarrollo sustentable fue de importancia para concebir el 

Derecho Ambiental y sus principios tal y como se manejan hoy, ya que ello coadyuvó 

directamente a instaurar el carácter de transversalidad que caracteriza la tutela 

                                                 
112 Naciones Unidas. «Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo», 1992.  
113 Al respecto nótese como la importancia del concepto de desarrollo sustentable se reitera en diferentes 

instrumentos de ordenación, de políticas del país y en normativa, a manera de ejemplo, citamos el Plan Nacional 

de Desarrollo 2015-2018, que indica (Pág. 475): “Bajo la visión del Plan Nacional de Desarrollo 2015-2018 que 

nos dicta la búsqueda de un país solidario e inclusivo que garantiza el bienestar de las presentes y futuras 

generaciones, en el que la gente participa y confía en un sistema democrático e institucional, transparente y 

efectivo, se desea abordar los temas ambientales en forma integral conjuntamente con lo social y económico; de 

manera que el desarrollo sostenible es el tema de mayor importancia ante la obligación de satisfacer las 

necesidades crecientes de los habitantes con recursos limitados, mediante actividades que además de atender 

los requerimientos sociales y garantizar el adecuado uso de los recursos deben ser rentables. De manera que 

se promueva un crecimiento económico en forma equilibrada con el ambiente y donde socialmente se pueda 

promover una distribución justa y equitativa de los beneficios del patrimonio genético, cultural y natural” (El 

resaltado no es del original).  

 
114 Naciones Unidas, Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo.  
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ambiental y que se refleja en la introducción de esta perspectiva en otras ramas del 

ordenamiento, incluido el urbanismo.  

a.2.3. Cumbre de Johannesburgo, 2002. 

 

El tercer instrumento clave en el desarrollo histórico del Derecho Ambiental fue la 

cumbre de Johannesburgo. Si bien los resultados de la misma no se han convertido en 

la panacea de los males de carácter ambiental, si fue un elemento muy útil en cuanto a 

la aplicación de medidas y a la puesta en práctica de la normativa inspirada en las 

convenciones anteriores. Este instrumento buscó dejar de lado los compromisos 

puramente políticos, enfocándose en concertar acciones y poner en práctica medidas 

efectivas, orientadas a conseguir resultados tangibles, de disminución de impactos 

dañinos sobre el ambiente:  

“Desde cualquier punto de vista, la Cumbre de Johannesburgo ha puesto los 

cimientos y ha abierto el camino para la acción. Sin embargo, entre las metas, 

calendarios y compromisos que se acordaron en Johannesburgo no ha habido 

ninguna solución milagrosa en la lucha contra la pobreza y contra el continuo 

deterioro del medio ambiente natural. No ha habido ninguna solución mágica, pero lo 

que sí ha habido ha sido una comprensión de que era necesario adoptar medidas 

prácticas y sostenidas para enfrentarse a muchos de los problemas más acuciantes 

que existen en el mundo.”115 

En esta Cumbre, los países se comprometieron a elaborar planes prácticos y 

concretos, encaminados a promover el avance humano y erradicar la pobreza, 

respetando los requisitos fundamentales de un desarrollo sostenible, como la 

modificación en las pautas de producción y consumo o la ordenación de la base de los 

recursos naturales para el desarrollo social y económico.  

Si bien las iniciativas anteriores (como Estocolmo y Río de Janeiro) sirvieron para 

reformar el aspecto formal, en cuanto a estímulo de creación de leyes, los resultados 

                                                 
115 Naciones Unidas, «Cumbre de Johannesburgo.» en  www.un.org. 24 de 05 de 2015. 
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tangibles no se estaban dando, lo cual se evidenció en esta Cumbre que, valga aclarar, 

tampoco llegó a convertirse en una panacea a los retos ambientales que enfrenta la 

humanidad, siendo que, debido a la falta de establecimiento de medios coercitivos que 

asegurasen que se pusieran en práctica los compromisos adquiridos, al día de hoy, los 

cambios no han sido tan significativos como se esperaba.  

El principal compromiso ratificado en Johannesburgo fue el de las naciones con el 

desarrollo sostenible, incluyéndolo como base en sus políticas de planeamiento, 

integración y coordinación. Así mismo, se dio un fuerte enfoque a la importancia de 

promover la solidaridad humana, reflejada en la cooperación de las naciones y las 

diferentes partes e instituciones involucradas en el proceso de implementación de 

políticas ambientales.  

Previo a llevarse a cabo la cumbre de Johannesburgo, Naciones Unidas designó 

una serie de delegados encargados de reseñar las situaciones ambientales en cada 

país, analizando el nivel de avance, cambio, pendientes y retos para cada uno de ellos; 

en el caso de Costa Rica, enfocándonos en el tema municipal, se menciona la 

importancia de estas entidades en el tema de planificación territorial, manejo local de 

los recursos y su participación activa en promover, fomentar y aplicar el desarrollo 

sostenible. Se habla sobre cómo, con la promulgación del nuevo Código Municipal, se 

trasladaron muchas de las funciones de Gobierno Central a los gobiernos locales, 

remarcándose con ello la importancia que tienen estos entes en lo referente a gestión 

de desarrollo sostenible y planificación urbana; dicha reseña indica:  

“Los gobiernos locales por su parte, (…) poseen competencias relevantes en torno 

al Desarrollo Sostenible (…). Sus competencias en el ámbito del desarrollo 

humano sostenible son amplísimas y cuentan con facultades para intervenir 

en todos los aspectos que atañen al desarrollo sostenible en el nivel local. En 

general, la Ley Orgánica del Ambiente en varias de sus disposiciones, 

establece el deber municipal de velar por la protección del medio ambiente.” 
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(La negrita no es del original)116. 

Valga recalcar nuevamente, que el examen internacional se sustenta en las 

diversas competencias que parecen ser atribuidas a los municipios dentro del marco 

jurídico existente, lo cual debe tenerse como un avance importante en cuanto al 

establecimiento de su legislación. Sin embargo, no por ello se puede dejar de lado los 

problemas de eficacia en cuanto al conflicto de competencias y la carencia de recursos 

para atenderlas. 

 

b. Normativa nacional e internacional que establece obligaciones de 

las municipalidades en materia ambiental. 

 

b.1. Normativa nacional. 

Nuestro país, a pesar de ser un territorio físicamente muy reducido, cuenta con 

una amplia diversidad biológica. La riqueza natural del país, sus numerosas fuentes de 

recursos naturales y su gran variedad de flora y fauna han sido reconocidas y exaltadas 

a nivel internacional. Sumado a lo anterior, desde el comienzo del gran auge mundial de 

los movimientos conservacionistas, el país se ha preocupado por crear y mantener una 

imagen de país verde, aprobando un gran número de políticas país encaminadas al 

preservacionismo. En cuanto a la diversidad biológica del país se ha indicado:  

 “Científicamente se ha demostrado que el país cuenta con más de 5% de las 

especies del planeta, en un territorio continental de 51 100 kilómetros cuadrados, 

0,1% de la superficie de la Tierra y un territorio marino de más de 589 000 kilómetros 

cuadrados. En un área tan pequeña existen aproximadamente 12,000 especies de 

plantas que se dividen en: 10,000 especies de plantas vasculares y unas 2,000 

especies de plantas no vasculares. El número de animales no deja de ser menos 

importante, existen unas 300,000 especies de insectos, 848 especies de aves, 237 

                                                 
116 Naciones Unidas, «Reseña de Costa Rica» en Cumbre de Johannesburgo, 2002. 
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especies de mamíferos, 218 especies de reptiles, 143 especies de anfibios, 130 

especies de peces continentales y unas 800 especies de peces marinos en el 

Pacífico y unas 500 especies de peces marinos en el Caribe”.117 

En cuanto a los inicios del desarrollo del Derecho Ambiental en Costa Rica y los 

compromisos en los que esto ha devenido, es importante reseñar brevemente los 

cambios propulsores de la implementación del mismo en el país, que se convirtieron en 

las iniciativas para la promulgación de otras leyes e instituciones reguladoras. Estos 

fueron la reforma al artículo 50 de la Constitución Política y la promulgación de la Ley 

Orgánica del Ambiente (LOA). Estos cambios forman el marco estructural inicial con 

base en el cual se desarrolla la normativa ambiental posterior.  

b.1.1. La Reforma al artículo 50 de la Constitución Política. 

 

Se dio con la promulgación de la Ley No.7412 del 3 de junio de 1994. Posterior a 

esta reforma, se comenzó a aprobar un amplio número de leyes de tutela ambiental en 

nuestro país118 (de las cuales, las más importantes para el objeto de esta investigación 

serán analizadas más adelante en este mismo capítulo), así mismo, se ratificó un 

importante número de convenios internacionales119, se aumentó la creación de parques 

                                                 
117 Blanco Cordero, Marta. Gestión Ambiental. Camino al desarrollo sostenible. EUNED, 2004, 179. 
118 Fue el motor que promovió y facultó la aprobación de numerosas leyes de tutela ambiental, de las cuales 

mencionamos las más importantes: Ley No. 7554 Ley Orgánica del Ambiente, de 4 de octubre de 1995; Ley No. 

7575 Ley Forestal, de 5 de febrero de 1996; Ley No. 7664 Ley de protección fitosanitaria, de 08 de abril de 1997; 

Ley No. 7779 Ley de uso, manejo y conservación de suelos, de 21 de mayo de 1998; Ley No. 7788, Ley de 

Biodiversidad, de 27 de mayo 1998; Ley No. 7906 Conservación Interamericana para la Protección de la Tortuga 

Marina 24 de setiembre de 1999; Ley No. 7938 Acuerdo sobre el Programa Internacional para la Conservación de 

los delfines entre la República de Costa Rica y Estados Unidos de América. Gaceta 230, de 26 de noviembre de 

1999; Ley No. 8325 Ley de protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas, de 

28 de enero del 2002; Ley No. 8325 Ley de Protección, Conservación y recuperación de las Poblaciones de 

Tortugas Marinas, de 28 de noviembre de 2002. 
119 Entre los más importantes: Ley No. 2510 Convención Regional para el Manejo y Conservación de los 

Ecosistemas Naturales Forestales y el Desarrollo de Plantaciones Naturales, del 3 de junio de 1996; Ley No. 7224 

Convención sobre humedales internacionales como hábitat de aves acuáticas (Convención de RAMSAR), del 9 

de abril de 1991; Ley No. 7226 Convenio Centroamericano para la Protección del Ambiente (Constituye la 

Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo), 02 de abril de 1991; Ley No. 7228 Convenio de Viena 

para la protección de la Capa de Ozono, del 6 de mayo de 1991; Ley No. 7498 Aprobación del Protocolo del 

Convenio Constitutivo de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo, del 16 de julio de 1991;  Ley 

No. 7414 Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, del 13 de junio de 1994; Ley 

No. 7416 Convenio sobre Diversidad Biológica, del 30 de junio de 1994; Ley No. 7433 Convenio para la 

conservación de la biodiversidad y protección de áreas silvestres prioritarias en América Central”, del 14 de 

setiembre de 1994; Ley No. 7513 Convenio Centroamericano Regional sobre Cambio Climático, del 25 de mayo 
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nacionales y se cambió el enfoque de elaboración y desarrollo de los diferentes “plan 

país”, buscando implementar de manera efectiva el tema del desarrollo sustentable. Lo 

anterior no quiere decir que previo a esta reforma no hubiesen leyes con ciertos 

contenidos de tutela del ambiente, pero si se marcó un paso significativo para que lo 

ambiental tomase fuerza y se dejara de considerar como elementos aislados de otras 

materias, para empezar a visualizarse como una materia influyente, que requería un 

desarrollo fuerte, propio, bien estructurado y coordinado.  

La adición que se hizo en 1994, representó la formalización del compromiso que 

en ese momento adquiría el Estado costarricense para garantizar la defensa y 

preservación del ambiente, compromiso que lo obligó no sólo ante la comunidad 

internacional, sino también ante sus propios ciudadanos; quienes a partir de la 

promulgación de esta reforma, se encontraron legitimados para denunciar cualquier 

infracción a este derecho humano, ahora tutelado con rango constitucional y calificado 

como un “interés difuso” o “derechos colectivos”:  

“Para la Sala no es casualidad que el derecho a un ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado se haya regulado en el artículo 50 constitucional, numeral que le otorga al 

legislador las potestades para la organización y estímulo de la producción y para el 

más adecuado reparto de la riqueza, potestades que de conformidad con la norma 

deben ser ejercidas en procura de un fin definido constitucionalmente: el mayor 

bienestar de todos los habitantes.”120. 

Como se tratará más adelante, los principios establecidos a raíz de la reforma al 

Artículo 50 de la Carta Magna, cobran especial relevancia para el tratamiento del tema 

de obligaciones de coordinación y solidaridad entre localidades, ya que el fundamento 

para determinar que estas obligaciones deben ser respetadas, se encuentra no sólo en 

la legislación, sino también en las disposiciones de la misma Constitución.  

                                                                                                                                                              
de 1995;Ley No. 7699 Convención de ONU. lucha contra la desertificación y la sequía especialmente en África; 

República de Costa Rica y Estados Unidos de América; Ley No. 8219 Aprobación del Protocolo de Kyoto de la 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, del 08 de marzo del 2002. 
120 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución No.1594-2013, año 2013.  
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b.1.2. Ley Orgánica del Ambiente (LOA).  

 

La Ley Orgánica del Ambiente121 (Ley número 7554) se encuentra vigente desde 

el año 1995. Previo a su aprobación, en el país ya existían algunas normas que 

regulaban aspectos ambientales aislados122, pero que no configuraban un marco 

regulatorio fuerte o directamente enfocado a proteger los recursos naturales. Es por esta 

razón que la Ley 7554 se convirtió en la norma base para el marco regulatorio de la 

materia ambiental, que comenzó a consolidarse posteriormente a su promulgación -y a 

la reforma al artículo 50 de la Carta Magna- estableciendo los principios, fines y objetivos 

para la implementación y creación de las normas ambientales promulgadas en los años 

siguientes.  

El principal objetivo de esta ley es: “Dotar, a los costarricenses y al Estado, de los 

instrumentos necesarios para conseguir un ambiente sano y ecológicamente equilibrado” 

(Ley Orgánica del Ambiente, N°7554). Entre sus principios se encuentran el carácter de 

patrimonio común del ambiente para todos los habitantes de la nación (en tanto la 

conservación y utilización sostenibles del ambiente son de utilidad pública e interés 

social); se reafirma el derecho de los ciudadanos a disfrutar de un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado; se refuerza el deber del Estado de velar por la utilización 

racional de los elementos ambientales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida 

de los habitantes del territorio nacional y se establece el principio “quien contamine u 

ocasione daño al ambiente, será responsable”. Además, se establece que el daño al 

ambiente es un delito de carácter social, económico, cultural y ético.  

En los años posteriores a la aprobación de esta ley, sí se han implementado 

medios que permiten poner en práctica los principios propugnados en la misma; por 

ejemplo, el Tribunal Contencioso Administrativo y la Sala Constitucional ahora aceptan 

recursos y demandas fundamentadas en transgresiones a “intereses difusos”123, que 

                                                 
121 En adelante LOA.  
122 Por ejemplo, se encontraban vigente la Ley de Aguas (N°276 del 25 de agosto de 1942), pero no llegaba a formar 

parte de una iniciativa fuerte de tutela ambiental, sino que se configuraba como un elemento aislado, creado con 

un fin específico. 
123 Sobre el concepto de intereses difusos, tómese en cuenta la referencia del artículo 10.1 inciso c), así como lo 
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antes no eran considerados como una causa de legitimación válida para presentar 

reclamos de este tipo, por configurarse como violaciones al interés común y no existir 

una individualización concreta del afectado. Así mismo, se aplican sanciones pecuniarias 

por delitos de carácter ambiental e incluso se han habilitado instancias administrativas 

como el Tribunal Ambiental Administrativo, para la presentación de reclamos referentes a 

afectaciones ambientales graves. 

Por supuesto, lo anterior de ninguna manera es la caracterización de un 

panorama perfecto ya que, si bien se encuentran cambios que han representado fuertes 

rupturas de paradigmas, situaciones como las manipulaciones de carácter político, el 

tráfico de influencias y los conflictos de interés entre posibilidades de desarrollo 

económico o resguardo ambiental, siguen generando grandes problemas que al día de 

hoy no cuentan con una respuesta efectiva y se reflejan en afectaciones y deterioros 

severos de los recursos naturales del país.  

En cuanto a los fines de la ley, establecidos en el artículo 4, es importante recalcar 

el inciso e), en tanto se indica que la ley busca establecer los principios que orienten las 

actividades de la Administración Pública en materia ambiental, incluyendo los 

mecanismos de coordinación para una labor eficiente y eficaz.  

La promulgación de la Ley Orgánica del Ambiente y la reforma al artículo 50 de la 

Constitución, marcaron el inicio de una tendencia legislativa encaminada a tutelar y 

conservar el ambiente lo cual, si bien no ha solucionado la complejidad de los 

problemas originados con ocasión de buscar una preservación efectiva de los recursos 

naturales y se ha realizado de manera muy descoordinada, al menos denota una 

constante en la preocupación por regular un tema relativamente novedoso. Es por ello 

que el marco regulatorio de materia ambiental en el país es sumamente amplio e 

incluso hay choques entre algunas normas.  
                                                                                                                                                              

señalado por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia en el voto 1321-2013 de las 15:05 horas del 1 de 

octubre de 2013: “En el amplio espectro de los intereses, donde en un extremo se tienen los generales y en el otro 

los individuales, los difusos se colocan en un punto intermedio y, en la medida en que se especifican, se ubican 

los colectivos y, luego, los corporativos. De esta forma, los intereses difusos, aun pudiendo ser relevantes para 

un sujeto, trascienden hacia una dimensión supra-individual, extendiéndose a un conjunto más o menos extenso y 

amorfo de personas, no organizadas formalmente, que pueden ser vinculadas a un bien jurídico tutelado, como 

punto de referencia objetivo (ambiente natural, salud, patrimonio cultural, Hacienda Pública, etc.)”. 
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b.2. Competencias municipales en la legislación ambiental nacional.  

 

b.2.1. La tutela ambiental y el municipio.  

 

La tutela ambiental y preservación de los recursos naturales es un tema 

estrechamente ligado con el quehacer municipal y el tema urbanístico, ya que estos 

entes están encargados de velar porque las diferentes directrices y leyes ambientales 

vigentes en el país se implementen de manera adecuada en las respectivas 

localidades.  

Las municipalidades constantemente deben trabajar en conjunto con las 

diferentes dependencias estatales encargadas de las áreas ambientales específicas; 

sin embargo, es necesario implementar y asegurar que los diferentes municipios 

también trabajen de manera coordinada y estratégica entre sí124. Esto es un elemento 

esencial para garantizar una adecuada gestión ambiental sostenible, que se adapte de 

forma realista a las necesidades y requerimientos ambientales de los recursos 

ambientales del país y que no considere de manera aislada los recursos naturales 

disponibles solo para una localidad específica.  

“(…) si en verdad queremos afrontar los problemas y disfunciones que derivan del 

tradicional desconocimiento mutuo entre las variables ambiental y urbanística del 

suelo, es preciso llevar a cabo una integración de las mismas”125. 

Las políticas ambientales deben pensarse y practicarse englobando todas las 

necesidades del país y no solamente áreas aisladas o individuales en las que se ponen 

en práctica instrumentos específicos para las mismas. La protección del ambiente debe 

contemplarse de manera integral a la hora de establecer estrategias de uso de suelo, 

agua o protección de áreas silvestres protegidas; así mismo, a la hora de implementar 

restricciones, cánones o usos especiales de los recursos, debe considerarse que ello 

no afecte a comunidades vecinas y al resto del país, fomentando una Gestión Ambiental 

                                                 
124 Tema que fue previamente abordado en el capítulo 2 de la presente investigación.  
125 Maeso Seco, Luis. «Medio Ambiente y Urbanismo.» En Tratado de Derecho Ambiental, de Luis Ortega Álvarez, 

& Ma. Consuelo Alonso García, 819-874. Valencia: Tirant lo Blanch, 2013, 836.  
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Integrada.  

b.2.2 Competencias municipales en la legislación ambiental nacional.  

 

Se puede observar, al adentrarse en el análisis de las leyes y regulaciones de la 

materia ambiental en Costa Rica, que existe una clara tendencia del legislador por hacer 

partícipes a las municipalidades en los temas de protección y conservación del 

ambiente, dándoles roles de importancia en la tutela de la materia. Esto directamente 

conlleva una necesidad de coordinación entre dichas instituciones, para evitar 

descoordinaciones o choques de regulaciones a la hora de implementar políticas 

nacionales y diferentes programas e iniciativas, lo cual es de vital importancia para la 

preservación de los recursos naturales del país:  

“Las Municipalidades forman parte de la historia de Costa Rica y del mundo 

occidental. Surgen por la necesidad del ser humano de satisfacer los intereses que 

van más allá de sus posibilidades individuales. (…) En un principio los problemas 

medioambientales fueron locales, y como tales debían ser resueltos por las mismas 

comunidades por medio de los Gobiernos Municipales. Con la llegada de la 

industrialización, la problemática ambiental trascendió los barrios, las provincias y 

hasta los Estados, pasando a ser problemas regionales y algunos de ellos globales, 

hasta convertirse en una preocupación común de la humanidad. Pese a ello, muchos 

de los problemas ambientales siguen teniendo su origen en las comunidades, por 

tanto, continúan teniendo importancia a nivel local.  

De ahí la relevancia que aún ostentan los gobiernos locales en la protección y 

gestión adecuada de los elementos que integran el medio ambiente”126. 

El autor Mario Peña, hace un análisis de las competencias municipales en materia 

ambiental y desarrolla ampliamente el tema; en el caso específico de esta investigación 

se hará referencia directa a las competencias relacionadas con la protección y resguardo 

del recurso hídrico, mencionando las leyes y funciones directamente relacionadas con el 

                                                 
126 Peña Chacón, Mario. «Costa Rica: Régimen Municipal y Medio Ambiente. .» 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2545/10.pdf. 2008, 199-200 (último acceso: 23 de setiembre de 

2015). 
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tema aquí investigado. 

Estas competencias otorgadas por ley a los municipios son muy numerosas e 

incluso hay algunas que entran en conflicto con otras instituciones estatales, lo que 

conlleva una necesidad de crear mecanismos de coordinación interinstitucional. Estas 

son delegadas en las siguientes áreas: manejo de desechos sólidos, regulación y 

planificación urbana, gestión integrada del recurso hídrico, manejo del recurso forestal, 

colaboración en la preservación de Áreas Silvestres Protegidas, competencia de 

protección, desarrollo y aprovechamiento de las Zonas Marítimo Terrestres, 

competencias en materia de Biodiversidad y Vida Silvestre y competencia en cuanto a la 

educación ambiental y la participación ciudadana127. 

Si bien, el manejo directo de la mayoría de estos temas se encuentra en manos 

de órganos dependientes del Ministerio de Ambiente y Energía, las municipalidades 

tienen fuertes compromisos que cumplir, en cuanto a cooperación, coordinación y 

manejo local de las obligaciones específicas para cada cantón. Debido a que son estos 

entes quienes conocen de primera mano las necesidades específicas de cada región, su 

participación en la elaboración de programas y planes de manejo es esencial para que 

estos se adapten a las necesidades específicas de cada localidad.  

 Del estudio de la normativa ambiental vigente en Costa Rica, realizado por los 

investigadores de este trabajo, se desprende que las municipalidades tienen algunas 

funciones directamente relacionadas con la preservación del recurso hídrico, reflejada 

en obligaciones como: identificar y preservar los mantos acuíferos, funciones de 

ordenamiento territorial, de preservación de recursos forestales y de áreas silvestres 

protegidas, aprobación y promulgación de planes reguladores, conservación y 

protección de las aguas subterráneas y de recarga acuífera y manejo forestal. 

 La función de manejo de alcantarillados y provisión de agua a los ciudadanos, 

recae principalmente sobre el Instituto de Acueductos y Alcantarillados y en el caso 

específico del sector de Heredia, los servicios de abastecimiento de agua y 

                                                 
127 Ídem.  
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alcantarillado sanitario están directamente a cargo de la Empresa de Servicios Públicos 

de Heredia, según lo establece su Ley Constitutiva (Ley No. 5889) y por la Ley de 

transformación de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (Ley No. 7789).  

A continuación, se mencionan las principales leyes que crean competencias 

municipales en materia ambiental y se resumen brevemente las funciones a cumplir: 

Ley Orgánica del Ambiente (No. 7554): Establece varias obligaciones y compromisos 

para las municipalidades; entre ellas, funciones de colaboración en temas de 

participación, educación ciudadana y evaluaciones de impacto ambiental y participación 

en los consejos regionales ambientales. Así mismo, las corporaciones municipales 

tienen importantes funciones en ordenamiento territorial, colaboración para la 

preservación de las áreas silvestres protegidas y de los monumentos naturales. También 

están obligadas a establecer y operar servicios adecuados en áreas fundamentales para 

la salud ambiental, la prevención y control de la contaminación, la disposición de 

residuos contaminantes y poseen una autorización legal expresa para incluir en sus 

presupuestos las partidas anuales que estimen convenientes para contribuir con los 

programas y proyectos de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental.  

Ley de Aguas (No. 276): Las municipalidades se encargarán de la administración de 

las aguas de las cañerías actuales para el abastecimiento de poblaciones; tienen que 

cumplir con funciones de colaboración con el Ministerio del Ambiente y Energía en 

tareas de vigilancia y control. El artículo 154 establece que está absolutamente 

prohibido a las municipalidades enajenar, hipotecar o de otra manera comprometer las 

tierras que posean o que adquieran en los márgenes de los ríos, arroyos o manantiales 

o en cuencas hidrográficas en que broten manantiales o que tengan sus orígenes o 

cabeceras en cualquier curso de agua de que se surta alguna población y el artículo 

156 establece que deberán disponer las acciones necesarias para reforestar los 

terrenos de su propiedad que se encuentren en las márgenes de los mismos ríos, 

arroyos o manantiales y que hayan sido deforestados. 
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Ley de Planificación Urbana (Ley No. 4240): Las municipalidades serán las 

encargadas de dictar los reglamentos de desarrollo urbano, con el objeto de hacer 

efectivo el plan regulador, serán las encargadas de aprobar los planos de proyectos de 

urbanización y otorgar el visado de planos, tendrán la potestad de planificar y controlar 

el desarrollo urbano -dentro de los límites de su ámbito territorial-, de realizar planes de 

renovación urbana y tienen funciones de protección y conservación de aguas 

subterráneas128. De gran importancia para esta investigación, el artículo 62 establece 

que las municipalidades de territorios contiguos pueden concretar entre sí convenios 

para fundar y mantener servicios conjuntos de planificación, conforme lo 

dispongan las leyes de organización municipal. 

Ley Forestal (No. 7575): Las municipalidades tienen la obligación de velar por el 

resguardo efectivo de las áreas de protección, definidas en el artículo 33 de la ley. 

Siendo que no se podrán otorgar permisos de construcción en todas las áreas de 

protección del recurso hídrico y se debe vigilar que se cumpla con los retiros previstos 

en la norma. Lo anterior con el objetivo de proteger las áreas de recarga y descarga 

acuífera, las aguas subterráneas, las zonas de mantos acuíferos, los manantiales y 

nacientes. Además, con base en las estipulaciones de la Ley Forestal, las 

municipalidades deben cumplir con importantes funciones de manejo forestal, 

coordinando y colaborando en diferentes tareas de control forestal y fiscal, vigilando 

que no se den cortas ilegales en los cantones.  

En conclusión, las funciones que la legislación interna otorga a las 

municipalidades son muchas y muy variadas, todas de gran importancia para el 

desarrollo sostenible, tanto local como nacional y para la preservación de los recursos 

naturales; sin embargo, debido a que la mayoría de estas funciones son compartidas 

con otras instituciones y entes, las obligaciones de coordinación y cooperación son 

esenciales para el adecuado manejo de los recursos. 

                                                 
128

 Para mayor información en cuanto a las funciones municipales de manejo de aguas subterráneas, ver el voto de la 

Sala Constitucional No. 1923-2004, de las 2:55 horas del 25 de febrero del 2004.  
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b.3. Normativa internacional. 

 

Las herramientas más utilizadas para adquirir y generar compromisos de 

carácter ambiental en el campo del Derecho Internacional, han sido la firma y 

ratificación de declaraciones, convenios y tratados. De estas, las figuras más útiles 

desde la óptica del Derecho Ambiental, serían los convenios y tratados, en tanto estos 

sí establecen obligaciones jurídicas vinculantes para las partes firmantes. Como bien lo 

ha definido la doctrina:  

“Un tratado es cualquier forma de expresión de voluntades entre dos o más países 

que formen un acuerdo y establezcan obligaciones jurídicamente vinculantes. Los 

tratados incluyen entre otros: convenciones, pactos, protocolos y cartas”129.  

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, vigente en Costa 

Rica, reconoce los principios y disposiciones marco a seguir para la ratificación y 

aplicación de los tratados internacionales. En su texto, dicha Convención reconoce que 

todo Estado tiene capacidad para celebrar tratados, establece las distintas formas de 

manifestación del consentimiento para obligarse y las diferentes formas de expresar o 

plasmar los tratados. En sus manifestaciones preliminares al texto, reconoce 

expresamente que los tratados internacionales cumplen una función importante en la 

historia de las relaciones internacionales y que los mismos tienen cada vez una 

importancia mayor como fuente del derecho internacional y como medio de desarrollar 

la cooperación pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regímenes 

constitucionales y sociales, basándose en el reconocimiento universal de los principios 

del libre consentimiento, de la buena fe y de la norma pacta sunt servanda 130. 

Cuando un Estado desea hacer manifiesto su consentimiento para ser parte de 

las estipulaciones de un tratado, puede hacerlo mediante varias vías, ya que puede ser 

mediante la firma, la ratificación o la adhesión. La firma de un tratado no es vinculante, 

ya que únicamente representa un compromiso del Estado, mientras que la ratificación o 

                                                 
129 Aguilar Rojas e Iza, 88.  
130

 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. «Ley N° 7615.» 1996. 
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la adhesión, implican que el Estado pasa a formar parte del respectivo tratado o 

convenio:  

“(…) Entonces, un Estado puede llegar a ser parte en un tratado mediante 

ratificación o adhesión. La ratificación es la manifestación oficial que hace un 

Estado de su consentimiento a quedar vinculado por lo dispuesto en el tratado. Sólo 

puede ratificar un Estado que lo haya firmado previamente (durante el periodo en 

que el tratado está abierto a la firma). La adhesión es la aceptación de las 

obligaciones convenidas en un tratado por un Estado que no haya firmado 

previamente el instrumento. En realidad, la distinción entre adhesión y ratificación 

no tiene grandes repercusiones. (…) La ratificación o adhesión comprende el acto o 

procedimiento en el plano interno de ser aprobado por el órgano competente”131. 

La firma y ratificación de tratados internacionales sirvió para presionar 

políticamente a los Estados a comprometerse con la preservación del ambiente. Una 

vez determinada la necesidad de enfrentar la problemática ambiental desde una 

perspectiva global, con estrategias integradas en lugar de acciones sectorizadas, la 

implementación de estos instrumentos se convirtió en una respuesta plausible para las 

necesidades generadas a raíz del proceso de globalización. 

 En el caso específico de Costa Rica, la ratificación de instrumentos 

internacionales de Derecho Ambiental ha cobrado gran relevancia en la tutela de los 

recursos naturales. Parte de la imagen que ha conservado el país frente a la comunidad 

internacional se ha fortalecido por el gran número de tratados y convenios que se han 

ratificado, lo cual, sumado a acciones concretas de preservación ambiental132, se refleja 

                                                 
131 Aguilar Rojas e Iza, 89.  
132 En el caso de Costa Rica, la ratificación de tratados como la Convención de RAMSAR, el Convenio 

Centroamericano para la Protección del Ambiente o el Convenio sobre Diversidad Biológica influyó en el 

aumento de declaratorias de áreas silvestres protegidas (parques nacionales, reservas forestales, etc.) y fue uno de 

los motivos propulsores para instaurar políticas como el Pago por Servicios Ambientales administrado por 

FONAFIFO. Éste marco de acciones que implementó el país, contribuyó a disminuir (e incluso revertir) los 

índices de deforestación y fomentar la reforestación. Éstos esfuerzos y cambios positivos se han analizado en 

estudios y análisis internacionales, por ejemplo, en el estudio Historias de éxito en torno a la deforestación: 

Países tropicales en los que han funcionado las políticas de protección forestal y reforestación de la Union of 

Concerned Scientist, se analizan y resaltan los factores que han contribuido con éstos logros:  

“Una política temprana que contribuyó a reducir la deforestación fue la extensión, desde principios de la década de 

1970, de programas de conservación tales como parques nacionales. Esto ha desembocado en que actualmente 
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en diferentes estudios, reconocidos a nivel internacional, ya que el país es una de las 

pocas naciones que ha logrado tener resultados positivos en índices de reforestación y 

recuperación de la cobertura boscosa del país:  

 “(…)En otras palabras, Costa Rica encaja bien en la predicción de reforestación neta 

sustancial basada en un nivel elevado del Índice de Desarrollo Humano, un indicador 

que incluye no solo la economía sino también medidas sociales de bienestar tales 

como educación, salud y gobierno democrático (Redo et al. 2012). El país posee 

actualmente más de un 50 por ciento de superficie boscosa, desde apenas poco más 

del 20 por ciento a finales de la década de 1980 (Kuper y Fernández Vega 2014) 

(…).133” 

La ya mencionada Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se ha 

convertido en uno de los instrumentos internacionales ratificados por el país que ha 

adquirido mayor relevancia en cuanto a interpretación, integración y aplicación de otros 

instrumentos y regulaciones internacionales, ya que en el texto ratificado se establecen 

los preceptos marco a seguir, en cuanto a este tema, a lo cual indica el artículo 27:  

 “Artículo 27. El Derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá 

invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento 

de un tratado (…)”. 

Respecto de este artículo y su interpretación, es importante hacer énfasis en que, 

al momento de la aprobación de este Convenio, la delegación de Costa Rica realizó una 

                                                                                                                                                              
el 21 por ciento de la superficie de bosque del país se encuentra en parques nacionales y reservas biológicas, 

otro 19 por ciento en reservas forestales y refugios de fauna y flora (muchos en terrenos privados), y otro 10 por 

ciento adicional en reservas indígenas (Corbera et al. 2011). Algunas de las áreas protegidas se extienden 

ininterrumpidamente desde la costa del Pacífico atravesando los bosques nublados de montaña y descendiendo 

hasta las tierras bajas del Caribe, condensando gran parte del abanico de diversidad biológica que se encuentra 

en los hábitats tropicales. 

La extensión de las áreas protegidas atrajo el ecoturismo y ayudó a reducir las tasas de deforestación, pero el país 

fue más allá de las formas de conservación tradicionales con la Ley Forestal de 1996, que incluyó el Programa 

Nacional de Pagos por Servicios Ambientales (PPSA) (Kuper y Fernández Vega 2014). La Ley Forestal limita de 

forma considerable la tala de bosques, y el PPSA ofrece indemnización a los terratenientes que inscriban 

voluntariamente sus terrenos forestales en programas de conservación o que regeneren zonas ya taladas”. 

 
133 Boucher, Doug ; Elias, Pipa ; Faires, Jordan ; Smith, Sharon. Historias de éxito en torno a la deforestación: 

Países tropicales en los que han funcionado las políticas de protección forestal y reforestación. Union of 

Concerned Scientist, 2014.  
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nota aclaratoria, indicando que el artículo se refiere al derecho secundario y no a las 

disposiciones de la Constitución Política, con lo cual las disposiciones y compromisos 

provenientes de Tratados Internacionales obligan al país en aplicación y cumplimiento, 

siempre que estas no violenten las estipulaciones de la Carta Magna134. Sin embargo, 

en cuanto al derecho secundario, existe una obligación y compromiso formal de adaptar 

y acoplar la normativa, de manera que facilite el cumplimiento de los compromisos 

nacidos a raíz de instrumentos de Derecho Internacional.  

Es importante recordar que en lo referente a instrumentos internacionales de 

Derechos Humanos, la Sala Constitucional ha indicado que: “Los instrumentos 

internacionales de derechos humanos integran el parámetro de control de 

constitucionalidad”135.  

A partir del numeral 48 de la Constitución, la Sala también ha interpretado que 

aquellos tratados internacionales referentes a derechos humanos, en cuanto tutelen en 

mayor medida y brinden una protección mayor, incluso tienen un rango supra-

constitucional, convirtiendo la aplicación y cumplimiento de sus preceptos en obligatoria 

para el país. Específicamente, respecto del derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado, este es expresamente reconocido como un derecho 

humano, que debe ser respetado y tutelado, el cual los ciudadanos tienen pleno 

derecho de reclamar al Estado cuando se incumpla. Con ello, se establece que los 

convenios o tratados internacionales referentes a materia ambiental son aplicables y de 

carácter imperativo para nuestro país, en tanto se ubican en un rango supra-legal, 

integran el parámetro de constitucionalidad e incluso, en aquellos casos en que el grado 

de protección de estos sea mayor que el del ordenamiento interno del país, llegarían a 

tener un rango supra-constitucional. 

                                                 
134

 En cuanto a la práctica de realizar notas aclaratorias en Tratados Internacionales, previo a la ratificación del país, 

la Sala Constitucional ha sostenido en reiteradas ocasiones: “El uso del intercambio de notas diplomáticas para 

efectos de modificar un acuerdo aún no aprobado –como en este caso- resulta plenamente válido a la luz del 

Derecho Internacional y en nada se opone al ordenamiento constitucional interno, ya que deriva de la posibilidad de 

los Estados de negociar y transar en aquellos aspectos del tratado que sean de su interés, y cuya redacción o 

contenido en el instrumento original no resulte acorde con su ordenamiento constitucional o supranacional, o con 

razones de conveniencia y oportunidad, siempre y cuando sea llevado a cabo por autoridades competentes y antes 

de la aprobación del instrumento” (Resolución 2005-03625, Sala Constitucional, 2005) 
135 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 7247-2006, año 2006.  
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En cuanto al valor normativo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, ha sido reiterativa en cuanto a 

su posición en este tema, como se señala en la resolución 1682-2007, de las 10 horas y 

34 minutos del 9 de febrero del 2007:  

“III.- Sobre el valor normativo del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos, como elemento integrante del Derecho de la Constitución. (…) 

“tienen, no sólo el rango superior a la ley ordinaria que les confiere el artículo 7 de la 

Constitución sino también un amparo constitucional directo que prácticamente los 

equipara a los consagrados expresamente por la propia Carta Fundamental, al tenor 

del artículo 48 de la misma (reformado por ley N. 7128 de 18 de agosto de 1989); 

(…)” 

IV.- Por su parte, en la sentencia N°3435-92 y su aclaración, N°5759-93 esta Sala 

reconoció que “los instrumentos de Derechos Humanos vigentes en Costa Rica, 

tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida 

en que otorguen mayores derechos o garantías a las personas, priman por sobre la 

Constitución” (vid. Voto 2313-95 de las 16:18 hrs. de 9 de mayo de 1995)”136. 

El derecho al ambiente es un derecho fundamental, expresamente reconocido 

como tal en la Carta Magna y ratificado mediante la jurisprudencia de la Sala 

Constitucional, sea dándole tratamiento únicamente a una de sus aristas (derecho 

fundamental al agua, al paisaje, derecho a la no contaminación ambiental) como 

refiriéndose a este en toda la magnitud de su alcance. En cuanto a este derecho, la 

jurisprudencia reiteradamente ha establecido que existe una obligación directa del 

Estado, de tutelarlo y protegerlo:  

“III. SOBRE EL DERECHO A LA SALUD Y A UN AMBIENTE SANO Y 

ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO. El artículo 50 de la Constitución Política, 

establece que todas las personas tienen derecho a un ambiente sano y 

                                                 
136

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N° 1682-2007, año 2007. Sobre el mismo tema 

también pueden consultarse las siguientes sentencias, todas de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia: Sentencia No. 4276-2007, Sentencia No. 3043-07, Sentencia No. 7498-2000, Sentencia No. 2313-1995, 

Sentencia No. 5759-1993 y Sentencia No. 3435-1992. 
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ecológicamente equilibrado, pues la protección a este derecho es una de los factores 

que garantizan el ejercicio del derecho a la salud contenido en el artículo 21 

constitucional. Asimismo, en el artículo 89 de la Carta Magna, se encuentra 

contenido el deber del Estado de mantener y proteger las riquezas naturales. (...) Así 

las cosas, aunado al derecho a un ambiente sano y al deber de cada persona de 

hacer un uso racional de los recursos naturales, se encuentra el deber del Estado 

de velar por la protección y conservación de los mismos, así como la correlativa 

facultad de imponer las sanciones correspondientes por el incumplimiento de esos 

deberes (…) De lo anteriormente citado, se desprende claramente, que el Estado, a 

través de los órganos designados al efecto, es el encargado de garantizar a todas las 

personas, un ambiente sano y equilibrado, esto a través de los mecanismos que la 

ley pone a su disposición, con el fin de evitar daños irreversibles al medio ambiente y 

a la salud pública.137” 

Con lo previamente expuesto, se concluye que los tratados ambientales ratificados 

por Costa Rica son vinculantes para el país y deben ser cumplidos y respetados a 

cabalidad por el Estado y todos los órganos y entes que conforman la Administración 

Pública, mediante los mecanismos de ley y los mecanismos administrativos que estén a 

su disposición. Se debe procurar acoplar e interpretar la normativa interna de manera 

que se facilite y asegure la aplicación de las disposiciones y compromisos establecidos, 

tanto en los instrumentos internacionales de tutela del Derecho Ambiental como en la 

legislación interna.  

Debe hacerse énfasis en que Costa Rica ha firmado, aprobado y ratificado un gran 

número de tratados internacionales que conllevan competencias para los gobiernos 

locales, en cuanto estos tienen contacto directo con las comunidades y las necesidades 

propias de cada una de estas.  

b.4. Instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica, que conllevan 

obligaciones y/o compromisos para los gobiernos locales.  

 

Se mencionan a continuación, los instrumentos internacionales ratificados por 

                                                 
137 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N° 3705-93, año 1993.  
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Costa Rica, que conllevan obligaciones y/o compromisos para los gobiernos locales. La 

mayoría de las estipulaciones que afectan a estos entes no están definidas 

directamente como obligaciones para las municipalidades; sin embargo, de conformidad 

con los compromisos adquiridos por el país, en concordancia con las funciones 

municipales establecidas en el ordenamiento jurídico costarricense, las cláusulas y 

compromisos que se mencionan a continuación, conllevan un compromiso y requieren 

la implementación de acciones necesarias por parte de los gobiernos locales.  

Es importante acotar que estos compromisos, adquiridos mediante la ratificación 

de los tratados que se procede a reseñar a continuación, fueron adquiridos por el 

gobierno central sin participación activa de los locales, por ser cuestiones de política 

exterior, manejada directamente por la Administración Central, a pesar que las acciones 

del Gobierno por principio de unidad de Estado y de gestión, devenguen la necesidad 

de coordinar las acciones y afectaciones entre los diversos entes que le componen.  

Convenio para la Conservación de la Biodiversidad y Protección de Áreas 

Silvestres Prioritarias en América Central (Ley No. 7433) (Art.19) y Convenio 

Centroamericano sobre Cambios Climáticos (Guatemala, 1993) (Ley No. 7513) 

(Art. 17): Ambos convenios establecen la necesidad de desarrollar estrategias 

nacionales para ejecutar los planes derivados del control del cambio climático. 

Garantizando funciones económicas básicas para el desarrollo local, regional y mundial 

y del fortalecimiento de la presencia institucional. Por su parte, el primer Convenio 

menciona la necesidad de la conservación in situ, como requerimiento de preservación 

de ecosistemas y hábitats naturales; se menciona la importancia del manejo eficiente 

de las áreas protegidas y se establece el compromiso para los Estados miembros, de 

tomar las acciones pertinentes para incorporar en las respectivas políticas y planes de 

desarrollo, los lineamientos de la conservación de los recursos biológicos. Mientras que 

el segundo Convenio establece obligaciones de corte más genérico, compromisos 

directos que el Estado costarricense debe cumplir en la materia.  

Convenio sobre Conservación de Ecosistemas y Plantaciones Forestales (Ley No. 

7572): el Convenio, entre otros objetivos, busca promover mecanismos nacionales y 
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regionales para evitar el cambio de uso de las áreas con cobertura forestal ubicadas en 

terrenos de aptitud forestal y recuperar las áreas deforestadas y la desincentivación de 

acciones que propicien la destrucción del bosque en tierras de aptitud forestal (Artículo 

2). Para la consecución de este objetivo, los Estados adquieren diversos compromisos 

con la conservación de los recursos forestales, algunos de los cuales también 

involucran a los gobiernos locales. Entre ellos se encuentra, la obligación de promover 

la participación de las comunidades locales en la planificación, ejecución y evaluación 

de la política nacional (Artículo 5), se deberán fortalecer los mecanismos de 

coordinación sectorial e intersectorial (Artículo 6) y algo de gran importancia, se 

establece la necesidad de crear mecanismos financieros que aseguren la cobertura 

crediticia de las comunidades locales para que puedan desarrollar programas de 

acuerdo con los lineamientos del Convenio (Artículo 4, inciso h). 

Convención ONU de Lucha contra Desertificación por Sequía en África (Ley No. 

7699): El Objetivo de esta Convención es luchar contra la desertificación y mitigar los 

efectos de la sequía en los países afectados por sequía grave o desertificación, en 

particular en África, mediante la adopción de medidas eficaces en todos los niveles 

(Artículo 2). Sin embargo, también se generan compromisos directos para todos los 

Estados parte y se involucra a los gobiernos locales en diferentes actividades, por 

ejemplo: Se reconoce la necesidad de enfocar los programas de acción contra la 

desertificación y sequia a nivel local (preámbulo); se exige que en las áreas afectadas 

se realicen estrategias integradas a largo plazo, que rehabiliten y conserven los 

recursos de tierras e hídricos, con miras a mejorar las condiciones de vida a nivel 

comunitario (Artículo 2); se reconoce un importante componente de participación de las 

poblaciones y comunidades locales, para tomar las decisiones relativas a la elaboración 

y ejecución de programas de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos 

de la sequía, buscando propiciar un entorno que facilite la adopción de medidas locales 

(Artículo 3); los programas nacionales de acción deben especificar las funciones de las 

comunidades locales, ser lo suficientemente flexibles para adaptarse a las condiciones 

específicas de estas y fomentar la cooperación y coordinación entre las poblaciones 

locales y los gobiernos en todos los niveles, siendo que los Estados deberán trabajar en 

estrecha colaboración con las organizaciones intergubernamentales y desarrollar 
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mecanismos de operaciones, sobre todo a nivel nacional y local, para asegurar la 

mayor coordinación posible (Artículos 10 y 14); también se involucra a las comunidades 

locales en actividades de investigación y desarrollo científico y tecnológico. De igual 

importancia, en cuanto a los mecanismos financieros, la Convención establece que 

deberá facilitarse la creación y el establecimiento de fondos nacionales de lucha contra 

la desertificación, para canalizar de manera rápida y eficiente, los recursos financieros 

para acciones a nivel local (Artículo 21). 

Convenio sobre Diversidad Biológica y Anexos, Río de Janeiro, 1992 (Ley No. 

7416): Busca la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus 

componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la 

utilización de los recursos genéticos, mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado 

a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo 

en cuenta todos los derechos sobre esos recursos y tecnologías, así como mediante 

una financiación apropiada (Artículo1). Para ello se establecen importantes medidas y 

compromisos de preservación in situ, específicamente en cuanto a la preservación, 

conservación y protección de la diversidad biológica, ecosistemas y hábitats naturales 

(Artículo 8). Se busca promover un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible, 

en zonas adyacentes a áreas protegidas (Artículo10). En este Convenio, principalmente 

se generan importantes obligaciones del Estado hacia las comunidades locales, en 

cuanto a proveer apoyo, administrativo y financiero, para la preservación del ambiente.  

Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (Ley No. 7414): 

Pretende lograr la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero 

en la atmósfera. Ese nivel debería lograrse en un plazo suficiente para permitir que los 

ecosistemas se adapten naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción 

de alimentos no se vea amenazada y permitir que el desarrollo económico prosiga de 

manera sostenible (Artículo 2). 

Si bien, no menciona compromisos específicos en cuanto a las comunidades 

locales ni crea compromisos de acciones localizadas, es uno de los instrumentos 

internacionales de mayor importancia en cuanto a la protección del ambiente y el país 
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se ha comprometido a cumplir con los objetivos y acciones adquiridas con la ratificación 

de esta Convención, todos encaminados a lograr un desarrollo económico y social 

sostenible e implementar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al 

mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Estas acciones 

deberán considerar el carácter específico de las prioridades nacionales y regionales de 

desarrollo, de sus objetivos y circunstancias.  

Convenio sobre Conservación de Ecosistemas y Plantaciones Forestales (Ley No. 

7572): Busca promover mecanismos nacionales y regionales para evitar el cambio de 

uso de las áreas con cobertura forestal ubicadas en terrenos de aptitud forestal y 

recuperar las áreas deforestadas, establecer un sistema homogéneo de clasificación de 

suelos, mediante la reorientación de políticas de colonización en tierras forestales, la 

desincentivación de acciones que propicien la destrucción del bosque en tierras de 

aptitud forestal y la promoción de un proceso de ordenamiento territorial y opciones 

sostenibles (Artículo 2). 

Para ello, el Estado adquiere diferentes compromisos relacionados con la 

preservación de los recursos forestales, a saber: Se compromete a orientar los 

programas nacionales y regionales de manejo forestal bajo una visión conservacionista, 

a garantizar que la rehabilitación de bosques degradados y secundarios sea prioritaria, 

a crear mecanismos que aseguren la reinversión del ingreso generado en base al 

recurso forestal (aprovechamiento forestal, ecoturismo, agua potable, producción 

hidroeléctrica, biotecnología y otros), a crear mecanismos, de acuerdo con las 

posibilidades económicas de cada país que aseguren la cobertura crediticia a grupos 

como las comunidades locales y otros, de manera que puedan desarrollar programas 

de acuerdo con los lineamientos del Convenio y se compromete a asegurar la 

participación popular, promoviendo la intervención de las comunidades locales.  

Si bien, las obligaciones y compromisos adquiridos en los instrumentos 

internacionales previamente mencionados no involucran u obligan de manera directa a 

los gobiernos locales, los diferentes compromisos y acciones a los cuales se obliga el 

país, conllevan compromisos indirectos para las municipalidades, ya que en cuestiones 
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de organización y coordinación de programas y acciones locales y sectoriales, estos 

entes son los que deben involucrarse directamente en el desarrollo y ejecución del 

tema. 

Debe considerarse que en las últimas décadas se ha venido incrementando la 

importancia del papel de los gobiernos locales para la gestión integral del desarrollo 

sostenible y preservación de los recursos naturales, principalmente en Centroamérica, 

lo cual se ha reflejado en los diferentes reglamentos del BID para otorgar préstamos a 

los países de Centroamérica y en los diferentes programas que se han desarrollado en 

los diferentes países, los cuales involucran directamente a los gobiernos locales y 

resaltan la importancia de las estrategias de coordinación interinstitucionales en el tema 

ambiental. 

c. Generalidades de la materia ambiental y el problema de las cargas 

ambientales y el derecho urbanístico.  

 

En el estudio del Derecho Ambiental, y a efectos de complementar la definición 

conceptual del mismo, hay características y principios que derivan tanto de la doctrina 

como del marco legal vigente, que deben ser valorados y analizados138. En el caso 

específico del presente trabajo investigativo, ello debe ser considerado y aplicado 

conjuntamente con las exigencias propias de la materia urbanística; lo anterior porque 

en el quehacer municipal confluyen ambas áreas del derecho, especialmente cuando se 

deben implementar temas relacionados con la preservación del ambiente y desarrollo. 

Entre las características que más permean la materia a tratar en esta investigación se 

encuentran la transversalidad del Derecho Ambiental, la trascendencia de los principios 

rectores para la interpretación y aplicación de normas y la necesidad de desarrollar 

estrategias coordinadas, tanto internacionalmente como a lo interno de los países: 

“La definición conceptual del Derecho Ambiental se complementa con los principios y 

características que lo identifican. Algunos de estos principios y características son 

                                                 
138 Cabrera Medaglia, Jorge. «Nociones Básicas de Legislación Ambiental» en http://www.ifam-go.cr. 2004 (último  

acceso: 18 de Setiembre de 2015).  
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analizados por la doctrina y otros son integrados por el marco legal vigente. Por 

ejemplo, la Ley Orgánica del Ambiente N°7574 y la Ley de Biodiversidad N°7788 

contienen un conjunto de principios que en cualquier legislación son de gran 

importancia, pues al igual que los fines, permiten orientar y dar sentido a la ley, 

especialmente para guiar en su interpretación y aplicación. De ahí que resulte 

relevante conocer cuáles son esos principios y características”139.  

Además de analizar las principales características y principios del Derecho 

Ambiental que influyen en la materia de planificación urbana, en el presente apartado 

se analizará el problema de las cargas ambientales y el derecho urbanístico y la 

discusión doctrinaria que se ha desprendido del mismo.  

c.1. La Transversalidad del Derecho Ambiental. 

 

La transversalidad juega un papel de suma importancia en el Derecho Ambiental, 

ya que la materia, por sus características propias, requiere ser regulada no sólo con 

principios y reglas de derecho, sino que debe ser integrada con las exigencias de la 

ciencia y las necesidades de los recursos naturales. Esta situación deviene en que los 

trabajos de coordinación interdisciplinaria sean esenciales para la aplicación de las 

normas de protección ambiental, las cuales, necesariamente afectan otras áreas del 

derecho, como la civil, comercial y la administrativa. Esto es lo que constituye la 

“transversalidad del Derecho Ambiental”, que implica que la norma ambiental permeará 

en las demás áreas del derecho: 

“El Derecho Ambiental (…), tiene un carácter transversal. Esto implica que sus 

valores, principios y normas, contenidos tanto en instrumentos internacionales como 

en la legislación interna de los Estados, nutren e impregnan el entero ordenamiento 

jurídico. A raíz de lo anterior, su escala de valores llega a influir necesariamente en la 

totalidad de las ramas de las Ciencias Jurídicas. Los Derechos Reales, el Derecho 

Agrario, Derecho Urbanístico e incluso el Derecho de la Propiedad Intelectual, no 

                                                 
139 Ídem. 
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escapan de tal estela de influencia.”140 

El tema en discusión también se refleja en las diferentes instituciones encargadas 

de aplicar las estrategias de conservación, ya que estas no pueden trabajar de manera 

aislada. El preservacionismo debe ser trabajado desde una óptica integrada, que 

abarque las necesidades ambientales del país en su totalidad y no únicamente las de 

un pequeño territorio. 

Uno de los mayores retos del Derecho Ambiental es la rapidez con la que 

evolucionan los problemas que este regula, que suelen ir estrechamente de la mano 

con los avances y el crecimiento –usualmente exponencial- que tienen las áreas de la 

industrialización y el comercio. Las nuevas tecnologías, para generar producción en 

masa o para explotar masivamente los recursos naturales, suelen aparecer con mayor 

rapidez que la capacidad de respuesta que tiene el mundo legal ante ello, en tanto los 

procesos de elaboración y promulgación de las leyes son sumamente lentos.  

Cuando deben resolverse problemas de carácter ambiental que se adentran o se 

relacionan directamente con otras áreas del derecho y de la administración estatal, el 

principio de transversalidad adquiere particular relevancia, por ejemplo si se requiere 

armonizar políticas de planificación urbana con políticas de conservación de recursos 

naturales y de aprovechamiento sostenible de los suelos. Al establecerse que la materia 

ambiental es transversal, se reconoce que la misma debe ser contemplada y valorada 

en las disposiciones de otras materias, buscando resolver las contingencias de forma 

integrada con otras áreas directamente relacionadas.  

c.2. Los principios en el Derecho Ambiental.  

 

El desarrollo de los principios del Derecho Ambiental se ha convertido en una 

práctica muy utilizada por los tribunales, para complementar vacíos o deficiencias 

devenidas de la falta de unicidad o coordinación que tienen las normas de tutela 

                                                 
140 Peña Chacón, Mario. «Ámbito Jurídico.» La transversalidad del Derecho Ambiental y su influencia sobre el 

instituto de la propiedad y otros derechos reales. 24 de 05 de 2015. http://www.ambito-

juridico.com.br/site/index.php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=3444. 
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ambiental. La utilización de estos permite integrar los compromisos adquiridos mediante 

la ratificación de tratados internacionales con las normativas internas del país, que en 

ocasiones -debido a lo lentos que pueden ser los procesos de aprobación de leyes- no 

responden necesariamente a los avances de la materia en el ámbito internacional. En la 

práctica, por la complejidad y diversidad propia de los casos ambientales, la aplicación 

de los principios ambientales ha adquirido gran importancia, para garantizar una 

correcta aplicación de la materia:  

“A fin de evitar que la existencia del derecho a un ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado se restrinja al plano semántico de la realidad jurídica, el Derecho 

Ambiental ha integrado una serie de principios rectores que garantizan la tutela 

efectiva del derecho”141. 

Gracias a la aplicación que se ha dado a los principios del Derecho Ambiental, se 

ha podido hacer frente a algunas de las deficiencias que presentan las diversas leyes 

que regulan la materia, las cuales, debido a la poca experiencia legislativa en el tema, 

en muchas ocasiones fueron elaboradas descoordinadamente, incompletas o de forma 

contradictoria entre sí. Los principios más desarrollados y utilizados por nuestros 

tribunales, son los siguientes:  

● Principio precautorio.  

● Principio preventivo. 

● Principio “el que contamina paga”. 

● Principio de calidad ambiental 

● Principio de tutela ambiental 

● Principio de sostenibilidad en el uso de los recursos naturales 

● Principio de uso racional de los recursos naturales 

● Principio de calidad ambiental 

● Principio de solidaridad ambiental 

● Principio de restaurabilidad en materia ambiental 

● Principio de participación ciudadana en materia ambiental. 

                                                 
141 Aguilar Rojas e Iza, 33.  
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Se ha entendido que la interpretación de la materia ambiental debe realizarse de 

forma mucho más abierta y apegada a la realidad imperante por sobre la interpretación 

literal de la norma, para lo cual, se han comenzado a utilizar con mayor frecuencia los 

principios del Derecho Ambiental, en aras de solventar las deficiencias normativas en la 

materia. En nuestro país, éste método es bastante utilizado por parte de los tribunales 

para dar solución a los casos, lo que ha llevado a construir un amplio desarrollo 

jurisprudencial de los principios ambientales:  

 

“El Derecho Ambiental Internacional ha desarrollado los principios necesarios para 

establecer importantes parámetros en la defensa legal del ambiente. Existen una 

serie de mega principios del Derecho Ambiental, en los que se indica que: todos los 

sujetos somos usuarios normales del Ambiente, es decir, el Derecho Ambiental no se 

dirige a un grupo específico, sino a la colectividad; la sostenibilidad que se asocia 

directamente con el desarrollo sostenible; la globalidad que hace una reflexión entre 

la necesidad de relacionar las ciencias naturales y sociales con los sistemas 

terrestres; la solidaridad que es vital para la tutela del ambiente porque opera en una 

dimensión intergeneracional y entre países; la subsidiariedad que va asociada al 

aforismo “pensar globalmente, actuar localmente”, y que responde a la necesidad de 

actuar ante los problemas ambientales.”142 

 

La incorporación y elaboración de principios como la solidaridad, la subsidiariedad, 

la globalidad y la sostenibilidad en la interpretación e integración de las normas 

ambientales, permite establecer que la responsabilidad de proteger los recursos 

naturales recae sobre la colectividad, al ser un tema que afecta a todos por igual. Lo 

anterior es de relevancia para el presente trabajo investigativo, ya que este desarrollo 

faculta proponer que las municipalidades pueden, con base en dichos principios y en la 

relevancia de la materia ambiental, establecer compromisos de cooperación que 

busquen un mejor aprovechamiento de los recursos naturales y un mayor ingreso para 

aquellos territorios que, debido a restricciones estrictamente ambientales, no tienen la 

misma posibilidad de desarrollo que otros.  

                                                 
142 Aguilar Rojas e Iza, 108.  
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c.3. Desarrollo sostenible (o sustentable) y sus derivados. 

 

El concepto de desarrollo sostenible o sustentable, comporta especial 

importancia para la propuesta sostenida en la presente investigación, en tanto es uno 

de los principios básicos que deben incorporar y desarrollar los municipios en las 

acciones relacionadas con materia urbanística, desarrollo económico y, especialmente, 

en cuanto a preservación del ambiente.  

La definición más utilizada y difundida del concepto de “desarrollo sostenible o 

sustentable”, se generó en el Informe de la Comisión Brundlandt de la ONU, en el cual 

se indicó que: “Está en manos de la humanidad hacer que el desarrollo sea sostenible, 

duradero, o sea, asegurar que satisfaga las necesidades del presente sin comprometer 

la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias”143  

Lo indicado reconoce que es inevitable aprovechar los recursos naturales para 

satisfacer las necesidades propias del ser humano en la actualidad, pero se requiere 

que dicho aprovechamiento se realice en un marco de respeto, conservación, 

preservación y utilización efectiva de los recursos. Lo anterior, para garantizar que estos 

no sobrepasen su límite y se agoten, dejando una situación insostenible a las 

generaciones venideras.  

Basándose en las premisas indicadas, el concepto implica la necesidad de 

realizar toda actividad de desarrollo económico en un marco de conciencia real sobre 

cuáles son los efectos directos al ambiente. Por ello, el desarrollo urbano, económico o 

poblacional debe respetar criterios de sustentabilidad al momento de ser puesto en 

práctica. Lo mencionado, genera una obligación directa a las entidades e instituciones 

que, como en el caso de los municipios, tienen responsabilidad en el manejo adecuado 

y la preservación de los recursos naturales. 

El desarrollo sostenible se ha convertido en uno de los pilares del Derecho 

Ambiental. Su importancia es tal, que se ha convertido en la base de la implementación 

                                                 
143 Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CMMAD), « Informe de la Comisión Mundial sobre 

Medio Ambiente y Desarrollo» en Informe Bruntland, 1987.  
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de políticas públicas y del desarrollo de leyes relacionadas con ambiente. La normativa 

y jurisprudencia nacional han desarrollado este concepto, el cual también se ha definido 

en múltiples convenios internacionales ratificados por Costa Rica. Al respecto ha 

indicado la Sala Constitucional:  

“El legislador dentro del marco de la Constitución opta por un modelo de desarrollo 

que estimula la generación de riqueza basada en el aprovechamiento del patrimonio 

natural, y desestimula aquel que para generarla pone en peligro o sacrifica ese 

patrimonio.”144 

En el mismo orden de ideas se ha expresado:  

“Uso racional de los recursos. Un equilibrio entre el desarrollo del país y el derecho al 

ambiente. A partir del artículo 69 constitucional, en cuanto dispone el "uso racional de 

los recursos naturales", es que la Sala en su jurisprudencia, ha establecido los 

parámetros constitucionales para el uso adecuado de los mismos; y en virtud de los 

cuales queda claro que la protección al ambiente debe encaminarse a la utilización 

adecuada e inteligente de sus elementos y en sus relaciones naturales, 

socioculturales, tecnológicos y de orden político (desarrollo sostenible), para con ello 

salvaguardar el patrimonio al que tienen derecho las generaciones presentes y 

futuras. (…) La Sala ha indicado que el ambiente, debe ser entendido como un 

potencial de desarrollo para utilizarlo adecuadamente, debiendo actuarse de modo 

integrado en sus relaciones naturales, socioculturales, tecnológicas y de orden 

político, ya que, en caso contrario, se degrada su productividad para el presente y el 

futuro y podría ponerse en riesgo el patrimonio de las generaciones venideras. 

(…)”145 

Directamente relacionado con el concepto de desarrollo sustentable, en doctrina 

se han construido otros conceptos que van de la mano con el mismo y que son 

importantes de reseñar para el tema a tratar en el presente trabajo. Entre ellos 

sobresale el concepto de Gestión Ambiental Urbana, el cual se enfoca directamente a 

garantizar que el desarrollo urbano se realice en armonía con los principios básicos de 

                                                 
144 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°1594-2013, año 2013.  
145 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 15059-2005.  
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tutela ambiental, contemplando en las políticas de planificación, las bases y conceptos 

propios del desarrollo sustentable.  

“Como definición general, la gestión ambiental es el conjunto actividades humanas 

encaminadas a procurar el ordenamiento del ambiente y contribuir al establecimiento 

de un modelo de desarrollo sustentable en su dimensión económica, ecológica y 

social. (Chabalgoity, 2006)”.146 

La aplicación directa de ambos conceptos (desarrollo sustentable y gestión 

ambiental urbana) recae en los gobiernos municipales, que deben velar por el 

cumplimiento, la aplicación y la inclusión integrada de estos postulados a la 

planificación urbana de sus territorios. Lo anterior, considerando la importancia que 

tiene el que dicha gestión sea realizada de forma coordinada con otros municipios y con 

órganos administrativos:  

“La gestión ambiental en los centros urbanos está determinada por la naturaleza de 

los problemas y oportunidades que se presentan en dichos entornos, dadas sus 

condiciones espaciales, administrativas y financieras. En Centroamérica, la 

administración de la mayor parte de los centros urbanos o áreas 

metropolitanas, cae bajo la responsabilidad de los gobiernos municipales, los 

cuales administran, de manera individual o mancomunada, no sólo el centro o 

área urbanizada, sino que también son responsables de la planificación 

regional del territorio y sus recursos, así como de la coordinación de sus 

respectivas interdependencias.”147 (El subrayado no es del original). 

Para la definición de políticas estatales y locales, es importante aplicar una 

distribución más equitativa de los beneficios ambientales. El desarrollo de las naciones 

debe enfocarse a lograr un desarrollo sustentable, que integre el desarrollo local con las 

necesidades generales de la protección ambiental.  

                                                 
146 Moreno Flores, Osvaldo. «Gestión ambiental urbana y desarrollo sustentable. Consideraciones desde un enfoque 

social sobre nuestro hábitat urbano» en Revista Electrónica Ambiente Total. Ecología, Geografía, Urbanismo y 

Paisaje. (Centro de Estudios Arquitectónicos, Urbanísticos y del Paisaje. Universidad Central de Chile), 2008, 1-8.  
147 Wilk David, Pineda Carlos y Moyer Dianna. Lineamientos Estratégicos para la Gestión Ambiental Urbana en 

Centroamérica. Banco Interamericano de Desarrollo, 2006, 3.  
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La importancia del papel que ejercen los gobiernos locales en materia de 

desarrollo económico y social sustentable, es un tema que actualmente es recurrente 

en diferentes análisis internacionales de la materia. Instituciones internacionales como 

el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) reconocen la importancia de incluir a las 

municipalidades en los programas que se financian y desarrollan, ya que estos entes 

poseen mayor facilidad para mantener un control focalizado y un manejo adecuado de 

los recursos naturales de cada zona, lo cual es esencial para el desarrollo de políticas 

públicas basadas en principios de desarrollo sostenible:  

“Planificación y ordenamiento territorial. La capacidad de los gobiernos municipales 

para gestionar, implementar y regular procesos de planeación del territorio y del uso 

del suelo, es crítica para garantizar la adecuada sostenibilidad de las condiciones 

ambientales de una ciudad. La determinación de códigos adecuados de zonificación 

(p.ej. regulación de los usos del suelo permitidos, densidades habitacionales 

urbanas, coeficientes de intensidad de usos, etc.) y la capacidad que tienen las 

autoridades municipales para implementar y supervisar el cumplimiento de dichos 

códigos, son fundamentales para una buena gestión ambiental, tanto dentro de las 

áreas urbanas como en la interacción de estas con su periferia rural, donde se 

encuentra el sustento natural de las ciudades”148. 

A pesar de lo previamente expuesto, no basta con que las instituciones controlen las 

regiones pertenecientes al área que rigen, ya que es necesario que las estrategias de 

control y racionalización en la utilización de recursos naturales se desarrollen de 

manera coordinada entre municipios; ello para efectos de lograr conseguir una gestión 

urbana que respete e integre de manera real las necesidades ambientales de la 

totalidad de una región y no exclusivamente las de un cantón específico. Lo anterior, ya 

que como se ha mencionado previamente, la preservación del ambiente no puede 

realizarse de forma sectorizada, pues el ambiente es uno solo y su protección debe 

considerar las necesidades generales del mismo.  

                                                 
148 Ídem., 6. 
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c.4. El problema de las cargas ambientales y su relación con el derecho 

urbanístico. 

 

El desarrollo de los principios y conceptos ambientales que se ha hecho en el 

presente capítulo, en concordancia con el análisis de los dos capítulos anteriores, 

permite en este punto aterrizar el problema de fondo a analizar en esta investigación.  

Previo a adentrarnos en ello, y a efectos de evitar lo que el profesor Enrique 

Pedro Haba ha denominado “pseudo-disputas originadas en equívocos verbales”, es 

necesario definir el significado con el cual, para efectos de este trabajo, está dotado el 

concepto de “carga ambiental”, que se está utilizando desde la acepción que se le ha 

dado en el marco de la materia ambiental y urbana.  

Con base en lo anterior se tiene que, si bien el concepto de “carga ambiental” no 

se traduce al concepto jurídico clásico de “carga”, ello no quiere decir que no comporte 

un tipo de situación jurídica, debiendo interpretarse como una obligación generada en 

que un particular deba soportar una determinada limitación a su derecho de propiedad, 

justificada en el bien común y en la doctrina de limitaciones de carácter social de la 

propiedad.  

Se considera pertinente precisar la acepción que se está dando al término, para 

que ello no se preste a discusiones futuras, ya que la doctrina e incluso la Sala 

Constitucional reconocen y utilizan el término “carga” en materia ambiental, 

aparejándolo a una obligación. Incluso, en doctrina se ha desarrollado el principio de 

“equidistribución de cargas y beneficios”, al cual se le dará tratamiento más adelante.  

Definido el contenido del concepto de carga ambiental, es importante analizar el 

problema de fondo que se ha generado entre el Derecho Ambiental y el Derecho 

Urbanístico e indicar por qué es importante tomar en consideración las generalidades 

del primero en concordancia con el análisis de conceptos como la autonomía municipal 

o las obligaciones de coordinación, ya que los elementos del Derecho Ambiental como 

la transversalidad o el derecho sustentable permean la materia urbanística y le afectan 
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de manera directa.  

Ni la materia urbanística puede desligarse de las necesidades y requerimientos 

de la materia ambiental, ni esta puede ocasionar restricciones y limitaciones tan 

amplias, que dejen de lado los principios del desarrollo sustentable e impidan el 

desarrollo de un territorio poblacional.  

Estas diferencias y la razón por la cual se ha generado la problemática de falta 

de integración entre la normativa urbanística y la materia ambiental, tiene una razón 

histórica, ya que el desarrollo del Derecho Ambiental y su incursión en los 

ordenamientos jurídicos de las naciones es de reciente data, si se compara con el 

Derecho Urbanístico, por lo que el segundo históricamente siempre se desarrolló sin 

tomar en cuenta la variable ambiental. Esta problemática fue analizada por Maeso 

Seco, indicándose lo siguiente:  

“En España, como en la mayoría de los países de nuestro entorno, ocurre que no 

hemos sido capaces de concebir, hasta tiempos relativamente cercanos, un 

adecuado sistema de relaciones entre Derecho del medio ambiente y Derecho 

urbanístico acorde con aquella triple conexión jurídica existente entre ambos, a la 

que venimos de referirnos. Antes al contrario: la actividad urbanística (al menos en su 

concepción clásica o contemporánea) se ha venido desenvolviendo -y aún lo hace- 

en nuestro territorio obviando la variable ambiental, así como el Derecho que le es 

propio. Asimismo, las acciones y el Derecho del medio ambiente vienen 

considerando aquella actividad urbanística como algo ajeno a su ámbito de 

aplicación”149. 

  El problema radica en que se está actuando en dos líneas distintas, que en 

realidad deberían estar integradas: la planificación urbana se centra en dar solución 

directa a las condiciones de la localidad en la cual se encuentra ubicada, dejando de 

lado que, de conformidad con los principios y características del Derecho Ambiental, 

esto no debería ser así, en tanto las implicaciones ambientales deben ser pensadas de 

                                                 
149

 Maeso Seco, Luis. «Medio Ambiente y Urbanismo», 825. 
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conformidad con el impacto general que van a tener y sus afectaciones no pueden ser 

valoradas de forma sectorizada.  

Debe interpretarse que hay derechos respaldados en el desarrollo de la materia 

ambiental, como el derecho al desarrollo sostenible, que no pueden ser obviados o 

negados. Tampoco, en aras del bienestar general de una nación, se puede denegar a 

un cantón específico su desarrollo o el derecho a percibir ingresos:  

“(…) Ahora bien, dicha integración, para que resulte útil y operativa, habrá de ser 

seria y meditada. Es decir, ha de dar como resultado, de una parte, un urbanismo 

que tiende hacia la sostenibilidad, hacia el aprovechamiento del suelo, que minimiza 

las actuaciones que lo degradan y que, al mismo tiempo, desecha las tendencias 

proteccionistas innecesarias que limiten desproporcionalmente el crecimiento de la 

ciudad.  

Por su parte, y en justa correspondencia a esta integración, el medio ambiente habrá 

de dar cabida a “lo urbano”, tomando auténtica conciencia de que la acción 

urbanizadora está incluida en su objeto y ámbito de aplicación, de acuerdo con los 

nuevos postulados de la ecología urbana (MIGUEL PERALES), esto es, con aquella 

rama de la ecología que se ocupa y preocupa de las ciudades, entendidas estas 

como espacios naturales (aunque transformados por el hombre) y entre cuyo ámbitos 

de atención preferente se halla el planteamiento urbano”150.  

Actualmente, la planificación urbana y territorial se realiza de manera sectorizada, 

ya que, de conformidad con los principios de autonomía municipal, cada institución se 

encuentra en capacidad de desarrollar sus propias políticas locales, mientras que la 

planificación ambiental se realiza desde políticas generales, que implican a la totalidad 

del territorio, lo que genera que en ocasiones no converjan las necesidades 

medioambientales con las necesidades cantonales específicas.  

Sin embargo, el desarrollo del Derecho Ambiental ha ocasionado que este, debido 

a sus características propias y el desarrollo de sus principios y forma de aplicación, 

permee en las diferentes áreas del derecho, aun cuando estas tengan mucha más 

                                                 
150 Ídem., 836-837.  



143 

 

antigüedad que la –ya no tan reciente– incorporación del mismo.  

Principalmente por cuestiones de transversalidad, se da que el Derecho Ambiental 

no puede ser interpretado de una forma aislada para cada localidad, sus efectos deben 

dimensionarse a la totalidad del territorio nacional, debido a que el ambiente es uno 

solo y su protección no es una cuestión que pueda analizarse de manera sectorizada, 

sino que debe ser analizado de forma general, así como la trascendencia de sus 

efectos. Es a raíz de la detección de dicha problemática, que se ha vuelto necesario el 

desarrollo de estrategias de integración de las materias ambiental y urbanística y de 

coordinación entre los diferentes municipios, ya que es la única manera de garantizar 

que la tutela ambiental sea eficaz y aplicada a la realidad de las necesidades generales 

que imperan para la totalidad de los recursos naturales de un país. Tema al cual le ha 

dado amplio tratamiento la jurista Blanca Lozano Cutanda quien, con respecto a la 

importancia de planificación, ha indicado:  

“Como técnica de intervención o, mejor dicho, de “dirección” de la actividad, tanto 

privada como pública, hacia un comportamiento más respetuoso con el medio 

ambiente, hay que destacar la importancia que revisten en este ámbito los 

instrumentos de planificación. Como ha puesto de relieve la doctrina (E. SCH-

MIDT- ASSMANN), la nueva concepción de la planificación en este ámbito no 

persigue tanto, como es propio de este instrumento en otros sectores, alcanzar una 

regulación jurídicamente vinculante lo más amplia posible, pues el objetivo de los 

planes ambientales es más bien el de servir para describir la realidad, analizarla y 

concordar entre sí los intereses ambientales, y los demás intereses que pueden 

confluir en el sector concreto de actuación, estableciendo un marco para la actuación 

futura”151.  

De igual manera, dicha autora se refiere a la importancia de contar con lo que se 

ha denominado “administración concertada”:  

“Se habla hoy de en este sentido de la “Administración concertada”, en la que la 

                                                 
151 Lozano Cutanda, Derecho Ambiental Administrativo, 111. 
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consecución de las finalidades que persigue la actuación pública se obtienen por 

medio de procedimientos negociados. En el ámbito de la protección ambiental cada 

vez se usan con más frecuencia los acuerdos o convenios entre las 

Administraciones Públicas y determinados agentes económicos o sociales, 

estimulado con frecuencia por los “palos o zanahorias” que ofrecen las técnicas de 

incentivo. Este es el caso de los denominados “acuerdos voluntarios” y, con un objeto 

más amplio, de la técnica novedosa en nuestro ordenamiento, de la “custodia del 

territorio”, cuya exposición se remite al capítulo cuarto de este libro”152 (el resaltado 

no es del original). 

Lo anteriormente citado resume a grandes términos, la problemática a tratar en el 

presente trabajo de investigación, la cual se aterrizará en el contexto nacional en los 

capítulos subsiguientes, adicionando las posibilidades de solución que se han 

desarrollado en otros países y que podrían ser adaptadas a realidad nacional.  

Debe comprenderse que el Derecho Ambiental preserva en su conjunto una serie 

de principios y conceptos que permean de forma directa (transversalidad) las relaciones 

urbanísticas e incluso los deberes y obligaciones municipales, consolidando la idea del 

medio ambiente como un interés de los habitantes de diversos cantones, sobre todo 

cuando la preservación del entorno o de sus recursos influye directamente sobre la vida 

y dinámica de una región, de lo que se fortalece la obligación entre municipalidades en 

cuanto a coordinar por concurrencia de intereses y el soporte solidario de las cargas 

que ello comporta. 

 

  

                                                 
152 Ídem., 113.  
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a. Problemas de desarrollo humano local: El caso de limitaciones de 

uso de suelo. 

a.1. Generalidades sobre las limitaciones urbanas al uso de suelo en Costa Rica 

 

En el capítulo segundo de este trabajo se hizo mención de la planificación urbana 

y su vínculo con la ordenación del territorio como técnicas propias del urbanismo para 

regular el desarrollo humano. En nuestro país, como en buena parte de América Latina, 

los asentamientos poblacionales se vieron marcados en sus inicios por crecimientos 

demográficos importantes, que se empezaron a formar con notoriedad a partir de los 

procesos de independencia y sin que mediara técnica de gestión urbana alguna153. 

Costa Rica no fue la excepción en la región. La Ley de Planificación Urbana es 

promulgada hasta el año 1968, estableciendo parámetros generales sobre 

construcción, fraccionamiento, rehabilitación y zonificación; además delegó la 

planificación local a las municipalidades y estableció una relación directa de estas con 

la Dirección de Urbanismo del Instituto de Vivienda y Urbanismo.  

La espera de emisión de normativa por parte de los gobiernos locales, no generó 

que el fenómeno de asentamiento humano frenara en cuanto al uso de suelo para la 

vivienda, el comercio o las actividades agrícolas, lo que devino en que las medidas que 

se pretendían implementar con la ley no fueron del todo efectivas154.  

Entre las causas de esta situación, se vislumbra que no se dictó Plan Nacional 

de Desarrollo Urbano y la normativa se limitó al establecimiento de un reglamento 

puesto en vigencia hasta el 18 de mayo de 1982, mediante decreto número 13583-VAH-

OFIPLAN, y cuyas delimitaciones y alcances no solventaron el problema. La 

demarcación efectuada en aquel momento establecía la existencia de un anillo de 

                                                 
153 Hardoy, Jorge Enrique. «El proceso de urbanización en América Latina.» La Cultura en América Latina: 

Monografías (Oficina Regional de la UNESCO para la cultura en América Latina y el Caribe) II (1974): 18-

27. 
154 Madrigal Cordero, Patricia, y Pérez Gutiérrez, Marian. «Sobre la ineficacia y la ineficiencia de la legislación: el 

caso de la Gran Área Metropolitana.» Cap. 1 de Avatares del ordenamiento territorial en Costa Rica, de Marian 

Pérez Gutíerrez. San José: FLACSO, 2012, 12. 
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contención del casco urbano de la denominada Gran Área Metropolitana (GAM) sin la 

precisión requerida y a ello aunado que ni siquiera se tomaban en cuenta los principios 

generados a partir del Derecho Ambiental y mucho menos se consideraba la existencia 

de un desarrollo sostenible. En ese mismo sentido, critica Tomás Martínez la confección 

del anillo que estableció el citado reglamento: 

“Por el contrario, el anillo de 1982 es una línea imprecisa trazada en forma análoga 

con tecnología de hace 30 años y sin estudios ambientales a profundidad. 

Podríamos decir que es como comparar la precisión de un reloj de arena con la de 

un reloj digital”155.  

La inserción de la materia ambiental en el plano urbano, de la cual se carecía 

hasta el momento, suscita de la indicación de la Sala Constitucional que mediante voto 

1220-2002 de las 14:38 horas del 6 de febrero de 2002, en conjunción con el artículo 50 

de la Carta Magna, entendió como requisito de todos los planes reguladores, el contar 

con la viabilidad ambiental para su aprobación final y validez: 

“Por el contrario, estima la Sala que debe ser requisito fundamental que, 

obviamente, no atenta contra el principio constitucional de la autonomía municipal, 

el que todo plan regulador del desarrollo urbano deba contar, de previo a ser 

aprobado y desarrollado, con un examen del impacto ambiental desde la 

perspectiva que da el artículo 50 constitucional, para que el ordenamiento del suelo 

y sus diversos regímenes, sean compatibles con los alcances de la norma superior, 

sobre todo, si se repara  en que esta disposición establece el derecho de todos los 

habitantes a obtener una respuesta ambiental de todas las autoridades públicas”156. 

 

Tal resolución genera que el Poder Ejecutivo emitiese los decretos 31849-

MINAE-SALUD-MOPT-MAG-MEIC-2004 del 28 de junio de 2004, y posteriormente el 

                                                 
155 Martínez, Tomás. «Mitos y paradojas respecto del anillo de contención urbana de la Gran Área Metropolitana.» 

Ambientico, nº 201 (Junio 2010): 5-6. 
156 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 1220-2002. 
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número 32967-MINAE-2006, del 4 de mayo de 2006, como Manual de Instrumentos 

Técnicos para el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, y que en su artículo 1 

establece: 

“Artículo 1º—Introducción de la variable ambiental en los Planes Reguladores 

u otra Planificación de uso del suelo. En toda planificación de uso de suelo que 

se desarrolle en el país, incluyendo los planes reguladores cantonales o locales, 

públicos o privados, en los que se planifique el desarrollo de actividades, obras o 

proyectos que pudiesen generar efectos en el ambiente, deberá integrarse la 

variable ambiental de acuerdo con el Procedimiento para la Introducción de la 

variable ambiental en los Planes Reguladores u otra Planificación de uso del suelo 

que se establece en el Anexo 1 del presente decreto…”. 

 Esta tendencia marca la materia urbanística en nuestro país, por lo que, en 

búsqueda de solventar los problemas y la ineficacia existente a partir de la normativa 

vigente y de larga data, se avocaron esfuerzos para plantear un Plan de Desarrollo del 

Gran Área Metropolitana (PRUGAM), financiado con la Cooperación de la Unión 

Europea, propulsado por el Consejo Nacional de Planificación Urbana -mismo que fue 

avalado por SETENA en 2009- y que terminó con la desaprobación por parte del INVU, 

por desacuerdos en torno a la densificación del casco urbano -propuesta de PRUGAM-, 

o la ampliación del anillo de contención157. 

 La elaboración y modificación de un nuevo proyecto del Plan se puso en manos 

del INVU, que empezó a promulgar como proyecto el Plan de Ordenamiento Territorial 

del Gran Área Metropolitana (POTGAM) desde el 2011 y con una proyección hasta el 

año 2030. A partir de informes como el de la Contraloría General de la República 

número DFOE-AE-IF-06-2012 del 31 de julio de 2012, es evidente que ha existido un 

retraso importante en solventar los problemas urbanos: 

“Es evidente que 43 años después de emitida la Ley de Planificación Urbana aún 

nuestro país requiere de una efectiva planificación urbana, que resulte 

                                                 
157 Astorga Gättgens, Allan. «Planificación Urbana, a medida de los desarrolladores.» La Extra, 18 de Junio de 2013. 
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principalmente en el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes en un 

desarrollo urbano sostenible, lo que el INVU no ha logrado concretar de una 

manera integral; situación que la Contraloría General ha señalado en reiteradas 

ocasiones. A pesar de contar tres décadas desde que se elaboró el primer y único 

Plan Regional de la Gran Área Metropolitana, la Dirección de Urbanismo del 

Instituto no ha podido consolidar la propuesta de actualización del ordenamiento 

territorial acorde con la realidad de la GAM; por ende urge al país la efectiva 

aprobación, oficialización e implementación del plan que incorpore elementos como 

la política de desarrollo, el factor de población con sus proyecciones de crecimiento 

y distribución y el uso de la tierra”158.  

 Sin embargo, el Plan propuesto por el INVU se terminó de concretar en el año 

2013 y encontró validación mediante decreto ejecutivo 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-

MOPRT-S-MAG del 10 de marzo de 2014, instrumento que plantea modificaciones 

importantes sobre la ampliación del anillo de contención, la protección de mantos 

acuíferos, una nueva zonificación así como la introducción de criterios de planificación 

interregional.  

A pesar de ello, el decreto ejecutivo antes descrito fue impugnado mediante 

acción de inconstitucionalidad tramitada en expediente 14-019525-0007-CO, que fue 

admitida por la Sala Constitucional el 28 de enero de 2015. En tal proceso consta 

únicamente el informe de la Procuraduría General de la República del 19 de febrero de 

2015. Consecuentemente, la aplicación de la actualización del Plan Regional GAM 

2013-2030 se encuentra suspendida. 

De la relación de antecedentes presentada, se desprende que la normativa 

vigente hoy en día sigue siendo la misma que se aprobó en 1968 y 1982, con algunas 

variantes poco significativas para las complicaciones que genera la falta de renovación 

normativa en esta materia. 

                                                 
158 Contraloría General de la República. Informe DFOE-AE-IF-06-2012. 
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a.2. Efectos de las limitaciones de uso de suelo 

Cuando se trazó el anillo de contención vigente, no existía la obligación de 

introducir valoraciones desde la perspectiva de desarrollo sostenible. Si bien es cierto, 

tal demarcación ha permitido parcialmente la protección de la fragilidad ambiental de 

zonas como las encontradas en la provincia de Heredia, la misma dejó sin resolver 

problemas de vivienda y actividades económicas de los pobladores de las regiones, en 

cierto modo afectadas por las limitaciones al uso de suelo, sin que se ofreciera en ese 

momento como contraparte alguna técnica para solventar o evitar tales problemas. 

Además, entre dichas restricciones, aquellas que causan un mayor impacto sobre los 

habitantes y sus respectivos cantones, se relacionan directamente con la existencia de 

mantos acuíferos y la protección del recurso hídrico, como se desprende del décimo 

noveno informe del Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible: 

“Para reafirmar esta argumentación es claro que la vulnerabilidad del recurso 

hídrico subterráneo es la limitante (factor ambiental) con mayor fragilidad ambiental 

en los cantones de Heredia y Alajuela, otros factores pueden no tener limitantes a la 

urbanización. Esta limitante única tiene suficiente peso e importancia para que la 

potencialidad de las tierras sea de uso más limitado”159. 

 La necesidad de que los mantos acuíferos se vean protegidos en este caso 

particular, se refleja en parámetros técnicos del análisis que hiciera SENARA en 2007, 

estableciendo la trascendencia de los mismos como zonas potenciales de recarga 

dentro del Valle Central, señalando con particularidad los mantos Barva y Colima, que 

podrían verse afectados con severidad, en caso de continuar con un desarrollo urbano 

desordenado: 

“Estas zonas que presentan mayor recarga potencial se encuentran ubicadas en 

tres provincias Alajuela, Heredia y San José. Los cantones respectivos son: 

Alajuela, Barva, San Isidro, San Rafael, Santa Bárbara, Santo Domingo, 

                                                 
159 Alfaro Rodríguez, Dionisio. «XVIII Informe del Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible.» El 

ordenamiento urbano y territorial en Costa Rica: Una continuidad muy lenta, San José, Costa Rica, 2013, 

16. 
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Goicoechea, Montes de Oca, Moravia y Vásquez de Coronado”160. 

No debe perderse de vista, además, que este tipo de restricciones al uso del 

suelo llegan a ser necesarias para el desarrollo propio de las ciudades, como recurso 

para potenciar y dar sustento a las actividades humanas de la urbe, sin que se llegue a 

un eventual colapso por falta de recursos naturales. Así lo refiere Víctor Escartín 

Escudé: 

“Urbanismo y agua son conceptos tan estrechamente ligados que resulta difícil 

entender la ordenación jurídica del uno sin el otro. Los primeros asentamientos 

humanos se produjeron en las inmediaciones de los cauces fluviales, siendo el 

agua un eje y pilar fundamental para el nacimiento de las poblaciones. Sin 

embargo, al día de hoy, el agua presenta muchas otras connotaciones de carácter 

urbanístico, tanto desde el punto de vista del diseño de la ciudad (elemento 

vertebrador, límite a la expansión barrera natural, etc.), como desde el punto de 

vista normativo y planificador”161.  

Las limitaciones por uso de suelo relacionadas con la protección del recurso 

hídrico, no sólo se vuelven relevantes porque permiten el desarrollo del casco urbano, 

sino porque a su vez, inciden directamente sobre el ejercicio del dominio de los terrenos 

afectados con tal intensidad, que determinan una serie de actividades como no 

compatibles, generando en cierto modo un crecimiento desigual. Debe atenderse que la 

capacidad de acción de los cantones que poseen dentro de sus límites ciudades, 

mayores opciones de vivienda, comercio y servicios, aumenta la posibilidad de generar 

recursos más asequibles a sus habitantes162. 

Se reitera, no es intención del presente trabajo oponerse a este tipo de 

limitaciones ni a la protección del recurso hídrico, sino establecer que no se han tomado 

                                                 
160 Ramírez, Roberto. Recarga potencial del acuífero Colima y Barva, Valle Central, Costa Rica. SENARA, Área de 

Aguas Subterráneas, 2007, 17. 
161 Escartín Escudé, Víctor. «Aguas y Urbanismo.» Cap. VIII de Bienes públicos, urbanismo y medio ambiente, de 

Fernando López Ramón, & Víctor Escartín Escudé, 191-248. Madrid: Marcial Pons, 2013, 191. 
162 Jurado Almonte, José Manuel. Ordenación del Territorio y Urbanismo: Conflictos y oportunidades. Editado por 

Universidad Internacional de Andalucía. Sevilla: Imprenta Beltrán, 2011, 51-80. 
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medidas que aseguren un desarrollo equilibrado de los habitantes de los cantones 

donde se encuentran tales mantos: 

“Una vez analizados de forma somera los usos del suelo, se vislumbra la existencia 

de un más que palpable desequilibrio en el reparto de cargas, pues se concentran 

los beneficios de la explotación de los recursos naturales en unos pocos metros 

cuadrados, mientras se reparten las cargas en otros muchos, que además no 

perciben compensación económica alguna tras su imprescindible aportación a la 

balanza del equilibrio ecológico, permitiendo la continuidad de los ciclos de vida”163. 

Partiendo de esta idea, el modelo de desarrollo centrado en la división meramente 

administrativa, parece convertirse en una perspectiva poco eficiente para alcanzar una 

gestión integral del desarrollo e interacción que surge entre una región específica y la 

relación entre sus ciudades, otros centros urbanos de menor densidad y las áreas 

rurales conforme a su distribución morfológica y económico-social: 

“Al analizar las virtudes y los defectos de la actual organización político-

administrativa del territorio, resalta la necesidad de fortalecer las herramientas y 

políticas de ordenación del territorio que permitan invertir algunas de las situaciones 

que alejan al sistema de los criterios de sostenibilidad, cohesión social y eficiencia 

económica. Su relevancia y carácter horizontal, deben apoyarse en directrices 

territoriales supramunicipales, actualmente ausentes, que garanticen la 

coordinación y la complementariedad”164. 

a.3. Reglamentos y criterios jurisprudenciales  

a.3.1. El decreto ejecutivo 25902-MIVAH-MP-MINAE 

Si bien es cierto, no existe una normativa legal rigurosa que regule la gestión del 

recurso hídrico que proviene de los acuíferos específicamente, su trascendencia no ha 
                                                 
163 Serna, José María. Reparto de cargas y equidistribución. 11 de junio de 2011.  

             http://www.josemariaserna.es/reparto-cargas-equidistribucion/ (último acceso: 18 de Octubre de 2015). 
164 Porras Alfaro, David. «Diagnóstico y reflexiones sobre el modelo español de desarrollo urbano y territorial en la 

última década.» En Metrópolis: Dinámicas Urbanas, de Brisa Varela, & Julio Vinuesa. Madrid: Universidad 

Autónoma de Madrid, 2012, 108. 
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pasado desapercibida por el ordenamiento jurídico. 

Mediante decreto ejecutivo número 25902-MIVAH-MP-MINAE, se estableció una 

reforma al Reglamento de Planificación Urbana del GAM, con el fin de lograr frenar el 

traslado de las personas del campo a la ciudad y el crecimiento acelerado de los 

centros urbanos.  

En el fondo, existe un reconocimiento a la necesidad de una solución producto 

de la falta de empleo y actividades económicas que se pudieran desarrollar en las 

regiones fuera o cercanas al límite del anillo de contención, sin que se terminara de dar 

una solución integral al problema que ya de por sí se había generado. 

En lo que interesa, el decreto establece dentro del área de control urbanístico, 

dos zonas diferentes: La zona especial de protección y la zona de crecimiento urbano. 

En la primera confiere la posibilidad de desarrollar actividades agrícolas, sometiendo las 

estructuras que para ello se construyan a una serie de condiciones, a fin de mantener la 

labor constructiva al mínimo; además se debe contar con un examen previo de 

SENARA que certifique que las edificaciones no perjudicarán o generarán 

contaminación de los mantos acuíferos. 

 

a.3.2. Criterios jurisprudenciales sobre la obligación de proteger los mantos 

acuíferos 

 

La Sala Constitucional se ha encargado de establecer líneas jurisprudenciales en 

torno a este tema, que definen de primera mano la obligación de los gobiernos locales 

de dar protección al recurso hídrico, como se deriva del voto 1923-2004 de las 14:55 

horas del 25 de febrero de 2004: 

“Dentro de ese plan regulador y el reglamento de zonificación, las Municipalidades 

deben identificar, a efecto de regular, controlar y restringir las actividades humanas 

(industrial, urbanística, agropecuaria, etc.) en las áreas o zonas reservadas por 
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ubicarse en las mismas un manto acuífero o su área de recarga o descarga…”165. 

 Sobre esta misma sentencia, la Sala Constitucional desarrolla esta obligación a 

partir del ordinal 50 constitucional, entendiendo que como parte del derecho a la vida y 

la salud humanas, los cantones que poseen características geomorfológicas y que 

presenten en su circunscripción territorial la existencia de mantos acuíferos, tienen el 

deber de protegerlos a fin de abastecer del recuso a su cantón y a otros, a modo de 

interés supralocal. Es interesante referenciar lo que disponen textualmente los 

Magistrados con respecto a este tipo de obligación, que no sólo afecta a los municipios 

sino a quienes viven en ellos: 

“Los habitantes de esas localidades, de su parte, deben soportar la carga general o 

las limitaciones y restricciones en el uso y el aprovechamiento del suelo y de las 

aguas derivadas de la determinación y fijación de tales áreas protegidas, puesto 

que, es en beneficio de ellos, de los habitantes de los otros cantones que son 

abastecidos con las aguas que discurren por el manto acuífero y que afloran o 

descargan en otros cantones y, desde luego, de las futuras generaciones”166. 

 Con tal indicación, la Sala termina admitiendo expresamente la existencia de una 

carga sobre los habitantes de los cantones donde existan mantos acuíferos, dejando de 

lado la desigualdad que la asunción de tal obligación genera, cuando no suscita una 

contraprestación que compense otras funciones de carácter especial que asumen 

ciertos municipios en beneficio de otros, y sin que se haya establecido ningún tipo de 

medio compensatorio para afrontar las implicaciones de este tipo de deberes 

ambientales, ni los efectos que ello conlleva, convirtiendo esta situación en un atentado 

contra la autonomía financiera de las municipalidades, a quienes se termina recargando 

funciones sin que previamente se hayan reconocido recursos para ello. 

 Dejando de lado tal tema, no puede apartarse del presente análisis la mención 

del voto de la Sala Constitucional 4050-2005 de las 10:02 horas del 15 de abril de 2005, 

donde producto de un recurso de amparo presentado por una persona residente de la 

                                                 
165 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 1923-2004. 
166 Ídem. 
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Municipalidad de Flores, se interpuso una acción intermunicipal que involucró a todas 

las municipalidades que compartían parte del cauce de los ríos Burío y Quebrada Seca 

(Barva, Flores, San Rafael, Heredia y Belén), por la contaminación del mismo y la falta 

de acceso al agua. 

 Aunque tal sentencia no hace tratamiento del tema de los mantos acuíferos, la 

misma dedica uno de sus acápites a sostener la tesis del desarrollo sostenible como 

una necesidad que debería imperar para las Administraciones Públicas en materia 

urbanística y conforme a los deberes que la ley y la Constitución les otorga en tal 

materia. Así, dicta la sentencia: 

“Ciertamente, el hombre puede hacer uso de los recursos naturales que se 

encuentren a su disposición con el fin de satisfacer sus necesidades básicas, como 

medio de subsistencia y como fuente de ingresos; sin embargo, tal uso no puede 

ser de ninguna manera efectuado en detrimento de éstos. En otros términos, el ser 

humano puede hacer uso de los recursos, siempre que su actividad se lleve a cabo 

de manera proporcional, racional, más no de forma ilimitada o arbitraria en perjuicio 

del medio ambiente”167. 

 Debe rescatarse además, que aparte de ser incólume la sentencia en cuanto a la 

teoría jurídica que al respecto ha venido manejando la Sala, con tal voto se estableció 

la necesidad de generar un vínculo de coordinación entre todos los recurridos -a fin de 

implementar una solución integral a la protección y conservación de los cauces 

anteriormente señalados- y la rendición de un informe cada seis meses sobre las 

acciones tomadas -donde se tutela la protección del recurso hídrico incluso 

precautoriamente-, de donde se puede destacar la influencia que la protección del agua 

produce en la región herediana, además de un interesante precedente que establece 

una obligación compartida por varios municipios. 

 

                                                 
167 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución 4050-2005. 
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a.3.3. El decreto 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-MOP-S-MAG. 

 

Como se ha indicado anteriormente, este decreto fue emitido el 10 de marzo de 

2014, pretendiendo poner una solución a los problemas emergidos del rechazo del 

PRUGAM por parte del INVU, y establecer de alguna forma una actualización sobre las 

estrategias de planificación urbana en Costa Rica.  

El nuevo decreto propone una nueva división del Gran Área Metropolitana, 

estableciendo una zona de protección agropecuaria, una de recuperación urbana, una 

zona de centralidades densas integrales periféricas, y macro zonas urbanas, todas 

divididas dentro del anillo de contención demarcado desde el reglamento de 1982. 

Además, en sus artículos 11, 12 y 13, el decreto plantea como posibilidad la 

realización de una planificación a nivel regional previa a la meramente local -como se 

realiza hoy en día-, tomando en cuenta la necesidad de coordinación entre los entes del 

Estado y las municipalidades e incluso haciendo mención de la coordinación 

intermunicipal:  

“Artículo 12.-De la coordinación en la planificación intermunicipal. Dos o más 

municipalidades vecinas podrán constituir asociaciones municipales para los 

efectos de facilitar los procesos de planificación urbana y lograr el mejor 

aprovechamiento de los recursos disponibles. Estas asociaciones podrán tener por 

objeto: a) el fortalecimiento de los instrumentos de planificación; b) la realización 

conjunta de programas de planificación urbana; c) la capacitación y el 

fortalecimiento técnico del personal municipal en ordenamiento territorial y 

planificación urbana; y d) la coordinación con instituciones nacionales e 

internacionales. Los acuerdos tomados en función de esta asociación deberán ser 

aprobados por cada Concejo Municipal para entrar en vigencia, de conformidad con 

el Código Municipal. Los convenios o los acuerdos intermunicipales de planificación 

urbana deberán acatar los lineamientos urbanísticos y ambientales del PLAN 

GAM”168. 

                                                 
168 Decreto 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-MOP-S-MAG. 
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Llama sobremanera la atención esta disposición normativa, sobre todo en cuanto 

toma previsiones del momento en que los convenios entre municipalidades son válidos 

(aprobación de los Concejos Municipales respectivos), pero especialmente en referirse 

a tal coordinación como una facultad.  

Ya anteriormente, en el capítulo 2 -tomando en cuenta criterios normativos a la 

luz del Código Municipal y de las indicaciones doctrinarias expuestas por el jurista 

Eduardo Ortiz Ortiz-, se dijo que las facultades de los gobiernos locales se dan respecto 

de la forma o el contenido de lo que vayan a pactar pero que, cuando medie alguna 

concurrencia de competencias entre municipios, se establece la obligación de 

concertar. Se aclara dicho punto pues, en el susodicho artículo 12 del decreto no se 

plantea la concurrencia de competencias como una posibilidad dentro de la norma, 

situación que correspondería analizar en cada caso concreto, a fin de determinar si la 

facultad muta en obligación. 

Por otra parte, el decreto hace una mención directa de los mantos acuíferos en 

sus ordinales 66 y 69, reconociendo que por su protección pueden encontrarse tierras 

cuya naturaleza es privada, pero que se encuentren con limitaciones y la consideración 

clasificatoria de suelo no urbanizable.  

 

Este punto es importante para la presente investigación, pues la normativa 

reconoce en forma expresa que hay limitaciones a terrenos de vocación privada, que a 

pesar de su naturaleza, inciden sobre el interés público de la sociedad costarricense. 

Esto es trascendental al integrar la variable de ordenación regional, pues el decreto 

establece una serie de principios como rectores de la planificación urbana, a partir del 

artículo 25. Además de reconocer en tal norma la importancia de la perspectiva 

ambiental, debe hacerse énfasis en la indicación del inciso m), que toma como principio 

el siguiente aspecto: 

“m) Procurar la implementación de incentivos o compensaciones a territorios 

municipales con limitaciones de uso de suelo por parte de las herramientas de 
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planificación territorial”169. 

Esta afirmación a nivel de decreto, constituye un primer paso para la 

comprobación de la hipótesis que este trabajo pretende acreditar, no sólo mencionando 

las limitaciones al suelo, sino también disponiendo que hay municipios mayormente 

afectados por las mismas, por lo que deberían recibir algún incentivo o compensación. 

Se verá en el próximo capítulo, que aparte de las técnicas propias de la planificación, 

existen otras formas jurídicas para establecer un mejor equilibrio sobre las cargas 

ambientales que comportan este tipo de restricciones. 

A pesar de los elementos rescatables que, en razón del tema aquí investigado 

han merecido especial mención dentro de este decreto, lo cierto es que tal normativa 

comporta algunas falencias. Eso terminó motivando el planteamiento de una acción de 

inconstitucionalidad contra todo el decreto en sí, por contravenir el artículo 50 de la 

Constitución Política y su desarrollo programático, así como la inconstitucionalidad 

específica de los numerales 25, 35, 39 y 69 del decreto en cuestión, acción que ha sido 

declarada admisible y que se tramita en expediente 14-019525-0007-CO, como se 

señaló antes. 

 Comporta de suma trascendencia hacer observancia del informe que ya rindió la 

Procuraduría General de la República a la Sala, conforme lo dispone la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional, a fin de valorar la procedencia o no de los yerros que 

señalan los accionantes. El primero y más gravoso, se relaciona con la contradicción 

que genera la validación de la actualización del reglamento del GAM sobre la 

disposición constitucional de mantener un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 

A pesar de necesitarse una actualización en materia de planificación urbana, con 

antelación se había previsto como improrrogable para cualquier tipo de plan que 

pretendiera incidir en el uso y ordenación del suelo, el contar con la viabilidad ambiental 

de SETENA, mediante la realización de los estudios y análisis requeridos. Suscita en el 

caso concreto que el Plan validado por el decreto en 2014, reutiliza la viabilidad 

                                                 
169 Ídem. 
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ambiental que había sido otorgada por SETENA al PRUGAM, sin que los estudios y 

pretensiones de ambos esquemas de regulación sean los mismos.  

La Procuraduría en su informe comparte tal punto con los accionantes, 

basándose en la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre este tema, y haciendo la 

salvedad únicamente respecto del tipo de nulidad que debía declararse. Finalmente, se 

inclina por la necesidad de subsanar el plan y consecuentemente el decreto ejecutivo 

impugnado, para que se haga sometimiento de tales documentos a SETENA, se hagan 

las valoraciones necesarias y las correcciones que recomiende la institución encargada.  

Esta posición es igualmente compartida por los investigadores, atendiendo que, 

dependiendo de los resultados que se encuentren en los análisis de viabilidad 

ambiental (mismos que habían entrado en conflicto con criterios técnico-ambientales del 

PRUGAM), de la intensidad de los cambios o recomendaciones que haga SETENA, 

dependerá finalmente la validez del corpus normativo del decreto. 

Volviendo sobre el informe que rinde la Procuraduría General de la República, en 

el mismo se critica la posibilidad de modificar el anillo de contención, pues el decreto lo 

faculta mediante dos mecanismos que se encuentran en el artículo 35, consistentes en: 

Disposición a cargo de la Dirección de Urbanismo del INVU en materia de planificación 

regional y por iniciativa municipal siempre y cuando se encuentre en proceso de 

elaboración o actualización del Plan Regulador. La recomendación señala que no debe 

acogerse la inconstitucionalidad planteada sobre este punto, pues la prosperidad de 

cualquiera de ambos mecanismos se encuentra sujeta por el mismo decreto a la 

aprobación del SETENA de cualquier modificación. 

En cuanto a los reclamos sustentados por los accionantes en los artículos 25 y 

69, la Procuraduría igualmente considera desestimar la inconstitucionalidad, con 

suficiente razón. Por un lado, los accionantes consideran que aplicar medidas de 

mitigación para el establecimiento de actividades compatibles sobre áreas donde se 

encuentren los mantos acuíferos atenta contra el principio de no regresión del Derecho 

Ambiental, consistente a groso modo en que las normas no disminuyan nunca su grado 
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de protección al medio ambiente, cosa que no parece presentarse en el caso concreto. 

Por otro lado, sostienen los accionantes que la redacción del ordinal 25 del 

decreto, faculta a sujetos privados a solicitar compensaciones por las limitaciones que 

sufran en sus predios, a lo que se determinó con amplia claridad, que las 

compensaciones se harían a nivel cantonal, en beneficio de las municipalidades, en los 

términos que ha venido desarrollando esta tesis. 

Así las cosas, deberá este decreto, así como el Plan impulsado por el INVU 

2013-2030, esperar una resolución por parte de la Sala, que a juicio de quienes 

investigan, culminará al menos con una declaratoria de nulidad que supondrá la 

necesidad de someter el susodicho plan a un análisis integral de viabilidad ambiental, lo 

que supone una cantidad de tiempo importante para que las disposiciones del nuevo 

Plan se lleguen a aplicar. 

Además, como se ha demostrado en capítulos anteriores, deberá considerarse la 

integración de ideas como la coordinación con mayor eficacia dentro de los entes del 

Estado y entre las mismas municipalidades, pues su simple mención normativa ha 

demostrado en los bastos casos analizados ser una medida insuficiente. 

 

a.4. Principio de distribución equitativa de cargas y beneficios.  

 

El principio de distribución equitativa de cargas y beneficios, o principio de 

equidistribución, se ha desarrollado principalmente en el marco del derecho urbanístico, 

y lo que busca es lograr que se dé un equilibrio a nivel local de las cargas y beneficios 

que se generan con ocasión de los criterios de planificación territorial de una 

determinada localidad y, en el caso municipal, se busca lograr un equilibrio de dichos 

elementos a nivel intermunicipal.  
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El tratamiento que se le ha dado a éste principio lo liga estrechamente con el 

concepto de propiedad y sus limitaciones establecidas por ley; sus diferentes 

propuestas y aplicaciones se han enmarcado en los temas de planificación urbana y 

uso de suelo. Con base en ello, se ha ligado con conceptos propios del derecho de 

propiedad, como las limitaciones de carácter social, que se han acuñado en las últimas 

décadas como una de las limitaciones o cargas que deben soportarse sobre la 

propiedad, justificadas en la obtención de un beneficio común. A manera de ejemplo, se 

cita la visión del concepto en España:  

“En efecto, según señala COSCULLUELA MONTANER (3), «la propiedad tal como 

se formula en la codificación civil del XIX ha sufrido una intensa evolución como 

resultado de la función social, a cuyo servicio se pone el instituto jurídico. Muestra 

de ello la constituye el artículo 33.2 de la Constitución. Pero si bien analiza este 

texto, se observa que la función social ya no es una mera limitación de un derecho 

de clara impronta individualista, como a veces se presenta la consideración del 

derecho de propiedad frente a la intervención de la Administración Pública, sino que 

es una delimitación por la ley del contenido de un derecho. Lo cual implica que 

sobre un fondo estructural innegable del derecho de propiedad las facultades que 

se reconocen al propietario por el ordenamiento jurídico dependen del tipo de 

propiedad de que se trate, de la función social que es exigible a la misma. La 

propiedad urbana, por tanto, constituye una especie con perfiles propios dentro de 

la institución de la propiedad. Una especie que ha sido modelada por la legislación 

administrativa en función de los intereses públicos en presencia”170. 

 

  En países como España y Colombia, se ha incorporado a la normativa 

urbanística el principio de equidistribución como un contrapeso directo a las limitaciones 

de carácter social que se imponen a la propiedad; determinando que, de imponerse las 

mismas, éstas deben encontrarse debidamente justificadas y valoradas en criterios 

técnicos y de necesidad, que permitan una valoración real de las dimensiones de las 

                                                 
170 García Gómez de Mercado, Francisco. «La distribución equitativa de beneficios y cargas: Examen particular del 

suelo urbano no consolidado.» Revista Jurídica de Castilla y León, nº 6 (Mayo 2005), 123-124. 
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cargas y de los beneficios a ponderar, en aras de evitar restricciones ilegítimas o 

arbitrarias, que contravengan derechos particulares. Ello fundamentado en que todo 

planteamiento urbanístico necesariamente va a generar desigualdades, ya que algunos 

propietarios deberán soportar determinadas cargas y limitaciones, que encuentran 

fundamento en el concepto de bienestar general: 

 “En el caso de España, el principio de equidistribución de beneficios y cargas tiene 

una gran importancia, ya que se ha considerado como un elemento angular de la 

delimitación de las unidades de gestión, siendo que, se ha considerado imperante 

que la Administración Pública pueda justificar la necesidad de la delimitación de una 

unidad de ejecución, requiriéndosele a su vez que se demuestre la capacidad de 

equidistribuir los beneficios y las cargas que conlleve una determinada limitación.  

        La Sentencia núm. 739 de la Sección primera de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha de 30 de 

diciembre de 1997 (ponente D. José Borrego López) se encuentra en estrecha 

relación con el problema jurídico que estamos analizando: la equidistribución de 

beneficios y cargas como elemento angular de la delimitación de unidades de 

ejecución. Si la Administración pública no es capaz de justificar motivadamente la 

necesidad de la delimitación de una unidad de ejecución, esto es si esta no es 

precisa para urbanizar o equidistribuir beneficios y cargas, la delimitación de 

unidades de ejecución no es conforme al ordenamiento jurídico171.  

Precisamente en España, el principio de bienestar general se ha acuñado, como 

forma de contrarrestar lo que autores como Luis Bolas Alfonso o José María Serna han 

denominado “la lotería urbanística”172, concepto que supone que la planificación 

territorial lleva implícitas desigualdades o injusticias que son inevitables al establecerse 

criterios de clasificación de desarrollo urbanístico. Lo anterior ya que el establecimiento 

de usos específicos permitidos para los suelos, genera afectaciones y limitaciones a 

ciertos propietarios, pero ello sucede al azar, ya que los criterios y restricciones de 

urbanismo se crean en el plano normativo, sin contar con certeza o datos tangibles de 

                                                 
171 Ídem, 131-132. 
172 Bolas Alfonso, Luis. La reparcelación en suelo urbano. Madrid: EDERSA, 1994, 15. 
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cuáles serán los terrenos afectados en el plano material, de ahí que se le haya 

denominado “lotería urbanística”.  

“A lo largo de los años, la legislación urbanística intentó de alguna manera 

establecer repartos equitativos de cargas y beneficios, mediante la aplicación del 

principio de equidistribución, lográndolo en parte, únicamente para pequeñas áreas 

de reparto. Este principio es consagrado actualmente en el artículo 5 de la LSV, al 

disponer que «las leyes garantizarán en todo caso el reparto de los beneficios y 

cargas derivados del planeamiento, entre todos los propietarios afectados por cada 

actuación urbanística, proporción a sus aportaciones”173.  

Es importante notar que el establecimiento de cargas y el goce de beneficios en 

materia urbanística, debe realizarse tomando en consideración la variable ambiental y 

el grado de afectación que ello generará en el colectivo y la totalidad del territorio 

nacional. Con ello, los lineamientos urbanísticos deberán ponderar la huella ambiental, 

los costes y beneficios que pueda conllevar una determinada actividad económica.   

        “Como hemos visto con anterioridad en el caso del urbanismo, el exceso de 

ocupación de aquellas zonas clasificadas como Urbanizables, ven compensada la 

carga sobre el ecosistema por otras clasificadas como No Urbanizables, 

alcanzando de alguna forma la compensación de la huella ecológica. A mayor 

escala podríamos decir que lo mismo ocurre con las grandes actividades 

contaminantes, pues éstas ven compensada su huella ecológica mediante la 

preservación de zonas naturales, zonas que como en el caso del urbanismo se ven 

privadas consecuentemente del uso productivo del suelo, diluyéndose la premisa 

legislativa del reparto de cargas y beneficios”174. 

Las políticas de orden territorial deben acogerse a determinados principios 

rectores de la materia, debido a su nivel de afectación a la esfera jurídica de los 

administrados, en el caso de Colombia, el autor Fernando Galvis Gaitán recopila los 

principios rectores del ordenamiento territorial para el país, entre los que cabe destacar, 

                                                 
173 Serna, José María. Reparto de cargas y equidistribución. 
174 Serna, José María. 



164 

 

por relacionarse directamente con el objeto de la presente investigación: la autonomía 

que gozan las entidades territoriales para gestionar sus intereses; la integración de los 

departamentos y municipios ubicados en zonas fronterizas para adelantar programas 

de cooperación dirigidos a objetivos varios, como la preservación del ambiente y el 

desarrollo productivo y social; la sostenibilidad, ya que el ordenamiento territorial debe 

buscar conciliar el crecimiento económico, la sostenibilidad fiscal, la equitatividad social 

y la sostenibilidad ambiental y la solidaridad y equidad territorial, que busca contribuir al 

desarrollo armónico del territorio, apoyando a aquellas entidades de menor desarrollo 

relativo, en procura de garantizar el acceso equitativo a las oportunidades y beneficios 

del desarrollo175.  

Para la puesta en práctica del principio de distribución equitativa de cargas y 

beneficios, se vuelve necesario plantear alguna suerte de mecanismo de 

implementación basado en una metodología realista, en análisis técnicos que permitan 

valorar los niveles reales de afectación y de beneficios contrapuestos, que vuelvan 

tangible la realidad de afectación o capacidad de desarrollo que se está dejando de 

explotar, en aras de generar o mantener un beneficio colectivo, ya que será a raíz de 

ello, que se facultará determinar el nivel de compensación que requiera un determinado 

territorio que ha dejado de desarrollarse en virtud de la carga que soporta, devenido de 

políticas de planificación urbana. Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en la 

metodología implementada por el Municipio de Medellín (Colombia) para diseñar el 

sistema de reparto de cargas y de beneficios, que se basa en criterios técnicos y  busca 

generar una visualización más clara de la dimensión de los efectos que está soportando 

un determinado territorio.  

Para el desarrollo de dicha metodología, y como propuesta para la creación de 

normativa que rija el tema, en el “DOCUMENTO TÉCNICO DE SOPORTE POT 

(ACUERDO 46/2006)” elaborado para el Diagnóstico–Evaluación y Seguimiento del 

Sistema para el Reparto de Cargas y Beneficios, se proponen cinco etapas a seguir 

para determinar las cargas y beneficios y tres indicadores técnicamente medidos y 

                                                 
175 Galvis Gaitán, 176-177. 
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medibles en el tiempo, a saber:  

Etapas: 

1. Diagnóstico cuantitativo y cualitativo. Que conduce a la identificación de bases 

técnicas bien fundamentadas y a la identificación de la situación en materia de 

cargas y de beneficios relacionados. 

2. Desarrollo de Bases Técnicas. 

3. Formulación del Modelo para asignar Cargas y Beneficios. 

4. Formulación del Sistema Integrado de Reparto de Cargas y Beneficios. 

5. Contenidos para el Ajuste al Plan de Ordenamiento Territorial. 

Indicadores técnicos: 

1. Habitabilidad urbanística y ambiental: Índice de espacio público efectivo por 

habitante. 

2. Sostenibilidad económica: Que el desarrollo sea auto sostenible, rentable y 

capaz de asumir sus obligaciones con la ciudad. 

3. Equidad en los aportes a la construcción colectiva de ciudad como factor de 

equilibrio social176.  

Dichas etapas e indicadores, son los principales elementos a considerar que ha 

utilizado el Municipio de Medellín al momento de aplicar el principio de distribución 

equitativa de cargas y beneficios al plano material, lo cual puede ser utilizado como una 

valiosa referencia al momento de crear o buscar mecanismos que puedan adaptarse a 

propuestas similares, aplicables al ordenamiento jurídico nacional.  

Aterrizando el desarrollo del principio de equidistribución o distribución equitativa de 

cargas y beneficios propiamente en el contexto costarricense, es importante indicar que 

                                                 
176 Gobierno de Medellín «Gestión, implementación y seguimiento.» 2006. 

https://www.medellin.gov.co/irj/go/km/docs/documents/ServiciosLinea/PlaneacionMunicipal/ObservatorioPoliticasP

ublicas/resultadosSeguimiento/docs/pot/Documentos/sistemaRepartoCargasyBeneficios.pdf  (último acceso: 

30 de Setiembre de 2015), 1524-1525. 
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éste no ha recibido tratamiento ni en la doctrina ni en la legislación nacional; sin 

embargo, debe indicarse que el principio sí encuentra asidero en nuestro ordenamiento 

y sí es posible desarrollarlo a nivel legal o reglamentario, ya que, de conformidad con 

una visión integradora de la norma, el principio se desprende del numeral 50 de la 

Constitución Política, concordado con el numeral 2 de la Ley de Planificación Urbana, 

incisos b y c.  

El artículo 50 de la Carta Magna establece que “El Estado procurará el mayor 

bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el 

más adecuado reparto de la riqueza”, que directamente se ve reflejado en una 

obligación estatal de velar por una distribución equitativa de las riquezas y 

producciones, en coordinación con el mantenimiento de un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado.  

A su vez, el artículo 2 de la Ley de Planificación Urbana establece que las 

funciones que requiere la planificación urbana, deberán cumplirse con el objetivo de 

lograr “b) El equilibrio satisfactorio entre el desenvolvimiento urbano y el rural, por 

medio de una adecuada distribución de la población y de las actividades económicas” y 

“c) El desarrollo eficiente de las áreas urbanas, con el objeto de contribuir al mejor uso 

de los recursos naturales y humanos”.  

 Puede observarse entonces que el principio de distribución equitativa de cargas y 

beneficios sí encuentra respaldo en la legislación nacional, configurándose como un 

elemento integrador de los principios de la planificación urbana, que debe ser 

considerado y aplicado por aquellas instituciones encargadas de regular y coordinar la 

construcción de asentamientos urbanos, que además deben velar porque se respeten 

los principios aplicables a la materia y por un desarrollo sustentable, fundamentado en 

el respeto al bienestar común.  
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b. Municipio de San Rafael de Heredia: Cargas ambientales y 

limitaciones por usos de suelo 

 

El cantón de San Rafael de Heredia, empieza como un pequeño barrio conocido 

como Piedra Grande, parte del cantón de Heredia a partir de 1813. Conforme fue 

pasando el tiempo el caserío fue creciendo y su población comenzó a aprovechar el 

terreno para el cultivo y los ejidos para el ganado. Posterior a múltiples reclamos por 

falta de atención a las necesidades del pueblo por parte del Municipio de Heredia, en 

julio de 1884 los rafaeleños se dispusieron pedir al Congreso Nacional que el distrito se 

elevara a cantón, acción que prosperó un 28 de mayo de 1885177. 

Actualmente, San Rafael es parte de la provincia de Heredia, y está compuesta 

por cinco distritos: San Rafael, Santiago, San Josecito, Concepción, y Los Ángeles. 

Conforme a datos del Instituto Nacional de Estadística y Censos, la población del 

cantón era de 46.067 personas al 3 de junio de 2011, acotando además que el área de 

entorno de influencia del cantón se define por los cantones de Heredia, Santa Bárbara, 

Flores, San Pablo, San Isidro y Santo Domingo178. 

 De conformidad con lo indicado en la metodología de investigación del presente 

trabajo, para efectos de analizar y determinar la situación real del problema planteado, 

se llevaron a cabo trabajos de campo, materializados a través de entrevistas con 

representantes de cada uno de los municipios a analizar; ello con la finalidad de 

conocer la realidad imperante en cada uno de dichos municipios y analizarla a partir de 

los datos recolectados. Con base en lo anterior, el desarrollo de los siguientes 

apartados, se hará de conformidad con los datos recabados en dichos procesos de 

entrevistas, complementados con fuentes bibliográficas y jurisprudencia.  

 

                                                 
177 Segura Chaves, Pompilio. El Cantón de San Rafael de Heredia. San José: EUNED, 2009, 16-29. 
178 Instituto Nacional de Estadística y Censos. (2011). X Censo Nacional de Población y VI Censo Nacional de 

Viviendas. 
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b.1. Beneficios ambientales que produce el cantón. 

 

El Municipio de San Rafael de Heredia, cuenta con una gran riqueza de recursos 

naturales, lo cual ha llevado a que se le imponga una amplia gama de limitaciones de 

carácter ambiental, que tienen como efecto inmediato, el restringir las posibilidades de 

desarrollo del cantón.  

Propiamente en cuanto a los datos de riqueza natural y beneficios ambientales 

del cantón, puede analizarse el índice de sostenibilidad ambiental cantonal desarrollado 

por el Observatorio del Desarrollo de la Universidad de Costa Rica, en el año 2010. De 

conformidad con los datos publicados en dicho índice, el cantón de San Rafael de 

Heredia ocupó el primer lugar, colocándolo como el cantón con el mayor índice de 

sostenibilidad ambiental.  

“La sostenibilidad ambiental se concibe como la capacidad de mantener los 

recursos naturales a través del tiempo para la satisfacción de las necesidades 

actuales y futuras. En este sentido, se propone crear un índice de sostenibilidad 

ambiental a partir de información censal y administrativa”179. 

Gran parte de la trascendencia del municipio en materia ambiental reside en la 

existencia de mantos acuíferos debajo de una porción significativa del suelo que forma 

parte del cantón; así lo referencian Herrera y Vargas, en su trabajo final de graduación, 

para optar por el grado de licenciatura:  

“En primer lugar, está el Acuífero Barba, el cual es uno de los más antiguos y 

extensos (abarca todo el cantón), y a su vez, el más superficial, cuya recarga -

principalmente en la zona de menor densidad habitacional-, se da gracias a la 

infiltración del agua de lluvia en los terrenos no urbanizados y destinados a 

pastoreo y bosques…  

                                                 
179 Gómez Meléndez, Agustín. «Estimación del índice de sostenibilidad cantonal con información censal.»  

Observatorio del Desarrollo. 21 de Mayo de 2014. 

http://ambiente.odd.ucr.ac.cr/gapminder/Articulo%20para%20Censo%201%20ver%205.%200.pdf (último 

acceso: 25 de Setiembre de 2015), 1. 
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Por otro lado, está el Acuífero Colima Superior, éste tiene suma importancia en 

cuanto al abastecimiento del líquido vital, mayormente en parte de las poblaciones 

de Alajuela, Heredia y San José. Este depósito de agua se suministra gracias al 

Acuífero Barba y a la percolación vertical de ríos de la zona, con un alto rendimiento 

o potencial de recarga para dar abasto con la demanda de agua a los habitantes del 

GAM. Además, es el más utilizado en cuanto a consumo, pues es de más fácil 

acceso a la población y, por ende, al recurso hídrico mediante pozos”180.  

Anteriormente ya se había señalado la necesidad de preservar este tipo de 

recurso hídrico subterráneo a fin de evitar su contaminación y uso excesivo, a tal punto 

que la jurisprudencia nacional reconoció este tipo de actuaciones como obligaciones de 

la Administración para con los ciudadanos, desprendiendo la misma del artículo 50 de la 

Carta Magna. Sin embargo, en el caso particular, el reconocimiento de los beneficios 

que conllevan estos mantos y la consecuente necesidad de establecer mediante 

rigurosidad técnica limitaciones al uso del suelo, se determinan con especial atención 

sobre el municipio de San Rafael de Heredia. 

Así, puede tomarse en cuenta el voto del Tribunal Constitucional número 10371-

2008 de las 17:36 horas del 19 de junio de 2008, donde referencia la necesidad de 

coordinación entre el municipio y los entes del Estado en cuanto a la protección de los 

mantos acuíferos, así como a realizar una valoración de su territorio con base en la 

Matriz de Criterios de Uso de Suelo, según la vulnerabilidad a la contaminación de 

acuíferos para la protección del recurso hídrico:  

“Con fundamento en las anteriores razones, considera la Sala que justamente en 

este caso en particular ha existido esa falta de coordinación entre instituciones pues 

es evidente que tanto el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 

Avenamiento, como el instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo formularon en 

relación con el proyecto de Condominio Horizontal Residencial La Inmaculada, 

sendas recomendaciones, cada una dentro del ámbito de sus competencias; 

                                                 
180 Herrera Peraza, Vivian, y Priscilla Vargas González. ¿Responsabilidad civil por daño ambiental?: El impacto al 

recurso hídrico en el caso de las zonas de recarga acuífera protegidas por el Decreto-Ley LXV del 30 de 

julio de 1888 en San Rafael de Heredia. Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. San José: 

Universidad de Costa Rica, Facultad de Derecho, 2013, 27-28. 
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recomendaciones que en algunos casos fueron graves y obviadas por el Ministerio 

de Salud, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y la Municipalidad recurrida. 

Desde esta perspectiva entonces, ese deber de colaboración al que se hizo 

referencia supra, entendido como ordenación de las relaciones entre estas diversas 

actividades independientes, fue vulnerado en detrimento del interés público de 

preservar el derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado”. 

De la misma forma, la Sala Constitucional recalcó nuevamente la obligación del 

gobierno local de tomar en consideración la suscitada Matriz de Vulnerabilidad, 

recomendación que ya había sido emitida por el Servicio Nacional de Aguas 

Subterráneas, Riego y Avenamiento con antelación en abril de 2007 bajo el título de 

“Recarga potencial del acuífero Colima y Barva, Valle Central, Costa Rica”,  

confeccionado por el geólogo Roberto Ramírez, estudio que ya ha sido empleado supra 

en el presente trabajo. Tal disposición se puede apreciar igualmente en los votos de la 

misma Sala, 12109-2008 de las 15:16 horas del 5 de agosto de 2008, y 12189-2008 de 

las 9:06 horas del 12 de agosto de 2008. 

 

b.2. Limitaciones ambientales, que enfrenta actualmente el cantón de San Rafael. 

 

El costo de la conservación de los mantos acuíferos comporta una serie de 

limitaciones importantes que, en lo conducente, giran en torno a las limitaciones de uso 

de suelo y a la cobertura de construcción por lote. En el cantón de San Rafael de 

Heredia su incidencia es mucho mayor sobre los distritos de Concepción y Los Ángeles, 

pues el primero tiene relación directa con la recarga del manto de Colima, y el segundo 

con el acuífero de Barva.  

Aparte de aplicar las restricciones establecidas para edificaciones dentro de la 

zona de protección especial que refiere el decreto 25902-MIVAH-MP-MINAE, a ello 

deben adjuntarse los criterios de la Matriz antes citada, que para el caso concreto ha 

establecido limitaciones a las áreas de protección de fuentes de recurso hídrico, como 
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lo señaló la Planificadora Urbana de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, Paola 

González Rodríguez, en entrevista conducida el día 30 de enero de 2015: 

“… para protección de acuíferos sería la cobertura, el área de cobertura de las 

construcciones por lote, y también se eliminó el tanque séptico tradicional y ahora 

se les está pidiendo que sea un tanque mejorado, para evitar posibles fugas… Se 

usan fosas biológicas, o tanque diez o algún otro sistema que ellos consideren que 

puede implementar y que funcione igual, la idea es proteger un poco el fondo del 

tanque, para que no hayan infiltraciones.  

También se tienen mapeados todos los pozos o mantos acuíferos que están 

registrados en el SENARA, tenemos un mapa con la zona de protección de cada 

uno, porque según la matriz, el área de protección de los pozos los tiraron a treinta 

metros – cuarenta metros-, no a cien o doscientos como dice la ley forestal y la ley 

de aguas. Si es un pozo, tiene cuarenta, y si es una naciente ahí si la aplicamos los 

doscientos”181. 

Además de la aplicación de la Matriz de Vulnerabilidad, observada en el mapa 

ubicado como anexo 2 al final de esta investigación, se lograron establecer limitaciones 

por áreas de recarga según su intensidad, sea media, alta o muy alta. Esta 

clasificación, si bien de suma importancia, deja sin consideración la existencia de 

edificaciones que ya de por sí se encontraban contrariando lo dictado por el decreto 

25902-MIVAH-MP-MINAE al haberse edificado antes de 1997 (año en que entró a regir 

la norma) y sin que la determinación normativo-administrativa haya tomado en cuenta 

alguna forma de solventar ese problema. 

Pero la cobertura de construcción por lote que se plantea a partir de la aplicación 

de los criterios de vulnerabilidad determinados por SETENA, también genera otra clase 

de problemas sociales, en cuanto a formas de asentamiento y aplicación de la 

normativa vigente, al introducir variables porcentuales máximas de suelo edificable 

permitido dentro de un finca, dependiendo del tipo de vulnerabilidad en que estuviere el 

                                                 
181 González Rodríguez, Paola. Entrevista de Andrea Bermúdez Ling, & David Salazar Morales. (30 de Enero de 

2015). 
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inmueble ubicado, configurando confusiones que se evidencian comúnmente en la 

práctica, como lo referencia la misma Planificadora Urbana sobre el cantón de San 

Rafael sobre las zonas clasificadas en recarga media: 

“… los fraccionamientos que se hacían antes era por la ley de planificación urbana, 

entonces se permitía frente a calle pública fraccionamientos de 120 metros 

cuadrados; entonces, después la gente se venía a pedir usos de suelo para 

construcción y sólo se permitía el 30%, entonces el 30% de 120 metros cuadrados 

es muy poco, y obligaba a la gente a hacer dos pisos, entonces eso ya aumentaba 

los costos, ya no todo el mundo ni siquiera con un lote pequeño podía construir, 

entonces a raíz de todo éste problema que se fue dando, en catastro ya tomaron 

una directriz, donde lo que utilizaron fue el mapa de vulnerabilidad que nos envió 

SENARA”182.  

Así, con base en la clasificación por intensidad de recarga, en el caso particular 

del cantón, se empezó a permitir en las zonas de intensidad baja, lotes de un mínimo 

de 330 metros cuadrados, para que se pudiere construir más proporcionalmente. Esas 

nuevas dimensiones provocaron que los lotes en las zonas de recarga alta pasaran a 

necesitar un mínimo de 650 metros cuadrados, y en las zonas de recarga muy alta y 

ubicadas más al norte del cantón, para pensar en realizar alguna construcción sólo es 

permisible si el lote mide al menos 2000 metros cuadrados, situación que parcialmente 

solventa el problema de los costos y tamaño de las edificaciones, y que a su vez 

termina por crear un panorama nuevo a resolver dentro de las falencias propias del 

desarrollo urbano no integral: 

“… ya a nivel de vivienda, eso [las dimensiones de los lotes] limita montones a las 

personas que no tienen los recursos para adquirir un lote de 330 metros, y mucho 

menos uno de 650 metros, entonces ya se condiciona a un nivel de población que 

va a ser la que pueda adquirir un lote aquí, para bonos de vivienda se limita un 

poco, por tamaños de lote, ahí se va a afectar un poco”183.  

                                                 
182 González Rodríguez, Paola. 
183 Ídem. El contenido del paréntesis cuadrado es adicionado.  
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Debe analizarse además que, producto de las citadas dimensiones, la 

adquisición de terrenos de mayor área y de construcciones de precios más elevados, 

configuran un problema adyacente, consistente en la segregación residencial184, pues 

provoca que sólo ciertas clases sociales tengan acceso a determinados espacios 

conforme a la accesibilidad de los recursos que poseen185.  

Este fenómeno se puede evidenciar en un estudio realizado por estudiantes de la 

Escuela de Ciencias Geográficas sobre las zonas de Concepción y Los Ángeles de San 

Rafael de Heredia, pues: 

“… se presentaron disminuciones considerables en los patrones de usos agrícolas y 

urbanos hacia actividades pecuarias de 1989 a 1997, mostrando comportamientos 

distintos hacia el 2010, ya que estas actividades dieron paso al desarrollo de 

actividades forestales y urbanas, debido al fomento de crecimiento urbano 

generado hacia el norte del cantón, dominado por la clase media-alta y alta que 

tienen posibilidades económicas de adquirir propiedades con grandes extensiones 

de terreno”186.  

Al problema anteriormente retratado, deben sumarse aquellos asentamientos 

que por su ubicación geográfica no tengan la capacidad de ajustarse a derecho, 

destinando los mismos a la informalidad, pero peor aún, generando un conflicto con las 

personas que habitan bajo tal modalidad. 

Tómese en cuenta del panorama descrito líneas atrás, que en pro de conservar 

los mantos acuíferos existentes en la zona, el cantón de San Rafael de Heredia se 

somete a una serie de problemáticas de vivienda y de levantamiento de instancias 

propias para el comercio, incluso restringiendo la huella de construcción en un 70% por 

cada lote para que funjan como áreas de recarga y filtración de agua que sustente la 

                                                 
184 Sabatini, Francisco. «La segregación social del espacio en las ciudades de América Latina.» Banco 

Interamericano de Desarrollo. 2006. 

http://www.iadb.org/wmsfiles/products/publications/documents/1442235.pdf (último acceso: 30 de Agosto de 2015), 

6.  
185 Ídem.  
186 Palacios Alfaro, Melania, Luis Quesada Araya, y Bryan Zúñiga Chacón. «Dinámica Periurbana. Consideraciones 

para su estudio en el caso costarricense.» Revista Geográfica de América Central, nº 53 (Julio - Diciembre 2014), 

166. 
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capacidad de los mantos, misma que terminará solventando las necesidades de tal 

recurso en otros cantones aledaños, como lo es el Municipio de Heredia y su casco 

central, y asumiendo no sólo las limitaciones, sino también las dificultades que acarrean 

dichas disposiciones normativas, sin una visión integral de los problemas sociales y 

económicos que acarrean además los habitantes del cantón.  

Debe indicarse además que, según lo indicado por la funcionaria González, el 

cumplimiento de la legalidad urbanística actualmente establecida en el cantón 

actualmente depende de la capacidad que generen las plazas dispuestas por la 

Administración Activa para inspectores, únicamente tres, y a éstos debía sumarse un 

cargo de ingeniero para determinar aspectos técnicos.  

Es claro que el material humano disponible para garantizar el cumplimiento del 

ordenamiento es mínimo, sin que ello pueda realmente achacarse al municipio, pues de 

la mano de la imposición de todas las responsabilidades que involucra el cumplimiento 

de las disposiciones urbanísticas, debería ir proporcionalmente la asignación de 

recursos para fomentar la conservación y mantener un régimen de tutela eficiente. 

Por otro lado, a esta serie de falencias y cargas desproporcionadas, debe 

sumarse una coordinación que dista mucho de las capacidades que fueron pensadas 

para los órganos de cooperación e integración interregional que fueron dispuestos en la 

ley. El primer ejemplo se da con los Concejos Cantonales de Coordinación Institucional, 

a los que suele llamarse CCI y que fueron descritos en el capítulo segundo de esta 

investigación. Al consultar por la dinámica de estos Concejos a la Gestora Ambiental de 

la Municipalidad de San Rafael, Marianela Rodríguez, la misma indica: 

“Bueno a las que yo he podido ir, la parte de ambiente está como muy dispersa, 

porque bueno, ¿qué han hecho las instituciones? Ahí bueno, ya se podría hablar que 

se está trabajando por medio de comités, por ejemplo, dos comités que están súper 

activos ahorita es, el comité cantonal del dengue, que es la gente de la clínica, el 

ministerio de salud y la municipalidad, que de hecho el año pasado se hizo una 

movilización al mes, y lo que es la comisión de cambio climático, que también está el 

ministerio de salud, el INA, la ESPH, nosotros, la UNA y grupos de bandera azul, y la 

parte privada del Castillo, que de hecho nosotros estamos llevando el proyecto de 
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desechos orgánicos, o sea se puede hablar así, de forma separada”187.  

 Es claro que este tipo de Consejos, ideados para lograr la conjunción de 

proyectos complejos y como mecanismos para dirigir actividades a largo plazo y 

recursos económicos que respaldaren dichos proyectos, han sido empleados 

únicamente como herramienta para establecer actividades cuyo impacto se logra a 

corto o mediano plazo, y con impacto nulo sobre el desarrollo urbano ambiental, o 

proyectos de conservación del recurso hídrico. 

 Algo similar pasa con el papel de las Federación de Municipalidades de Heredia, 

que a pesar de ser un organismo con capacidad importante para generar proyectos y 

coordinar competencias o establecer servicios, tiene poca actividad por la aparente falta 

de voluntad política de los dirigentes de algunos cantones, según refiere la misma 

Gestora Ambiental. 

 Lo más cercano a una comisión que ha versado sobre la gestión del recurso 

hídrico con alguna incidencia, se da con la comisión establecida con ocasión del voto 

4050-2005 de la Sala Constitucional, y donde se refleja la dificultad que plantea el 

sistema administrativo para la concreción de este tipo de relaciones: 

“… hay un comité a nivel de los 5 municipios involucrados e instituciones públicas, 

tiene como 10 años de estar trabajando, y en 2013 se comenzaron a involucrar los 

alcaldes, porque ahí lo que iban era los técnicos, que no tienen ningún poder de 

decisión, pero ya, en el 2013, al haberse involucrado un poco más los Alcades, y 

decirles, bueno vean “llevamos tanto tiempo y no se han hecho…”, se contactó a la 

gente de la UCR, y ellos están haciendo un estudio, un diagnóstico, ahorita ya nos 

presentaron una parte, una fase del diagnóstico”188. 

Durante el desarrollo de la presente investigación, hemos estado pendientes a la 

presentación final de dicho estudio y que se espera sea una herramienta de trabajo útil 

a la hora de establecer los distintos espacios rurales y urbanos, sin que a la fecha éste 

                                                 
187 Rodríguez, Marianela, entrevista de Andrea Bermúdez Ling, & David Salazar Morales. (30 de Enero de 2015). 
188 Ídem. 
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se haya concretado. 

 

b.3. Relación con la empresa de servicios públicos de Heredia 

 

La Empresa de Servicios Públicos de Heredia, surge en sus inicios como Junta 

Administradora del Servicio Eléctrico Municipal de Heredia, un 25 de octubre de 1949 

con base en el decreto ley 767. Posteriormente, esa Junta pasaría a convertirse en 

Empresa a partir de la ley 5889 del 8 de marzo de 1976, y se comprende su 

organización asociativa a partir de la ley 7789 del 30 de abril de 1998, acciones que 

comparten las Municipalidades de San Isidro y San Rafael, con la Municipalidad de 

Heredia que el socio mayoritario, con el 51% de las acciones. 

En entrevista realizada junto a las funcionarias municipales antes señaladas, el 

regidor Carlos Rodríguez Chaves, representante de la Municipalidad en la Empresa, 

señaló la existencia de una buena relación del municipio con tal institución: 

“Nosotros no percibimos utilidades, lo único que se percibe es inversión. Inversión 

en acueducto, en obras comunales, iluminación aceras, algunas donaciones, dinero 

no”189. 

 En lo conducente, según señaló el regidor, esa inversión se veía traducida en la 

gestión de la calidad de agua principalmente, así como en otros proyectos como de 

alcantarillado sanitario, o la inversión en seguridad cantonal por medio de la instalación 

de cámaras de seguridad, proyectos en marcha al momento de realizar la entrevista. 

 La Planificadora Urbana señaló sobre la Empresa, además, que la misma daba 

colaboración con otras campañas como las de reforestación, y que participa 

activamente en la Comisión de Cambio Climático. Sobre el tema en particular del agua, 

referenció conocimiento sobre un canon de agua en favor de tal institución. 

                                                 
189 Rodríguez Chaves, Carlos, entrevista de Andrea Bermúdez Ling, & David Salazar Morales. (30 de Enero de 

2015). 
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 Este tema es importante si se considera que el decreto ejecutivo 32868 fue el 

que estableció las regulaciones del canon de aprovechamiento del agua, y de sus 

artículos 1 y 3 parece desprenderse que comprende un rubro a cancelar de aguas 

superficiales y subterráneas, así como por el servicio ambiental de protección del 

recurso hídrico. Sin embargo, este canon no lo recauda la ESPH, sino que se encuentra 

centralizado en manos de la Dirección de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía. 

En referencia a la ESPH, la misma normativa lo que hace es una salvedad, 

señalando que como la empresa otorga el servicio ambiental de protección del recurso 

hídrico, sólo debe cancelar un porcentaje menor del canon que comprende únicamente 

el uso del agua, servicio que presta la institución mediante el cobro de la llamada “tarifa 

hídrica”, empleada para mantener servicios ambientales en las zonas donde captan 

agua, sin que directamente se trate la conservación que producen las limitaciones por 

uso de suelo a los cantones, como se analizará en el capítulo 5.  

Debe criticarse desde ya – a pesar de que en el último capítulo se tratará el tema 

de la tributación medioambiental – que la recaudación de dicho canon se distribuye en 

un 50% en favor de la Dirección de Aguas, y el otro 50% destinado a las actividades de 

FONAFIFO  y del SINAC, y únicamente estableciendo como posibilidad que de esa 

mitad se pueda dar traslado de recursos a los municipios, para que financien programas 

de compra de tierras con fines de protección de áreas de recarga acuífera y 

nacimientos de agua.  

Una vez más, se denota una descentralización poco asentada a nivel nacional, 

con recursos que no pueden llegar directamente a los municipios y que deben 

someterse a trámites burocráticos y de sometimiento del control de la Administración 

central, pero sobre todo la falta de reconocimiento de las mismas limitaciones a los 

usos de suelo privados dentro de un cantón, como causal que debería ser reconocida 

dentro de las actividades de protección del agua. 
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c. Municipio de Heredia centro: cargas ambientales y posibilidades de 

desarrollo facultadas por los usos de suelo permitidos.  

 

El cantón de Heredia se ubica en el sitio que los pobladores originarios, el grupo 

indígena del Reino Huetar Norte de Occidente, denominaban Cubujuquí. El título de 

Ciudad le fue otorgado a Heredia el 11 de noviembre de 1824, por el primer Jefe de 

Estado, Juan Mora Fernández.  

 

Fue mediante el artículo 7 de la ley N°36 del 7 de diciembre del año 1848 que 

Heredia se instauró propiamente como cantón, mismo año en el que, mediante la 

Constitución Política de 1848, se establecen por primera vez las denominaciones de 

provincia, cantón y distrito parroquial. Actualmente es el cantón número 1 de la 

provincia de Heredia y está formado por 5 distritos administrativos: Heredia, Mercedes, 

San Francisco, Ulloa y Vara Blanca. El cantón tiene un área de 282,60 kilómetros 

cuadrados, y para el año 2000 los datos del INEC determinaban una población de 

103.894 habitantes, que implicaba una densidad de 367,63 habitantes por kilómetro 

cuadrado190. 

 

 Como se mencionó en su momento en la introducción a la situación actual del 

Municipio de San Rafael, el análisis de la situación del Municipio de Heredia también se 

realizará de conformidad con los datos recolectados mediante el trabajo de campo, 

materializado a través de entrevistas con los representantes del municipio. Con base en 

lo anterior, el desarrollo de los siguientes apartados se hará de conformidad con los 

datos recabados en dichos procesos de entrevistas, complementados con fuentes 

bibliográficas, legislación y jurisprudencia.  

 

                                                 
190

 Municipalidad de Heredia. «Plan Nacional de Desarrollo Humano Local 2010-2020.». 2009, 15-17  

http://www.ifam.go.cr/PaginaIFAM/docs/PRODUCTOS%20FOMUDE%202006-2011/R4-

Productos/P23%20Planes%20DHL%20y%20Agendas%20Distritales/Planes%20de%20Desarrollo%20Hum

ano%20Cantonal/Plan%20de%20Desarrollo%20Humano%20Local%20Cant%C3%B3n%20Heredia.pdf 

(último acceso: 30 de Agosto de 2015). 
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c.1. Limitaciones ambientales, que enfrenta actualmente el cantón de Heredia. 

 

Al analizarse la situación actual de los datos de riqueza natural y beneficios 

ambientales del cantón de San Rafael de Heredia, en el apartado b) de éste capítulo, se 

mencionó que, de conformidad con el índice de sostenibilidad ambiental cantonal 

desarrollado por el Observatorio del Desarrollo de la Universidad de Costa Rica, en el 

año 2010, aquel ocupó el primer lugar del índice, colocándolo como el cantón con el 

mayor índice de sostenibilidad ambiental. En el caso del cantón de Heredia, tenemos 

que éste obtuvo la posición 7, la cual si bien no es una mala posición, ya que aún se 

encuentra dentro de las 10 primeras del índice, si se encuentra 6 posiciones por debajo 

del cantón de San Rafael, siendo que el cantón de Heredia ha reflejado en los últimos 

años una tendencia al crecimiento urbano y a un mayor consumo de bienes y 

servicios191. 

El Lic. Rogers Araya Guerrero, Gestor Ambiental de la Municipalidad de Heredia, 

en entrevista conducida el día 12 de marzo del 2015, indica, con respecto a las 

limitaciones ambientales que actualmente enfrenta el cantón de Heredia, que la más 

importante es la ausencia de un plan regulador que rija las cuestiones referentes a 

materia de urbanismo y usos de suelo.  Asimismo, el Lic. Araya Guerrero expresó que 

actualmente en el cantón de Heredia el uso de suelo es principalmente urbano y con 

cobertura de cafetal.  

Debido a la ausencia de un plan regulador vigente específico para el cantón, la 

materia urbanística se rige por la Ley de Planificación urbana y los Decretos N°13583-

VAH-OFIPLAN y el N°25902-MIVAH-MP-MINAE. Ésta situación conlleva una ausencia 

de definición de zonificaciones por distrito, cantón y área, que permita determinar los 

usos económicos potenciales del suelo, llámese si son residenciales, industriales, 

comerciales o habitacionales. También se limita la facultad de definir si la capacidad de 

densidad de un área determinada es de baja, media o alta densidad y genera que no se 

puedan delimitar algunas actividades económicas que pueden ser clasificadas como 

                                                 
191 Gómez Meléndez, 13. 
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peligrosas.  

“…de momento, ese es nuestro principal problema y que estamos trabajando con 

legislación, no tan específica o con una escala no tan pequeña como debería ser, 

que sería cantonal, que sería lo ideal, pero si trabajamos con el GAM del 82 y ahora 

vamos a trabajar con el GAM del 2013, con el fin de poder esperar o tratar el 

desarrollo territorial hasta tener ya el plan regulador ya aprobado”192.  

No se encontraron mayores limitaciones de carácter ambiental que afecten el 

desarrollo del cantón, ya que si bien se está utilizando normativa de carácter general en 

lugar de normativa específicamente diseñada para el cantón, las actividades 

comerciales a gran escala, las urbanizaciones y comercios sí son visibles en el cantón y 

en su desarrollo económico y estructural.  

Se nos indicó que, mediante informe de la Contraloría General de la República 

N° DFOE-AE-IF-14-2014, del 10 de diciembre de 2014, se le ordenó al Municipio que 

debían reforzar los procesos de recuperación de las zonas de protección de los ríos, 

con lo cual se dio inicio a un proceso de recuperación del bosque ripario, para dar 

mantenimiento al recurso hídrico. Sin embargo, a criterio de los investigadores, ello no 

es una limitación al crecimiento urbano, ya que está enfocado a la protección de los 

ríos, que es una obligación ambiental y de refuerzo de los recursos, que no va a impedir 

el desarrollo económico del cantón.  

Si bien es cierto que en el cantón se encuentra sobre varios acuíferos, siendo los 

principales El Colima Superior, el Colima Inferior y el acuífero de Barva, el señor Araya 

Guerrero nos indicó que el problema respecto de éste tema (que se genera a nivel 

nacional, no es exclusivamente cantonal), es que a la fecha no se cuenta con datos o 

estudios que determinen cuáles son las capacidades reales de los acuíferos, cuáles son 

los aportes de éstos, o si se les está dando o no el tiempo suficiente de recarga.  

Se señaló también que las delimitaciones o los espacios geográficos que 

                                                 
192

 Araya Guerrero, Rogers, entrevista de Andrea Bermúdez Ling, & David Salazar Morales. (12 de Marzo de 2015). 



181 

 

abarcan éstos acuíferos no han sido científicamente probados, con lo que no se cuenta 

con una delimitación real y concreta de los límites del acuífero. Por lo tanto, se concluye 

que a la fecha, no hay una investigación real de cuál es la capacidad real, actual o 

futura de los mantos acuíferos, lo que a su vez conlleva que tampoco hay limitaciones 

de carácter ambiental por concepto de protección de mantos acuíferos, ya que los 

mismos ni siquiera se encuentran definidos y/o científicamente localizados.  

c.2. Beneficios ambientales.  

 

Propiamente en cuanto a los beneficios ambientales que aporta el cantón, es 

necesario hacer una aclaración previa: El cantón de Heredia centro se encuentra en su 

mayoría urbanizado y desde la época de la colonia su territorio fue dedicado 

mayoritariamente a la actividad de producción cafetalera. En la entrevista previamente 

referida, con el Lic. Rogers Araya Guerrero, Gestor Ambiental de la Municipalidad de 

Heredia, se indicó que la cobertura boscosa que se encuentra en el cantón es muy 

poca, casi nula, ya que el uso de suelo que actualmente tiene Heredia es 

principalmente urbano y con cobertura forestal.  

Con ello, se indicó que los beneficios ambientales del cantón son muy puntuales 

y dirigidos a acciones específicas, como los programas de reforestación que coordina la 

Municipalidad, los programas de bandera azul ecológica, programas de sustitución de 

especies foráneas de árboles por especies nativas y los esfuerzos de la entidad por 

acercarse a ser carbono neutral.  

 

Los datos mencionados por el Gestor se visualizan con claridad en la matriz de 

fragilidad del Plan Regional y Urbano del Gran Área Metropolitana (PRUGAM), del 31 

de mayo del 2007, que refleja el índice de fragilidad ambiental y el uso de suelo del 

cantón de Heredia. En dicho mapa se observa que la densidad poblacional del cantón 

es -en su mayoría- una densidad poblacional alta y media, con muy poca cobertura de 

bosque secundario fragmentado y una cobertura nula de bosque secundario y/o 
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primario193.  

En cuestiones de participación, en cuanto a los Consejos Cantonales de 

Coordinación, a los cuales ya se les ha dado tratamiento en éste trabajo, la 

Municipalidad únicamente es parte del consejo cantonal de coordinación creado con 

ocasión de la implementación del Voto 4050 de la Sala Constitucional, al cual ya se la 

ha dado amplio tratamiento en las secciones y capítulos previos. En el caso de la 

Federación de Municipalidades de Heredia, la Municipalidad de Heredia centro, al día 

de hoy, no participa de la misma. Con lo anterior se evidencia que el municipio, al 

momento, tiene poca participación en relaciones de coordinación e implementación 

conjunta de programas de carácter ambiental con los demás municipios de la provincia.  

 

 

c.2.1. Vara Blanca.  

 

 Al hacer referencia a los beneficios ambientales del cantón de Heredia, se vuelve 

imperativo hacer un paréntesis respecto de la competencia que corresponde 

propiamente al municipio de Heredia, para analizar una situación específica que sale 

del manejo del cantón y pasa a tener incidencia en el plano nacional. Se hace 

referencia al caso del distrito de Vara Blanca, creado mediante decreto N°1819-G del 5 

de julio de 1971. Este distrito se encuentra sometido, aproximadamente en un 80% de 

su territorio, al régimen de áreas silvestres protegidas (ASP), ya que dentro de su 

territorio se ubica el Parque Nacional Braulio Carillo.  

 

Esta situación particular merece un análisis aparte, ya que, si bien éste distrito 

produce una serie de beneficios ambientales de gran magnitud e impacto sobre el 

territorio nacional, el régimen jurídico aplicable es distinto al caso de análisis de la 

presente investigación, por estar clasificado como Parque Nacional. Ello se aparta del 

tema de éste trabajo, que se enmarca en las limitaciones de urbanización y de 

crecimiento por limitaciones al uso de suelo en cuanto a sus efectos sobre las 

                                                 
193 Ver Anexo 1.  
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posibilidades de desarrollo cantonales, a lo cual aplica un régimen jurídico distinto, por 

encontrarse uno dentro de las competencias municipales y el otro dentro de las 

competencias del SINAC.  

 

El manejo administrativo y la gestión de protección y resguardo del territorio y los 

recursos del Parque Nacional Braulio Carrillo, al estar clasificado como área silvestre 

protegida (ASP), corresponde al Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC), 

creado por la Ley de Biodiversidad N°7788, y es una dependencia del Ministerio de 

Ambiente y Energía de Costa Rica: 

“El SINAC posee personalidad jurídica instrumental y ejerce sus funciones como un 

sistema de gestión y coordinación institucional, desconcentrado y participativo, que 

integra las competencias en materia forestal, vida silvestre, áreas protegidas y la 

protección y conservación del uso de cuencas hidrográficas y sistemas hídricos con 

el fin de dictar políticas, planificar y ejecutar procesos dirigidos a lograr la 

sostenibilidad en el manejo de los recursos naturales del país”194.  

Lo anteriormente expuesto implica que, tanto las ventajas obtenidas a nivel de 

generación y protección de recursos naturales como los gastos de resguardo y tutela de 

los mismos, protegidos dentro del cantón de Vara Blanca, no son de competencia 

municipal sino de competencia de un órgano estatal, con competencia nacional.  

Los beneficios provenientes de Vara Blanca están, por ende, caracterizados 

dentro de un régimen de tutela especial relacionado directamente con el interés público, 

consistente en la protección del entorno natural. Situación distinta se da en el caso de 

las limitaciones por uso de suelo, ya que éstas se relacionan con el mismo interés 

público de protección del ambiente pero en forma indirecta, al afectar intereses de 

particulares en beneficio del interés común y de la función social de la propiedad, sin 

que se reconozca el impacto que esas limitaciones generan en el del desarrollo humano 

cantonal.    

 

                                                 
194 SINAC. 2015. http://www.sinac.go.cr/competencias/Paginas/default.aspx (último acceso: 17 de Agosto de 2015). 



184 

 

 

c.3. Relación con la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH). 

 

 De conformidad con los datos brindados por el Lic. Rogers Araya Guerrero, la 

Municipalidad de Heredia es el socio mayoritario de la empresa, al contar con el 51% de 

las acciones de la misma. Lo anterior deviene en que la relación entre el municipio y la 

ESPH sea muy estrecha.  

La ESPH tiene un alto grado de independencia en cuanto a actuaciones, pero el 

municipio de Heredia incide tanto en la toma de decisiones como en el tema de 

inversión, ya que tienen dos regidores participando en la Junta Directiva. Según se nos 

indicó por el funcionario entrevistado, la relación está estrechamente basada en 

relaciones de coordinación, no sólo en la parte de ambiental sino también en temas de 

infraestructura o colaboración, en cuanto a asistencias técnicas, campañas de 

reforestación y similares.  

La principal característica diferenciadora de la ESPH es que esta sí posee un 

rango de actuación y de discrecionalidad de creación de relaciones de coordinación 

mucho más amplia, ya que puede coordinar y colaborar con los demás cantones de la 

provincia, que es algo que, por cuestiones de limitación de presupuesto, es más 

restringido para el municipio de Heredia.  

Por último, si bien el municipio de Heredia es socio mayoritario de la ESPH, y 

tiene capacidad de influir en la toma de decisiones de proyectos y de obra, debe 

indicarse que el primero no recibe ningún tipo de dividendos, canon o ingresos por 

dicha participación, ya que los presupuestos de ambas son distintos y se manejan 

independientemente.  
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d. Síntesis 

 

En el presente capítulo encontramos una serie de problemas en torno a la 

planificación del uso del suelo y su determinación en el Gran Área Metropolitana a 

través del anillo de contención demarcado desde el reglamento del GAM de 1982.  

Esta delimitación del Gran Área Metropolitana, aunque necesaria y procedente, 

no ha sido actualizada a la fecha y ha generado problemas importantes, que se 

desprenden desde la llamada “lotería urbanística”, donde muchos inmuebles que son 

propiedad privada encuentran amplias limitaciones para desarrollar edificaciones y 

actividades, lo que conlleva a un problema importante de vivienda que debe ser 

atendido por los cantones que se ven afectados. 

Además, esta demarcación hecha por ley, no ha tomado en cuenta la existencia 

de cantones sobre los cuales hay una mayor intensidad de limitaciones al uso del suelo, 

dejando por fuera de su análisis el principio de equidistribución o de equilibrio de cargas 

y beneficios que ha sido explicado en este capítulo, mismo que se relaciona con el 

concepto de cargas ambientales construido en el tercer apartado de la investigación. 

Y es que estas limitaciones al uso de suelo, en el caso especial del cantón de 

San Rafael de Heredia, se transforman en restricciones necesarias para conservar 

áreas de recarga de los mantos acuíferos Barva y Colima, que se encuentran en la 

zona y se vuelven fundamentales para el abastecimiento del recurso hídrico en las 

ciudades, como la sita en el casco central del cantón de Heredia.  

Jurisprudencialmente se ha reconocido la existencia de esta carga de corte 

ambiental, sin que se hayan asignado recursos o algún mecanismo que compense a los 

cantones donde este tipo de limitaciones es mayor, como parte del reconocimiento 

transversal y proporcional con que los gobiernos locales (en el estadio regional) deben 

contribuir entre sí para sostener los deberes ambientales. 
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Un primer viso de la falta de aplicación del principio de equidistribución, se 

observa en el artículo 25 inciso m) del decreto 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-MOPRT-S-

MAG, que reconoce la necesidad de generar compensaciones a nivel municipal en los 

términos aquí descritos, con la desavenencia de que tal normativa se encuentra 

suspendida de su aplicación por acción de inconstitucionalidad según se ha constatado 

supra. 

A partir de la determinación de limitaciones por uso de suelo que carga la 

Municipalidad de San Rafael de Heredia, y que en cuanto a beneficios por recurso 

hídrico solventan las necesidades y potencian el desarrollo del cantón de Heredia, se 

hace necesaria la coordinación por concurrencia de competencias, en razón del interés 

que genera la conservación del medio ambiente, y sobre todo del agua para la 

subsistencia humana. Sobre dicho enunciado, en el siguiente capítulo se plantearán 

diversas soluciones, desde la perspectiva jurídica y comparativa, para solventar el 

problema descrito. 
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Capítulo 5. Posibles soluciones al tratamiento de las limitaciones por 

uso de suelo. 

 

 
Sinopsis: a. Posibles soluciones desde la perspectiva del concierto/ a.1. 

Sistema de transferencias de metro por metro/ a.1.1. Análisis del sistema de metro 

por metro en la coordinación intermunicipal de las municipalidades analizadas/ 

a.1.2. Consideraciones del sistema metro por metro y la municipalidad de Heredia/ 

a.1.3. Consideraciones del sistema metro por metro sobre la municipalidad de San 

Rafael de Heredia/ a.2. Mecanismos de coordinación intermunicipal mediante 

figuras asociativas/ a.2.1. Principio de Unidad de Gestión/ a.2.2. Planes Locales de 

Urbanismo Intermunicipales (PLUi) en Francia/ a.2.3. Instrumentos de coordinación 

intermunicipal en Argentina/ a.2.4. Opciones viables en el contexto costarricense: 

Federación de Municipalidades de Heredia, figura del concierto y planes 

reguladores/ a.2.4.1 Federaciones de Municipalidades/ a.2.4.2. Aplicación del 

concierto en el caso concreto/ a.2.4.3. Planes reguladores/ a.2.4.4. Sumario/ a.3. 

Posibilidad de establecimiento de Convenio de Pago por Servicios Ambientales/ 

a.3.1. Servicios ecosistémicos y modelo de pago por servicios ambientales/ a.3.2. 

Modelos de Pago por Servicios Ambientales en el contexto nacional/ a.3.2.1. Pago 

por servicios ambientales hídricos. Tarifa hídrica de la Empresa de Servicios 

Públicos de Heredia/ a.3.2.2. Modelo del Pago por Servicios Ambientales 

administrado por el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (FONAFIFO)/ a.3.3. 

Adopción de un convenio de Pago por Servicios Ambientales entre municipios/ b. 

Posibles soluciones desde la emisión y/o modificación de leyes/ b.1. Aplicación 

de un tributo medioambiental/ b.1.1. Tipología de los tributos medioambientales/ 

b.1.2. Los impuestos compensatorios en el derecho alemán/ b.1.3. Adaptación de 

un tributo ambiental en Costa Rica por limitaciones de uso de suelo/ b.1.4. 

Modificación del canon de aprovechamiento del agua y/o de la tarifa hídrica/ b.2. 

Creación de instituciones interregionales/ b.2.1. El modelo de las Confederaciones 

Hidrográficas en España/ b.2.2. Posibilidades para el contexto costarricense: 

modificación de las funciones de la ESPH o creación de una institución interregional 

nueva/ b.2.2.1. Creación de una institución interregional nueva/ b.2.2.2. 

Modificación de las funciones de la ESPH. 
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a. Posibles soluciones desde la perspectiva del concierto. 

En el capítulo anterior, se estableció la existencia de una problemática que surge 

a raíz de las limitaciones por uso de suelo que se terminan condensando en demasía 

en determinados cantones, lo cual provoca desequilibrios importantes en cuanto a los 

ingresos de las municipalidades correspondientes y las oportunidades de desarrollo 

para sus habitantes dentro de los límites administrativos, generando también nuevas 

obligaciones de conservación ambiental, sin su consecuente respaldo compensatorio. 

Además, durante la exposición de los mecanismos de control y coordinación 

propios de nuestro ordenamiento –tratados en el capítulo 2–, se sustentó la idea 

plasmada por el Doctor Ortiz Ortiz en torno a la existencia de obligaciones de los 

municipios de concertar con otros entes cuando concurrieran competencias entre ellos, 

estableciendo por supuesto la necesidad de convenir y, además, siendo facultativo el 

contenido del convenio.  

Esta forma de abarcar las obligaciones intermunicipales –surgidas a raíz de 

intereses concurrentes de las poblaciones de diversos cantones, en temas como el 

ambiental– suscita que los municipios están compelidos a coordinar cuando, producto 

de una carga específica soportada por un cantón, otro se ha beneficiado. En el caso de 

la Municipalidad de San Rafael de Heredia y de la Municipalidad de Heredia, se ha 

establecido un vínculo regional importante (ventilado a partir del capítulo 4 del presente 

trabajo), pues está directamente derivado de las intensas limitaciones y problemas que 

soporta el primer cantón, que se mantienen y generan beneficios de abastecimiento y 

conservación del agua potable que es consumida en el casco urbano. Dicho recurso 

hídrico proviene mayoritariamente de los mantos acuíferos de San Rafael y su 

preservación y resguardo tienen una notable incidencia sobre la vida de los habitantes 

del lugar, especialmente respecto de las restricciones para desarrollar el cantón a nivel 

urbano.  

Es a partir de las consideraciones previas, que se entiende necesario buscar un 

mecanismo idóneo que faculte la consecución de las obligaciones intermunicipales por 
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generación de cargas ambientales (en el caso específico de éste análisis, la de 

limitaciones por uso de suelo en pro de los mantos acuíferos). Con base en las 

premisas expuestas. En este acápite se explicarán y analizarán diversos instrumentos 

empleados en otros ordenamientos para solventar este tipo de desequilibrios, así como 

herramientas de gestión urbana sostenible que han rendido éxito en otros países y que, 

haciendo una adaptación a nivel nacional, podrían ser funcionales para establecer el 

contenido del concierto como figura jurídica.  

Además, debe señalarse que, dada la pretensión de este apartado de mostrar 

diferentes posibilidades de determinar el tipo o clase de solución que se debe pactar 

(manteniendo siempre en mente que lo facultativo es el contenido, más no la obligación 

de pactar una solución), las posibles propuestas que se exponen a continuación 

presentan mecanismos que deben apreciarse como viables, siempre y cuando se 

consideren, establezcan y tengan claras las diferencias y especificidades que cada 

cantón tiene; lo anterior tomando en cuenta que para la definición de instrumentos de 

este tipo, se requerirá de creatividad e innovación195, misma razón por la que las 

propuestas aquí planteadas no deben entenderse como las únicas posibilidades. 

a.1. Sistema de transferencias de metro por metro. 

En la Comunidad Autónoma de Valencia se instauró el modelo de transferencias 

de metro por metro (m2 x m2) como técnica de ponderación de cargas y beneficios, ello 

a partir de la promulgación de la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística. Dicho 

mecanismo busca crear una compensación ambiental, en la cual los propietarios que 

deseen ampliar la capacidad de edificación de sus terrenos, tienen la posibilidad de 

negociar con la municipalidad la ampliación de una o varias zonas determinadas, 

modificando la clasificación de algunos suelos y catalogándolos como urbanizables, 

para aumentar su aprovechamiento. Se faculta a las Municipalidades a realizar estas 

modificaciones de usos de suelo –dando carácter de urbanizable a algunos terrenos 

determinados y aumentando el rango de aprovechamiento– a cambio de que aquellos 

                                                 
195 Smolka, Martim. Implementación de la recuperación de plusvalías en América Latina: Políticas e Instrumentos 

para el Desarrollo Urbano. Cambridge: Lincoln Institute of Land Policy, 2013, 22. 
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que quieran verse beneficiados con dicha posibilidad, sean propietarios o 

urbanizadores, deberán, a manera de reciprocidad, dotar a la corporación municipal de 

turno con un terreno no urbanizable (y con valor ecológico), equivalente al área en 

metros cuadrados que pretenden edificar, como compensación ambiental.  

Mediante este mecanismo se otorga un mayor valor inmobiliario a un predio, a 

cambio de conceder otro terreno donde no se pueda construir o donde se determine la 

necesidad de adquisición de tal inmueble, como lo disponía el apartado 3 del artículo 55 

de la Ley mencionada anteriormente196.  

Con la introducción de la Ley de Ordenación de Territorio y Protección del Paisaje 

del 30 de junio de 2004, se estableció como obligación la cesión de suelo a la 

Administración, de algún predio con una superficie de suelo no urbanizable y que fuera 

proporcionalmente equivalente al suelo urbanizable que se estaba obteniendo en otra 

finca (ponderación calculada con base en el valor económico del terreno edificable y de 

aquel que sería integrado al demanio de la Administración). 

La legislación sobre este tema en Valencia, se completa con la Ley de Suelo No 

Urbanizable del 9 de diciembre de 2004, donde se determina que la vocación de los 

suelos que obtengan los municipios producto de este mecanismo, deberá ser la de 

emplearlos para la constitución de espacios públicos.  

Todos estos aspectos terminaron por ser revalidados en la Ley Urbanística 

Valenciana número 16 del 30 de diciembre de 2005, reafirmando la vocación 

compensatoria del sistema de metro por metro como forma de solventar, en parte, los 

gravámenes que se producen de la suerte que ostente cada lote respecto de su 

clasificación, sin generar a su vez perjuicios hacia la conservación del entorno natural. 

Lo que se busca con esta propuesta es conseguir que aquellos terrenos privados que 

ostentan fuertes restricciones al ejercicio y aprovechamiento de la propiedad (por estar 

                                                 
196 Serrano López, José Enrique. «Medidas compensatorias y cargas adicionales o complementarias. Especial 

referencia a la obligación de cesión de M2 x M2 y cuotas de sostenibilidad.» Cap. XII de Comentarios a la 

Legislación Urbanística Valenciana, de Santiago González-Varas Ibáñez, & Serrano López, José Enrique. 

Navarra: Aranzadi, 2007, 309.  
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clasificados como no urbanizables), pasen a ser responsabilidad de la Administración, 

reconociendo que dicha técnica urbana: 

“… viene a poner el colofón la política, ya positivada de forma efectiva, del 

legislador valenciano tendente a concretar una real medida compensatoria que 

hiciera público parte del suelo de interés natural”197. 

Además, en este sistema de transferencias existe la posibilidad de otorgar las 

cesiones de suelo exigidas por un municipio en territorio de otro cantón, de lo cual se 

reconoce la vocación regional en la atención y recuperación de terrenos con 

limitaciones, para convertirlos en parte del dominio público, donde la responsabilidad de 

potenciar las capacidades de tales predios corresponde enteramente a los municipios 

involucrados. 

Así lo reconoce la Ley de Ordenación de Territorio y Protección del Paisaje en su 

artículo 13.6.f, bajo el supuesto de que no existan predios no urbanizables que ceder en 

el municipio que otorga el beneficio. De conformidad con el Reglamento de dicha 

norma, se establece la posibilidad de emplear la técnica aquí descrita con base en otras 

causas, que pueden ser establecidas por convenio intermunicipal, donde se 

establezcan los beneficios y las obligaciones que asumiría cada una de las partes. 

El planteamiento de Serrano López, previamente expuesto, es también relevante 

para las siguientes observaciones. El autor señala que son posibles los convenios 

intermunicipales en este tema, haciendo una apreciación que vale la pena resaltar: 

“Esta opción requeriría de la previa cobertura de un instrumento de ordenación 

supralocal o sectorial y, sin duda, del concierto de la voluntad del municipio donde 

se desarrolle la actuación, que previsiblemente optará por la alternativa de la 

sustitución por pago en metálico (art. 24 ROGTU198). Aunque el destino de estos 

                                                 
197 ídem, 202.  
198 Las siglas refieren al Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística. 
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recursos deba vincularse a políticas ambientales”199. 

De la cita anterior deben rescatarse dos aspectos primordiales: Primero, el 

reconocimiento del autor sobre el concierto como mecanismo formal a través de cual se 

pueden establecer soluciones urbano-ambientales, incluso a nivel intermunicipal. 

Segundo, la consideración del autor sobre la preferencia de un “pago en metálico” por 

parte de la municipalidad que se vería beneficiada con la donación de territorio. Puede 

deducirse que el recibo de dinero, en vez de un inmueble, es más favorable para el 

municipio, tomando en cuenta que una vez que se destinen los terrenos como dominio 

público en tutela de la Administración local, esta se deberá hacer cargo del 

mantenimiento de los mismos, sin recibir recursos específicos para ello, por lo que sería 

más sencillo el empleo de recursos monetarios para procurar la preservación y 

cumplimiento de las normas y limitaciones urbanísticas. Esta consideración debe ser 

parte del análisis requerido a la hora de plantear como posibilidad la aplicación de dicho 

mecanismo.  

También es menester hacer mención sobre las modificaciones que ha sufrido la 

legislación urbanística valenciana en los últimos años, a tal punto que en julio de 2014 

se aprobó la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, conocida por sus 

siglas como LOTUP. Si bien la misma dejó vigentes las obligaciones que se 

desprendieran de la Ley Urbanística Valenciana –pues se consignó que la ley no tenía 

aplicación retroactiva–, estableció cambios a nivel legal, como lo es la eliminación 

general de aplicar el sistema de metro por metro en cada municipio200, a partir de la 

formulación de nuevos planes reguladores201. 

Sin embargo, el cambio descrito en la legislación valenciana, no implica que tal 

instrumento no pueda emplearse como modelo y adaptarse dentro del presente análisis 

                                                 
199 Serrano López, 325. 
200 La eliminación de esta figura, junto a la suspensión de destinar territorios a las viviendas de protección oficial, 

fueron criticadas en la aprobación de la ley, pero fueron aceptadas aparentemente por negociación política. 

Además, en el caso del metro por metro, la figura no desaparece repentinamente, ante la no aplicación retroactiva 

de la LOTUP. 
201 Ballester, Laura. La nueva ley urbanística entrará en vigor en veinte días. 18 de Julio de 2014. 

http://www.levante-emv.com/comunitat-valenciana/2014/07/18/nueva-ley-urbanistica-entrara-

vigor/1139334.html (último acceso: 2015 de Octubre de 12). 
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como una posible solución a la coordinación intermunicipal que debe mediar entre los 

gobiernos locales de Heredia y San Rafael por medio del concierto. 

a.1.1. Análisis del sistema de metro por metro en la coordinación intermunicipal 

de las municipalidades analizadas. 

 

 Aplicando la técnica del concierto entre gobiernos locales, la idea general de las 

transferencias de metro por metro puede perfilarse como una opción al contenido que 

debe expresar el convenio intermunicipal. Básicamente, el método plantearía que por 

cada metro cuadrado que se permita construir de más en el cantón de Heredia, al 

interesado le correspondería donar un metro cuadrado de un terreno que cumpla con 

características determinadas; en el caso concreto, que se acredite que tiene 

limitaciones de tipo ambiental, cuya preservación sea importante para la conservación 

de los mantos acuíferos de la región y que se ubique en el cantón de San Rafael. 

 Podría pensarse que la premisa expuesta conlleva el problema de que las 

acciones de una municipalidad no pueden dirigir los beneficios que de ello se obtenga, 

a otra localidad del territorio cantonal. Sin embargo, del desarrollo teórico plasmado en 

los capítulos anteriores, se desprende que tal idea sería imprecisa, ya que la 

Municipalidad de San Rafael recibiría dicho beneficio a manera de compensación por la 

carga ambiental que enfrenta, al tener que hacerse cargo de la preservación y 

conservación del terreno que se encuentra en su territorio y, además, ello se sumaría a 

la numerosa cantidad de predios en San Rafael que están limitados al desarrollo 

humano por la protección de mantos acuíferos, en beneficio de la conservación y 

abastecimiento de recurso hídrico de otros cantones como Heredia.  

Lograr ese equilibrio carga-beneficio entre cantones, se respalda no sólo en la 

materia urbanística, sino que se ve permeado por la doctrina y los principios del 

Derecho Ambiental, convirtiendo en parte de los intereses de los vecinos del cantón de 

Heredia, el que sus representantes establezcan acciones tendientes a la protección del 

recurso hídrico del cual gozan, independientemente de los límites administrativos y 

territoriales establecidos en el país, en un actuar eficiente que obliga a los entes donde 
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concurran intereses (en este caso, la protección del recurso hídrico), a establecer 

soluciones conjuntas en aras de lograr soluciones más eficientes y acordes con el 

desarrollo sostenible. Lo anterior considerando no sólo que el ambiente es uno sólo, 

sino aplicando principios como desarrollo sustentable, principio de cargas y beneficios o 

el de unidad de gestión.  

a.1.2. Consideraciones del sistema metro por metro y la municipalidad de Heredia. 

  

Dicho esto, bajo el planteamiento del sistema de metro por metro antes descrito, 

el convenio intermunicipal supondría la posible expansión de las áreas construibles 

dentro del cantón de Heredia, específicamente en el casco de la ciudad central, 

favoreciendo técnicas de densificación de la ciudad y desestimulando el crecimiento 

expansivo, disperso o de “mancha de aceite” como lo ha conocido la doctrina202.  

La concentración puede traer nuevos beneficios a la ciudad si su impacto se 

maneja adecuadamente, como el empleo de medios de transporte no tradicionales, 

reducción de gasto de energía y el empleo de menos recursos para establecer 

dotaciones públicas203.  

Es claro que para lograr esta técnica, previamente el municipio de Heredia 

tendría que establecer una o varias zonas donde la ampliación de la densidad humana 

esperada sea posible. Para lo anterior se requeriría plantear estudios con la finalidad de 

determinar el crecimiento de dicha variable, así como el impacto ambiental que un 

eventual desarrollo mayor de las zonas seleccionadas comportaría.  

La capacidad del municipio para realizar este tipo de trabajos sobre la ciudad 

podría llegar a ser un problema para concretar el primer paso que se mencionó, ya que 

la cesión de un terreno con limitaciones por uso de suelo en el municipio de San Rafael, 

                                                 
202 Frediani, Julieta. C. “Las nuevas periferias en el proceso de expansión urbana. El caso del partido de La 

Plata [En línea]. Geograficando, 5(5). Disponible en: 

http://www.fuentesmemoria.fahce.unlp.edu.ar/art_revistas/pr.4445/pr.4445.pdf.  (2009) 105.   
203 Muñiz, Ivan, García,Miguel Ángel & Catalayud, Daniel. SPRAWL.Definición, causas y efectos. Barcelona: 

Universitat Autònoma de Barcelona, 2006, 21-24. 
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encontraría justificación en la concesión del municipio de habilitar un crecimiento 

urbano mayor en zonas donde la regulación vigente no lo permite. 

Este tipo de readecuaciones, como se ha dicho anteriormente, no comportaría 

strictu sensu un problema de inaplicabilidad, siempre y cuando las zonas destinadas a 

posibilitar una mayor edificabilidad y a favorecer la densidad poblacional, cuenten con 

los estudios respectivos que respalden la factibilidad de la acción a ejercer.  

Estas variables actualmente se encuentran sujetas a los lineamientos generales 

urbanísticos de la Ley de Planificación Urbana y del Reglamento para el Control 

Nacional de Fraccionamiento y Urbanizaciones y no a las determinaciones y estudios 

que pueda realizar la Municipalidad, pues de momento no posee Plan Regulador 

propio. Lo anterior también constituye una limitante para la aplicación del modelo que 

se expone en éste apartado.  

Una opción viable y beneficiosa, sería prever la determinación de zonas que 

gozan de factibilidad para ampliar su margen de edificabilidad, directamente en el Plan 

Regulador del cantón de Heredia. Con ello podrían establecerse los requisitos a cumplir 

desde el plano normativo, aunado a la transferencia de un terreno equivalente con 

limitaciones de corte ambiental en la Municipalidad de San Rafael como requisito sine 

qua non para que opere la figura de la transferencia. 

Las consideraciones previas no pueden dejar de considerar que la ciudad de 

Heredia ya tiene una buena parte de espacios edificados dentro de la ciudad y la 

generación de nuevas áreas de metros cuadrados construibles no es labor sencilla.  

La primera tarea en este tema llama a permitir el crecimiento en terrenos que no 

hayan sido urbanizados previamente, sin que sea la única posibilidad de ampliar la 

potencialidad de un terreno en cuanto a las pretensiones de edificabilidad. 

El aprovechamiento es un concepto acuñado por la doctrina española para 

establecer la potencialidad constructiva en metros cuadrados de un predio determinado, 
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limitado siempre a las prescripciones normativas que disponga el ordenamiento: 

“En definitiva, el aprovechamiento es el beneficio urbanístico genérico que el plan 

atribuye al propietario, para propiciar el disfrute de las facultades consustanciales a 

su derecho de propiedad”204.  

Ese aprovechamiento no debe entenderse simplemente como la capacidad de 

construir edificaciones de una sola planta, sino que se vincula igualmente al área en 

metros cuadrados que se puede desarrollar a nivel vertical. Una solución a la 

determinación de áreas destinadas a un crecimiento en la edificación, puede ser la 

planeación de nuevas áreas en metros cuadrados por construir, que sean proyectadas 

verticalmente y cuya posibilidad de desarrollar esos metros cuadrados en nuevas o más 

plantas, se condicione al traspaso de metros cuadrados sobre un inmueble con 

limitaciones en los términos supra previstos205. 

Igualmente, como parte del convenio a cumplir por la corporación municipal de 

Heredia, sería importante estudiar la posibilidad de que las zonas que se vayan a 

establecer como afectadas por el instrumento propuesto, se encuentren cercanas a los 

límites administrativos entre los cantones de Heredia y San Rafael, para propiciar, en la 

medida de lo posible, que el impacto de desarrollo urbano generado por la construcción 

en dichas zonas impacte positivamente el desarrollo y genere mayor interacción entre 

las poblaciones limítrofes de ambos cantones. 

a.1.3. Consideraciones del sistema metro por metro sobre la municipalidad de 

San Rafael de Heredia. 

 

Del otro lado del convenio de transferencia de metro por metro, se encuentran 

                                                 
204  Yásser-Harbi, Mustafá Tomás. «Régimen de las transferencias y reservas de aprovechamiento urbanístico. 

En especial, el régimen de la comunidad Valenciana.» En Revista de derecho urbanístico y medio ambiente. 

Editado por ISSN 1139-4978, (2009), 65-98.  
205 La posibilidad de construcción de más metros cuadrados a nivel vertical en ciertas zonas a cambio de réditos en 

favor de la Administración, no es un elemento ajeno a otras herramientas de planificación urbana. Un caso es el 

de la venta de derechos de construcción, donde el aprovechamiento urbanístico se amplía en ciertas zonas, 

dependiendo del sujeto que gane ese derecho en subasta pública, fondos destinados a la construcción de 

dotaciones y espacios públicos (V. Smolka, 36-50). 
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las obligaciones a cumplir por parte de la Municipalidad de San Rafael de Heredia. En 

el caso particular, los sujetos que se encuentren interesados en beneficiarse del 

mecanismo, deberán buscar terrenos de naturaleza privada que se encuentren dentro 

de los límites territoriales de San Rafael y que se encuentren con limitaciones al uso de 

suelo derivadas de la protección a los mantos acuíferos existentes en la zona.  

La identificación de estos terrenos deberá hacerse tomando en cuenta la emisión 

de certificado de uso de suelo expedido por la Municipalidad de San Rafael y 

considerando las limitaciones ambientales aplicables conforme a la Matriz de 

Vulnerabilidad realizada por SENARA, certificación que se emitirá como documento 

necesario para acreditar ante el municipio de Heredia que el esfuerzo urbanístico que 

realiza se traduce realmente en una finalidad ambiental, pues sin la acreditación de tal 

fin, la causa de la compensación recibida por el municipio sí sería ilegítima. 

Igualmente debe considerarse que los sujetos que pretenden beneficiarse de 

estas transferencias, bien podrían ser propietarios de tierras que cumplan con dichas 

condiciones dentro del cantón de San Rafael o podrían ser terceros a los que la 

adquisición de ciertos metros cuadrados en éste cantón a cambio del desarrollo 

constructivo en la ciudad les resulte un negocio rentable, en razón de la plusvalía que 

las condiciones urbanísticas le otorgan a un predio cuando se mejoran sus condiciones 

constructivas206.  

Con la cesión de este tipo de terrenos al municipio, se faculta a los sujetos que 

son propietarios a dejar de soportar de manera individual las cargas por limitaciones 

ambientales sobre sus predios. Si bien es cierto, la teoría de la vocación social del 

suelo ha considerado que las limitaciones sobre predios privados son completamente 

factibles y que deben ser soportadas por sus dueños, lo trascendental del tema es que 

en nada afecta al medio ambiente que estos terrenos pasen de ser propiedad privada a 

ser parte del dominio público de la Administración. 

Ahora, esta transferencia requiere que, previo a la aprobación final de los 

                                                 
206 Smolka, 6-8. 
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beneficios constructivos en el cantón de Heredia, se haga el traspaso respectivo del 

inmueble a nombre de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, escritura que en 

tesis de principio, correspondería elaborar a la Notaría del Estado.  

Un problema que puede acarrear esta transferencia y adquisición de nuevos 

predios es que la misma llevaría aparejadas nuevas obligaciones e inversión de 

recursos para el municipio. Por lo tanto, se tendrían que respetar las limitaciones en los 

suelos recientemente incorporados al patrimonio del ente, sin que ello solucione la 

carencia de recursos o de capital humano, que ya de por sí no era suficiente para 

realizar dicha labor, y donde la responsabilidad de preservación dejaría de ser 

compartida entre el ente y los sujetos privados que antes eran los propietarios del bien.  

En este punto debe traerse a colación el problema que párrafos más arriba 

puntualizaba Serrano, que señala que para los municipios suele ser preferible recibir 

recursos en metálico, para destinarlos a la protección del medio ambiente. 

Evidentemente, esta última opción también es mucho menos compleja en cuanto a 

ejecución, coordinación y obtención de resultados: Los ingresos son destinados a la 

municipalidad cada cierto tiempo y ésta establece cómo debe emplearlos. 

En el sistema de transferencias se requiere de un convenio donde la cooperación 

intermunicipal sea constante a la hora de hacer las transacciones, pero también implica 

que la cesión de suelos se pueda traducir en una medida compensatoria eficaz, aspecto 

que sólo se logrará en el tanto se pueda garantizar la protección de mantos acuíferos a 

largo plazo. De la misma forma, deberá considerarse como parte de las complicaciones 

de este mecanismo, la necesidad de coordinar no sólo entre las municipalidades, sino 

también entre sujetos privados, para que la medida sea aplicada y vista como factible. 

A pesar de ello, la transferencia de metro por metro aplicada a nivel 

intermunicipal –en los términos que han sido explicados–, puede llegar a ser una 

herramienta útil para lograr compensar las cargas y beneficios entre los cantones de 

Heredia y San Rafael; lo anterior ya que por un lado releva de tales cargas a los 

privados que poseen este tipo de terrenos, y por otro lado otorga terrenos a la 



199 

 

municipalidad de San Rafael que podrán ser dedicados al uso público.  

Ser propietario de tales terrenos no implica necesariamente, como lo plantea 

Serrano, una dificultad mayor por falta de recursos monetarios, si observamos que tales 

predios podrán ser empleados por la municipalidad para crear zonas de recreo, 

potenciar el turismo e incluso someter dichas tierras a un sistema de servicios 

ambientales (de donde podría obtener recursos para la conservación de las condiciones 

ambientales de esas tierras).  

Además, este sistema busca propiciar que tierras específicas dejen de ser 

empleadas para urbanizar, lo que incluso podría incidir positivamente sobre el problema 

de la segregación residencial que ha sido señalado en el capítulo 4, a lo cual podría 

unirse una política de homogenización de los grupos sociales alrededor de los centros 

distritales.  

El que se deba implicar mediante este sistema la participación y voluntad de 

terceros no debe verse enteramente como una dificultad; más bien debe propugnarse 

que las personas que habitan el cantón comprendan la importancia de ejercer 

mecanismos que respalden las cargas ambientales y que sean vistos como beneficios 

que obtiene la comunidad, incluso dándoles participación en labores de defensa de las 

zonas transferidas. 

Es precisamente por estas razones que, si bien el sistema de metro por metro 

conlleva una labor importante en cuanto a la puesta en práctica de técnicas urbanísticas 

y herramientas legales que regulen este tipo de convenio, puede ser un mecanismo 

sumamente útil para lograr el equilibrio sobre las obligaciones que entre cantones se 

tienen en cuanto a la protección del recurso hídrico, mediante una mejor distribución de 

los beneficios y un desarrollo sostenible entre regiones207. 

 

                                                 
207 Banco Interamericano de Desarrollo. Sostenibilidad Urbana en América Latina y el Caribe. 2011, 9-12 
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a.2. Mecanismos de coordinación intermunicipal mediante figuras asociativas. 

 

El Ambiente –de conformidad con los postulados del desarrollo sustentable y el 

carácter de transversalidad del cual está dotada la materia ambiental– debe ser visto 

como unidad indivisible de recursos ecológicos, y su protección debe realizarse bajo 

ésta óptica, identificándolo como un todo integral. Es precisamente con base en ésta 

idea que se desarrolla el planteamiento de la necesidad de crear estrategias de 

planificación coordinadas, que contemplen e integren las necesidades confluentes de 

los territorios cercanos que comparten recursos naturales, para buscar la consecución 

de un desarrollo sostenible eficiente, que estudie las condiciones generales y el impacto 

total que cada actividad local tendrá respecto de la generalidad.  

En otros ordenamientos jurídicos, como ha sido el caso de España, Francia o 

Argentina, se han creado figuras y estrategias que han probado ser eficaces en cuanto 

a la concretización del objetivo de coordinación e integración de estrategias 

intermunicipales, de las cuales cobran especial relevancia para la presente 

investigación dos:  

1) La implementación de figuras asociativas, basadas en el concierto y en 

acuerdos intermunicipales, donde las decisiones de temas en los cuales confluyen los 

intereses de varias comunidades son tomadas en conjunto por los representantes de 

las entidades involucradas, y con el análisis previo de los diferentes beneficios y/o 

desventajas que dichas decisiones representen para cada comunidad y; 

2) Creación de instituciones interregionales, en las cuales se delegan 

determinadas competencias decisorias, principalmente en temas de ambiente y 

planificación.  

En el presente apartado y el siguiente se analizará la primera estrategia, ya que 

ésta se basa en una figura de concierto, contemplada en nuestro ordenamiento, 

mientras que la opción de creación de instituciones interregionales se analizará en otro 

apartado, por ser una alternativa que requeriría para su implementación, que la figura 
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fuese creada mediante promulgación de ley o mediante reforma al ordenamiento.  

La creación de instrumentos de planificación intermunicipal requiere un 

compromiso y un manejo que trasciende las divisiones territoriales administrativas, 

buscando una solución práctica e integral a problemas confluentes entre varias 

localidades.   

Del análisis de la normativa nacional que se hizo en el capítulo 3 de ésta 

investigación, queda claro que los entes municipales tienen la obligación de incorporar 

estrategias de protección de recursos naturales y de desarrollo sostenible en sus planes 

de gestión. Así, tenemos que hay una necesidad real de coordinar los temas 

ambientales y de planificación urbana con aquellas otras municipalidades que puedan 

verse afectadas por las decisiones del ente dentro de los ámbitos de su competencia; 

hay temas que no pueden ser tratados exclusivamente internamente en un territorio, 

pues afectan y tienen consecuencias sobre los ciudadanos, recursos naturales y 

condiciones de vida de localidades vecinas. 

Lo anterior implica que la autonomía municipal, tal y como se desarrolló en los 

capítulos y apartados previos, no puede dejar de confluir con los intereses que son 

comunes a toda una nación, y que van más allá de los límites territoriales establecidos 

administrativamente.  

En España, el tema de la cooperación intermunicipal ha recibido amplio 

tratamiento. Por ejemplo, Tribunal Superior de Justicia de Cataluña ha señalado cómo 

debe ser tratada la gestión coordinada entre entes:  

“Sus relaciones con otros instrumentos de ordenación del uso del suelo, de acuerdo 

con los artículos 13.2 y 55.5 deben ser de coherencia y facilitación del cumplimiento 

respecto de los planes de ordenación del territorio, y de coordinación, respetuosa 

con la autonomía municipal, con el planeamiento urbanístico, equilibrando “un 

conjunto de intereses urbanísticos y medioambientales para ordenar en grandes 

trazos el territorio” (Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 31 
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de marzo de 2001, RJCA 1396, recaída a propósito del Plan director del delta del 

Ebro)”208. 

Como respuesta a ésta necesidad y problemática planteada en los párrafos 

previos, en España se desarrolló el denominado principio de Unidad de Gestión, que 

expone que hay una necesidad de concentrar el manejo de las competencias 

ambientales, centralizando y unificando las mismas, sea mediante una única 

organización o institución o a través de figuras asociativas. El objetivo de crear éstos 

mecanismos es recabar información y datos sobre los requerimientos, específicos y 

generales de las localidades, para implementar un adecuado tratamiento, explotación y 

manejo de los recursos naturales que comparten diferentes divisiones territoriales. 

Basándose en los postulados de dicho principio, en España se crearon instituciones 

interregionales de gestión de recursos hídricos, las Confederaciones Hidrográficas209.  

En Francia y en Argentina se han puesto en práctica mecanismos de 

coordinación intermunicipal, mediante la creación de figuras asociativas, creadas con el 

fin de centralizar y focalizar la planificación urbana y la gestión, tutela y 

aprovechamiento de los recursos naturales, que afectan a varios territorios a la vez.  

Cada país ha desarrollado diferentes tipos de mecanismos, sin embargo todos 

presentan la característica de basarse en un principio de unidad de gestión, 

buscándose delegar la gestión y el manejo de las necesidades específicas que implica 

la gestión integrada de recursos naturales, en una única figura que asegure que la toma 

de decisiones se realizará adaptada a las necesidades propias de los diferentes 

municipios involucrados y con la participación y opinión activa de los representantes de 

cada cantón. A continuación se analizarán el principio de unidad de gestión, los 

mecanismos que se han implementado Francia y Argentina y la posibilidad de 

aplicación de instrumentos similares en Costa Rica.  

                                                 
208 Citado por: Ponce i Solé, Juli. Cooperación intermunicipal y coordinación interadministrativa en el ejercicio de 

las competencias de urbanismo y vivienda: en especial, el caso catalán. Barcelona: Anuario del Gobierno Local 

2003, Fundación Democracia y Gobierno Local, 2003, 327.  
209 Éste tema se desarrollará más adelante, en el apartado 3.b.2 “Posibles soluciones desde la emisión y/o 

modificación de leyes: Creación de Instituciones Interregionales”. 
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a.2.1. Principio de Unidad de Gestión.  

 

El principio de Unidad de Gestión expone que el manejo de intereses 

ambientales confluentes –que pueden afectar directamente las condiciones de vida de 

localidades cercanas o dependientes de los recursos naturales de una zona específica– 

debe contemplar las necesidades y particularidades propias de cada localidad en 

concordancia con las necesidades generales de un territorio, facultando un mejor 

aprovechamiento general del ambiente, y beneficiando a la mayor colectividad posible:   

“Desde el punto de vista de la organización administrativa, la protección eficaz del 

entorno exige la concentración de las competencias ambientales de cada nivel 

administrativo (estatal, autonómico o local), en una única organización 

especializada en las tareas de protección y restauración del medio ambiente. Esto 

es lo que postula el denominado principio de unidad de gestión (…) Los 

fundamentos de éste principio están tanto en el reconocimiento de la unidad e 

interrelación de los distintos bienes y recursos ambientales como en la necesidad 

de evitar que intereses que pueden entrar en conflicto, como son la protección del 

entorno y el desarrollo económico, coincidan en la misma organización 

administrativa, como ocurre cuando son las distintas administraciones sectoriales 

las que asumen la protección de los recursos sobre los que ostentan competencias 

no ambientales”210 

Con estos planteamientos se ha facilitado la concretización de la idea de 

centralizar y unificar el manejo de los recursos ambientales mediante figuras asociativas 

de toma de decisión o mediante instituciones interregionales, específicamente 

encargadas de estudiar las necesidades tanto específicas como generales de las 

comunidades. Así mismo, se plantea que la generación de propuestas y soluciones 

debe enfocarse a lograr que el manejo de los recursos ambientales afecte lo menos 

posible cada interés local y se enfoque en implementar acciones que representen la 

mayor ventaja colectiva en cuanto a conservación del ambiente y promoción del 

desarrollo sustentable.  

                                                 
210 Lozano Cutanda, Blanca. Derecho Ambiental Administrativo, 134.  
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a.2.2. Planes Locales de Urbanismo Intermunicipales (PLUi) en Francia. 

En el caso de Francia, la solución a la necesidad de coordinación intermunicipal 

en temas ambientales y de planificación urbana se ha enfocado a la creación de 

conjuntos de municipios, que cuentan con la capacidad delegada de tomar las 

decisiones de forma concertada.  En el país, el papel de los municipios tiene gran 

relevancia, debido a la estructura gubernamental del mismo (actualmente hay hasta 

36.000 municipios).  

En éste caso, la figura de planeamiento intermunicipal por la cual se ha optado 

es la de los “Planes Locales de Urbanismo Intermunicipales (PLUi)”. Dichos planes se 

constituyen de agrupaciones de municipios, cuyo objetivo es definir un proyecto global 

de urbanismo y ordenación; en doctrina se han visto como un ejemplo paradigmático:  

“Uno de los principales objetivos del presente estudio es poner de relieve como esta 

potenciación de la cooperación intermunicipal en las materias de urbanismo y 

vivienda –en marcha ya en algunos países de nuestro entorno, siendo Francia un 

ejemplo paradigmático– no sólo es posible, sino que, a tenor de los cambios 

económicos y sociales en marcha, puede ser, incluso, especialmente necesaria. Y 

tal cooperación puede hallar en los procedimientos planificadores un instrumento 

útil para el logro de la solidaridad intermunicipal, en conjunción, en su caso, con el 

uso de las diversas fórmulas asociativas existentes ya en nuestro Derecho o que 

puedan ser creadas ex novo en el futuro”211.  

La figura de los PLUi alcanza un significativo nivel de importancia en países 

como Francia, donde el número de municipios es tan elevado que dificulta una toma de 

decisiones efectiva y coherente, principalmente en temas ambientales y de ordenación 

territorial. Mediante ésta figura, se ha focalizado la toma de decisiones regionales en 

mancomunidades de municipios, que permitan concentrar la toma de decisiones en 

unas 2500 mancomunidades; número mucho más reducido y condensado que los 

                                                 
211 Ponce i Solé, Juli. 308.  
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36.000 municipios del país212.  

La importancia de estos instrumentos radica en que, al estar conformados por 

una agrupación de diferentes municipios, se facilita el análisis de las necesidades que 

afrontan las áreas de confluencia y las localidades específicas.  

El Ministerio de Vivienda, Igualdad de Territorios y Ruralidad de Francia, en el 

estudio publicado en 2014 titulado “los Planes Locales de Urbanismo Intermunicipales 

(PLUi)” ha indicado que estos planes locales de urbanismo intermunicipales, presentan 

ventajas tales como: 1. Favorecen la construcción de viviendas limitando al mismo 

tiempo el consumo de espacio, 2. Luchan contra el cambio climático al planificar 

adecuadamente la ubicación de los futuros proyectos de vivienda, 3. Protegen y 

valorizan la biodiversidad a la escala adecuada, asegurando las continuidades 

ecológicas de biodiversidad, evitando mediante la planificación urbana que las mismas 

se interrumpan, 4. Favorecen la mezcla social y funcional de los barrios mediante la 

aprobación de reglas específicas según el destino de las construcciones213. 

Los PLUi, al ser mancomunidades de municipios, guardan especial relevancia 

con las Federaciones de Municipalidades de nuestro ordenamiento, ya que su objetivo 

es similar (coordinación y planificación), con funciones y fines previamente definidos por 

los municipios que las conforman.  

Por su parte, la planificación supra-municipal en Francia ha demostrado ser de 

gran utilidad para tratar intereses comunes que se extienden más allá de los de una 

localidad específica y que pueden afectar a varios actores.  

 

                                                 
212 Ministere de l'egalite des territoires et du logement. « Los planes locales de urbanismo intermunicipales (PLUi) » 

en http://www.territoires.gouv.fr/. Editado por: METL-MEDDE/SG/SPSSI/ATL2/Eric Rillardon. Marzo de 2014.   

http://www.territoires.gouv.fr/IMG/pdf/les_plans_locaux_d_urbanisme_intercommunaux_plui_-

_version_espagnole.pdf (último acceso, 18 de junio de 2015), 1. 
213 Ídem.  
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a.2.3. Instrumentos de coordinación intermunicipal en Argentina.  

 

 La coordinación intermunicipal tiene un tratamiento particular en el caso de 

Argentina. Al ser un Estado Federado hay dos niveles de poder, con funciones y 

competencias muy demarcadas, el estatal y el provincial, siendo el segundo el más 

extenso. El gobierno federal únicamente está a cargo de las competencias que le son 

expresamente delegadas por la Constitución, mientras que los gobiernos locales tienen 

facultades más amplias, lo que dificulta un poco el establecimiento de políticas y 

obligaciones de carácter general. En cuanto a la distribución de poderes en Argentina, 

indica Antonio María Hernández:  

“Tienen plena vigencia los conceptos de Alberdi y Gorostiaga –aceptados por la 

doctrina y jurisprudencia de la Corte Suprema- en el sentido de que las provincias 

tienen poderes conservados e ilimitados y el gobierno federal ejercita los delegados 

en forma expresa e implícita y, por tanto, son poderes limitados”214.  

 Debido que los poderes de regulación de las provincias son más amplios y el 

poder federado únicamente establece políticas de alcance y regulación de aspectos 

generales, son las primeras quienes han desarrollado los diferentes mecanismos de 

coordinación e integración interregional aplicables a sus regímenes, por lo que se han 

desarrollado instrumentos distintos, dependiendo de las necesidades de cada localidad. 

Por su parte, la Autoridad Federada se ha encargado de desarrollar –a manera general, 

mediante políticas estatales y leyes– principios básicos y conceptos mínimos que deben 

respetar las comunidades, manteniéndose la idea de que los temas de ecología y 

desarrollo sustentable deben desarrollarse de forma coordinada entre los distintos 

órdenes gubernamentales:  

“Como vimos, la competencia en materia de ecología y desarrollo sustentable es 

concurrente entre los distintos órdenes gubernamentales. Así lo sostuvimos en el 

propio seno de la Convención Constituyente de 1994, al intervenir en el debate 

                                                 
214 Hernández, Antonio María. «La Descentralización del Poder en el Estado Argentino» en 

http://biblio.juridicas.unam.mx/. http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/1/348/11.pdf (último acceso: 30 de abril 

de 2015), 482.  
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sobre el artículo 43(…): Es importante precisar que esto no significa en la opinión 

de esta Comisión que las facultades en materia ambiental dejen de ser 

concurrentes entre los gobiernos federal [es]215, provinciales y municipales. Esta 

norma no importa entonces una alteración de los criterios clásicos del derecho 

constitucional argentino sobre el alcance y la concurrencia de facultades. En 

segundo lugar, el gobierno federal estará habilitado para sancionar normas, 

“contenidos mínimos de protección”, en esa materia. Ello es así porque dentro de 

las facultades concurrentes el gobierno federal está facultado para ello, y porque 

también el tema ambiental tiene a lo inter-jurisdiccional. Pero queda claro que 

cuando se hace referencia a la legislación complementaria por parte de las 

provincias y a la imposibilidad de alteración de las jurisdicciones locales, las 

provincias y los municipios podrán continuar con el ejercicio de sus atribuciones 

(…)”216. 

Con base en la facultad de sancionar normas con contenidos mínimos de 

protección, es que se han desarrollado conceptos como el de gestión integrada de las 

cuencas, que buscan que la gestión y utilización de las mismas sea armónica y 

equitativa entre los usuarios217. Un ejemplo de lo anterior es el tratamiento que se ha 

dado a la unidad ambiental en Argentina, mediante la Ley nacional 25.688 de 2002 

sobre Régimen de Gestión Ambiental de Aguas, que implica que la cuenca, al ser un 

recurso compartido, debe ser tomada como una unidad indivisible:  

“La ley de Gestión Ambiental de Aguas (25.688/02), constituye, como se 

mencionara anteriormente, una norma sobre presupuestos mínimos ambientales, 

tendiente a la preservación, aprovechamiento y uso racional (conforme artículo 1) 

del agua superficial, subterránea y atmosférica (conforme artículo 2), estableciendo 

un importante concepto: el de cuenca hídrica, la que deberá ser entendida como 

unidad ambiental indivisible (Conforme artículo 3). A los efectos de optimizar la 

                                                 
215 Contenido del paréntesis cuadrado es adicionado.  
216 Hernández, Antonio María. Derecho Municipal Parte General. México: Universidad Autónoma de México. 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2003, 484.  
217 Lanfranco Vázquez, Marina. «Problemáticas Vinculadas al Manejo Integral de Cuencas Hidrográficas. Gestión 

Compartida, Productividad y Sustentabilidad Ambiental en clave Jurídico-Ambiental.» en http://www3.udg.edu/. 

http://www3.udg.edu/publicacions/vell/electroniques/Crisis_economica_e_impactos_territoriales/1/1_7_LANFR

ANCO_VAZQUEZ.pdf. (último acceso: julio 2015), 2012, 179. 
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gestión de una cuenca, la que posibilita la realización de diversas actividades 

antrópicas, debería primar una visión integrada. Comprender a una cuenca como 

una unidad ambiental indivisible, tal como ha sido receptado en la ley nacional 

25.688/2002, requiere de un trabajo mancomunado por parte de todos los actores 

que la conforman, excediendo, las delimitaciones jurisdiccionales de un municipio, 

provincia o Estado Nacional, por estar en presencia de un recurso compartido”218.  

De conformidad con los principios previamente expuestos, en Argentina las 

provincias han optado por desarrollar sus propios instrumentos y figuras asociativas; a 

manera de ejemplo, mencionamos algunas de las más significativas: Buenos Aires ha 

desarrollado Comités de Cuencas (como el Comité de Cuenca del Río Sauce Grande) y 

corredores productivos. Córdoba creó la Asociación para el Desarrollo Regional del 

Centro-Sud de Córdoba (ADESUR), el Ente Intercomunal del Norte de Córdoba 

(EINCOR) y desarrolló el Ente Intermunicipal-Comunal de la Cuenca del Lago San 

Roque. En la provincia de Chaco se desarrolló el consorcio intermunicipal para el 

desarrollo social y productivo en el Departamento Bermejo y en el caso de la provincia 

de Misiones se creó la Asociación de Intendentes del Departamento Eldorado219.  

Las diferentes figuras que se han desarrollado en Argentina, pueden compararse 

con las figuras del concierto y de las federaciones de municipalidades que se 

establecen en nuestro ordenamiento y que ya se han analizado en éste trabajo, 

dependiendo del instrumento argentino que se utilice como parámetro de comparación. 

El caso de Argentina, donde se han creado diferentes modelos de figuras asociativas y 

conciertos de municipios para tratar temas varios, es un ejemplo útil de las diferentes 

posibilidades que se pueden aplicar para facilitar la administración coordinada de 

recursos, garantizando la tutela de los intereses confluentes de diferentes municipios a 

la vez. 

                                                 
218 Ídem, 183.  
219 Hernández, Antonio María. Derecho Municipal Parte General, 497-502.  
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a.2.4. Opciones viables en el contexto costarricense: Federación de 

Municipalidades de Heredia, figura del concierto y planes reguladores.  

 

Parte de la solución al problema de las cargas ambientales compartidas, 

generadas por usos de suelos, es comprender que éstas pueden ser compensadas si 

se llevan en conjunto entre los beneficiados (tanto directos como indirectos) y los 

obligados a soportarlas. Parte de la esencia de la inter-municipalidad es que los 

municipios que no tienen la capacidad para atender ciertos problemas por si solos, se 

vean compensados para equilibrar esa relación entre los que tiene mayor generación 

de recursos e ingresos.  

 Las soluciones que se han puesto en práctica en Francia y Argentina son 

ejemplos concretos de la aplicación efectiva que puede llegar a tener la implementación 

de mecanismos asociativos de municipios, para resolver temas confluyentes entre 

varias corporaciones municipales. Para lograr balances efectivos, es importante 

contemplar el principio compensatorio en la creación de planes interregionales y en la 

emisión y establecimiento de las políticas de urbanismo y de gestión ambiental.  

 En el ordenamiento jurídico costarricense hay tres figuras o instrumentos que 

pueden ser adaptadas y/o modificadas para ser aplicadas con objetivos similares a los 

mecanismos previamente analizados: las federaciones de municipalidades, el concierto 

y los planes reguladores. Éstas son figuras a través de las cuales podrían concertarse 

temas confluyentes entre los municipios que las integren, y que están enfocadas a la 

resolución de temas delegados por los municipios, previo acuerdo entre todos los 

integrantes de los mismos.  

Las características y elementos de las figuras de las federaciones de 

municipalidades y del concierto fueron previamente analizadas en el capítulo 2 de ésta 

investigación, por lo que en éste apartado se analiza el funcionamiento que tienen éstas 

figuras en el país y cuáles son los elementos de las mismas que deberían ser 

modificados para efectos de poder aplicarlas al contexto costarricense, como una 
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herramienta de coordinación en materia ambiental y municipal.  

a.2.4.1 Federaciones de Municipalidades.  

 

Las federaciones, al ser mancomunidades de municipios, pueden ser utilizadas 

para implementar un planteamiento similar al que se ha seguido en Francia y Argentina, 

donde la solución de los problemas se enfoca desde la perspectiva cooperativa, de 

compromiso y consenso, alcanzado mediante la acción en común de representantes de 

las diferentes entidades que comparten un mismo interés o beneficio ambiental. 

 Previamente se analizó que en Costa Rica las federaciones son de carácter 

asociativo y son ellas mismas quienes definen sus competencias, a través del consenso 

de sus participantes y la aprobación de los correspondientes Concejos. Dado que la 

figura ya está creada en el ordenamiento jurídico costarricense, sería posible utilizarla 

como instrumento de coordinación y planificación de temas de urbanismo y ambiente, 

siempre y cuando se diera un compromiso real por parte de los municipios de respetar 

la causa y hacer funcionar el mecanismo.  

El problema de la adaptación de ésta figura para los propósitos de disminuir los 

efectos de las cargas ambientales compartidas, deviene de los problemas que ya 

enfrentan las federaciones en nuestro contexto, que son los problemas de obtención de 

ingresos y la falta de compromiso con la federación, que en muchas ocasiones suele 

generarse a raíz de trasfondos y conflictos políticos.  

  Ésta problemática ha salido a relucir en el trascurso de la presente investigación, 

incluso fue analizada por la Planificadora Urbana de la Municipalidad de San Rafael de 

Heredia, Paola González Rodríguez, en entrevista conducida el día 30 de enero de 

2015, quien indicó que, si bien la Federación de Municipalidades de Heredia tiene un 

gran potencial –al ser un organismo con amplia capacidad de crear proyectos, coordinar 

competencias o establecer servicios– la actividad que efectivamente realiza la 

Federación hoy por hoy, por una cuestión de falta de voluntad política, es muy poca.  
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Por otro lado, el Municipio de Heredia –tal como lo refirió en entrevista el Lic. 

Rogers Araya Guerrero, Gestor Ambiental de la Municipalidad de Heredia– al día de hoy 

ni siquiera participa en la Federación de Municipalidades de Heredia. Lo anterior refleja 

cómo, en el contexto particular de Costa Rica, la viabilidad de la utilización de la figura 

es poca, por ser un instrumento que depende estrictamente de la voluntad política de 

las partes por cooperar mutuamente; situación que, hoy por hoy, es difícil de conciliar.  

 De implementar el uso de las federaciones de municipalidades como mecanismo 

para coordinar la planificación urbana y desarrollar estrategias de compensación por 

cargas ambientales compartidas, hay otro reto importante a considerar: Para poder 

aprobar cualquier cambio en las funciones de la Federación, se requiere la aprobación 

de ello por parte de todos los Concejos de los Municipios que la conformen. Ésta 

situación también es difícil de conciliar, si se toma en consideración que la solución que 

se propone está basada en un principio de solidaridad y cooperación, entre los 

Municipios más beneficiados con ingresos y aquellos que soportan cargas y gastos, 

pero que no reciben recursos por sus funciones de protección del ambiente.  

 Entre las posibilidades de acción se podría convenir que se trasladen fondos de 

los municipios a la Federación, para el cumplimiento de fines específicos de 

conservación de los territorios que, municipalidades como San Rafael, deben mantener 

o deben restringirse de construir en ellos, por ser sitios de importancia ecológica para la 

preservación de mantos acuíferos. Sin embargo, no puede dejar de considerarse que, 

al ser un ente mancomunado, ello requiere ser aprobado por todos los Concejos 

Municipales, y lo más viable sería implicar a todas las entidades que conforman la 

Federación.  

 La opción de utilizar la figura de las Federaciones es viable y tiene la ventaja de 

estar ya creada en nuestro país y en funcionamiento, sin embargo, al implicar a un 

número muy amplio de actores, el obtener la coordinación y el consenso 

(especialmente con todas las trabas políticas ya analizadas) de todos los involucrados, 

es un reto complicado, que deviene en que la efectividad del uso de esta figura 

posiblemente sea mermada, en el plano fáctico.  
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 a.2.4.2. Aplicación del concierto en el caso concreto.  

 

 En el contexto costarricense, la figura del concierto debe ser visualizada como un 

pacto o convenio que realizan dos o más municipios, al percatarse que existe una 

obligación entre ellos de coordinar determinadas actividades, que devienen de intereses 

confluentes entre ambas localidades.  

Recalcar esta idea es fundamental en la propuesta concreta, pues de existir 

intereses comunes –como puede ser la preservación de los recursos naturales o una 

planificación urbana que respete las bases del desarrollo sustentable– se requiere 

necesariamente de un desarrollo en conjunto, para asegurar que no se afecte en 

demasía a ninguna de las localidades o sus habitantes, o que sea una de las partes 

involucradas en los intereses confluentes la que deba soportar la mayor parte de las 

afectaciones. La implementación de estos convenios especiales, estaría entonces 

basada en un principio de solidaridad entre los municipios.   

De utilizarse la figura del concierto como solución al problema de cargas 

ambientales compartidas, hay varios aspectos que deben ser considerados: 1) Deben 

pactarse los límites de participación de cada ente local, así como sus funciones 

específicas dentro del acuerdo pactado y, 2) Los alcances del concierto deben ser 

considerados, tal y como los expone Ortiz Ortiz220, ya que, en el caso de que alguno de 

los entes falte al convenio, se estaría ante una situación de responsabilidad 

perfectamente reclamable en vía judicial.  

  El punto de mayor relevancia, y el que representa un mayor reto, es el contenido 

–o cuando menos, las líneas generales– que deberá tener el pacto que se firmaría entre 

los entes municipales: Cuáles son los alcances del compromiso de cada suscribiente, y 

cuál sería el procedimiento a seguir de demostrarse incumplimientos del pacto. 

 Las mayores dificultades se generan cuando las partes no quieren 

comprometerse, o cuando no hay una voluntad política suficiente para asumir 

                                                 
220 Previamente citados en el capítulo 2 de ésta investigación.  
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compromisos reales. Así mismo, de no contar con mecanismos de cumplimiento fuertes 

y eficaces, el pacto podría quedar únicamente en el papel, sin llegar a ser 

verdaderamente efectivo, lo cual contraría la naturaleza de lo pretendido, consistente en 

soluciones efectivas a situaciones reales y no solamente compromisos políticos 

ineficaces. 

a.2.4.3. Planes reguladores.  

 

 Otra opción para implementar formas de coordinación intermunicipal, que 

contemplen soluciones interregionales a los problemas que afecten a más de una 

localidad, es a través de los planes reguladores interregionales. Ello guardaría relación 

con la metodología utilizada en Francia, de los Planes Locales Interurbanos (PLUi), que 

desarrollan estrategias conjuntas para agrupaciones de municipios, en materias de 

planificación local, zonificación, usos de tierra, conservación de recursos y desarrollo 

sostenible.  

En el modelo referido, los elementos que conforman los planes, se elaboran 

según las necesidades de regiones mucho más extensas que las delimitadas por las 

divisiones administrativas, reconociendo que determinadas materias deberían 

desarrollarse contemplando la influencia o posibles afectaciones que puedan tener en 

las localidades interconectadas o estrechamente relacionadas entre sí. A modo de 

ejemplo, se podrían considerar elementos ambientales como las cuencas hidrográficas, 

cuyos cauces transcurren por más de una localidad y la manipulación correcta o 

inadecuada que se haga en una de las áreas por las que transcurre, irremediablemente 

va a afectar a las demás localidades por las cuales pasen sus aguas.  

De conformidad con las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana, el Plan 

Regulador: “es el instrumento de planificación local que define en un conjunto de 

planos, mapas, reglamentos y cualquier otro documento, gráfico o suplemento, la 

política de desarrollo y los planes para distribución de la población, usos de la tierra, 

vías de circulación, servicios públicos, facilidades comunales, y construcción, 
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conservación y rehabilitación de áreas urbanas”221.  

Dichos planes desarrollan elementos de políticas de desarrollo, estudios de 

población, usos de tierra, cuestiones de circulación (localización de vías de transporte), 

servicios comunales, servicios públicos y vivienda, al igual que la renovación urbana. 

Una vez acordada y aprobada su adopción, el plan regulador adquiere fuerza de ley 

para el municipio que lo adopta.  

A efectos de analizar la posibilidad de utilizar los planes reguladores como 

instrumentos de planificación interregional, el primer paso a dar es determinar si el 

ordenamiento jurídico costarricense actual faculta la implementación conjunta de los 

mismos o si, en su defecto, para utilizarlos con el objetivo propuesto, se requeriría 

alguna modificación a la ley. Para ello es importante traer a colación el texto de los 

artículos 15 y 62 de la Ley de Planificación Urbana:  

 

“Artículo 15.- Conforme al precepto del artículo 169 de la Constitución Política, 

reconócese la competencia y autoridad de los gobiernos municipales para planificar 

y controlar el desarrollo urbano, dentro de los límites de su territorio jurisdiccional. 

Consecuentemente, cada uno de ellos dispondrá lo que proceda para implantar un 

plan regulador, y los reglamentos de desarrollo urbano conexos, en las áreas donde 

deba regir, sin perjuicio de extender todos o algunos de sus efectos a otros 

sectores, en que priven razones calificadas para establecer un determinado 

régimen contralor”. 

 “Artículo 62.- Las municipalidades de territorios contiguos pueden concretar entre sí 

convenios para fundar y mantener servicios conjuntos de planificación, conforme lo 

dispongan las leyes de organización municipal. Respecto al Área Metropolitana de 

San José, regirá lo dispuesto en el capítulo siguiente”. 

Nótese que, de conformidad con el texto transcrito, no se desprende que haya 

ninguna prohibición expresa que impida los municipios adoptar un plan regulador 

                                                 
221 Ley de Planificación Urbana, artículo 1.  
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interregional o intermunicipal. A contrario sensu, las normas reconocen la competencia 

de los gobiernos locales para planificar y controlar el desarrollo urbano, les faculta 

extender los efectos de sus planes a otros sectores, e incluso permite expresamente 

concretar convenios con las municipalidades de territorios contiguos, respecto de 

servicios conjuntos de planificación.  

Aunado a lo anterior, debe considerarse lo indicado por el decreto número 38334 

(actualización del Plan Regional de la Gran Área Metropolitana), ya analizado en éste 

trabajo, donde se establece en los artículos 11 y 12 la necesidad de coordinación entre 

municipalidades y el artículo 14 expresamente establece la figura de los Planes 

Urbanos Intermunicipales. Tomando dicha fuente normativa como un desarrollo 

programático de las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana –de donde se 

fortalece la posición aquí expuesta en el tanto la norma legal no es restrictiva, mientras 

se logre el cumplimiento de la disposición legal impuesta, consistente en que en cada 

cantón se implemente un plan de este tipo y sus reglamentos, sin proscribir que ese 

plan no pueda ser el mismo en varias regiones administrativas locales, siempre y 

cuando los requerimientos técnicos allí dispuestos sean ajustables a cada consignante 

del plan– se tiene entonces que los municipios sí están facultados para realizar planes 

reguladores interregionales. 

El compartir la elaboración de planes reguladores comporta un beneficio para los 

municipios, ya que la elaboración de los mismos tiene un costo económico sumamente 

elevado, que se repartiría entre las entidades. La desventaja de éste modelo está 

reflejada en el plano material, ya que al día de hoy son muchos los municipios que aún 

no cuentan con plan regulador, no solamente por la gran cantidad de fondos que deben 

ser invertidos en la realización de los mismos, sino también por la cantidad de 

requerimientos que deben enfrentar las entidades cuando intentan conseguir la 

aprobación de los planes, y por la misma inercia tolerada y desnaturalizada del 

transitorio de la Ley de Planificación Urbana, que le da competencia al INVU en la 

materia.  

Otro punto que es importante considerar, es el encontrar una manera de 
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involucrar estrategias o medidas compensatorias en este tipo de planes pues, de lo 

contrario, no se estaría dando solución al problema esencial formulado. Si bien el 

abaratamiento de los costos económicos es una ventaja, esta no configura una medida 

compensatoria al municipio que enfrente cargas ambientales por limitaciones de uso de 

suelo, por lo cual la simple adopción conjunta de planes reguladores no va a solucionar 

el problema de fondo.  

Para abarcar o introducir las medidas compensatorias en el marco de un plan 

regulador hay un punto esencial: Para poder adoptar planes intermunicipales, es 

necesario que ello se acuerde previamente dentro de un convenio o concierto entre los 

municipios involucrados, el cual deberá ser debidamente aprobado por cada Concejo –

pues en materia urbana, es el jerarca municipal competente, según se desprende del 

artículo 13 incisos e) y p) del Código Municipal–. Es en dicho convenio, firmado previo a 

la negociación, elaboración y adopción del plan interregional, donde deberán 

establecerse las medidas compensatorias que el plan deberá incorporar y contemplar, 

buscando un equilibrio en cuanto al desarrollo sostenible entre regiones y la relación de 

las zonas rurales y urbanas.  Así, como parte de los mecanismos compensatorios, 

pueden seleccionarse propuestas como las desarrolladas en ésta investigación; por 

ejemplo, adoptar sistemas de metro por metro o implementar sistemas de pago por 

servicios ambientales entre los municipios involucrados.  

 

a.2.4.4. Sumario.  

 Analizadas las figuras de las federaciones, del concierto y los planes 

reguladores, se determina que éstas sí tienen potencial para ser utilizadas de forma 

similar a las que ya se han implementado en Francia o Argentina. Estos mecanismos ya 

se encuentran contemplados en nuestro ordenamiento y sus objetivos y fines, permiten 

que sean adaptados a las necesidades de cooperación y planificación en materia 

ambiental. 

Así, dentro del contenido del convenio podría pactarse que se transmita ayuda 
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monetaria específica a los municipios que enfrentan problemas de desarrollo por 

limitaciones ambientales, definiendo un monto de cooperación por municipio destinado 

a tal fin, y los porcentajes de distribución que le corresponderán a cada cantón 

involucrado, así como las formas en que los montos pueden ser aumentados o 

ajustados, para lo cual debe requerirse un estudio técnico sobre el porcentaje de 

limitaciones al uso de suelo que cada cantón soporta. 

En el mismo sentido, podrían desarrollarse programas conjuntos de planificación 

urbana, que contemplen la globalidad de las necesidades de los habitantes y la 

interacción cantonal.  

Sin embargo, los problemas que enfrentan las opciones son similares, problemas 

de falta de voluntad y compromiso político, problemas para pactar un contenido 

específico al convenio, pero sin que haya un método eficaz para garantizar el 

cumplimiento y el hecho de que esos contenidos a pactar queden enteramente a la 

disposición y voluntad de los municipios involucrados. 

 

 

 

a.3. Posibilidad de establecimiento de Convenio de Pago por Servicios 

Ambientales. 

 

De conformidad con la tesis del concierto, el tipo de convenio que decidan pactar 

los municipios se generaría por mutuo acuerdo y por libre elección –siempre dentro de 

los límites impuestos por la legalidad– en aquellos casos en que se determine que 

existe la necesidad de buscar una solución cooperativa e intermunicipal a los problemas 

comunes que se hayan detectado.  

Una posibilidad de convenio para el problema planteado en el capítulo cuarto de 

la presente investigación –limitaciones al uso de suelo devenidas de cargas 

ambientales– es la adaptación del modelo de pago por servicios ambientales, el cual 
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consiste brindar una retribución económica a cambio de la preservación de un terreno 

con alto valor ecológico, siendo que se paga una cantidad de dinero proporcional a los 

servicios ecosistémicos –también llamados servicios ambientales– que esté aportando 

dicho terreno o territorio preservado. 

Éste modelo de convenio presentaría varias ventajas: 1) Es posible adaptarlo a 

nuestro sistema jurídico, interpretándolo como una posibilidad de concierto; 2) El 

municipio que brinda los servicios ambientales estaría percibiendo ingresos económicos 

en metálico, que destinaría directamente a la preservación de los recursos ambientales, 

por lo que se disminuyen las cargas y gastos respecto de éste rubro y 3) El sistema de 

pago por servicios ambientales ha demostrado ser un sistema útil en cuanto a 

implementación de estrategias de compensación y mitigación de daños ambientales.  

Desde ya se hace la acotación de que un convenio entre municipios, en el que se 

opte por utilizar un esquema de pago por servicios ambientales como posibilidad de 

concierto, debe desarrollarse e implementarse distinto a los esquemas actualmente 

utilizados en el país. Al presente el sistema implementado busca ser un incentivo para 

que los propietarios privados preserven terrenos ecológicamente valiosos, sin embargo, 

en un esquema de concierto entre municipios, el enfoque no sería incentivar una 

acción, sino compensar un problema que previamente se comprobó que era confluente 

entre dos o más municipios y que requiere de una solución efectiva.  

a.3.1. Servicios ecosistémicos y modelo de pago por servicios ambientales.  

 

En el capítulo 3 del presente trabajo de investigación se abarcó la importancia 

que tienen los principios del Derecho Ambiental para el establecimiento de diferentes 

estrategias de preservación de recursos y defensa del ambiente. En el caso específico 

del desarrollo e implementación del pago por servicios ambientales dichos principios 

cobran particular relevancia, ya que conforman parte integrante de los motivos o fines 

que justifican la puesta en práctica del instrumento.   

El sistema de pago por servicios ambientales, consiste en atribuir un contenido 
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económico –el cual se calcula con base en diferentes estudios, que pueden ser de 

factibilidad, de vulnerabilidad ambiental, hidrogeológicos, entre otros– a los servicios 

ecosistémicos que brinde un determinado terreno que sea considerado importante de 

preservar debido a sus características ecológicas favorables o trascedentes para 

preservar recursos de variada índole (podría ser preservación boscosa, de fuentes de 

recurso hídrico, preservación de biodiversidad, de producción de oxígeno, entre otros 

que la doctrina ha señalado).  Así, se paga al propietario de un terreno ecológicamente 

relevante, una retribución económica que le permita obtener ingresos a cambio del 

servicio que está prestando a la colectividad, que es mantener un recurso valioso que 

incide en la salud y la vida de la población. Concretamente en cuanto al modelo de 

pago por servicios ambientales, la FAO222 ha indicado:  

        “Las áreas protegidas proveen diversos servicios ambientales que brindan 

bienestar a la sociedad. (…) El pago por servicios ambientales es una herramienta 

que internaliza el valor que poseen los servicios ambientales mediante el pago a 

quienes modifiquen o mantengan el uso de la tierra mediante actividades 

sustentables. De esta forma, los servicios generados pueden incorporarse a 

mecanismos de pagos para su conservación. Estos mecanismos no están 

estandarizados pues responden a las distintas realidades locales y legislativas de 

cada país”223. 

Este modelo se basa en un esquema de aplicación de los principios de 

globalidad y solidaridad, en donde se reconoce que el propietario que está protegiendo 

recursos ecológicamente valiosos en su territorio está ofreciendo un servicio a la 

colectividad, por lo que se le brinda una remuneración económica a cambio de disponer 

su propiedad a la preservación del ambiente. Lo que se busca es generar un beneficio 

mutuo entre la colectividad y el propietario:  

 

“El PSA se basa en la incorporación de las externalidades ambientales mediante 

el establecimiento de precios adecuados e incentivos financieros. Bajo un 

                                                 
222 Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, por sus siglas en inglés.  
223 Programa FAO/OAPN. Pago por Servicios Ambientales y Áreas Protegidas. Santiago, Chile: Programa 

FAO/OAPN, 2008, 3. 
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proyecto de PSA, los usuarios aguas arriba pueden aceptar la limitación voluntaria 

o la diversificación de sus actividades a cambio de un beneficio económico. De 

esta manera, se atienden los intereses de los propietarios y los beneficiarios 

externos, y tanto los vendedores como los compradores de servicios ambientales 

pueden beneficiarse al tiempo que ayudan a proteger los ecosistemas”. 224 

La base para calcular los montos a pagar en un sistema de pago por servicios 

ambientales son los “servicios ecosistémicos”. Éstos fueron definidos por la Evaluación 

de los Ecosistemas del Milenio (EEM) como “los beneficios que los seres humanos 

obtienen directa e indirectamente de los ecosistemas”225. Es importante resaltar que el 

concepto abarca una amplia variedad de servicios; por ejemplo los de los bosques, de 

conservación hídrica, conservación de belleza escénica, de mitigación de gases, entre 

otros. Propiamente en el ordenamiento jurídico costarricense son definidos como “los 

que brindan el bosque y las plantaciones forestales y que inciden directamente en la 

protección y el mejoramiento del medio ambiente”226 y se reconocen formalmente 

cuatro, establecidos en el art. 3 de la Ley Forestal (N°7575), a saber:   

1. Mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero (fijación, reducción, 

secuestro, almacenamiento y absorción). 

2. Protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico.  

3. Protección de la biodiversidad para conservarla.  

4. Uso sostenible, científico y farmacéutico, investigación y mejoramiento genético, 

protección de ecosistemas, formas de vida y belleza escénica natural para fines 

turísticos y científicos. 

 

 

 

                                                 
224 Greiber, Thomas (Editor). Pagos por Servicios Ambientales. Marcos Jurídicos e Institucionales. Gland, 

Suiza: UICN, 2010, 2. 
225

 Citado en: Ferrer, G., La Roca, F., & Gual, M. «Servicios Ecosistémicos: ¿Una Herramienta Útil para la 

protección o para la mercantilización de la Naturaleza?» en Los Costes de la Crisis y Alternativas en 

Construcción. Sevilla: XIII Jornadas de Economía Crítica, 2012, 283. 
226 Ley N°7575, artículo 3, inciso k. 
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En comparación a la amplia gama de servicios ambientales que se han 

reconocido internacionalmente, los del ordenamiento jurídico nacional podrían 

considerarse como muy restringidos. Al respecto se ha indicado:  

“De acuerdo con el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios 

(AGCS) de la Organización Mundial del Comercio y el Sistema de Naciones 

Unidas de Clasificación Centralizada de Productos, los servicios ambientales 

incluyen servicios de limpieza de los gases de escape, de mitigación de gases de 

escape y de ruidos, y de protección de naturaleza y del paisaje. La Comunidad 

Europea por su parte varía y amplía su clasificación de la siguiente manera: agua 

para uso humano y gestión de aguas residuales, manejo de desechos sólidos 

peligrosos, protección del aire ambiente y el clima, restablecimiento y limpieza del 

suelo y agua, reducción del ruido y las vibraciones, protección de la diversidad 

biológica y del paisaje, y otros servicios ambientales y auxiliares. Como se 

observa los servicios ambientales reconocidos dentro de nuestro ordenamiento 

[costarricense]227 no responden de modo riguroso a ninguna de las clasificaciones 

referidas, pero no dejan de estar dentro de cualquiera de ellas. Al mismo tiempo 

se puede observar la cantidad de servicios que faltan por reconocer y que no se 

incluyen todavía dentro de la agenda nacional político ambiental”228.  

 

Los servicios ambientales se utilizan entonces como indicador para calcular el 

modelo de pago por servicios ambientales que se va a implementar para cada caso 

específico. Debido a que los servicios ecosistémicos reconocidos internacionalmente y 

en doctrina son muy variados, el sistema de pago por servicios ambientales tiene 

amplio margen de aplicabilidad y resulta muy versátil. Lo anterior, aunado al hecho de 

que no se ha estandarizado un único esquema para ser aplicado, ha llevado a que 

algunos autores consideren que el concepto de pago por servicios ambientales debe 

aplicarse de forma más restrictiva, cumpliendo con un mínimo de criterios objetivos que 

                                                 
227 Contenido del paréntesis cuadrado adicionado.   
228 Álvarez Séller, Daniela; Solís Fonseca, Allan. Pago por servicios ambientales: necesidad de reforma al 

sistema actual del Estado y una propuesta alterna al mismo. Tesis para optar por el grado de Licenciatura en 

derecho, Universidad de Costa Rica, Facultad de Derecho, 2005, 85-86. 
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permitan identificar que efectivamente es éste instrumento el que se está 

implementando. Diferentes autores se han referido al tema:  

       “El PSA a veces parece haberse convertido en un eslogan que precisa de 

aclaraciones supletorias sobre lo que realmente encarna –prácticamente todos los 

mecanismos de incentivos financieros y legales para promover la conservación y la 

responsabilidad ambiental, o solo mecanismos e incentivos específicos. Sus 

requisitos legales y prácticos diferirán considerablemente dependiendo de la 

definición concreta del mecanismo de PSA. Lo que hace de un PSA un PSA es que 

en cualquier acuerdo de pago quienes pagan son conscientes de que están 

pagando por un servicio ambiental que es valioso para ellos o para su comunidad 

de usuarios –y quienes reciben los pagos participan en actividades importantes y 

cuantificables para garantizar el suministro sostenible de los servicios ambientales. 

Debe distinguirse tres tipos de posibles proyectos de PSA –proyectos de PSA 

privados, proyectos de tope y trueque, y proyectos de PSA públicos (Smith, de 

Groot, Bergkamp 2006)”229. 

En la misma línea de pensamiento, buscando establecerse criterios objetivos que 

permitan determinar que se está ante un esquema de Pago por Servicios Ambientales, 

diferentes autores han optado por seguir los criterios planteados por los autores 

Robertson y Wunder, que indican que el sistema tiene 5 criterios mínimos por cumplir, a 

saber:  

       “No existe consenso en la definición de PSA [Pago por Servicios Ambientales]230. Si 

bien algunos prefieren delimitaciones más amplias, una definición más precisa, basada en 

la teoría, define el PSA mediante cinco criterios (Wunder 2005):  

 Transacciones voluntarias mediante las cuales… 

 Un servicio ambiental bien definido (o un uso de la tierra que promueva la 

provisión de ese servicio)… 

 Es comprado por (al menos) un comprador… 

                                                 
229 Greiber, Thomas, 6.  
230 Contenido del paréntesis cuadrado adicionado.  
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 A (al menos) un proveedor… 

 Sí, y sólo si, el proveedor asegura la provisión continua del servicio 

(condicionalidad).  

En realidad existen muchos más esquemas parecidos al PSA que esquemas 

genuinos de PSA; es decir, modelos que cumplen con la mayoría pero no con todos 

los criterios”231.  

 Aún aplicando los esquemas objetivos de establecimiento del sistema de pago 

por servicios ambientales se sigue contando con un amplio margen de adaptabilidad del 

concepto, facultándose incluso que el mismo se aplique tanto en el ámbito privado, 

público o se implemente de forma mixta, entre particulares y el Estado (que a la fecha 

es la forma más utilizada).  

 

 En el próximo apartado se analizarán los dos esquemas de pago por servicios 

ambientales que se han implementado en nuestro contexto costarricense, los cuales 

están enfocados a un modelo de incentivos para la conservación y preservación de 

terrenos privados.  

 

a.3.2. Modelos de Pago por Servicios Ambientales en el contexto nacional.  

 

Específicamente en el contexto nacional, el pago por servicios ambientales se ha 

definido de la siguiente manera:  

       “El pago de servicios ambientales es un mecanismo financiero, que pretende 

ser autosuficiente, para retribuir a los dueños de bosques y plantaciones forestales 

los beneficios ambientales que estos proporcionan a la colectividad y refluyen 

directamente en la protección o mejora del medio. Conlleva una internalización de 

                                                 
231 Wuder, Sven; Wertz-Kanounnikoff, Sheila; Moreno-Sánchez, Rocío. «Pago por servicios ambientales: 

una nueva forma de conservar la biodiversidad», en Gaceta ecológica número especial 84-85. México: Instituto 

Nacional de Eocología, 2007, 40.  
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los costos de mantenimiento del bosque para producir tales beneficios.”232 

La única definición establecida en la ley del modelo de pago por servicios 

ambientales está en la Ley Forestal, como una competencia del Fondo Nacional de 

Financiamiento Forestal (FONAFIFO)233; sin embargo, en el año 2000 la Empresa de 

Servicios Públicos de Heredia (ESPH), autorizada por la Autoridad Reguladora de 

Servicios Públicos (ARESEP), comenzó a cobrar una tarifa hídrica, cuyos fondos están 

destinados a implementar un modelo de Pago por Servicio Ambiental Hídrico234. Ésta 

iniciativa abrió la brecha para discutir si en nuestro país la implementación de pago por 

servicios ambientales era o no una competencia exclusiva del FONAFIFO, discusión 

que ya fue zanjada, determinándose que la puesta en acción del modelo no es 

competencia exclusiva de la entidad:  

“El FONAFIFO planteó recursos legales que demandaban anular la 

aprobación o que los recursos les fueran asignados. Las demandas planteadas 

fueron rechazadas luego de ser analizadas por la ARESEP, pues no se logró 

comprobar que los pagos de servicios ambientales fueran una competencia única 

y exclusiva de FONAFIFO o que la iniciativa de ESPH les perjudicara. La 

legislación ambiental nunca estableció un monopolio estatal de PSA o 

competencias exclusivas al FONAFIFO. La ARESEP consideró que los montos de 

la tarifa hídrica eran modestos, y que el PSAH [Pago por Servicios Ambientales 

Hídrico]235 no compite o entra en conflicto con las funciones del FONAFIFO. Por el 

contrario, el PSAH constituye un complemento perfecto del PSA. Otro argumento 

fue que el FONAFIFO no tenía injerencia o potestad en materia de regulación 

tarifaria.”236.  

Estos dos modelos supra mencionados (FONAFIFO y ESPH) son los que 

actualmente están siendo utilizados en el país. Debido a que el modelo implementado 

                                                 
232 Procuraduría General de la República. Dictamen 038-2002, año 2002. 
233 Art. 46, Ley Forestal.  
234 Hoy día administrado por el programa PROCUENCAS, de la ESPH.  
235 Contenido del paréntesis cuadrado es adicionado. 
236 Barrantes, Gerardo; Gámez, Luis. Programa de Pago por Servicio Ambiental Hídrico de la Empresa de Servicios 

Públicos de Heredia. Latin America and Caribbean Sustainable Development Department World Bank, 

Washington DC, USA, 2007, 8. 
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por la ESPH se elaboró utilizando como base el modelo ya desarrollado por 

FONAFIFO, se utilizan esquemas similares. Ambos establecen modalidades de los 

proyectos que pueden someterse al beneficio de pago por servicios ambientales. Las 

modalidades en común son reforestación, plantaciones forestales establecidas con 

recursos propios, conservación o protección del bosque y recuperación de áreas 

mediante la regeneración natural de bosque.  

Adicionalmente, el modelo de FONAFIFO también agrega las modalidades de 

protección de recurso hídrico y plantación de árboles forestales en sistemas agro-

forestales.  A grosso modo, se reseñan las características generales de cada uno de 

éstos modelos en las páginas siguientes. 

a.3.2.1. Pago por servicios ambientales hídricos. Tarifa hídrica de la Empresa de 

Servicios Públicos de Heredia.  

 

El pago por servicios ambientales hídricos es operado por la ESPH a través del 

programa PROCUENCAS y es costeado con los fondos recolectados mediante la tarifa 

hídrica. A diferencia del sistema establecido por FONAFIFO, que tiene objetivos más 

amplios, este sistema está directamente focalizado a preservación del recurso hídrico y 

sus componentes relacionados.  

Actualmente la tarifa hídrica establecida asciende a un monto de ₡12,00 colones 

por metro cúbico de servicio medido y por servicio fijo se cobran ₡290 colones237; la 

misma se incorpora en el cobro por servicios de agua que realiza la ESPH238 y sus 

fondos se destinan a brindar apoyo económico al Parque Nacional Braulio Carrillo y a 

financiar los convenios de pago por servicios ambientales firmados con propietarios 

privados por concepto de resguardo de terrenos ambientalmente trascendentes para la 

protección del agua. 

                                                 
237 Resolución RCR-322-2011 de la ARESEP.  Publicada en La Gaceta Nº40-2011.  
238 Por requerimiento específico de la ARESEP, el monto se identifica como un rubro específico dentro del desglose 

de los recibos de cobro.  
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De conformidad con la justificación que se realiza en la aprobación del 

“Reglamento o Manual de Procedimientos de Pago por Servicio Ambiental Hídrico 

Empresa de Servicios Públicos de Heredia S. A.239”, ésta tarifa hídrica fue 

implementada como una forma de proteger el recurso hídrico y su abastecimiento a 

futuro.  

La tarifa hídrica busca promover la conservación del bosque natural y la 

recuperación de áreas desprovistas de vegetación implementando un esquema 

voluntario de Pago por Servicio Ambiental Hídrico que se ejecutará en coordinación con 

el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE)240, para lo cual la ESPH deberá utilizar los 

fondos para desarrollar dicho programa, para la conservación y recuperación de las 

microcuencas que surtan de agua al acueducto de la misma.   

Por su parte, se establece que podrán ser beneficiarios todas aquellas personas 

físicas o jurídicas propietarios o poseedores de bosques y/o de áreas desprovistas de 

cobertura forestal que deseen propiciar actividades de conservación, regeneración 

natural del bosque, reforestación y plantaciones establecidas con recursos propios. 

Para lo cual, deben cumplir con un Plan de Manejo y con las exigencias del Reglamento 

y del contrato establecido al efecto241.  

En cuanto al contrato que se firme, el Reglamento establece, en el numeral 8, los 

compromisos y obligaciones mínimas que se deberán pactar entre las partes242.  Así 

                                                 
239 Acuerdo Nº JD 028-2005 de la ESPH. Publicado en la Gaceta N° 36 del 21 de febrero del 2005.  
240 Antecedentes del Reglamento o Manual de Procedimientos Pago por Servicio Ambiental Hídrico Empresa de 

Servicios Públicos de Heredia S. A. 
241 Art. 6. Reglamento o Manual de Procedimientos Pago por Servicio Ambiental Hídrico Empresa de Servicios 

Públicos de Heredia S. A (Acuerdo Nº JD 028-2005).  
242 Para mayor claridad, se indican las obligaciones para cada una de las partes del contrato, establecidas en el 

numeral 8 del reglamento, a saber:  

Beneficiarios del PSA: suscribir el Contrato por Servicio Ambiental Hídrico, cumplir con las disposiciones del 

Reglamento y del Contrato, contratar los servicios de un Regente Forestal y de un Profesional Forestal para la 

elaboración del Plan de Manejo, realizar las labores silviculturales, según el sistema de manejo propuesto 

(reforestación, conservación, regeneración natural del bosque y plantaciones establecidas con recursos propios), 

implementar las medidas de prevención y control de plagas y/o enfermedades e incendios forestales, prevenir y 

evitar la cacería de fauna silvestre, prevenir y evitar la extracción ilegal de flora, no efectuar acciones de corta y 

extracción de productos del bosque, en áreas declaradas de protección según artículo 33 de la Ley Forestal, ni en 

las áreas que se beneficien con el Pago por Servicio Ambiental Hídrico, permitir el acceso a los funcionarios de la 

ESPH S. A., previo aviso, para realizar labores de investigación, educación ambiental y mantenimiento, 
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mismo, en los anexos del Reglamento también se encuentran una serie de modelos de 

contratos de Pago por Servicios Ambientales, que pueden ser utilizados como 

referencia a la hora de establecer convenios entre entidades.  

a.3.2.2. Modelo del Pago por Servicios Ambientales administrado por el Fondo Nacional 

de Financiamiento Forestal (FONAFIFO).  

Si bien la ESPH ha desarrollado un programa novedoso y de importancia para la 

conservación del recurso hídrico en la provincia de Heredia, la implementación del 

sistema de pago por servicios ambientales que se encuentra más difundido en el 

territorio nacional ha correspondido al FONAFIFO, que por disposición expresa de la 

Ley Forestal, se establece que estará encargado de administrar el fondo y firmar los 

convenios que se establezcan con particulares.  

El objetivo de ésta entidad pública será financiar, para beneficio de pequeños y 

medianos productores, los procesos de forestación, reforestación, viveros forestales, 

sistemas agroforestales, recuperación de áreas denudadas y los cambios tecnológicos 

en aprovechamiento e industrialización de los recursos forestales, mediante créditos u 

otros mecanismos de fomento del manejo del bosque243; así mismo, también estará 

encargada de captar el financiamiento para el sistema de pago por servicios 

ambientales, el cual también deberá implementar y administrar. 

El FONAFIFO, y el programa de PSA, tienen un amplio régimen de obtención de 
                                                                                                                                                              

construcción y mejoras en las tomas de captación de agua administradas por la Empresa, cumplir con las 

obligaciones establecidas en la Ley Forestal, su reglamento y otras disposiciones aplicables, acatar las 

recomendaciones técnicas emitidas por el regente y los funcionarios de la Unidad de Gestión Ambiental, no tener 

obligaciones pendientes con proyectos forestales, programas de financiamiento, incentivos, pago de servicios 

ambientales o crédito otorgado por MINAE o alguno de sus órganos adscritos y colocar rótulos oficiales del 

Programa de Pago por Servicios Ambientales en las entradas principales de los inmuebles, linderos, áreas de paso 

y/u otros.  

Empresa: facilitar una lista de profesionales Regentes Forestales inscritos en el Registro de Proveedores, apoyar al 

Beneficiario en la búsqueda de opciones para la adquisición de las plantas a utilizar en los proyectos de 

reforestación, ejecutar los pagos por servicios ambientales a los beneficiarios, suministrar los rótulos publicitarios 

del PSAH a los Beneficiarios, informar con anticipación a los Beneficiarios del ingreso de los funcionarios de la 

Unidad de Gestión Ambiental a las fincas 

Profesional forestal: Cumplir con lo establecido en las Leyes que le son aplicables; promocionar, identificar y 

seleccionar posibles beneficiarios para el Pago por Servicio Ambiental Hídrico y entregar a la Unidad de Gestión 

Ambiental la información digital del Levantamiento Topográfico de acuerdo a las indicaciones del Anexo 2.   
243 Ley 7575. Ley Forestal. Artículo 1.  
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recursos, establecido en el artículo 39 de la Ley Forestal, entre ellos impuestos244, 

legados y donativos que reciba el Ministerio de Ambiente, contribuciones de organismos 

nacionales e internacionales, emisiones de bonos forestales, multas o decomisos y 

otros.  

Específicamente en cuanto a los procedimientos que se utilizan por parte del 

FONAFIFO para aplicar el Pago de los Servicios Ambientales, estos se definen en el 

Manual de Procedimientos para el Pago de Servicios Ambientales245. Allí se indica que 

podrán ser beneficiarios del Programa todas aquellas personas físicas o jurídicas, 

propietarios, arrendatarios o usufructuarios de inmuebles inscritos en el Registro 

Nacional que deseen gozar del Pago de los Servicios Ambientales en las diversas 

modalidades. Así mismo, entre otras cosas, se establecen criterios de priorización de 

proyectos, procedimientos y requerimientos para el ingreso al régimen, las obligaciones 

de los beneficiarios del PSA246 y formas de entrega de la remuneración por los servicios 

ambientales.  

a.3.3. Adopción de un convenio de Pago por Servicios Ambientales entre 

municipios.  

 

Los sistemas de pago por servicios ambientales actualmente aplicados en el 

ámbito costarricense, están directamente enfocados a incentivar en propietarios 

privados acciones de conservación ambiental en sus terrenos. Así mismo, cuentan con 

mecanismos propios de financiamiento del sistema, expresamente establecidos por 

                                                 
244 Impuesto a la madera y otros cánones o tasas que determine el Ministerio de Ambiente.  
245 Aprobado mediante acuerdo décimo primero celebrado en la sesión ordinaria Nº 01 -2009 del día 28 del mes de 

enero del 2009, publicado en la Gaceta N°46 del 6 de marzo del 2009 y posteriormente adicionado mediante 

acuerdo dieciséis, celebrado en sesión ordinaria 01-2010 del día 18 de enero del 2010, publicado en la Gaceta N° 

20 del 29 de enero del 2010.  
246 Artículo 12 del Manual, entre ellas: Cumplir con las estipulaciones del contrato, recomendaciones del Regente 

Forestal o el personal de FONAFIFO; prevenir y controlar los incendios forestales; prevenir y controlar la cacería 

ilegal y la extracción ilegal de otros productos del bosque; no desarrollar actividades agrícolas y/o ganaderas; no 

efectuar acciones de corta y extracción de productos maderables, en los proyectos de protección; no realizar 

actividades que alteren el comportamiento natural del área bajo protección de bosque; comunicar al FONAFIFO 

cualquier alteración o contingencia que ocasione cambios en el área compensada; permitir el libre acceso del 

personal del SINAC y permitirle realizar labores de investigación y educación ambiental en el área compensada; 

cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley Forestal, su reglamento, sus modificaciones y otras 

disposiciones aplicables; contar con un Regente durante el período de desembolsos. 
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disposición legal.  

Lo analizado en los apartados previos permite concluir que, para poder 

implementarse un convenio entre municipios que aplique el sistema de pago por 

servicios ambientales para resolver el problema enfocado en éste trabajo –limitaciones 

de uso de suelo por cargas ambientales compartidas– tendría que hacerse una 

modificación específicamente diseñada para los entes y para abarcar el problema 

específico que se quiera solucionar, ya que los modelos que actualmente se aplican en 

el país no se adaptan a lo buscado en una solución de éste tipo.  

El convenio de pago por servicios entre municipios no aplicaría, en sentido 

estricto, la figura de la venta del servicio, ni tampoco tendría por objetivo una acción de 

incentivo, sino que estaríamos ante un esquema colaborativo, en el que se identifica 

una obligación y una necesidad de acción cooperativa entre los municipios, para 

solventar un problema confluente que afecta a ambas localidades, y que debe ser 

solucionado mediante el establecimiento de acciones conjuntas, que representen igual 

grado de interés para ambas entidades.  

Aun considerando lo anterior, si se utilizan como referencia los criterios ya 

mencionados de Robertson y Wunder, se tiene que el convenio entre municipios si 

calza con el esquema de pago por servicios ambientales, teniendo que pactarse éstos 

cinco aspectos mínimos:  

1) Que la transacción sea voluntaria y vinculante: La figura del concierto 

únicamente establece la necesidad de pactar, con lo cual el contenido del convenio 

sería establecido respetando el acuerdo de voluntades de las entidades así como las 

obligaciones recíprocas que se consideren suficientes para encontrar una solución 

verdaderamente cooperativa. En el caso referente del presente trabajo investigativo, el 

objeto de la transacción sería precisamente el valor y trascendencia ambiental que 

tienen los terrenos que San Rafael está dejando de explotar y urbanizar, en aras de 

mantener los recursos ambientales que éstos albergan y que representan un beneficio 

directo para sus comunidades vecinas.  
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2) Que haya un servicio ambiental debidamente definido y/o valorado: Como lo es 

el resguardo de nacientes, sitios de recarga acuífera, zonas ambientalmente 

vulnerables, terrenos boscosos que generan importante producción de oxígeno y 

resguardo de ecosistemas. Para que ésta valoración pueda traducirse en un contenido 

económico, es necesario realizar estudios técnicos que determinen el valor ecológico 

de los inmuebles.  

3) Que haya mínimo un comprador/usuario del servicio: Lo cual estaría 

configurado por el municipio que reconoce que hay una obligación conjunta de proteger 

determinados bienes ambientalmente trascendentes de los cuales se está beneficiando 

directamente, que es quien trasladaría parte de sus fondos para ayudar a aminorar la 

carga ambiental que está soportando quien no puede desarrollar sus territorios.  

4) Que haya mínimo un vendedor/proveedor del servicio ambiental: El municipio 

impedido de desarrollar su territorio por ser el mismo particularmente vulnerable y 

ecológicamente valioso.  

5) Que los pagos estén sujetos a la provisión continuada de los servicios 

ambientales por parte del vendedor/proveedor (condicionalidad): Las obligaciones 

deben ser pactadas con mucha claridad, respetando el principio de legalidad y el deber 

de probidad, quedando especificadas las acciones concretas de preservación ambiental 

en las que serán utilizados los fondos que se trasladen, y quedando expresamente 

claras las obligaciones y compromisos que cada parte asume.  

A la hora de establecer el fin al cual estarán destinados los fondos transmitidos, 

será importante autorizar al municipio beneficiado con la recepción de los fondos, para 

que éstos sean aplicados en programas de preservación ambiental. Sería importante 

incluir la posibilidad de que los fondos recibidos a su vez puedan ser trasladados a los 

particulares que soportan las limitaciones ambientales en sus terrenos, mediante la 

aplicación de otro convenio de pago por servicios ambientales, pero en éste supuesto 

entre el municipio receptor de los fondos y los ciudadanos de su localidad. De utilizarse 

esta opción, el convenio de pago por servicios ambientales entre municipios tendría dos 

etapas: Una entre las entidades, que comportaría el traslado de fondos públicos; y la 

segunda entre el municipio receptor y sus administrados, para efectos de incentivar la 
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protección de los privados a sus terrenos.  

El mayor reto al cual se enfrentaría la aplicación de un modelo de pago por 

servicios ambientales entre municipios es el establecimiento del monto a pagar a la 

municipalidad afectada, así como los montos que financien el mismo. En el caso de los 

contratos que firman la ESPH y FONAFIFO, no hay mayor problema en cuanto a los 

fondos, ya que éstos están financiados con montos específicamente determinados en la 

ley para éstos efectos, sin embargo, en el caso de las Municipalidades, éstas se 

encuentran sometidas a un principio de legalidad presupuestaria, en el cual cada gasto 

debe estar debidamente respaldado en la normativa.  

Por dicho motivo, previo a realizar un convenio de traspaso de fondos, debe 

solicitarse el criterio de la Contraloría General de la República respecto de la posibilidad 

que puedan tener las municipalidades de trasladar fondos de su presupuesto, 

específicamente para ser implementados en preservación de terrenos con carácter 

ambiental valioso, por concepto de pago por servicios ambientales. Sin contar con dicho 

criterio no sería posible implementar la figura, ni conocer si se estaría ante un posible 

criterio de enriquecimiento ilícito de la Administración.  

En cuanto a las limitantes de la presente investigación, se tiene que no podemos 

desarrollar un modelo de convenio de pago por servicios ambientales entre entidades, 

en tanto el mismo requeriría que se efectuasen estudios de factibilidad, de 

vulnerabilidad ambiental y estudios hidrogeológicos que permitan determinar cuál sería 

el valor asignado para la preservación de los recursos, estudios que deberán realizarse 

por el municipio de previo a emplear esta propuesta.  
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b. Posibles soluciones desde la emisión y/o modificación de leyes.  

 

Como se ha reflejado en la presente investigación, hay variedad de opciones para 

dar respuesta a problemáticas que afectan a más de una localidad e involucran a más 

de un municipio, y que requieren de las soluciones que puedan implementarse de 

manera coordinada entre los entes. Así, las propuestas se pueden elaborar desde 

diferentes aristas, sea la adaptación de mecanismos ya presentes en el ordenamiento 

vigente, ajustando mecanismos utilizados en otros sistemas jurídicos o incluso 

mediante reformas al sistema jurídico del país.  

En el presente acápite se abarcarán dos posibilidades de solución a la 

problemática planteada en el capítulo 4 de ésta investigación que requerirían de una 

reforma de ley, o la promulgación de una nueva ley, para efectos de poder ser 

implementadas. En primer lugar se desarrollará la posibilidad de creación de un tributo 

ambiental y en segundo lugar la posibilidad de crear una institución interregional 

independiente, con capacidad de tomar decisiones vinculantes en temas específicos de 

su competencia, atribuida por ley. 

b.1. Aplicación de un tributo medioambiental. 

 

La posibilidad de crear un tributo ambiental –cuyo fin esencial sea la captación 

de recursos que serán destinados a brindar una compensación económica a municipios 

que soportan limitaciones de uso de suelo, por motivos de protección y conservación de 

recursos hídricos– se configura como una posible solución al problema de los conflictos 

intermunicipales por cargas ambientales compartidas.  

Uno de los fundamentos básicos del concepto de autonomía financiera, es la 

capacidad del ente de hacer frente a sus obligaciones mediante los recursos que 

percibe; sin embargo, si un municipio no se encuentra en posibilidad de captar los 

recursos económicos suficientes para sufragar dichas obligaciones, nos encontramos 

ante un problema de desigualdad económica que requiere de solución. Esta situación 
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comúnmente se ha reflejado en la distribución de competencias entre el Gobierno 

Central y los Gobiernos locales, dejando de lado la proporcionalidad y distribución de 

competencias propias de una descentralización efectiva: 

“Al comparar la estructura de los ingresos tributarios entre el Gobierno Central y los 

gobiernos locales con respecto a otros países latinoamericanos, se observa que 

existe un gran potencial por explotar en cuanto a la presión tributaria municipal. 

Efectivamente los ingresos tributarios municipales en Costa Rica representan el 

0,58% del PIB, mientras que en algunos países similares, el indicador es un 

múltiplo mayor a 2, en Honduras 1,3% y en Nicaragua 1,7% del PIB”247. 

El Derecho Tributario tiene la posibilidad de abordar una solución al problema 

que se trata en la presente investigación. Sin embargo, es importante observar 

previamente que dicha materia se debe permear en cuanto a sus elementos más 

básicos por la transversalidad del Derecho Ambiental, que le otorgará una serie de 

matices que deben ser tomados en cuenta al momento de crear o modificar un tributo.  

Los tributos ambientales se han clasificado como “extra-fiscales”, lo cual implica 

que su fin esencial no es la recaudación perse, sino la tutela y preservación del 

ambiente; esa extra-fiscalidad de los tributos de carácter ambiental, en palabras de 

Gracia María Luchena Mozo, implica que:   

“Parece ser opinión generalizada que estamos asistiendo a un cambio en la 

concepción del tributo, de manera que este no va encaminado solamente a la 

consecución de ingresos como función financiera única, sino que el tributo puede 

estar, y de hecho así es, orientado al servicio de la justicia a través de los principios 

de igualdad y capacidad contributiva… 

Desde esta perspectiva puede decirse que la extra fiscalidad constituye una nota 

típica de los tributos ambientales en cuanto a que se orientan a estimular la 

prevención y tutela del medio ambiente, lo que no impide compatibilizar su faceta 

                                                 
247 Morales, Marcos. Las Municipalidades en Costa Rica: Evaluación del sistema tributario y la 

 administración presupuestaria y financiera de los gobiernos locales. Alternativas para su fortalecimiento. 

Washington: Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 2010, 11.  
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no estrictamente recaudatoria con el principio de capacidad económica”248.  

A esta concepción se le conoce comúnmente en la doctrina como la “regla de la 

doble competencia”, al extraer la idea del tributo como una finalidad en sí mismo (la 

recaudatoria), y constituirle como instrumento para otros fines endilgados al Estado, 

como lo es el ambiental249.  

Como puede apreciarse en el párrafo anterior, a partir de la extra fiscalidad la 

concepción de los tributos desde la materia ambiental permea otros de sus elementos, 

como sucede respecto del principio de capacidad contributiva, entendido como:  

“…una “aptitud” del contribuyente para ser sujeto pasivo de obligaciones tributarias, 

aptitud que viene establecida por la presencia de hechos reveladores de riqueza 

(capacidad económica) que, luego de ser sometidos a la valorización del legislador 

y conciliados con los fines de naturaleza política, social y económica, son elevados 

al rango de categoría imponible”250.  

En la doctrina se ha desarrollado en varias ocasiones que el planteamiento 

medioambiental de estos tributos lesiona el citado concepto. El principio de capacidad 

económica, entendido desde su concepción tradicional, realmente no tiene por qué 

desentenderse del proceso de creación de tributos ambientales; si bien no es el aspecto 

central en su formulación –pues la extra fiscalidad es determinante en cuanto a la 

consecución primordial de los fines ambientales que dan sustento al tributo–, sí debe 

ser uno de los elementos a considerar para evitar una afectación desproporcional del 

contribuyente, pero trasladando su énfasis en el principio de igualdad tributaria.  

 

                                                 
248 Luchena Mozo, Gracia. «Instrumentos fiscales para la protección del medio ambiente» En Tratado de Derecho 

Ambiental, de Ortega Álvarez, & Alonso García. Valencia: Tirant lo Blanch, 2013, 356-357.  

 
249 García Novoa, César. «Concepto constitucional de Tributo: la experiencia española» en Revista Peruana de 

Derecho Tributario, Universidad de San Martín de Porres Tax Lax Review (Centro de Estudios Tributarios de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de San Martín de Porres) 1, N° 4 (2007), 25.  
250 Tarsitano, Alberto. El principio constitucional de capacidad contributiva, Estudios de Derecho Tributario. 

Buenos Aires: Depalma, 1994. 
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La formación y construcción de medios de tutela del ambiente a través de los 

recursos económicos obtenidos, constituyen la base conceptual de este tipo de tributos:  

“… estos impuestos con fines no fiscales o extra-fiscales no se proponen gravar la 

capacidad económica de sus destinatarios, aunque la tengan en cuenta para 

determinar la cuantía de la deuda o cuota tributaria, esto es, como mero 

parámetro”251. 

Otros de los aspectos fundamentales en donde se han cuestionado estos tributos 

a nivel general, consiste en la determinación y comprobación de la riqueza que dé 

sustento a la exigencia de un cobro y a la disminución justificada del peculio de los 

contribuyentes. Sobre este tema debe tenerse en cuenta la tesis de Rosembuj, 

considerando que la sostenibilidad ambiental es un bien inmaterial que también genera 

riqueza:  

“De éste modo, el valor sostenible -que representa el coste social y económico de 

la conservación y utilización del bien ambiental- configura una forma de capacidad 

económica, que se erige en el eje del tributo ambiental que pretende, no solo la 

conservación del capital ambiental (principio de reparación), sino la continuidad del 

bien ambiental, a través de la prevención”252.  

Esta forma de comprender la riqueza se ha discutido en el ordenamiento jurídico 

español, sobre todo cuando se ha entendido que el hecho generador depende 

únicamente del principio de “quien contamina paga”, cuando realmente no es la única 

actividad que cubre la materia ambiental, que también debe tomar en cuenta labores de 

tutela, protección y conservación, que comúnmente son olvidadas.  

María Elena Páez, desde su tesis doctoral sobre la capacidad contributiva 

medioambiental, hace una crítica importante a la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional Español, en el tanto señala que sustentar un tributo ambiental no puede 

                                                 
251 Albiñana García-Quintana, César. Los impuestos de ordenamiento económico. Pp. 18, 19 y 24. Citado por: 

Luchena Mozo, Gracia. «Instrumentos fiscales para la protección del medio ambiente» En Tratado de Derecho 

Ambiental, de Ortega Álvarez, & Alonso García. Valencia: Tirant lo Blanch, 2013, 358.  

 
252 Luchena Mozo, Gracia, 359.  
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darse sólo bajo el supuesto de que los sujetos contaminan, cuando lo trascendental es 

justificar el pago del tributo, en la medida en que estos inciden con sus actividades 

sobre el medio ambiente, incluso con el simple uso de recursos: 

“La mención viene a colación ya que al verificarse el presupuesto de hecho 

medioambiental en realidad se hace un uso o aprovechamiento de los bienes o 

recursos bióticos, recursos públicos de los cuales los particulares obtienen un cierto 

beneficio, provecho o ganancia, en detrimento del medio natural y cuyo coste les 

corresponde asumir, es decir, incluir el valor añadido ambiental”253.  

 No puede generarse duda entonces, entorno a la falta de cierta riqueza que sea 

fundamento de la capacidad económica para poder establecer un gravamen tributario. 

En todo caso, su determinación únicamente es trascendental en el tanto funge como 

instrumento mediante el cual los sujetos resarcen y aportan con la colectividad, ya no 

sólo por el aprovechamiento o la contaminación, sino también por el deber colectivo de 

contribuir con la protección del medio ambiente, siempre en condiciones de igualdad, en 

aras de no violentar el principio constitucional del ordinal 50, en los términos que ya han 

sido expuestos en el capítulo 4 de este trabajo. 

Los cambios en torno a la materia fiscal ambiental sobre la extra fiscalidad y la 

capacidad económica, se relacionan directamente con el concepto de parafiscalidad, en 

el entendido de que este tipo de contribuciones son destinadas al cumplimiento de fines 

específicos y a no ser empleados sus ingresos como parte de la hacienda tradicional, 

sino que son empleados por otros órganos o entes del Estado. La parafiscalidad incluye 

en su concepto otras características, sin embargo, para los efectos de esta 

investigación es relevante rescatar la percepción de la Sala Primera en su voto 731-

2007 de las 14:30 horas del 8 de octubre de 2007, que señaló: 

“Al incorporar nuevos objetivos a su acción, el Estado se vio obligado a crear entes 

con personalidad jurídico-pública para su consecución, pues pese a tener esos 

fines una innegable relevancia pública, excedían con mucho la capacidad de obrar 

                                                 
253 Páez Medina, María Elena.  La Capacidad Contributiva en los Tributos Medioambientales. Tesis doctoral. 

Salamanca, España: Universidad de Salamanca, 2012, 146-152. 
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del Estado-persona. Esto dio pie a una notoria descentralización administrativa 

regida, dada sus particularidades, por un régimen financiero y estatuto jurídico 

distinto al centralizado. Dentro de este esquema, las contribuciones parafiscales se 

constituyen en fuente de financiamiento autónomo de esos entes públicos, en aras 

de lograr sus objetivos”. 

Esta visión es compatible igualmente con la atención a los cambios que ha 

sufrido el ordenamiento jurídico en materia tributaria, ya no sólo por la introducción de 

fines económicos y sociales distintos de los meramente financieros, sino también por la 

incorporación de objetivos y pretensiones ambientales como parte de las 

responsabilidades del Estado. 

b.1.1. Tipología de los tributos medioambientales 

 

Otro tema que debe ser considerado dentro del presente apartado, consiste en 

un análisis sobre la tipología del tributo que se pretendería plantear, establecido el 

hecho generador que debería motivarlo. Y es que el Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios establece tres tipos de tributos, plasmados en su artículo 4: 

“Impuesto es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador una situación 

independiente de toda actividad estatal relativa al contribuyente. 

Tasa es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación 

efectiva o potencial de un servicio público individualizado en el contribuyente; y 

cuyo producto no debe tener un destino ajeno al servicio que constituye la razón de 

ser de la obligación. No es tasa la contraprestación recibida del usuario en pago de 

servicios no inherentes al Estado. 

Contribución especial es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador 

beneficios derivados de la realización de obras públicas o de actividades estatales, 

ejercidas en forma descentralizada o no; cuyo producto no debe tener un destino 

ajeno a la financiación de las obras o de las actividades que constituyen la razón de 

ser de la obligación”. 
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Esta clasificación es común en países como España, donde se ha desatado una 

discusión importante sobre el nombre que desde la clasificación normativa deben llevar 

los tributos ambientales, cuestión del todo poco pacífica. 

Por ejemplo, Gracia María Luchena, siguiendo las consideraciones de Rosembuj, 

considera que la tasa se encuentra limitada al criterio de equivalencia con respecto al 

coste de la actividad administrativa solamente, por lo que deja de lado las labores de 

prevención ambiental y se inclina por favorecer el uso del impuesto, precisando que: 

“Pues bien, el concepto que de contraprestación debe deducirse aquí no puede ser 

el que se maneja en las relaciones sinalagmáticas de derecho privado habida 

cuenta de que no estamos ante un acuerdo de voluntades de las partes 

intervinientes, sino que el tributo es una obligación ex lege y como tal queda lejos 

del ámbito de la autonomía de la voluntad de las partes que queda suplida por el 

elemento de la coactividad. Con ello, lo que en realidad quiere destacarse es que 

en los impuestos, a diferencia del resto de tributos, está totalmente ausente 

cualquier actividad administrativa individualizada que justifique su exacción 

acentuándose el efecto disuasorio”254. 

 Para la autora, ese efecto disuasorio acentúa el carácter colectivo de la 

protección del medio ambiente y abre la posibilidad de que los ingresos se ajusten a 

lograr no sólo la prevención, sino la reparación con que todos a nivel nacional deben 

contribuir.  

 Por su parte, Páez Medina profundiza más su análisis en una idea que también 

se percibe en el pensamiento de Luchena, consistente en que cualquiera de los tipos 

tributarios antes señalados, pueden recibir matices ambientales y que la incesante 

discusión y búsqueda por definirlos dentro de una clase particular es parte de una crisis 

de fronteras entre categorías tributarias que fueron estructuradas para tributos cuya 

única finalidad era recaudatoria, que no se adaptan a las nuevas tendencias255 .  

                                                 
254 Luchena Mozo, Gracia, 366-367.  
255 Páez Medina, María Elena, 78-79.  
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 En el presente trabajo se comparte esta última idea, pues los tributos 

ambientales sustentan su finalidad primordial en la protección / conservación del medio 

ambiente, y según la cobertura de esa necesidad, sus características varían incluso 

mezclándose entre el cobro por un servicio o uso particular determinable (tasa) y la 

cobertura de las necesidades del bien colectivo a tutelar (impuestos o contribuciones 

especiales). Esta discusión es trascendental pues, desde la perspectiva jurídica que se 

pretende abordar, en Costa Rica se ha hecho presente una discusión importante 

entorno a los tributos y la figura denominada “canon”, que suele emplearse para 

obtener recaudación de corte ambiental, surgiendo la duda alrededor de la tipología de 

un instituto que no está reconocido jurídicamente, dilema que se encuentra presente en 

otras latitudes también: 

“En primer lugar, la definición de tributo ambiental es compleja, como también lo es 

su encaje en cualquier sistema tributario. En el marco geográfico que nos ocupa, 

existe un elevado grado de confusión en cuanto a la terminología, pues se utilizan 

denominaciones poco afortunadas como “ecotasa” o “canon” para referirse a figuras 

tributarias totalmente distintas”256. 

 Lo cierto es que la Sala Constitucional contribuyó con la confusión en este tema, 

al señalar en su voto 6869-1996 de las 14:51 horas del 18 de diciembre de 1996, que el 

canon no era un tributo, misma tesis que sostuvo en el voto 9170-2006 de las16:36 

horas del 28 de junio de 2006, señalando tres rasgos particulares: Que el canon surge 

de una concesión o permiso, que se suscribe un contrato, generando una relación 

bilateral opuesta al deber de contribuir con las cargas públicas y que la causa del pago 

se sienta en un derecho de uso del dominio público. 

 Esta posición ha sido basto criticada, y en lo concerniente se remite a la tesis de 

licenciatura de Sophia Murillo López y Santiago Rojas Carro, donde se analiza la 

generalidad del canon y se afirma su naturaleza tributaria, sosteniendo la teoría del 

                                                 
256 Carrera Poncela, Ana. y Movellán Vázquez, Alejandro. «Aspectos económico-jurídicos y análisis descriptivo de 

la tributación ambiental» en Latinoamérica en Observatorio de la Economía Latinoamericana, Nº 88, (noviembre 

2007). Texto completo en http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/la/07/cpmv.htm, 15.  
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Tribunal Constitucional Español que, en el tanto el Estado mantenga el monopolio sobre 

un determinado bien, aunque exista un contrato de por medio, no se puede entender el 

mismo como una expresión de voluntariedad del administrado en pago, pues no tiene 

otra opción para acceder al uso o incidencia sobre los bienes del dominio público, y que 

si bien no es requisito de todos los tributos la existencia previa de un contrato, su 

constitución no excluye las obligaciones de pago de su naturaleza tributaria257.  

Estos presupuestos serán relevantes para realizar un análisis consciente en 

torno al panorama que vive el país en materia tributaria, así como la forma en que se ha 

analizado la introducción de las variables ambientales en el derecho comparado. 

Precisamente, en este tema no se puede dejar pasar, a nivel general, la estructura 

tributaria en el derecho alemán, que reconoce la necesidad de nivelar financieramente a 

sus municipios, lo que se procede a explicar de seguido.  

 

b.1.2. Los impuestos compensatorios en el derecho alemán. 

 

Un caso pertinente para el análisis de implementación de instrumentos 

tributarios, que reconozcan la confluencia de cargas a nivel regional, es el del 

ordenamiento jurídico alemán, donde se ha aceptado la necesidad de compensar 

financieramente las desigualdades, ya sea a nivel de ingresos o competencias 

directamente asignadas.  

El sistema de compensación financiera alemán, es una figura que busca 

equilibrar –mediante la generación de ingresos adicionales– la situación económica de 

municipios menos favorecidos; se basa en una obligación que tienen los Länder (figura 

equivalente a las Comunidades Autónomas en España), devenida directamente de la 

Constitución Financiera, de aportar, con base en un principio de solidaridad, recursos 

                                                 
257 Murillo López, Sophia y Rojas Carro, Santiago. Análisis tributario de las prestaciones económicas 

previstas en la Ley General de Telecomunicaciones. Tesis para optar por el grado de Licenciatura en 

Derecho. San José, Costa Rica: Universidad de Costa Rica, 2011, 45-53.  
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económicos que permitan el adecuado funcionamiento de los entes con menores 

posibilidades de desarrollo:  

“Los Länder están obligados a aminorar diferencias financieras entre los municipios, 

mediante la denominada compensación financiera (Finanzausgleich) y por esta vía, 

determinados municipios, más desfavorecidos, reciben también ingresos 

adicionales”258. 

La figura se utiliza desde el año 1950 y un punto importante de resaltar respecto 

del sistema de compensación alemán, es el hecho de que la obligación de aportar de 

los Länder, se encuentra definida desde el texto constitucional, lo cual deviene en todo 

un desarrollo programático del sistema. 

Debido a que el mecanismo se basa en nivelar la desigualdad financiera, hay 

Land obligados a compensar y otros con derecho de compensación, conforme lo refiere 

el artículo 107 de la Constitución Financiera; para cualquiera de los dos casos, se debe 

cumplir con determinadas condiciones fijadas en la ley, a la que se le ha criticado que 

tales requisitos se establecen aritméticamente y son de difícil comprensión para los 

representantes de los gobiernos259. 

A pesar de la complejidad que el mismo sistema comporta, se procede a explicar 

el procedimiento grosso modo, y en los términos e intereses propios de la presente 

investigación, consistentes en demostrar la posibilidad de establecer mecanismos 

financieros que reconocen la compensación entre entes territoriales. 

La Ley de Compensación Financiera, establece una redistribución de los 

recursos obtenidos de los impuestos, centrándose en la recaudación general de la renta 

y del impuesto a las sociedades. La legislación propone que un 75% de la mitad de 

esos ingresos, debe ser redistribuido, a fin de lograr un mejor equilibrio entre los 

territorios con más recursos y los que tienen menos, sin que ello implique el deber de 

                                                 
258 García Frías, Ángeles. «Análisis de la financiación de los municipios en Alemania desde la reforma de 1969 a la 

de 2004.» En La financiación de los municipios. Experiencias comparadas, de Gabriel Casado Ollero, 27-

45. Madrid: Dykinson, 2005, 42. 
259 Martínez Egaña, Daniel. La solidaridad interterritorial alemana. Madrid: Instituto de Estudios Fiscales, 2013, 5. 
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eliminar las diferencias financieras o lograr una equivalencia, pero sí de acortar las 

distancias260. 

Además, establece dos parámetros para distinguir entre donadores y receptores 

de recursos. El primero de ellos, conocido como Finanzkraftmeßzahl, determina la 

capacidad financiera de cada Land, según el total de su recaudación de impuestos; el 

segundo consiste en la Ausgleichmeßzahl, que toma el total de ingresos de los Länder, 

y se divide entre el total de la población del país, para luego multiplicarlo por la cantidad 

de habitantes de cada Land. El resultado define una línea promedio de las necesidades 

financieras que para un territorio representa un habitante, y a partir de este número, 

aquellos Länder que obtengan una mayor capacidad financiera que las necesidades 

que representan, se constituyen como donantes, gravándose la diferencia porcentual 

entre la Finanzkraftmeßzahl y la Ausgleichmeßzahl, de forma escalonada, definida 

aritméticamente, y distribuyendo la masa dineraria obtenida acorde a los porcentajes 

diferenciales de aquellos Länder cuyas necesidades sean mayores a su capacidad 

económica. La normativa alemana también establece un tope para los Länder 

receptores, consistente en que la readecuación de sus ingresos no podrá sobrepasar el 

95% de la línea promedio de necesidades originales261. 

El sistema alemán supone una ventaja, pues aunque el método de distribución 

no es inminentemente ambiental, sí reconoce que desde la misma creación de 

divisiones administrativas, hay una generación inevitable de desigualdades económicas 

o de desarrollo, que debe ser compensada por aquellos entes que reciben mayores 

beneficios económicos a aquellos que soportan mayores afectaciones generadas a raíz 

de diversas cargas. 

Este tipo de estructuración de recursos brinda una idea útil sobre la forma en que 

pueden operar las herramientas económicas de corte tributario, no sólo en cuanto a la 

determinación de la recaudación, sino también desde la distribución de los recursos 

fiscales obtenidos. 

                                                 
260 Ídem., 13. 
261 Padrós Reig, Carlos. «El modelo federal alemán de relaciones financieras (finanzbeziehungen) y de igualzación 

financierda entre Estados (länderfinanzausgleich).» REAF, nº 17 (Abril 2013), 17-20. 
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b.1.3. Adaptación de un tributo ambiental en Costa Rica por limitaciones de uso 

de suelo. 

 

Tomando en cuenta la especialidad de los elementos tributarios en conjunción 

con la materia ambiental, la existencia de limitaciones por uso de suelo están 

comprendidas como actividades dentro de la conservación y continuidad del bien 

ambiental, que generan un beneficio colectivo que debe ser preservado, siendo una 

obligación general de toda la colectividad cuyas cargas o beneficios se distribuyen en 

razón del cantón que se habite.  

Así, este tipo de limitaciones se constituye como el hecho generador, o la causa 

del tributo ambiental, tomada como un problema de desequilibrio financiero proveniente 

del desarrollo urbano sostenible y el reconocimiento de las cargas ambientales, que 

bien puede encontrar solución integral en el ámbito tributario: 

“La tributación ciertamente es un fenómeno que ha generado cambios en la 

sociedad y en todos los rincones del mundo. Hoy día el sistema tributario está 

siendo ampliado en función del desarrollo sustentable y dicha ampliación abarca la 

integración de áreas tales como las ciencias políticas, el derecho y el ambiente. La 

imposición ambiental… trata de conciliar un equilibrio entre el crecimiento 

económico y el desarrollo sustentable donde el medio ambiente entra a jugar un 

papel fundamental en el crecimiento y desarrollo de la región”262. 

La generación de un tributo enfocado a generar recursos económicos para los 

municipios que enfrentan problemas de desarrollo o de generación de ingresos por 

limitaciones de uso de suelo es una solución efectiva, ya que produce ingresos en 

metálico, que se destinarían específicamente a la conservación y preservación de 

dichos recursos, apoyando a su vez un desarrollo cantonal y humano más equitativo. 

Uno de los puntos básicos a considerar, es el hecho de que el tributo suele ser 

                                                 
262 Rivas Suárez, Evelyne. «La tributación ambiental para el manejo de desechos sólidos en el Municipio Libertador, 

Estado Mérida, Venezuela.» Provincia (Universidad de los Andes), nº 32 (Julio-Diciembre 2014), 108.  
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establecido hacia la colectividad, y ello se traduce en una contribución general de la 

población. Sin embargo, el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, desde su 

artículo 15 estipula la posibilidad de tener como sujeto pasivo a una persona jurídica, 

como bien son las municipalidades, quienes se verían compelidas a cancelar un rubro 

específicamente destinado a coadyuvar con aquellas localidades que soportan las 

cargas ambientales por limitaciones de uso de suelo, que con base en el principio de 

solidaridad, deben ser compartidas. 

Sobre este mismo tema, téngase en cuenta que los Gobiernos locales terminan 

por representar los intereses de sus habitantes, pero el interés que éstos entes tutelan 

bien podría ser endilgado tributariamente por ley a cada persona, situación que, aunque 

posible, no es la más favorable para los individuos.  

Volviendo al tema central en discusión, la creación de un tributo ambiental, 

basado en un sistema de compensación financiera, es una solución práctica para la 

dinámica desarrollada en el contexto costarricense, y para la problemática 

específicamente definida en éste trabajo de investigación.  

A pesar de ello, es importante aclarar que, de crearse un tributo para solventar la 

problemática de impedimentos de desarrollo por limitaciones de uso de suelo, éste 

debe tener un carácter integral, tratando en principio de involucrar a todos los 

municipios que se ven afectados por este tipo de limitaciones, así como todos aquellos 

que se ven beneficiados, pues de lo contrario se propiciaría una desigualdad de cargas 

tributarias con severos visos de inconstitucionalidad.  

Una de las limitaciones de la presente investigación es que la posibilidad de 

crear un tributo no puede ser una solución enfocada solamente a resolver el problema 

en particular para dos cantones, pues se deben considerar todos los actores 

involucrados a nivel nacional, por lo que incluso una propuesta de tal índole sale de la 

perspectiva del convenio y del estadio regional, para pasar a ser nacional, donde la 

competencia y voluntad de los cantones y sus gobiernos no bastan, y requieren de la 

acción de la Asamblea Legislativa. 
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Los municipios seleccionados en esta investigación, fueron utilizados para hacer   

un estudio comparativo que comprobara la problemática analizada. Si bien los casos de 

San Rafael y Heredia fueron elegidos como un caso ejemplificativo, si se crease un 

tributo, sería necesario valorar la situación de todos los municipios que enfrenten 

situaciones similares, para que la solución fuese aplicada a la colectividad, 

reconociendo el estadio regional a mayor escala y las evidentes relaciones que las dos 

entidades estudiadas tienen a su vez con otros cantones que soportan cargas 

ambientales, o que se ven beneficiados de las mismas. 

No se ha contado con datos de otras municipalidades, y de plantearse la solución 

de corte tributario sobre este tema, deberá propiciarse su obtención, a fin de que el 

beneficio que se vaya a otorgar a causa de las limitaciones ambientales, sea 

proporcional a las obligaciones que en cada territorio particular ello comporta. 

Además, se deberá contar con los parámetros supra mencionados para la 

elaboración de un tributo de carácter ambiental: Se requiere establecer un hecho 

generador (que iría directamente relacionado con las limitaciones de uso de suelo en 

favor de la protección del agua) a partir del cual se pueda cuantificar una base 

imponible, para lo que se requiere de estudios técnicos que determinen el grado de 

afectación y la compensación correspondientes.  

Ante la creación de un tributo independiente y nuevo que satisfaga los fines que 

se pretenden saldar, bien podría realizarse un estudio sobre el coste de oportunidad de 

mantener terrenos bajo el sistema riguroso de limitaciones como las que se han 

percibido en el capítulo 4 de este trabajo, así como determinar el porcentaje de tierra en 

metros cuadrados que se encuentra bajo el presupuesto que daría pie al tributo en cada 

cantón que mantiene dentro de sus límites administrativos este tipo de carga ambiental. 

De la misma forma, aquellos cantones que no posean terrenos con las 

características antes descritas, pasarían a ser considerados los sujetos pasivos de la 

obligación tributaria. Deberá explorarse la posibilidad de emplear herramientas 

económicas para la generación del tributo y su distribución, aspecto que requiere de un 
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conocimiento técnico que trasciende el análisis jurídico que se pretende en este trabajo.  

Ello no es óbice para ser completamente omisos sobre este tema, bajo la 

salvedad de que las formulaciones propuestas podrían basarse en otros elementos de 

medición a considerar, y que las variables que se plantean son apenas sugerencias, 

acerca de los elementos básicos que se deberían tomar en cuenta, pues el cálculo de 

cada una de ellas puede conllevar otros estudios aritméticos aquí no comprendidos.  

Hecha tal aclaración, teniendo como ilustración el modelo de distribución 

compensatorio alemán, y realizados los trabajos pertinentes en torno al cálculo del 

coste de conservación del uso de suelo por las limitaciones ambientales en pro de la 

conservación de los mantos acuíferos, ese coste total podría dividirse entre el número 

total de personas que habitan en los cantones involucrados (y no sólo el total de 

personas que habitan en los cantones beneficiados de tales limitaciones, pues quienes 

residen en aquellos que soportan carga, en alguna medida también se benefician, como 

lo ha sostenido la Sala Constitucional), a fin de obtener una media, una línea promedio 

del costo per cápita de esa limitación particular del suelo. 

Esa línea promedio, multiplicada por el número de habitantes de cada cantón 

beneficiado, representaría el coste por el cual debe cada cantón beneficiario responder, 

monto que representará porcentualmente parte del total del coste, y que a fin de no 

hacer su cobro tan gravoso, podría optarse por un gravamen escalonado según el 

porcentaje de ese costo con que cada municipio cargue, cuestión que efectivamente se 

sale del análisis que este trabajo puede pretender. De forma muy limitada y gráfica, el 

cobro del tributo se esquematizaría así: 

En cuanto a la distribución, siguiendo el mismo ejemplo retratado, cada municipio 

con este tipo de carga ambiental, representará un porcentaje del total de Gobiernos 
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locales que se tienen como receptores tributarios, porcentaje que podría emplearse 

finalmente para hacer una distribución proporcional de los ingresos que se logren 

recolectar en un primer momento. 

De la misma forma, el pago que deba hacer cada municipio considerado 

beneficiario, debe salir del presupuesto municipal, para lo cual deberá destinar una 

partida específica para hacerle frente a este gasto; lo más recomendable sería que 

dichos fondos proviniesen de partidas destinadas a acciones de conservación 

ambiental, aunque eventualmente ello podría comportar la necesidad de obtener más 

recursos, y que ello se refleje sobre los tributos que pagan los habitantes, situación que 

no es la más recomendable pero que bien podría suscitarse, como una de las 

eventuales desventajas de esta propuesta. 

Resta hacer referencia a las indicaciones que sobre la materia tributaria hace el 

Código Municipal. Es relevante mencionar la facultad de los municipios de presentar 

proyectos a la Asamblea Legislativa que versen sobre los tributos que puedan percibir, 

por lo que para la presentación de un proyecto como el aquí planteado, los mismos 

municipios tendrían suficiente legitimación para introducirlo en la corriente legislativa, 

conforme a lo dispuesto por los numerales 13 inciso b) y 68 del Código antes citado, 

mismo que otorga dicha labor al Concejo Municipal. 

Finalmente, no puede dejarse de lado tampoco la indicación que hace el artículo 

8 del mismo Código Municipal, toda vez que tal norma puntualiza la intención del 

legislador de exonerar a las municipalidades de cualquier tributo, como una 

exoneración subjetiva que surge en virtud de la naturaleza del ente, y que le exime del 

pago de obligaciones tributarias, aun cuando de su accionar se desprenda la existencia 

de un hecho generador. El tema parece ser pacífico, excepto cuando se reconoce el 

deber de los municipios de pagar los cánones, bajo el argumento poco sustentado de 

que no son tributos263, como se ha explicado con antelación. 

De considerar hacer efectiva una propuesta similar a la aquí expuesta, deberá   

                                                 
263 Procuraduría General de la República. Dictamen C-151-2013 del 7 de agosto de 2013. 



248 

 

establecerse conjuntamente una reforma del artículo 8 del Código Municipal, para que 

al final del texto se adicione lo siguiente: “…, salvo cuando la ley señale lo contrario”. 

b.1.4. Modificación del canon de aprovechamiento del agua y/o de la tarifa hídrica. 

 

Tomando en cuenta las limitaciones generales que sobre el tema tributario se 

plantearon, basadas principalmente en los alcances del análisis realizado a únicamente 

dos municipios, aparte de pensar en el planteamiento de un tributo nuevo, bien podía 

explorarse la modificación de uno ya existente. 

Para abordar dicho tema es necesario remitirse nuevamente a mencionar el 

canon de aprovechamiento de agua en favor del Gobierno central, así como la tarifa 

hídrica que cobra la Empresa de Servicios Públicos de Heredia. En primer lugar, debe 

aclararse la naturaleza jurídica de dichos institutos: En el caso del canon, muy a pesar 

de lo que ha venido señalando la jurisprudencia, su génesis tiene un completo sentido 

tributario, y la denominación de “canon” no debería generar efectos jurídicos distintos a 

los que se establecen para la tipología de tributos del Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios. 

En cuanto a la tarifa hídrica, resta decir que el término tampoco ha recibido un 

tratamiento riguroso por la jurisprudencia. La Sala Primera en su voto 648-2004 de las 

15:00 horas del 4 de agosto de 2004, se ha limitado a diferenciar este concepto de la 

tasa, para señalar que no es un tributo pues, en su criterio, en las tarifas media contrato 

de servicios. Este mismo argumento fue rebatido anteriormente, tomando en cuenta 

que una relación sinalagmática no elimina el carácter impositivo, especialmente cuando 

sólo se puede pactar con la Administración. 

Conforme con las consideraciones expuestas, es que en esta investigación se 

considera que, tanto el canon de aprovechamiento de agua como la tarifa hídrica 

ostentan la categoría de tributos, siendo necesario determinar su tipología, y para ello 

es importante apreciar la composición de ambas figuras.En el caso del canon de 

aprovechamiento de agua, su cobro inicialmente se sustentaba sólo en los costos 
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administrativos para la concesión del uso del agua y el mantenimiento de los sistemas 

para hacer llegar el recurso hídrico, cosa que cambió con los ajustes ambientales que 

recibió el canon con la emisión del reglamento en 2004264.  

Esos cambios estructuraron la causa del canon en dos puntos: El primero, 

dispuesto en el artículo 2 del reglamento que lo regula, toma en cuenta el valor del uso 

del agua, dependiendo de la actividad que se pretende desarrollar (consumo humano, 

agrícola, industrial, turístico, como energía). A este valor se le incluyó una segunda 

variable, consistente en el cobro por la conservación y restauración del medio ambiente, 

que favorece la consecución del servicio otorgado, y que para su cálculo se planteó en 

los términos de seguido indicados: 

“Para estimar el servicio ambiental hídrico, se tomó como criterio el papel decisivo 

de la cobertura forestal en la conservación de los acuíferos como componente del 

ciclo hidrológico, pues con ella se garantiza el efecto de evapotranspiración, el 

control del escurrimiento, la infiltración y la percolación de agua al subsuelo. Por 

este motivo se ha otorgado importancia a las áreas silvestres protegidas y al 

bosque privado y se han desarrollado políticas tendientes a la restauración del 

área forestal perdida.  

La estructura del valor del servicio ambiental hídrico se diseñó incluyendo el 

componente de conservación y el de restauración de ecosistemas. El primero se 

determina por el costo de oportunidad de no uso de terrenos en la actividad de 

ganadería o producción de cultivos. Se está haciendo referencia en esencia a los 

costos de conservar el bosque natural en condiciones que permitan a las cuencas 

prestar los servicios ambientales de retención, control de sedimentos, 

almacenamiento, absorción y depuración, que aseguran en forma sostenible la 

oferta y calidad del agua.  

El segundo se determina por el costo de restaurar la cobertura boscosa en áreas de 

aptitud forestal, degradadas por el cambio de uso del suelo. En esencia, es el costo 

                                                 
264  Valenciano Vargas, Karla. Análisis sobre la protección jurídica e institucional del recurso hídrico en Costa 

 Rica. Tesis para optar por el grado en Licenciatura en Derecho. San Ramón, Costa Rica: Universidad de Costa 

Rica, Facultad de Derecho, 2011, 65-66.   
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de retornar las cuencas a su estado de equilibrio que les permitan a éstas brindar 

los servicios ambientales”265 (El resaltado no es del original). 

 De dichos cálculos, se obtiene un valor general promedio sobre el coste de la 

conservación del recurso hídrico, mismo que se traslada proporcionalmente a los 

concesionarios, de acuerdo al tipo de aprovechamiento de que dispongan. Este 

planteamiento no dista mucho de la estructura con que fue concebida la tarifa hídrica 

que cobra la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, que tiene como base dos 

componentes: El presupuesto hídrico disponible en la zona, y la oferta-demanda del 

recurso. A partir de esos dos conceptos, se estableció un estudio de valoración 

económico-ambiental que: 

“… se fundamentó en el análisis bajo el concepto del costo de oportunidad de uso 

del suelo y los costos de reemplazo ambientales (ESPH-SEED, 1999). Se utilizó 

información referente a usos tradicionales de la tierra para determinar el nivel de 

costo asociado al sacrificio del uso actual para destinar las tierras a un régimen de 

conservación con incentivos económicos, para la protección del área de recarga” (El 

resaltado no es del original). 

Lo primero que se debe atender en ambos casos, es que su estructura y 

fundamento sobre la variable ambiental es casi idéntica, y sin embargo una recibe el 

nombre de “canon”, mientras que la otra el de “tarifa”. Esta situación demuestra la falta 

de precisión técnica en torno a los alcances de ambos conceptos, por lo que su uso se 

ha vuelto indiscriminado e incluso inconsecuente con el instituto que se pretende 

plantear. 

En tesis de principio, como la base de ambos cobros se da a partir del 

aprovechamiento del agua, parecen ser más próximos a ser considerados una tasa. Sin 

embargo, la tesis sobre los tributos ambientales y su constitución compleja e híbrida 

dentro del ordenamiento jurídico, como se ha expuesto páginas atrás, no deja de ser 

                                                 
265 Ortega Ponce, Liudmila (2006). “Los instrumentos económicos en la gestión del agua. El caso de Costa 

Rica”, Serie Estudios y Perspectivas, número 59, CEPAL. México D.F, pp. 20-23. 
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aplicable en el entorno nacional. 

Con la introducción del aspecto de conservación y restauración como parte del 

cobro, aunque se pretende establecer que dependen de un servicio particular e 

individualizable, lo cierto es que emplear como base del cálculo un promedio del valor 

de la propiedad, indica fehacientemente la incapacidad para individualizar con precisión 

qué corresponde cancelar a cada contribuyente, lo que nos lleva a aceptar la conclusión 

de que: 

“En todo caso este criterio de cuantificación (por valor de la propiedad) no es propio 

de una tasa, pues no revela el nivel de uso individual de los servicios, por una 

elemental razón: la mayoría de los indicados servicios son indivisibles, por lo que no 

deberían dar lugar al cobro de tasas… La conclusión es que estos tributos –

incluyendo la resurrección del tributo de “policía”- deberían estar configurados como 

impuestos”266. 

Esto nos lleva a reforzar la tesis de que este tipo de tributos ambientales 

conservan una figura compuesta, atípica, sin que ello demerite su naturaleza tributaria 

extrafiscal y parafiscal. 

 Por otro lado, en cuanto a la composición del canon de aprovechamiento y de la 

tarifa hídrica, es comprobable que se consideró como variable para determinar el cobro, 

el costo del uso de suelo, traducido como la imposibilidad de desarrollar otras 

actividades en ciertos bienes inmuebles en favor de las áreas de recarga acuífera.  

En consideración de los argumentos planteados en el capítulo 3 de este trabajo, 

sobre la relación recíproca a que debería tender el vínculo entre el Derecho Ambiental y 

el Derecho Urbanístico, es claro que en el cálculo efectuado en ambos casos, el coste 

sobre el uso de suelo que se asumió contaba solamente con el sacrificio ambiental que 

ello significa, dejando de lado el coste urbanístico que esas restricciones al suelo 

                                                 
266   Torrealba Navas, Adrián. «Visión general del sistema tributario municipal.» 2014, 179-180. 

https://cgrfiles.cgr.go.cr/publico/jaguar/Documentos/cgr/foe/gob_local/tributario/vision.pdf (último acceso: 

2015 de Setiembre de 30).  
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comportan, no sólo en las áreas donde se conservan bosques –que lo es lo más 

oportuno–, sino también en aquellos inmuebles donde, a pesar de ser propiedad 

privada, se mantiene por disposición legal una fuerte conservación de la permeabilidad 

del suelo. 

La conservación del suelo, entonces, comporta dos tipos de costes: Uno 

meramente ambiental, que ya ha sido considerado en los cálculos del canon y la tarifa, 

y por otro lado un coste urbanístico, en cuanto a la falta de desarrollo y de recursos a 

nivel cantonal para la consecución de un desarrollo sustentable. 

Es este coste urbanístico, que depende directamente de las limitaciones de uso 

de suelo y que se relaciona a su vez con la conservación del recurso hídrico, deben 

reconsiderarse los cobros que se realizan actualmente, para lo cual se requerirá de 

estudios de valoración técnico - económicos, que garanticen un porcentaje tanto del 

canon como de la tarifa hídrica, que pueda posteriormente ser trasladado a los 

municipios que se determine previamente que soportan con mayor proporción este tipo 

de limitaciones al uso de suelo privado. 

Para ello será fundamental establecer el reconocimiento de dicho rubro en favor 

de las municipalidades, en las leyes que dan origen a la posibilidad de cobrar el canon 

de aprovechamiento del agua (sea la Ley de Aguas) y en el caso particular de la 

Empresa de Servicios Públicos de Heredia, en su ley constitutiva. 

 

b.2. Creación de instituciones interregionales.  

Como se puede desprender de los apartados anteriores del presente trabajo 

investigativo, hay diversas posibilidades y opciones para dar respuesta a problemas 

inter-municipales, desde la perspectiva de la coordinación. Una de estas posibilidades –

enfocada desde la perspectiva de emisión y/o modificación de leyes–, que además ya 

ha sido implementada en España, es la creación de una o varias instituciones 

interregionales a las cuales se les otorguen determinadas competencias, para ser las 

encargadas directas de analizar, ponderar e implementar soluciones vinculantes para 
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los problemas confluentes entre diferentes localidades. Esto representaría una ventaja, 

en tanto se estaría ante un ente externo, independiente y especializado, al cual se le 

facultaría por ley para el ejercicio de sus competencias específicas. Ello deviene en 

contar con un ente especializado, con conocimientos técnicos más específicos y con 

capacidad de enfocar las soluciones a estrategias integrales y con visión más global. 

Para efectos de implementar éste mecanismo, se requeriría que la o las 

instituciones sean creadas por ley, dado que el tema de autonomía de los municipios 

entraría en juego, al brindarle competencias vinculantes a la nueva entidad que sea 

creada. Con base en lo anterior, para que el mecanismo no violente la autonomía 

municipal, se requiere que las competencias estén claramente especificadas y que las 

mismas sean respecto de temas en los que se pueda verificar si hay cargas o 

problemas confluentes entre municipios, para que la institución pueda brindar 

soluciones, que sí obliguen a los municipios, pero en temas que específicamente 

requieren una solución, como sucede en el caso de limitaciones de uso de suelo.  

La creación de instituciones interregionales está fundamentada y basada en los 

postulados y alcances del principio de Unidad de Gestión, que ya fue desarrollado en 

éste trabajo. Dicho mecanismo fue puesto en práctica en España, mediante las 

denominadas Confederaciones Hidrográficas, que han estado en funcionamiento desde 

el año 1926, las cuales se analizarán a continuación. 

También se abarcarán las posibilidades de implementar éste mecanismo para 

Costa Rica, que son dos: La creación por ley de una nueva entidad que cumpla con las 

características y funciones descritas, similar al modelo de las Confederaciones 

Hidrográficas ya implementado en España, o, en el caso de Heredia, la posibilidad de 

modificar –mediante reforma de ley– las competencias y funciones de la Empresa de 

Servicios Públicos de Heredia, posibilitando que la misma pueda, basada en los 

principios de colaboración y coordinación interregional, tomar decisiones vinculantes en 
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temas específicos de problemáticas ambientales con carácter interregional267.  

b.2.1. El modelo de las Confederaciones Hidrográficas en España. 

 

En España, el desarrollo del principio de unidad de gestión se ha enfocado 

principalmente en las Confederaciones Hidrográficas, las cuales son un claro ejemplo 

de cómo el manejo y cuido de un elemento ambiental, puede involucrar la gestión y 

administración de diversas divisiones territoriales administrativas. Las Confederaciones 

Hidrográficas permiten visualizar la importancia que existe en crear instituciones 

basadas en principios de colaboración y coordinación interregional. El profesor Antonio 

Fanlo Loras, de la Universidad de la Rioja, ha estudiado con especial atención éste 

tema:  

“En los últimos años me he ocupado del estudio de nuestro modelo de organización 

de la gestión del agua, así como del reparto de competencias entre Estado y 

Comunidades Autónomas y su necesaria articulación. Especial atención he 

dedicado a las Confederaciones Hidrográficas, prototipos de organismo de cuenca 

que deben ser consideradas con toda propiedad como la gran aportación española 

a las instituciones de la administración del agua, por sus singulares principios 

configuradores (gestión por cuencas, autoridad única del agua, planificación, 

participación de los interesados, autonomía de gestión)”268.  

Las Confederaciones Hidrográficas, al estar enfocadas en la gestión de cuencas 

hídricas, que trascurren a través de diversos territorios y estar bajo diversas 

administraciones autonómicas, son un claro ejemplo del tratamiento que se puede dar a 

elementos ambientales que afecten a más de una localidad. Los ríos ejemplifican con 

                                                 
267 El caso de la creación de instituciones interregionales no es algo ajeno al contexto costarricense, pero su creación 

no ha abarcado la materia ambiental, sino la de urbanismo e implementación de planes reguladores. Mediante la 

Ley Planificación Urbana, en los artículos 63 y 65, se creó la Oficina de Planeamiento del Área Metropolitana de 

San José, cuyo carácter es de órgano especial intermunicipal, encargado de planificar el desarrollo urbanístico de 

la región. Sin embargo, en éste caso específico se creó un órgano anexo a la Dirección de Urbanismo del Instituto 

de Vivienda y Urbanismo, por lo cual no estamos ante el supuesto de una entidad independiente, sino ante una 

competencia de un órgano del Gobierno Central.   
268 Fanlo Loras, Antonio. «Las competencias del Estado y el Principio de Unidad de Gestión de Cuenca a  

través de las Confederaciones Hidrográficas» en Revista de Administración Pública. Madrid: ISSN, 2010, 311. 
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claridad la situación en análisis, ya que sus aguas trascurren por varios territorios y con 

ello, el manejo que se le dé al cauce en una de las localidades, necesariamente va a 

afectar a las demás comunidades por las cuales discurran dichas aguas. Si se 

contamina el río aguas arriba, puede afectar el acceso al agua, los recursos o cultivos 

de las demás localidades. El principio de unidad de gestión expone que, debido a que 

las aguas de una misma cuenca forman un conjunto integrado, éstas deben ser 

gestionadas de forma homogénea269.  

Cobran especial relevancia los principios rectores para la creación y 

funcionamiento de las Cuencas Hidrográficas, ya que son la base doctrinaria que las 

legitima:  

“Entre los principios rectores de la gestión pública en materia de aguas destacan la 

unidad de gestión, el tratamiento integral, la economía del agua, la 

desconcentración, descentralización, coordinación, eficacia y la participación de los 

usuarios”270.  

En cuanto a este modelo, un elemento que es importante resaltar es el principio de 

participación de todos los interesados en la gestión del agua, ya que al abrir la brecha 

de intervención, se busca que las soluciones que propongan las instituciones sean 

integrales, y tomen en consideración las opiniones de todos los afectados, para poder 

llegar a un punto de consenso, que no afecte en demasía a alguna de las partes: 

“Considero que las Confederaciones Hidrográficas son la forma institucional más 

adecuada para el ejercicio de las competencias estatales en materia de aguas, 

correlato organizativo del principio de unidad de gestión de las cuencas 

hidrográficas y plasmación del principio de participación de todos los interesados en 

la gestión del agua (las distintas Administraciones públicas —Administración 

General del Estado, Comunidades Autónomas, Entidades Locales— y los usuarios, 

                                                 
269 Domínguez Alonso, Alma Patricia. «Derecho humano al agua y principio de unidad de gestión» en Revista 

de Direitos e Garantias Fundamentais. FDV, 2013, 339.  
270 Ídem, 311.  
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incluidos los representantes de intereses ambientales)”.271 

 Se tiene entonces, que las Confederaciones Hidrográficas han demostrado ser 

un instrumento útil a la hora de implementar gestiones supra-municipales, en cuanto al 

tema del manejo de las aguas, convirtiéndolas en un ejemplo que permite observar que 

el mecanismo de creación de instituciones interregionales –que regulen una actividad 

específica que va más allá de la gestión de un único municipio y en la que confluyen 

varios– sí puede ser implementado con éxito.  

 

b.2.2. Posibilidades para el contexto costarricense: modificación de las funciones 

de la ESPH o creación de una institución interregional nueva.  

 

 De conformidad con el esquema y los postulados de la creación de instituciones 

interregionales, con funciones específicamente diseñadas para resolver problemáticas 

ambientales inter-locales, hay dos posibilidades que se podrían aplicar al contexto 

costarricense, que son la creación por ley de una nueva institución o la posibilidad de 

adaptar las funciones de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH) para que 

tenga las potestades suficientes para implementar soluciones vinculantes a 

problemáticas ambientales que involucren a más de un cantón.  

 

b.2.2.1. Creación de una institución interregional nueva.  

 

Tomando como base el sistema de las Confederaciones Hidrográficas 

desarrollado en España y los postulados del principio de unidad de gestión, puede 

valorarse la opción de crear una institución cuyo fin sea investigar, medir y regular los 

impactos de las diferentes cargas y beneficios que estén soportando conjuntamente, o 

directamente relacionados, los municipios de una misma región. De esta manera los 

desafíos y retos a solucionar se analizarían dentro de un panorama más amplio, 

dirigiendo las acciones de solución a través de una institución especializada, con 

conocimientos técnicos para realizar estudios de vulnerabilidades y necesidades 

                                                 
271 Ídem, 312.  
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ambientales específicas y con la capacidad de ponderar e implementar soluciones 

coordinadas e integrales, que abarquen conjuntamente los problemas que afectan 

simultáneamente a diferentes localidades.  

 Es importante recalcar que, de optarse por ésta opción y crear una institución 

interregional, esta perfectamente podría utilizar como base para su creación los mismos 

principios que rigen el arquetipo de las Cuencas Hidrográficas y que ya fueron 

mencionados, a saber: unidad de gestión -permitiendo que se concentren determinadas 

funciones de corte ambiental, como la implementación de estrategias de protección y 

restauración del ambiente en dicha institución especializada-, el tratamiento integral – al 

centralizar y unificar los intereses locales en un delegado único-, la desconcentración y 

descentralización –ya que la institución deberá ser independiente y externa de los 

municipios que rigen los territorios en los cuales desempeñe sus funciones-, la 

coordinación –ya que el fin de su creación será precisamente dar respuesta a 

obligaciones y relaciones de coordinación que se han generado entre municipios por 

cargas o conflictos de carácter ambiental- y la participación de los usuarios –será 

esencial que existan mecanismos de participación que permitan que los afectados 

directos, los usuarios, puedan exponer los problemas y necesidades desde su 

perspectiva-.  

 

b.2.2.2. Modificación de las funciones de la ESPH.  

 

 De conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la ley de Transformación de 

la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (Ley 7789), la ESPH goza de plenas 

facultades para prestar servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y evacuación 

de aguas pluviales; así como para la generación, distribución, transmisión y 

comercialización de energía eléctrica y alumbrado público (…). 

 En el numeral 6 de la ley supra mencionada, se establecen otras funciones como 

solucionar requerimientos de servicios básicos y necesarios para el desarrollo; unificar 
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los esfuerzos para satisfacer las necesidades de agua potable, electricidad y otros 

servicios en el ámbito regional; promover el desarrollo, la cooperación, la producción y 

el crecimiento sostenible de los recursos de agua potable y energía eléctrica; el asumir 

la conservación, administración y explotación racional de los recursos energéticos e 

hídricos en la región de Heredia y el proteger las cuencas, los manantiales, los cauces y 

los lechos de los ríos, corrientes superficiales de agua y mantos acuíferos. 

 Por otro lado, la Junta Directiva, tal como lo establece el artículo 20, es 

conformada por cinco miembros, que corresponden a dos personas propuestas por la 

Municipalidad de Heredia Centro (que previamente deben ser recomendados por la 

Cámara de Industria y Comercio de Heredia), un miembro propuesto por las demás 

municipalidades accionistas de la empresa, otra persona propuesta por la Universidad 

Nacional y un representante de los trabajadores de la empresa.  

Como puede desprenderse de lo indicado, las funciones y fines designados a la 

ESPH –como el asumir la conservación, administración y explotación racional de los 

recursos energéticos e hídricos en la región de Heredia y el proteger las cuencas, los 

manantiales, los cauces y los lechos de los ríos, corrientes superficiales de agua y 

mantos acuíferos- sí podrían ser compatibles con las funciones de una institución 

interregional que busque dar respuesta a problemas ambientales originados en 

intereses confluentes entre localidades. Para ello se requeriría reformar las 

competencias de la empresa, mediante modificación de la ley, para facultarla a realizar 

estudios de problemáticas ambientales confluentes y emitir decisiones vinculantes 

respecto de las soluciones a implementar.  

Pese a lo anterior, debe considerarse que el esquema actual de conformación de 

la Junta Directiva, al contar con dos representantes seleccionados por el Municipio de 

Heredia Centro y apenas un representante seleccionado por las demás municipalidades 

accionistas, conlleva una situación de inequidad que podría afectar los fines buscados, 

de tratamiento integral, unidad de gestión y coordinación, al tener un municipio con 

mayor influencia en las decisiones de la institución que los demás involucrados.   
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Del estudio efectuado del ordenamiento jurídico costarricense, el desarrollo 

doctrinal, jurisprudencial y el análisis del caso concreto de las limitaciones por uso de 

suelo entre los cantones de San Rafael de Heredia y Heredia, se determinó que la 

hipótesis inicialmente planteada se cumple de manera parcial. Lo anterior en tanto son 

necesarios algunos ajustes al planteamiento originalmente propuesto, a saber: de 

conformidad con la problemática analizada y el estudio de las condiciones especiales 

de cada cantón, se deriva que sí existe una obligación generada por cargas 

ambientales compartidas; sin embargo, su cumplimiento no genera obligaciones 

únicamente a la municipalidad de Heredia, sino que, por el tipo de carga que se 

comprobó, la obligación que hay es recíproca y obliga a ambos municipios por igual a 

implementar estrategias que se desarrollen coordinadamente, o bien, también existe la 

posibilidad de buscar soluciones más equitativas e integrales, con mayores alcances, 

como se refleja de las propuestas que implicarían reformas o promulgación de leyes. 

El objetivo general planteado sí se alcanzó, en tanto sí se propusieron, no sólo 

una, sino cinco posibilidades de soluciones jurídicas que se acoplan a la normativa 

vigente en el país y que, llevadas a la práctica, pueden solventar los problemas 

municipales que afronta el cantón de San Rafael de Heredia, por limitaciones al uso de 

suelo. Específicamente en cuanto a la existencia de una obligación legal de otro 

municipio más desarrollado, Heredia centro, de implementar cargas ambientales 

compartidas –como forma solidaria de proporcionar apoyo intergubernamental– que 

faculten un mejor desarrollo local y ambiental, aplica la misma aclaración realizada en 

cuanto a la hipótesis del trabajo, ya que se comprobó que la obligación que existe es de 

carácter bilateral entre los municipios en estudio. Lo anterior ya que se determinó que la 

figura del concierto establecida en el ordenamiento jurídico costarricense obliga a los 

municipios entre los que hay confluencia de intereses a concertar algún tipo de 

solución, cuya elección si será discrecional y seleccionada por las entidades, pero la 

obligación opera por igual a todos los involucrados, no unilateralmente.  
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 El primer objetivo específico se cumplió mediante el estudio histórico de la 

génesis del municipio y del concepto de autonomía, incluyéndose el análisis de cómo 

se llegó a determinar el contenido que se le da a ambos conceptos al día de hoy. Así 

mismo, se estudiaron y desarrollaron las limitaciones a la autonomía del gobierno local, 

reflejadas principalmente a través del concepto de unidad de Estado y la tutela 

administrativa. Con ello se alcanzó lo propuesto en el objetivo, estableciéndose los 

parámetros, posibilidades y límites de la autonomía municipal. 

Se identificaron los institutos existentes referentes a la relación, coordinación y 

coexistencia entre gobiernos locales, alcanzando con ello el segundo objetivo 

específico. Para ello se analizaron los diferentes mecanismos de control que 

actualmente tienen injerencia respecto de las funciones de los municipios y las 

relaciones de control de las municipalidades, se desarrollaron las diferentes formas de 

coordinación de las corporaciones que faculta nuestro ordenamiento. Especialmente en 

cuanto a la noción general de planificación urbana y de ordenamiento territorial, se 

desarrollaron las relaciones intermunicipales a través del papel de las federaciones y 

los mecanismos de coordinación y se analizó la figura del concierto como relación 

intermunicipal.  

 El tercer objetivo específico se cumplió al examinarse la normativa nacional e 

internacional, en concordancia con los postulados propios de la materia ambiental, para 

determinar que sí existe la obligación de compartir cargas ambientales a nivel 

intermunicipal. Ello se alcanzó mediante el estudio de las competencias municipales en 

materia ambiental presentes en el ordenamiento jurídico vigente y a través del 

desarrollo de las características y elementos propios del Derecho Ambiental, como lo 

son su desarrollo histórico, la importancia de los principios para la aplicación de éste 

derecho, la transversalidad de la materia, el concepto de desarrollo sustentable y el 

problema de las cargas en la materia ambiental.  

 El cuarto objetivo específico se enfocó a desarrollar el estudio de la problemática 

actual que enfrenta el cantón de San Rafael de Heredia por limitaciones al uso de 

suelo, en comparación con las oportunidades de desarrollo y los beneficios que obtiene 

la Municipalidad de Heredia centro, gracias a los servicios ambientales ofrecidos por 
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San Rafael. Éste objetivo también se alcanzó mediante trabajo de campo que permitió 

un mayor acercamiento a la realidad propia de cada cantón y a través de la 

investigación de la situación actual de cada entidad y sus respectivas localidades.  

 El último objetivo específico propuesto se cumplió al estructurarse las diferentes 

posibilidades de modelos intergubernamentales que los municipios de San Rafael y 

Heredia puedan implementar para solventar la actual carencia de cargas ambientales 

compartidas. Para ello se estudiaron, analizaron y desarrollaron diferentes opciones, 

que fueron divididas en dos grandes grupos, aquellas que se aplicarían mediante la 

figura del concierto, facultada en nuestro ordenamiento jurídico vigente –a saber: el 

sistema de metro por metro, el pago por servicios ambientales o la implementación de 

figuras asociativas– y aquellos que para ser puestos en práctica requerirían primero que 

se promulgara o se reformara alguna ley –como sucede con la implementación de un 

nuevo recurso o la creación de una institución interregional–.  

 El cumplimiento del objetivo general y los específicos, así como la comprobación 

parcial de la hipótesis, producto del estudio efectuado, llevan a una serie de 

conclusiones generales del trabajo de investigación, plasmadas en las líneas 

subsecuentes.  

El concepto de autonomía municipal se ve involucrado en un conflicto entre lo 

local y lo estatal. Este debate se ha reflejado continuamente a través de la historia e 

influye en la percepción y desenvolvimiento actual del gobierno. La autonomía 

municipal implica la obligación real y existente de coexistir con otros gobiernos locales, 

con lo que confluyen intereses que deben ser resueltos de manera conjunta.  

En Costa Rica se ha interpretado, erróneamente, que los municipios sólo pueden 

actuar dentro de los límites administrativos de su territorio, dejándose de lado el que 

existen dos tipos de competencias que pueden ser ejercidas por los municipios: las 

competencias en razón del territorio y las competencias en razón de la materia (que 

comprenden los intereses locales). Este segundo punto (competencia en razón de la 

materia), no se ha valorado dentro de la comprensión del concepto de autonomía 

municipal que se maneja actualmente en el país.  
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La competencia en razón de la materia, si bien es una situación excepcional y 

debe ser tratada como tal, no puede ser excluida del concepto de autonomía municipal, 

pues se estaría manejando un desarrollo del concepto muy delimitador y se estaría 

dejando de lado la obligación que se genera cuando un municipio debe defender 

intereses locales, que afectan directamente a sus habitantes, pero que se extienden 

más allá de los límites territoriales del cantón, especialmente en temas ambientales.  

Es claro que existe un conflicto entre autonomía municipal y el concepto de 

unidad de Estado, ya que la relación de tutela administrativa no es directa. Esto se 

solventa a través de mecanismos de coordinación, donde los entes municipales y 

estatales implicados en una misma problemática, se ven compelidos a colaborar entre 

sí, para conseguir que los objetivos que se les han asignado, puedan llegar a ser 

satisfactoriamente logrados; tal y como se desprende del análisis de los artículos 6 y 7 

del Código Municipal. 

  El concepto de coordinación entendido como la concertación entre iguales es un 

asunto meramente conceptual. No hay una verdadera interiorización de lo que el 

concepto debe comprender, ya que en realidad lo que se da es una relación jerárquica. 

Lo que sucede es que, en los casos donde hay confluencia de intereses, toma un papel 

preponderante lo que el ente estatal disponga y se dejan de lado las consideraciones 

que haga el municipio, situación que ha sido reconocida por fallos judiciales.  

 La aprehensión del concepto de coordinación que se supone comúnmente 

aceptado por la legislación, termina teniendo implicaciones sobre los alcances que 

podría tener este concepto a nivel municipal. Si no se entienden las bases primigenias 

de los mecanismos de cooperación entre entes, es más difícil que se puedan aplicar los 

instrumentos de coordinación entre gobiernos locales.  

 En torno al tema de la coordinación intermunicipal, a nivel facultativo únicamente 

se ha reconocido la existencia de Federaciones y Confederaciones municipales, lo que 

deviene en un problema, pues lo único que se ha desarrollado en el país son las 

Federaciones, que no han tenido un papel muy activo ni una incidencia significativa. 
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Dichos entes en realidad no se han utilizado para solventar los problemas regionales 

que enfrentan conjuntamente los municipios que los conforman.  

 Por otro lado, dentro de las teorías abarcadas por el Dr. Ortiz Ortiz, está la figura 

del concierto, que se fundamenta en el artículo 7 del Código Municipal en relación con 

el artículo 9 de la misma norma. Dicha figura expone que ante la confluencia de 

competencias, especialmente en el caso de las municipalidades, los entes implicados 

deberán actuar estableciendo un convenio entre sí, donde lo facultativo es el contenido 

del pacto y la obligación consiste en concertar.  

 En la materia ambiental, el mayor reto es el lograr implementar soluciones que 

integren los diferentes aspectos para lograr la protección efectiva de los recursos 

naturales.  

 El Derecho Ambiental se ha desarrollado ampliamente a través de convenios 

internacionales que han permeado los ordenamientos jurídicos nacionales, en tanto los 

países adquieren el compromiso de implementar en sus ordenamientos internos las 

estrategias y compromisos pactados a nivel internacional.  

 La materia ambiental se ha desarrollado con características diferenciadoras 

como lo son la transversalidad de la materia o el desarrollo de la misma a través de 

principios. Así mismo, cuando el tema ambiental se debe desarrollar conjuntamente con 

temas de urbanismo y planificación, cobran especial relevancia conceptos como el 

desarrollo sustentable o el manejo adecuado de las cargas ambientales compartidas.  

 Lo previamente mencionado no es ajeno al ordenamiento jurídico nacional, 

donde la normativa de carácter ambiental ha permeado en diferentes áreas del 

Derecho, entre ellos la municipal.  La obligación de la Administración en la defensa del 

ambiente, se refleja desde el artículo 50 de la Constitución Política; el fin de dicho 

compromiso es procurar el mayor bienestar de todos los habitantes, mediante el 

aseguramiento y protección de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  
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 Específicamente en cuanto al tema de las cargas ambientales compartidas, y 

como éstas generan compromisos intermunicipales, tenemos que las competencias 

municipales referentes a temas de protección ambiental –definidas en la ley– son muy 

numerosas. Sin embargo, lo que sí es claro es la existencia de una obligación y 

compromiso de ejecutar labores de colaboración entre los entes, a efectos de asegurar 

una tutela efectiva de los recursos naturales; a lo cual se debe hacer frente de manera 

integrada, por involucrar conjuntamente los intereses de diferentes localidades. 

  En cuanto a la normativa internacional, la firma y ratificación de tratados ha sido 

una herramienta recurrente en las últimas décadas, incorporando al ordenamiento 

jurídico nacional una importante cantidad de normas de carácter ambiental, 

específicamente contenidas y desarrolladas por éstos instrumentos, que a su vez 

generan un compromiso del país ante la comunidad internacional.  

 Los convenios y tratados internacionales en materia ambiental que Costa Rica ha 

ratificado, no establecen explícitamente obligaciones para los entes municipales, pero si 

establecen obligaciones y compromisos de tutela ambiental que comprometen al país, y 

donde el componente local y regional se establece como uno de los principales focos 

de acción para poder garantizar un desarrollo sustentable exitoso. También, se han 

adquirido numerosos compromisos ambientales que sólo pueden ser concretados a 

través de la acción de los municipios. Así mismo, los tratados ratificados establecen 

como prioridad las acciones de coordinación y planificación integrada, para poder 

garantizar una protección efectiva.  

 Las estrategias de coordinación intermunicipal son de particular importancia para 

la consecución de fines ambientales. La transversalidad del Derecho Ambiental implica 

que la coordinación interdisciplinaria e interinstitucional, son elementales en la 

resolución de los problemas de la materia, pues permiten un enfoque más amplio y 

completo de las soluciones.  

 Cuando se busca resolver problemáticas de naturaleza ambiental, también tiene 

gran importancia la utilización de los principios del Derecho Ambiental, ya que éstos 
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facultan una interpretación mucho más abierta y apegada a la realidad imperante, por 

sobre la interpretación literal de la norma. En materia de planificación urbana, los 

principios de solidaridad y cooperación han sido fundamentales en la incorporación de 

la variable ambiental en la materia urbana. Dichos principios también han sido una base 

esencial para permitir un desarrollo sustentable, el cual, de conformidad con la 

definición dada por el informe de Brundtland, debe ser entendido como la capacidad de 

ejercer un desarrollo que satisfaga las necesidades del presente, sin comprometer las 

de las futuras generaciones.  

 En materia de desarrollo urbano se ha suscitado el problema de las cargas 

ambientales, ya que históricamente la planificación urbana no se ha ligado a la materia 

ambiental, lo que genera un problema si se considera que lo primero no puede 

desligarse de lo segundo. La planificación urbana debe contemplar la variable ambiental 

y, por su parte, se requiere implementar estrategias de coordinación entre las diversas 

localidades en las que confluyen intereses ambientales.  

 La regulación de planificación urbana vigente en el país es sumamente escueta. 

La mayoría de los asentamientos urbanos se crearon sin que hubiese una planificación 

o un sustento normativo que los ordenara y regulara. Éste problema normativo se ha 

mantenido desde la primera publicación del GAM del año 1982, hasta la fecha. Las 

limitaciones establecidas a partir de la creación del anillo de contención, no han sido 

actualizadas, producto de los mismos conflictos interinstitucionales provocados por la 

misma Administración Central.  

 Esto provocó que muchos terrenos que inicialmente eran considerados de alguna 

forma “urbanizables”, terminaban con fuertes limitaciones de uso, especialmente en 

aras a la conservación del ambiente. Dicha situación devino en una afectación directa 

del desarrollo equitativo y la productividad entre diversos cantones.  

 En el caso particular de San Rafael, aparte de no contar con plan regulador, las 

limitaciones urbanísticas que se dan con mayor intensidad son en cuanto a las áreas de 

conservación de los mantos acuíferos, particularmente respecto de los mantos de Barva 
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y Colima Superior. Estos mantos comportan una fuente importante de agua potable 

para el Valle Central (según lo demostrado por los estudios hidrogeológicos de 

SENARA), que benefician particularmente la continuidad del desarrollo de las ciudades, 

donde uno de los beneficiarios directos ha sido el casco urbano de la ciudad de 

Heredia.  

 Ésta situación ha devenido en que hoy día el cantón de San Rafael enfrenta 

fuertes limitaciones de uso de suelo y de cobertura de construcción por lote, lo cual 

incide directamente en las posibilidades de desarrollo y de obtención de recursos 

económicos del cantón.  

 En el caso del municipio de Heredia, se determinó que la limitación más grande 

que enfrenta el cantón es la ausencia de un plan regulador que rija las cuestiones 

referentes a urbanismo y a usos de suelo. Configurándose esto como la principal razón 

por la cual el uso de suelo preponderante en el cantón de Heredia es urbano o con 

cobertura de cafetal, exceptuando el caso especial de Vara Blanca, que está sometido a 

un régimen jurídico distinto, el de áreas silvestres protegidas, y es por ello que no es un 

territorio que sea administrado por la Municipalidad de Heredia, sino directamente por la 

Administración Central, a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación. 

 Si bien de la presente investigación se desprende que –al tener obligaciones 

confluentes– las municipalidades sí tienen una obligación de concertar, por cuestiones 

de autonomía municipal no se puede imponer un modelo determinado para concretar 

dicha obligación de concierto; razón por la cual se analizaron tres posibilidades distintas 

que pueden ser aplicadas en el contexto nacional, a saber: sistema de transferencias 

de metro por metro, utilización de la figuras asociativas y convenio de pago por 

servicios ambientales.  

 Además de lo anterior, de los resultados obtenidos de la presente investigación, 

se tiene que también existen dos posibilidades adicionales para dar respuesta a la 

problemática planteada, que requerirían promulgación de ley. En dicho escenario, el 

modelo a utilizar sería distinto del concierto y requeriría modificar el ordenamiento 
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jurídico vigente. Bajo ésta modalidad surgen dos opciones: la creación de un nuevo 

tributo o la creación de una entidad interregional, a la cual se cedan las potestades de 

administración de los temas referentes a las competencias confluentes entre 

localidades.  

 En el caso del sistema de metro por metro, el método propone que por cada 

metro cuadrado en el que se permita construir de más en el cantón de Heredia, a los 

sujetos que estén interesados en hacerlo les corresponde donar un metro cuadrado de 

un terreno que se acredite que tenga limitaciones de tipo ambiental, donde su 

preservación sea importante para la conservación de los mantos acuíferos y su recarga, 

que se encuentre ubicado dentro del cantón de San Rafael.  

 Entre los problemas que encontramos en el contexto costarricense para aplicar 

éste sistema, se evidenció que ninguno de los municipios analizados cuenta con plan 

regulador; además, la municipalidad de Heredia tendría que modificar su plan, para 

cumplir o establecer la posibilidad de ampliar áreas de construcción en zonas 

determinadas, tomando como un plus inmobiliario el aumento del aprovechamiento 

territorial para edificar. Por otro lado, también es un problema para la aplicación de este 

sistema, el que la transferencia de bienes inmuebles bajo la titularidad del municipio no 

implica directamente la obtención de ingresos para la conservación de esas áreas, lo 

que a mediano plazo se podría solventar sometiendo dichos terrenos a algún régimen 

de protección ambiental. Además, ello involucra la necesidad de participación de los 

ciudadanos que habitan el cantón y que sean propietarios de los terrenos con aptitud 

ambiental, requiriéndose la anuencia de estos para la transferencia, a cambio de una 

remuneración en metálico.  

 Desde otra perspectiva de solución, los mecanismos asociativos se basan en el 

principio de unidad de gestión, al reconocerse que hay intereses confluentes que van 

más allá de los límites territoriales de un municipio y cuyo manejo adecuado requiere 

ser realizado de forma coordinada e integrada.  

 Bajo éste esquema, los Planes Urbanos Intermunicipales (PLUi) desarrollados en 
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Francia, y las diferentes estrategias adoptadas por municipios argentinos, han logrado 

integrar eficazmente competencias de planificación urbana, utilizando figuras jurídicas 

donde es imperativo el consenso de los diferentes municipios involucrados, en aras de 

perseguir objetivos que se reconocen como comunes.  

 Específicamente en Costa Rica, ya existe una figura similar a las creadas en 

Francia y Argentina, que son las federaciones de municipalidades. Con base en ésta 

figura, es posible adaptar sus funciones y objetivos (mediante común acuerdo 

previamente aprobado por los concejos de los municipios que la conforman), de manera 

que la gestión de objetivos confluentes se centralice en una única institución, que dirija 

lo referente a los temas ambientales comunes.  

 La utilización de las federaciones de municipalidades como entidades gestoras 

de coordinación y ejecución respecto de metas ambientales representa la ventaja de 

brindar una gestión más integral (al involucrar un mayor número de municipios), sin 

embargo, ello también puede llegar a ser problemático, pues se necesita un mayor 

número de aprobaciones, al requerirse que cada concejo municipal apruebe lo 

solicitado y existe muy poca voluntad política para concretar acuerdos de éste tipo. 

Adicionalmente, debe considerarse que actualmente la Municipalidad de Heredia no 

forma parte de la Federación de Municipalidades de Heredia, con lo cual no sería 

factible brindar una solución eficaz mediante ésta figura.  

 Además de la opción de las federaciones, se encuentra la posibilidad de acordar 

planes reguladores interregionales, los cuales implicarían un desarrollo conjunto de la 

planificación urbana y de estrategias de conservación. Lo anterior representaría una 

ventaja en tanto implica una disminución de costos de elaboración del plan regulador 

(que en la práctica conlleva una inversión sumamente alta) para cada municipio que 

sea partícipe, pero tiene la desventaja de que en la práctica se ha vuelto muy dificultoso 

conseguir la aprobación de un plan regulador, por lo que podría tardarse años para 

poder poner en práctica la solución. Por otro lado, la adopción por sí sola de un plan 

interregional no va a solucionar el problema de fondo, ya que deben pactarse (previo a 

la elaboración del plan y en el marco del convenio que establezca la voluntad de crear 
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conjuntamente el plan regulador) las medidas compensatorias específicas que se van a 

poner en práctica una vez entrado en vigencia el plan; dichas medidas perfectamente 

podrían utilizar instrumentos como el de metro por metro o los convenios de pago por 

servicios ambientales.  

 En cuanto a la posibilidad de utilizar un modelo de pago por servicios 

ambientales mediante convenio entre municipios, debe considerarse que éste 

instrumento se percibe de manera más amplia en doctrina y en el ámbito internacional 

que en Costa Rica, donde los servicios ambientales únicamente están definidos en la 

Ley Forestal, y se enmarcan en cuatro tipos específicos de servicios.  

 Es posible realizar acuerdos de servicios ambientales entre municipios mediante 

la aplicación del artículo 7 del Código Municipal, específicamente mediante la figura del 

concierto. Para ello se requiere establecer un convenio entre los entes, en el que se 

instituya que es con motivo de los servicios ambientales brindados, que se pagará un 

determinado monto como retribución a los mismos, y como apoyo a la preservación de 

los recursos y servicios del ambiente de los que se está beneficiando directamente 

quien paga la remuneración. Adicionalmente, al estar expresamente facultado por la ley, 

el acuerdo de pago por servicios ambientales no estaría contraviniendo el principio de 

legalidad.  

 El eventual traslado de fondos públicos de una municipalidad a otra no 

comportaría un enriquecimiento ilícito, pues la transferencia estaría constatada en una 

obligación común, que justificaría el gasto por parte de la Municipalidad de Heredia y la 

recepción de los fondos por parte de la Municipalidad de San Rafael. Lo anterior 

siempre y cuando exista un control oportuno sobre el uso de esos fondos, que 

específicamente deben ser utilizados para la conservación de las zonas o terrenos de 

comprobada relevancia ambiental, previa realización de los estudios correspondientes.  

Entre las limitantes de la investigación, hay dos requerimientos previos a la 

implementación de un posible modelo de pago por servicios ambientales, que son 

necesarios para determinar la factibilidad real de utilizar el instrumento: en primer lugar 
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se requeriría el criterio de la Contraloría General de la República respecto de la 

posibilidad que puedan tener las Municipalidades de trasladar fondos de su 

presupuesto, específicamente para ser implementados en preservación de terrenos con 

carácter ambiental valioso, por concepto de pago por servicios ambientales; como 

segundo punto, para determinar cuál sería el valor asignado para la preservación de los 

recursos, se requieren estudios de factibilidad, de vulnerabilidad ambiental y estudios 

hidrogeológicos.  

 En cuanto a las posibilidades de solución basadas en reformas de ley, se 

mencionaron dos: la creación de un tributo, con un fin específicamente dirigido a 

solventar las deficiencias económicas generadas por cargas ambientales compartidas, 

y la posibilidad de creación de una institución interregional, específicamente creada 

para tratar los temas ambientales confluentes entre dos o más localidades, a la cual se 

le delegarían determinadas competencias y tendría capacidad de analizar las 

problemáticas e implementar soluciones vinculantes, que serían de carácter obligatorio 

para las comunidades incluidas en los territorios a cargo de dicha institución.  

 Específicamente en cuanto a la posibilidad de creación de un tributo, haciendo 

un análisis de la legislación vigente, y tomando en cuenta que el hecho generador de un 

tributo ambiental estaría sustentado en el reconocimiento de una compensación por los 

beneficios que obtienen otros cantones, producto de las limitaciones por uso de suelo, 

se deberá tener en cuenta que el tributo deberá ser soportado por los municipios donde 

se ven reflejados los beneficios de las limitaciones antes referidas, tomando como 

punto de partida un promedio del coste del uso de suelo que sostienen los cantones 

que soportan la carga ambiental, a quienes los recursos se les deberán distribuir 

proporcionalmente.  

 Esta propuesta requiere inicialmente de aspectos técnicos que trascienden las 

soluciones específicas desde el área jurídica, sin que ello implique que no se puedan 

hacer sugerencias con base en otros modelos de distribución de recursos a nivel 

interregional, como se da con el modelo de impuestos compensatorios alemán, 

detallado en esta investigación. 
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 Otra implicación que la creación de un tributo comporta, es la necesidad de que 

su planteamiento se establezca a nivel general. En el presente trabajo sólo se contó 

con los datos de dos municipios y, para el planteamiento adecuado y eficiente de un 

tributo, tanto cargas como beneficios deberán ser analizados regionalmente en cada 

cantón. 

 De igual manera, corresponderá evaluar una modificación al artículo 8 del Código 

Municipal, que exonera a las municipalidades del pago de tributos, para que se haga la 

reserva de que dicha presunción será general, salvo cuando la ley indique lo contrario. 

Esto es importante, si se pretende trasladar los costes del tributo a los municipios y no a 

los ciudadanos. 

En otro orden de ideas, aparte de la creación de un tributo, se podría pensar 

igualmente en la modificación de alguno ya existente. Y es que tanto en el decreto 

32868 que da pie al canon del agua, así como en la génesis de la tarifa hídrica, se 

encuentra inmerso un costo por la conservación del suelo, sin que el cálculo en ambos 

casos –que a pesar de la confusión jurisprudencial, se consideran tributos en este 

trabajo– haya contemplado el coste que esa conservación de suelo produce a nivel 

urbano-cantonal, por lo que dicha variable podría ajustarse a fin de que una parte de los 

recursos percibidos, se traslade a las municipalidades, y no como suscita en la 

actualidad, pues los recursos se quedan en manos de la Dirección de Agua del MINAE, 

del SINAC y FONAFIFO. 

 

 Este tributo puede ser adaptado a la necesidad planteada en ésta investigación, 

sin embargo, para ello se requeriría una modificación de ley, que establezca una 

distribución general y proporcional entre todos los municipios que protegen y conservan 

mantos acuíferos. 

Independientemente de la propuesta tributaria que se pretendiera emplear, debe 

resaltarse que los fondos que de allí se destinen con un sentido compensatorio, deben 

emplearse como fondos públicos al cumplimiento de una finalidad particular, sea el 

incremento de un desarrollo sostenible de la zona. Para ello, bien podría establecer el 



273 

 

municipio la implementación complementaria de alguna de las propuestas antes 

descritas (transferencia de metro por metro, pago de servicios ambientales) ajustándola 

a sus necesidades y a los recursos financieros que percibiría del pago del tributo. 

Por último, en cuanto a las soluciones desde la perspectiva de promulgación y/o 

reforma de ley, se determinó que existe la posibilidad de crear una o varias instituciones 

interregionales a las cuales se les otorguen competencias que les faculten para ser las 

encargadas de implementar soluciones vinculantes a los problemas interregionales; 

previa la realización de los análisis, estudios y ponderaciones necesarios para que la 

solución que se determine se realice en la mayor armonía entre las diferentes 

necesidades propias de cada cantón.  

Un modelo similar al propuesto ya se ha implementado en España mediante las 

Confederaciones Hidrográficas, las cuales encuentran su principal base doctrinal en el 

desarrollo del principio de unidad de gestión, que expone que es necesario concentrar 

las competencias ambientales administrativas en una única organización especializada, 

con conocimientos técnicos, que se configuraría como un ente externo e independiente, 

expresamente facultado por ley para el ejercicio de sus competencias.  

Dado que la creación de una o varias instituciones de éste tipo podría generar 

conflictos en cuanto a temas de autonomía municipal (al estar legitimadas para 

establecer soluciones vinculantes que los municipios estarían obligados a implementar), 

es necesario que instituciones como las planteadas sean creadas por ley, con sus 

competencias claramente especificadas y delimitadas, enmarcadas dentro de temas 

ambientales en los que se pueda verificar que sí hay obligaciones o problemas 

confluentes entre municipios, como sucede en el caso de limitaciones de uso de suelo 

por cargas ambientales compartidas.  

Específicamente para el contexto costarricense, se valoraron dos posibilidades 

de implementación de un modelo basado en la creación de instituciones interregionales 

con competencias ambientales específicas, que fueron la creación por ley de una nueva 

entidad que cumplan con las características y funciones descritas –similar al modelo de 
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las Confederaciones Hidrográficas– o, en el caso específico de la provincia de Heredia, 

la posibilidad de modificar las competencias y funciones de la Empresa de Servicios 

Públicos de Heredia; la cual, debido a sus características y fines, podría facultársele –

de conformidad con principios de unidad de gestión, colaboración y coordinación 

interregional– a tomar decisiones vinculantes en temas específicos de problemáticas 

ambientales con carácter interregional. 

Pese a lo anterior, específicamente en cuanto a la Empresa de Servicios 

Públicos de Heredia, además de requerirse reformar las competencias de la misma, 

habría que solucionar problemas del actual esquema de conformación de la Junta 

Directiva, que representaría problemas de inequidad entre los municipios involucrados, 

al contar con dos representantes seleccionados por el Municipio de Heredia Centro y 

apenas un representante seleccionado por las demás municipalidades accionistas. 

Del desarrollo de la presente investigación, así como del análisis de información 

recopilada de cada uno de los cantones estudiados, se concluye que sí existe una 

problemática devenida de las numerosas limitaciones por uso de suelo que algunos 

cantones –como San Rafael– enfrentan, y que les representa una carga, en tanto las 

prohibiciones para urbanizar, conllevan que el cantón soporte asumirlas sin 

reconocimiento alguno; problemática que comporta un desequilibrio importante en 

cuanto a los ingresos de las municipalidades, el cual requeriría de una compensación, 

ya que el cantón en realidad está prestando un servicio ecológico, al conservar terrenos 

con alta importancia ambiental, que a su vez se constituye en una actividad con un 

impacto importante sobre el desarrollo económico y social del territorio.  

 De conformidad con el desarrollo de la figura del concierto, establecida en el 

Código Municipal y desarrollada por el Doctor Ortiz Ortiz, la existencia de obligaciones 

confluentes entre municipios –como sucede en el caso de cargas ambientales, que 

representan un beneficio tanto para el ente que protege los recursos naturales como 

para el ente que se beneficia de dicha conservación– sí genera una obligación de los 

municipios de convenir; sin embargo, por autonomía municipal, no puede imponerse un 

convenio específico, sino que el contenido del mismo, las acciones a pactar, serán de 
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elección facultativa entre los entes involucrados.  

Es consideración de los autores que, para el contexto costarricense y la realidad 

analizada en la presente investigación, de las posibilidades planteadas para dar 

solución al tema de las cargas ambientales por limitaciones de uso de suelo, las tres 

propuestas que presentarían mayor factibilidad en su implementación son el sistema de 

transferencias metro por metro, la aplicación de la figura del concierto mediante 

convenio de pago por servicios ambientales y mediante planes reguladores 

interregionales, ya que no implicarían una afectación de la autonomía municipal, y 

además pueden contribuir en cuanto a su ejecución, en la participación de sujetos 

privados y públicos –que se podrían someter de forma voluntaria–, así como de la 

sociedad civil. Además, las propuestas cuentan con una mayor determinación del 

destino o uso de la compensación reconocida. En cuanto a la utilización de planes 

reguladores interregionales, la propuesta es factible siempre y cuando en el convenio 

se contemplen mecanismos compensatorios.  

Por su parte, los sistemas de implementación de un nuevo tributo, creación de 

instituciones interregionales o utilización de figuras asociativas como las federaciones 

municipales, si bien tienen las características necesarias para ser implementadas en el 

ordenamiento jurídico costarricense y dar solución al problema planteado, enfrentan 

desventajas con respecto de las tres opciones supra mencionadas: En el caso de los 

tributos, el costo de los mismos corre el riesgo inminente de terminar siendo trasladado 

a los ciudadanos, y que no es el objetivo buscado. Respecto de la creación de 

instituciones interregionales o figuras asociativas, los municipios otorgarían 

competencias propias en un nuevo sujeto, lo que indefectiblemente lleva a una 

afectación consentida de la autonomía municipal. 

Ello no demerita la posibilidad de analizar la implementación de cualquiera de las 

figuras propuestas, pues como se ha señalado a lo largo de este trabajo, cada una 

cuenta con ventajas y desventajas propias, que deberán ser tomadas en consideración 

a la hora de ser aplicadas.  
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(30 de Enero de 2015). 

 

Votos de la Sala Constitucional 

 

Resolución 3705-1993 de las 15:00 horas del 30 de julio de 1993. 

Resolución 6706-1993 de las 15:21 horas del 21 de diciembre de 1993.  

Resolución 4205-1996 de las 14:33 horas del 20 de agosto de 1996. 

Resolución 4757-1996 de las 17:21 horas del 11 de setiembre de 1996. 

Resolución 6469-1997 de las 14:20 horas del 8 de octubre de 1997. 

Resolución 3089-1998 de las 15:00 horas del 12 de mayo de 1998.   

Resolución 5445-1999 de las 14:30 horas del 14 de julio de 1999. 

Resolución 1220-2002 de las 14:48 horas del 6 de febrero de 2002. 

Resolución 2127-2003 de las 13:37 horas del 14 de marzo de 2003. 

Resolución 3656-2003 de las 14:43 horas del 7 de mayo de 2003. 

Resolución 1923-2004 de las 14:55 horas del 25 de febrero de 2004. 

Resolución 11879-2004 de las 14:48 horas del 27 de octubre de 2004. 

Resolución 4050-2005 de las 10:02 horas del 15 de abril de 2005. 

Resolución 15059-2005 de las 15:55 horas del 1 de noviembre de 2005. 

Resolución 7247-2006 de las 14:31 horas del 23 de mayo de 2006. 

Resolución 17113-2006 de las 16:06 horas del 3 de enero de 2006. 

Resolución 1682-2007 de las 10:34 horas del 9 de febrero de 2007. 

Resolución 13577-2007 de las 14:40 horas del 19 de setiembre de 2007. 
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Resolución 10371-2008 de las 17:36 horas del 19 de junio de 2008. 

Resolución 1569-2008 de las 14:51 horas del 30 de enero de 2008. 

Resolución 12109-2008 de las 15:16 horas del 5 de agosto de 2008. 

Resolución 12189-2008 de las 9:06 horas del 12 de agosto de 2008. 

Resolución 3605-2011 de las 13:32 horas del 18 de marzo de 2011. 

Resolución 15763-2011 de las 9:46 del 16 de noviembre de 2011. 

Resolución 1594-2013 de las 16:01 horas del 30 de enero de 2013. 

Resolución 7598-2013 de las 14:30 horas del 5 de junio de 2013. 

 

Votos del Tribunal Contencioso Administrativo 

Sección I. Resolución 428-2007 de las 15:05 horas del 17 de octubre de 2007. 

Sección III. Resolución 2578-2010 de las 10:30 horas del 8 de julio de 2010.  

Sección III. Resolución 284-2012 de las 10:30 horas del 20 de julio de 2012. 

Sección III. Resolución 285-2012 de las 10:50 horas del 20 de julio de 2012. 

Sección III. Resolución 131-2014 de las 9:55 horas del 19 de marzo de 2014. 

 

Dictámenes de la Procuraduría General de la República 

Dictamen C-062-1994 del 25 de abril de 1994. 

Dictamen C-038-2002 del 11 de febrero de 2002. 

Dictamen C-240-2000 del 29 de setiembre de 2000. 

Dictamen C-94-2005 del 3 de marzo de 2005. 

Dictamen C-151-2013 del 7 de agosto de 2013. 

Dictamen C-195-2013 del 23 de setiembre de 2013. 

 

Oficios de la Contraloría General de la República 

Dictamen DAGJ-551-1999 del 13 de diciembre de 1999.  

Dictamen DFOE-054-2004 del 21 de febrero de 2008. 

Dictamen DFOE-AE-IF-06-2012 del 31 de julio de 2012. 

Dictamen DFOE-AE-IF-14-2014 del 10 de diciembre de 2014. 
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Resolución de ARESEP 

Resolución RCR-322-2011 del 15 de febrero de 2011.   

 

Actas de la Asamblea Nacional Constituyente 

 
Acta Número 78 de las 14:30 horas del 30 de mayo de 1949. 
 
Acta Número 99 de las 15:00 horas del 30 de junio de 1949. 
 
 
Normativa empleada 
 
Código Municipal «Ley N° 7794». 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. «Ley N° 7615». 

Convenio para la Conservación de la Biodiversidad y Protección de Áreas Silvestres 

Prioritarias en América Central «Ley No. 7433.». 

Convenio Centroamericano sobre Cambios Climáticos. «Ley No. 7513.». 

Convenio sobre Conservación de Ecosistemas y Plantaciones Forestales «Ley No. 

7572». 

Convención ONU de Lucha contra Desertificación por Sequía en África «Ley No. 7699». 

Convenio sobre Diversidad Biológica y Anexos, Río de Janeiro, 1992 «Ley No. 7416». 

Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático «Ley No. 7414». 

Ley Forestal «Ley N° 7575». 

Ley Orgánica del Ambiente «Ley N° 7554». 

Ley Orgánica de la Contraloría General de la República «Ley N° 7428». 

Ley General de la Administración Pública «Ley N° 6227». 

Ley General de Contratación Administrativa «Ley N° 7494». 

Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República «Ley N° 6815». 

Ley de Aguas «No. 276» 

Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos «Ley N° 

8131». 

Ley de Planificación Urbana «Ley No. 4240» 

Ley de Creación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes «Ley N° 4786». 
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Ley General de Caminos Públicos «Ley N° 5060». 

Ley sobre la zona marítimo-terrestre «Ley N° 6043». 

Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP) «Ley N° 7593». 

Ley de Creación de la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo «Ley N° 

7274». 

Reglamento de procedimientos administrativos de la Contraloría General de la 

República (R-CO-16-2007).  

Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos (R-DC-111-

2011). 

Reglamento 37735-PLAN. 

 
Decretos del Poder Ejecutivo 
 
Decreto Ejecutivo 31062-MOPT-MIVAH-MINAE.  

Decreto ejecutivo 36550-MP-MIVAH-S. 

Decreto Ejecutivo 34582-MP-PLAN. 

Decreto Ejecutivo 3604-S 

Decreto Ejecutivo 37735-PLAN. 

Decreto Ejecutivo 29253-MOPT. 

Decreto Ejecutivo 29375-MAG-MINAE-S-HACIENDA-MOPT 

Decreto Ejecutivo 35216-MINAET-MAG 

Decreto Ejecutivo 10299-P 

Decreto Ejecutivo 10458-DP 

Decreto Ejecutivo 36646-MP-PLAN 

Decreto Ejecutivo 37623-PLAN-MINAET-MIVAH 

Decreto Ejecutivo 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-MOP-S-MAG. 

Decreto Ejecutivo 13583-VAH-OFIPLAN. 

Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-SALUD-MOPT-MAG-MEIC-2004.  

Decreto Ejecutivo 32967-MINAE-2006. 

Decreto Ejecutivo 25902-MIVAH-MP-MINAE. 
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Anexo 1 

 

Índice de Fragilidad Ambiental y uso actual de suelo en el cantón de 

Heredia 

 

Plan Regional y Urbano de la Gran Área Metropolitana (PRUGAM) 
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Anexo 2 

 

Mapa de vulnerabilidad de los acuíferos Barva, Colima Superior e Inferior y el 

Río Virilla de la Provincia de San Rafael de Heredia. 

 

Proyección Lambert.  
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